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Ante el cúmulo, para mi abrumador, de los deberes del 
cargo á que por segunda vez me ha llamado la muniñcen- 
cia de 8. M. el Rey (Q. D. G.), por designación de su Go- 
bierno, sentiria los desfallecimientos y los desalientos pro- 
pios de quien conoce la pobreza de sus medios, si no me 
animara y fortaleciera la esperanza de suplir, con solas 
una firme voluntad y la cooperación que me han prestado 
y siguen prestando los dignos funcionarios á cuyo frente 
me encuentro, aquellas altas dotes de ilustración y com- 
petencia de que hicieron memorable alarde mis ilustres 
predecesores en ocasión anhloga á la presente. 

Por fortuna para mi, esta vez, como todas las anterio- 
res, los Fiscales de las Audiencias han aportado á este 
Centro con sus Memorias datos, referencias y observacio- 
nes que, recogidos por ellos fielmente, con espíritu impar- 
cial y sereno, en la vida diaria de los Tribunales, me ofre- 
cen materia para llenar mi cometido, siquiera al desempe- 
ñarlo haya de reconocer y confesar que los desaciertos del 
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aompilador habrhn de restar in6rito á los trabajos fi que 
aludo. 

No es sólo mi insuficiencia, sin embargo, 'lo que de mo- 
mento me preocupa. Hay otra consideraci6n que me in- 
funde temor, suscitando en mi ánimo dudas y perplejida- 
des. El campo que debe extenderse la investigación y el 
estudio es vastisimo, y puede ser examinado bajo muchos 
y variados aspectos; pero la brillante labor de mis antece- 
sores durante el largo período de veinte años, al cumplir 
lo que dispone el art. 15 de la ley adicional ti la OrgBni- 
oa, casi ha agotado los temas de mayor interés, inconve. 
niente para mi, tanto m4s grave, cuanto que no me es dado 
paliarlo con recursos de ingenio ni con galas de dicción. - Por otra parte, la función del Ministerio piíblico es m61- 

tiple y compleja, pues no s6k1 ejerce la acción pública en 
la persecuci6n de los delitos y las faltas, que es lo que 
para el vulgo constituye su carkcter y personalidad oficial, 
sino que vigila el cumplimiento de todas las leyes que 
aplican los Tribunales, cuida del deslinde de las juriadic- 
ciones, repreeenta los intereses del Estado y de la Admi- 
nistración en los asuntos judiciales, defiende las personas 
y cosas puestas al amparo de la ley é interviene en lo gn- 
bernativo del Poder judicial. Teniendo esto en cuenta, la 
previsión de mis antecesores trazó sqbias reglas, á las que 
han de acomodar los Fiscales de las Audiencias sus Me- 
morias, y como el orden establecido en aquBllas obedece 
á un sistema racional y lógico, á 61 también se han venido 
ajustando, con ligeras alteraciones de detalle, las exposi- 
ciones anuales de este Centro; mas, entiendo que hoy las 
circiinstnncias son otras. 



El ansia con que desde hace tiempo se solicita la refor- 
ma de nuestra organización judicial y de los procedimien- 
tos, así criminales como civiles, parece que en breve va $ 

ser satisfecha. Público y notorio es que el ilustre juriscon- 
sulto que preside el Gobierno, cuya firma llevan la mayor 
parte de las leyes que aplican los Tribunales, y cuya labor, 
feliz combinación de los progresos de la ciencia jurídica 
en aquella época, y de los principios de justicia y libertad, 
bastaría para hacer glorioso su nombre, si no tuviera otros 
preclaros títulos al respeto y 4 la gratitud de la Nación, 
se propone la inmediata implantación de una profunda 
reforma para corregir los defectos que la experiencia ha 
puesto de relieve, simplificar y vigorizar la acción de los 
organismos judiciales y hacer más fácil y expedito el ejer- 
cicio de todos los derechos, rodeando así de mayores pres- 
tigios Ii. la administración de justicia. Llamado, pues, á 

inmediata transformación nuestro actual estado de dere. 
cho, quisiera yo encaminar este documento 4 fines útiles, 
si por ventura llegase en oportunidad de que las indica- 
ciones que contenga pudieran ser tenidas en cuenta. Con 
esta mira, me he trazado un plan que, sin separarse en 
absoluto de los moldes y estructura tradicionales, porque 
esto no seria dable sin dejar incumplido el mandato del 
legislador, se adapte 4 las vicisitudes del porvenir, cuales- 
quiera que éstas sean. 

A este efecto, expondré 4 grandes rasgos las condicio- 
nes en que se encuentra la sociedad española con respecto 
á la criminalidad, modo de ser de nuestros Tribunales en 
lo tocante 4 la represión de los delitos y eficacia de la 
pena, examinando despubs algunas cuestiones prácticas 
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que surgen del estudio de las Memorias de los Fiscales, y 
oerrando mi desaliñado trabajo con breves indicaciones 
relativas 4 asuntos contenciosos y 4 materia oivil. De este 
modo oreo responder al precepto legal, sin apartarme de 
los respetos debidos 4 la futura obra de reorganización de 
que habrh  de ser celosos 6 incondicionales auxiliares los 
funcionarios todos del Ministerio fiscal. 



Es fenómeno observado por cuantos se ocupan en las 
oiencias penales que la criminalidad aumenta en todos los 
paises civilizados, lo mismo en el número que en la gra- 
vedad de los delitos. La civilización y el progreso, derri- 
bando fronteras, aproximando pueblos, creando sin cesar 
nuevas fuentes de riqueza que aumentan el bienestar de 
los afortunados y excitando la emulación, la envidia y la 
insania de los olvidados por la suerte, descubre horizontes 
fácilmente abordables 4 la actividad criminal, y que la per- 
versidad aprovecha para reportar ventajas en la incesante 
lucha por la vida.,A cada adelanto, 4 cada mejora, 4 cada 
invento que se producen en las artes, en la industria 6 en 
el comercio, acompañan una serie de peligros y de excesos 
que engendran catastrofes en el orden fisico y perturba- 
ciones en el orden moral. Cierto que el mal es mal siem- 
pre, y los ciudadanos honrados tienen el derecho de que 
el poder social les proteja contra toda suerte de riesgos y 
asechanzas con que se amenacen sus personas 6 sus bie- 
nes; pero, ni cabe hacer efectiva esa protección en todos 
los momentos, ni es factible impedir el progreso de la de- 



lincuencia por 8610 la eficacia del castigo, ni ese aumento 
progresivo de los delitos, debido no a610 al factor antropo- 
lógico, sino á los factores fisico y social, implica, conside- 
rado en abstracto, una mayor desmoralizaci6n de la colec- 
tividad, ni una más acentuada relajación de la discipliiia 
piiblica, ya que, como dice un afamado publicista moder- 
no, la actividad demoledora, ó sea el crimen, no se ha de 
comparar con Bpocas anteriores, sino con !a actividad con- 
servadora 6 productora coetánea; lo cual ha permitido B 

ese mismo publicista sentar un axioma que merece medi- 
tarse por más que haya sido motejado de paradoja: <La 
criminalidad en un país puede decrecer aunque los crf- 
menes aumenten. n 

No quiere esto decir que hayan de leerse con desdeñosa 
indiferencia las noticias que los Fiscales transmiten acerca 
de ese particular y que continúan siendo poco halagiieñas. 
Aun cuando fuera absolutamente exacto el axioma apun- 
tado, y aun cuando hubieran aumentado en nuestra patria 
las fuerzas productoras y conservadoras, faltarfa demoq- 
trar la reIaci6n entre estos dos fenómenos, porque la na- 
turaleza de algunos de los delitos que con más frecuencia 
y en mayor nlímero se cometen en España, m8s que hijos, 
siquiera bastardos de la civilización, parecen torpes en- 
gendros del salvajismo y la barbarie. 1 '  

He aquí ahora una síntesis de lo qixe dicen los Fiscales. 
El de la Audiencia de Alicante indica que la criminalidad 
en aquella provinciano ha sufrido alteración sensible com- 
parada con los años anteriores. Sigue llamando la aten- 
ción el nlímero de delitos contra la honestidad, que se ele- 
van 4 56, singularmente los de rapto con miras deshones- 
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tas, pero casi siempre son voluntarios, cuando no es 1s 
mujer la instigadora, lo cual atribuye el referido funcio- 
nario á reminiscencias en algunas comarcas de la %provin- 
oia de costumbres Brabes que ni el tiempo ni la influencia 
del Cristianismo han podido borrar. También son relati- 
vamente numerosos los atentados contra los agentes de la 
Autoridad, en que éstos no siempre están exentos de culpa 
por su escasa cultura. 

El Fiscal de Badajos habla de aumento en los delitos 
contra la propiedad, sin que en concepto de ese funciona- 
rio acuse esto mayor perversión, sino que se debe 1 la per- 
tinaz sequfa de que fu6 victima aquella región y 6 la con- 
siguiente pobreza. 

Más grave es lo que expone el de Bilbao, aunque l a  
progresión ascendente de la criminalidad en los asos an- 
teriores parezca haberse detenido por efecto de la dismi- 
nución de la masa obrera y población flotante debido 4 la 
falta de trabajo en las minas, supresión de la mendicidad 
en las calles y expulsi6n de buen número de vagos y po- 
bres ficticios, lo cual hace menos frecuente los atentados 
contra la propiedad. La gravedad de lo que aquel Fis- 
cal dice está, no en que la delincuencia aumente 6 dismi- 
nuya, sino en cierta anormalidad polftico~social que im- 
porta conocer y remediar á tiempo por lo que afecte al 
interés oom6n. Por eso estimo un deber copiar á conti- 
nuación algunos párrafos de la Memoria de dicho Fiscal. 
Helos aqui: 

<Los (delitos) cometidos por medio de la prensa son muy 
.frecuentes debido á lo excitadas que aquí se encuentran 
alas pasiones polfticas, religiosas y sociales. Aparte de loa 



diarios se publican seis periódicos semanales, pertene- 
»cientea 9, los partidos m68 extremos, cuyos periódicos son 
»constantemente objeto de la acción del Ministerio fis- 
,cal, hasta el punto de que, uno republicano, tenía m6a 
>de veinte sumarios cuando se publicó el último decreto 
»de indulto. También la insana semilla del separatismo 
.produjo sus frutos, pues se han publicado unos folletos 
,encaminados á procurar la separación de estas provin- 
~c i a s  de la madre patria, y como consecuencia de Csta y 
nde otras propagandas anhlogas, en forma expresiva y 
>enérgica, en mitins y reuniones, se dieron mueras 4 Es- 
apaña por varios individuos afiliados al partido llamado 
anacionalista.~ uTambién la cuestión religiosa produjo 
&como en años anteriores perturbación del orden pfiblico. 
2 Organizbse una peregrinación al Santuario de Begcña 
»como primer aniversario de haberse declarado á la Vir- 
»gen patrona de Vizcaya, y, pretextando los partidos ra- 
»dicales que se trataba de manifestaciones politicas, tra- 
1 taron de impedirla á toda costa, primero en la prensa y 
>luego en las calles, sin que por consecuencia del choque 
»hubiera que lamentar desgracia alguna, como en el año 
»anterior; pero di6 lugar 8 que se colocara una bomba en el 
>pórtico de la Iglesia de Santiago, que por fortuna no ex- 
xplotó.~ .Las huelgas ocurridas este año judicial, todas 
»fueron parciales. Las hubo de panaderos, de obreros de  
,)las minas Basconia, Luchana y algunas otras, pero sin 
*consecuencias notables en orden á la delincuencia. = aEn 
>las minas siguen los accidentes del trabajo con la misma 
.frecuencia á que me referia en la MEMORIA del año pa- 
,sado. Todo se atribuye á las humedades, 6 los imprevis- 



>tos corrimienton de tierras, y á otras causas siempre su- 
speriores á la más exquisita previsión humana, y, sin em- 
wbargo, yo me atrevo á sostener la creencia de que, en 
.mucha parte, se debe á falta de policía, 6 que los traba- 
~ j o s  no se llevan reglamentariamente y á que, cuando 
sdespu6s de un siniestro se verifica la inspección por 
sorden del Juzgado, ya las cosas se han arreglado en for- 
sma que aparezca puramente casual lo que tal vez, en no 
rpocos casos, sea consecuencia de la avaricia del contra- 
~ t i s t a  que, interesado en el arranque de mucho mineral 
>con poco coste, hace las excavaciones tanto más útiles 
.para 61, cuanto más peligrosas para el obrero.> 

A V. E. no se oculta la trascendencia de lo que se con. 
sigua en los párrafos transcritos. El desasosiego que pro- 
duce la excitación agresiva de las pasiones políticas, y 
aun m6s que esto, las crecientes audacias de los que aca- 
rician y propagan, por más que sea en reducido círculo y 
con poco éxito, aspiraciones contrarias 9, la integridad de 
la Nación, reclaman urgente remedio, de muy distinta fn- 
dole del que puede y debe aplicar la acci6n fiscal. Justo 
y necesario es que ésta se ejercite cuando proceda; pero 
en la mayoría de los casos no hay posibilidad de ejerci- 
tarla, y, si la hubiera, no seria extraño que, bien á pesar 
del representante de la ley, resultase tardía, ineficaz 6 tal 
vez contraproducente. Precisa extirpar el mal en su raíz, 
y eso se consigue ahogando todo motivo de queja, aten- 
diendo las ileclamaciones fundadas, manteniendo con fir- 
meza el orden material y moral, y auxiliando todo esto 
con los medios coercitivos de que el Estado dispone, á fin 
de que lo que es hoy una vituperable y punible excentri- 
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cidad de algunos ilusos, no sea mañana motivo de una 
grave preocupación. 

Tampoco he creido que debia omitir lo que respecta 4 

los accidentes en las minas. Las insinuaciones que sobre 
ello hace el Fiscal de Bilbao, no pueden pasar desaperci- 
bidas. No es tolerable que á IR  avaricia de un contratista 
se sacrifiquen las vidas de los infelices operarios, que, ro- 
deados de mil riesgos, ganan su misero sustento en u n  
trabajo de cíclope, que aniquila la salud y agota las fuer- 
zas fisicas. Si complacencias 6 criminales complicidades 
arreglan las cosas de modo que cuando va la inspección 
ordenada por el Juzgado, ya no hay rastro de la verda- 
dera causa del siniestro, dicho se está que la administra- 
ción de justicia nada puede hacer. A las Aiitoridades gu- 
bernativas incumbe frustrar esas componendas de hltima 
hora, y á ello las obligan el interés piíblico, la ley y la 
humanidad. 

E n  Cádiz la criminalidad no ha sufrido alteración sen- 
sible. La que hay, sin embargo, alcanza iin grado bas- 
tante elevado. La atribuye el Fiscal de aquelIa Audiencia 
h que se encuentra muy extendido el vicio de la embria- 
guez; á ser muy frecuente, hasta en los niños, el uso de 
armas de fuego, sin distinción de pueblos, y á la carencia 
de cultura, de sentimientos religiosos y de respeto al prin- 
cipio de autoridad. 

E n  Gerona, León, Lérida, Málaga, Pontevedra, Sala- 
manca, Huesca y Jaén no hubo aumento ni disminiición 
apreciables; pero en esta iLltima provincia sigue llamando 
la atcnción el considerable número de delitos contra las 
personas, pues hubo 731 de lesiones, 154 de disparo de 



arma de fuego contra persona determinada y 45 de homi- 
cidio durante el periodo que abarca la Memoria del Fiscal 
de la Audiencia, quien lo explica por la falta de instruc- 
-0i6n en que vive la clase trabnjadora, la ausencia de sen- 
timientos religiosos y de sentido moral, el abuso y mala 
calidad de las bebitlas alcohólicas, la facilidad para ad- 
quirir por poco coste arriias de fiiego y blancas, la cos- 
tumbre general de usarlas, I i i  propiiganda disolvente, no 
contrarrestada, que se hace en tic-rta clase de publicacio- 
nes y en los mitins, y el dc~arrolio en la provincia de Ia 
industria minera, que Ilera allf I R  gciite maleante de otras 
partes, todo lo cual consl~ira 4 la completa abolición del 
sentimiento del bien en una parte ccirisiderable del pueblo. 

Señala el Fiscal de Logrciño aurnc~nto de los homicidios 
e n  aquella provincia, y lo atribiije d las mismas causas 
indicadas por otros fiincionarios de ñu clase, y en par- 
ticular 4 la ignorancia, á propósito de lo que manifiesta 
que aterra el número de an:i!fiibvtos que hay en aquella 
región. Cita el dato, por deniris elocuente, de que en el 
cuatrimestre que cori fa al dar su Xemoria, estaban seña- 
lados 25 juicios por Jiiradoq, de 10s cuales 18 lo eran por 
asefiinato y homicidio; y discurriendo sobre el arraigado 
h4bito de llevar armas, dice: <Tan generalizado se halla 
=el uso de tales instrumentos del crimen en esta comarca, 
.que muy pocos serán los obreros y jornaleros, ya mayo- 
,res 6 ya menores de edad, que dejen de i r  provistos de 
aellas. Carecerán, quizás, en SU hogar de lo necesario 
,para su vida, y hasta del alimento que sostenga y repare 
.sus fuerzas para el trabajo; pero no ha de faltarles, segii- 
-~ramente, dentro de su faja la pistola, el revólver 6 el 
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  puñal que habrán de usar 6 esgrimir contra sus seme- 
sjantes por el motivo más baladí y la cuestión más iusig- 
anificante, y [cuántas veces, después de perpetrado el cri- . 

Bmen á que diera ocasión la tenencia de tales instriimen- 
stos, se encuentran otras análogaei en la vivienda del cri- 
srninal, convertida en parque de armas prohibidas, cu- 
rpbiertas por los harapos de la miseria!» 

Más desconsolador es todavía lo que consigna el Fiscal 
d e  Murcia. La criminalidad crece de día en día en esa 
provincia, no sólo en cantidad, sino en calidad, y como 
demostración apunta los datos siguientes, que son, á la 
verdad, por todo extremo expresivos. Durante el período 
á que la Memoria se contrae, esto es, en el transciirso de 
un año, se despacharon por aqiiella Fiscalía 2.840 cau- 
sas, 5 por delitos de parricidio, 8 de asesinato, 92 de homi- 
cidio, 243 de disparo de arma de fuego contra determinada 
persona, 567 de lesiones, 179 de robo, 626 de hurto, 178 

de estafa y 152 contra el principio de autoridad. Estas ci- 
fras dan idea aproximada, aunque triste, de lo que es la 
criminalidad en la provincia de Murcia. 

Según el Fiscal de San Sebastián, hay progresión as- 
cendente en aquella provincia por lo que toca á los deli- 
tos contra la propiedad, pues el año anterior fueron 364 

y el corriente 4.30. Lo achaca aquel funcionario al enca- , 
recimiento de los alimentos y de los alquileres de las ca- 
sas, y al contingente de obreros de otras regiones y aun 
extranjeros, afluido alli por el desarrollo de la industria 
local. 

E n  Burgos, Madrid, Toledo y Pamplona, aparece de las 
Nemorias de los Fiscales, que la criminalidad ha tenido 
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-aIgrín incremento, mientras en Mallorca ha disminuido, 
si bien el Fiscal de Palma no se atreve á dar á la dismi- 
nución significado favorable, pues admite que pueda ex- 
plicarse por causas accidentales y transitorias. 

Las restantes provincias no acusan variación notable 
con respecto :i los datos suministrados el año precedente. 

La enumeración que acabo de hacer la creo interesante, 
porque permite formar juicio sobre el punto acaso más 
capital para la orientación y acertada dirección de las me- 
didas que reclama la tutela social que compete al poder 
supremo. Discútase en buen hora ei el aumento de la cri- 
minalidad presupone indefectiblemente un estado de de- 
cadencia moral, 6 si, por el contrario, puede ser la re- 
siiltante de una mayor fuerza y de más porlerosas energías 
en el de~arroilo de los medios de vida de una Nación. 
Dejemos á los penalistas y á los sociólogos que diluciden 
tan ardua cuestión, y sea cual fiieie la solución que se dé 
al problema, no perdamos de vista que el delito, segfin la 
frase de Tarde, no sólo es un mal, sino germen y manan- 
tial de otros males, por lo que interesa mucho agravar más 
que atenuar el sentido de los datos que arroja la estadística. 

Siendo asi, hay que convenir en que nuestra situación, 
por lo que al espiritu de delincuencia respecta, es poco 
lisonjera, y más si se echa de ver que los delitos que con 
más frecuencia se cometen en España y en que los Fisca- 
les denuncian aumento, reconocen causas conocidas que 
nada tienen que ver con las fuerzas de producción y con- 
servación, antes por el contrario, en algunas partes mar- 
chan en razón inversa, es decir, que á menor fuerza pro- 
ductiva y expansiva, responde mayor criminalidad. 



Esas causas generadora8 de la delincuencia, 4 que los. 
l?iscales con rara unanimidad aluden, pueden resumirse 
de este modo: falta de instrucci~n elemental; ausencia de 
sentimientos morales y religiosos; tradiciones de barbarie 
que convierten las romerías y las ferias en motivo de des- 
órdenes, excesos y atentados; uso constante de toda clase 
de armas; abuso y mala calidad de las bebidas alcohólicas;. 
propaganda de doctrinas disolventes y corruptoras; falta 
de respeto al principio de autoridad; miseria en que vive 
el proletariado; pernicioso influjo de las sociedades llama 
das de resistencia; frecuencia con que se otorgan los in- 
dultos, generales y particulares, y vicioso rbgimen peni- 
tenciario que desmoraliza al recluso y le predispone á 

nuevas transgresiones de la ley. 
Claro está que los mismos Fiscales que bosquejan ese 

cuadro insinúan los remedios con que, en su sentir, debe- 
ría atajarse el mal. Yo, por mi parte, me limito 4 trans- 
cribir fielmente los antecedentes que hallo en las Merno- 
rias, en la persuasión de que V. E. los ha de acoger con 
elinterés de que son la mejor garantía, su probado cela 
por el bien público y los eminentes servicios que ha pres- 
tado en su larga y honrosa carrera. 

* * + 
l j  

A1 hacer la reseña de la deIincuencia en nuestra Patria,, 
tomando como norma los delitos comunes, no seria lioito 
prescindir de algunos de carácter especial, entre los cua- 
les figuran en lugar preferente los que fraguan y realizan 
los secuaces del anarquismo, que tan triste resonancia al- 
canzan por su enormidad, por el odio satánico que los en- 
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gendra y por la irracional ferocidad con que se cometen. 
Delirio 6 maldad, el crimen del anarquista merece la exe- 
cración de toda conciencia honrada. El  anarquismo de 
acción, que podriamos llamar un  despotismo invertido, si  
el epiteto no fuera demasiado suave, recluta sus adeptos 
en la sombra, los fascina y subyuga inspirándoles inde- 
lebles sentimientos de aversión á todo lo existente, y los 
lanza, para vengar agravios imaginarios, á empresas des- 
cabelladas y sangrientas, designando unas veces las vio- 
timas y dejando otras que el azar las designe. 

Bajo el punto de vista Btico no hay perversidad compa- 
rable 4 la de cse fanhtico sectario que hiere á traición á 

aquel de quien nunca recibiera dafio 6 que lanza el terri- 
ble proyectil a1 acaso por el sólo placer de sembrar la de- 
solación y la muerte entre gentes inocentes 6 indefensas. 
Hay en esos actos tal cobardia, tal refinamiento de ma- 
licia y tal falta de sentimientos de clemencia y humani- 
dad, que los coloca fuera de las condiciones en que la de- 
lincuencia ordinaria se exterioriza y los eleva á una cate- 
goria en que parecen tenues y benignos los rigores de 
la ley. 

Felizmente, excepción hecha de Barcelona, en ningiln 
otro punto se ha dejado sentir e1 efecto de esa perniciosa 
doctrina. Hay si, casos de colocación de bombas y pe- 
tardos, pero con fines de venganza individual y de nin- 
gím modo como manifestación de los ideaIes de la escuela 
anarquista: Nuestro vigente Código, á pesar de haberse 
promulgado en Bpoca en que esos delitos, en su aspecto 
politico social, no eran conocidos, contiene disposiciones 
aplicables h todos los grados de ese género de criminali- 



dad. Su art. 572 comprende los estragos que se causan por 
medio de explosivos, sin perjuicio de los preceptos genera- 
les relativos á los daEos que se infieren á las personas, para 
los cuales habrá siempre el motivo de agravación que se- 
ñala el art. 10 del mismo Código, en sil niírn. 4.0 Ya el 
Tribiinal Siipremo, en sentercia de 27 de Noviembre 
de 1879, declaiú que era aplicable el citado art. 572 al dalío 
material ocasionado por la explosión de un petardo de di- 
namita dentro de una casa, y esta Fiscalía, en Circular que 
lleva la remota fecha de 20 de Junio de 1881, recomendó 
B sus subordinados que denunciasen como delito la bár- 
bara diversión, hasta entonces reputada falta, de arrojar 
petardos en la calle, que, aunque de mucha menor poten- 
cia que los proyectiles que hoy emplean como fin de más 
transcendencia los anarquistas de acción, encerraban ver- 
dadero peligro para cosas y personas. 

Las dudas, sin embargo, que podía originar la falta de 
determinación concreta de que era natural adoleciera el 
texto del repetido art. 572, y el ejemplo de otras Naciones 
que, hallándose en el mismo caso, creyeron indispensable 
robustecer sus medios de defensa contra ese enemigo nue- 
vo, que no se detenía ante ninguna monstruosidad, con tal 
de satisfacer su ansia loca de devastación, dieron vida á la 
ley de 10 de J u  4 o de 1894, dirigida á reprimir con seve- 
ridad de pena y celeridad de procedimiento, los delitos co- 
metidos por medio de explosivos, y bien se puede afirmar, 
que en orden á la represión, nuestro derecho positivo no 
tiene vacío que llenar, ni defecto sustancial que corregir. 

A mayor abundamiento, esta Fiscalía, y secundando sus 
repetidas instrucciones los Fiscales de las Audiencias, han 



concedido siempre y seguirán concediendo atención prefe- 
rentisima á las causas que sobre tales delitos se formen; 
pero, repito, que las Memorias de este año, salvo la de Bar- 
celona, y si se quiere la de Bilbao, aunque beta por inci- 
dencia, seg~in puede verse en el párrafo que en otro lugar 
transcribo, no mencionan nada que con esa especie de de- 
litos se relacione: de manera qtie por ese lado el estado ge- 
neral de la Nación, con la excepciún insinuada, es comple- 
tamente satisfactorio. 

E n  cambio, la hermosa capital de Cntaliiña, centro de 
cultiira y emporio de riqueza, ha sido, al parecer, elegida 
por los ariarqnistas como sil cuartel general, y la audacia 
de aqiiéllos por un lado, y la inconcebible libertad de que 
han disfrutado por otro, crean una situación de perenne 
intranquilidad y de graílísimo perjuicio para la industria 
y el comercio, así como para las demás fuerzas vivas, que 
contribuyen con sn honrada actividad al fomento de la pro- 
ducción y del bienestar. El ilustrado y digno funcionario 
que desempeñaba el cargo de Fiscal de la Aiidiencia de 
Barcelona, al comenzar el periodo en que los Fiscales te. 
rritoriales deben redactar la Memoria anual qiie han de 
elevar á este Centro, cuyo funcionario fub t r a s l ~  ' t n  1. d oás i i  
instancia á otro punto, dejó formulado su juicio acerca de 
la materia en que me ocupo. Las circunstancias qiie en di- 
cho Fiscal concurren, dan valor á sus opinioiies, y tanto 
por esto, cuanto porque algo de lo que expone, entiendo 
que reviste-positira y excepcional importancia, me deci- 
den á dar á conocer á V. E. algunos de los párrafos de su 
trabajo. Dicen así: 

«No es posible que en esta Memoria deje de decir 
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36 V. E. algo sobre un problema muy dificil 6 intrincado 
)que de manera profunda afecta á nuesta sociedad, y que 
=en particular, dentro de Espaíla, se presenta y desarrolla 
.en esta hermosa capital de un modo imponente y pavo- 
8 roso, tanto más terrible, cuanto más escondidas se hallan 
.sus raices, perturbando de un modo, casi se puede decir 
.permanente, á la sociedad barcelonesa en todos sus gra- 
.dos, desde el más elevado al más humilde, y reflejándose 
 esta intranquilidad, este desasosiego, en la vida econó- 
.mica, puesto que los capitales, al sentirse amenazados 
de un peligro desconocido, pero que se vislumbra á cada 

3 momento y en todos los instantes, se retraen y se escon- 
,den, lejos de dedicarse á las grandes empresas fabriles 
*y comerciales, tan en armonfa con el carácter laborioso 
by emprendedor de los naturales del pais: me refiero al 
s anarquismo. 

,Constan á V. E., como á toda la Naci6n, atentados 
.que en esta población se han cometido por los afiliados á 

=esta secta, ocasionando numerosas victimas y el pánico 
.consiguiente: el atentado al General Martincz Campos, 
=el del Liceo, el de la calle de Cambios, el de los Almace- 
Dnes del Siglo, calle de Fernando y Palacio de Justicia, 
mson hechos ocurridos ayer puede decirse, están vivos en 
.la memoria de todos y perdurarán en las ,generaciones 
=que nos sucedan, porque revelan una ferocidad, una falta 
sde sentido moral tan extraordinarias, que la inteligencia 
.normal humana no puede alcanzar á comprender que 
.haya seres capaces de realizarlos; y esos hechos, Exce- 
*lentísimo Sr., se pretende repetirlos, y esos seres surgen 
.en progresión alarmantisima entre la juventud obrera 



»que apenas entra en la adolescencia, 6 quizás ya desde 
>la infancia, empiezan 4 sentir los efectos de una intoxi- 
ncación lenta, pero segura, que anula en su corazón los 
»santos principios que la madre le inculcó y los sustituye 
»por un odio mortal 4 todo lo existente, haciéndole ver 
»como licito y hasta laudable lo que constituye un ho- 
»rrendo crimen; acentuándose más y más esos odios, 
»cuando el niño pisa el taller 6 l a  fábrica, y gozando de 
»cierta independencia y dirigido por hombres maduros y 
»radicalmente malvados, concurre 4 los centros obreros, 
>en los cuales no oye más que maldiciones y anatemas 
»contra las demás clases del Estado, y es inducido á con- 
avertirse de anarqriista manso 6 platónico, en anarquista 
»fanático y de acción, dejando á un lado los trabajos de 
>)propaganda pacífica para dedicarse 6 fraguar complots 
,y fabricar explosivos, guiado desde la  sombra por los 
!)que son más cobardes que 81, y aprovechan y explotan 
»la ceguedad de los jóvenes para producir agitaciones di- 
srjgidas al logro de fineu particularísimos, contándose 
)>hoy en la capital de Cataluña mtis de cuatro mil afilia- 
,dos á ta l  secta, con cuarenta y nueve grupos de acción 
,y propaganda. 

,Entre esos fanáticos, reclútanse á los Angeolillo, Case- 
xrio, Arta1 y tantos otros, á los que empujan á la  perpe- 
»tración de los más odiosos atentados, halagando su so- 
~berb ia ,  y ofreci6ndoles á cambio de que los realicen u n a  
»triste celebridad, que ellos presentan como gloriosa á 

,108 ojos de la  humanidad agradecida, tanto mayor y más 
»duradera, cuanto más elevada sea la  personalidad desig- 
»nada como víctima; y de esos antros, de esa fábrica in- 

4 
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~cansable de criminales, salen los complots contra todos 
alos Soberanos y Jefes de Estado, y contra los hombres 
.de algunas energías que se oponen al desarrollo y vida 
,de tales ideales, y reciente está el cometido en Parfa 
scontra la vida de nuestro Rey Don Alfonso XIII  y la 
>del Presidente de la República francesa, que, afortunada- 
>mente y por mediación de la Providencia, ha fracasado 
lpen su fin principal, si bien ha producido sensibles des- 
%gracias, dando ocasión 6 que las simpatias que á todo el 
,mundo ha sabido inspirar nuestro joven Soberano, se ha- 
~ y a n  aumentado considerablemente, convirtiéndose el ca- 
.mino recorrido durante su breve excursión en una senda 
»sembrada de flores, y aquellas simpatias en aclamacio- 
Bnes llenas de espontaneidad y de afecto. 

%La extensa frontera que nos separa de Francia y la 
%facilidad de comunicaciones por la vía terrestre y maríti- 
>mal son las causas indudables de que á esta capital acu- 
*dan los anarquista6 arrojados de Francia, Italia, Iuglate- 
ama, Rusia y otros países, viviendo con tranquilidad com- 
xpleta y hasta apareciendo como héroes á los ojos de sus 
»compañeros, merced á la falta casi absoluta de una poli- 
Dcia que los vigile, y á la carencia de leyes que impidan, 
.por atentatoria á la vida de la JSaci6n, una propaganda 
.criminal y nefanda; la ley de Imprenta actual no permi- 
ate, Excmo. Sr., la censura del libro y autoriza Ia publi- 
~cación de todo género de periódicos; y se publican éstos, 
.viniendo con sus artículos y doctrinas á completar la 
>educación de esos muchachos con absoluta libertad, Ile- 
,vando muchos, después del título, el lema de ((Defensor 
=de los ideales libertarios)), que es tanto como consentir 



sque se lance un guante al rostro de una sociedad en la 
xcual se hallan garantidas todo género de libertades, im- 
xportando muy poco que el Fiscal los denuncie, pues nun- 
»ca se hace ni puede hacerse la recogida completa, y aun 
>cuando llegasen á recogerse muchos ejemplares, los que 
rquedan, unidos 4 los que clandestinamente se reparten, 
sbastan para sostener ese estado de ira reconcentrada y 
»de aborrecimiento mortal en que se encuentran esas vic- 
ntimas inconscientes de sus malas pasiones y de rencores 
»arraigados profundamente en su alma por sus cobardes y 
>desleales explotadores, siendo de un efecto tristisimo y 
n doloroso que el inductor de los actos criminales realiza- 
n d o ~  por virtud de la propaganda, y el que crea el estado 
 de ánimo que ha convertido 8. un hombre en una máqui- 
>no, no pueda ser alcanzado m88 que en muy contadas 
.ocasiones por el rigor de la Iey, sufriendo solamente el 
.peso de ésta el individuo que, desde el punto de vista 
,moral, es el menos culpable. 

,Una acción vigilante y energica y la organizaci6n de 
*una policfa moral, activa B inteligente, numerosa y bien 
»pagada, son los zinicos medios eficaces que el que suscri- 
>be cree fitiles para remediar ese mal que tan amenaza- 
»dor se presenta, que tantas victimas ha causado y tantas 
~y tan numerosas puede ocasionar fnterin no haya un con- 
>cierto internacional, que'ae impone, en el que se acuer- 
,de la deportación de cuantos individuos sean partidarios 
>de las expresadas doctrinas, que hagan gala y alarde de 
»ellas, y del que por medio de la prensa en cualquier for- 
Bma intente propagarlas. r 

C *, 
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Nuevo género de delincuencia, nacido para baldón de 

nuestro tiempo, á la sombra del extraordinario ensanche 
y difusión de todo género de medios de publicidad con que 
brinda la libertad conquistada para la emisión del pensa- 
miento sin sujeción á trabas, es el de las ofensas á la mo- 
ral y á las buenas costumbres, en cuya categoria entran, 
no sólo las que se cometen valiéndose de la prensa, el 
grabado, la litografía, eto., sino las que públicamente se 
producen de palabra, en espectáculos públicos 6 de cual- 
quiera otro de los mil modos con que inteligencias y cora- 
zones perversos explotan las pasiones humanas con fines 
de lucro, cuando no con el sólo fin de corromper. 

Que ese mal va tomando alarmente incremento, espe- 
cialmente en los grandes centros de población, está á la 
vista de todos. Una aberración, que seria incomprensible 
si no la explicara la eterna contradicción de que es el 
hombre texto viro, pone al servicio de los m8s groseros 
instintos los resortes y los primores de que el arte se en- 
vanece, manteniendo en auge ese indigno comercio de lu- 
bricidades, que sin rebozo ni recato invade las calles y se 
exhibo en los parajes más frecuentados, con escándalo 
hasta de los que blasonan de despreocupados é indife- 
rentes. 

El daño que se causa permitiendo que salga, á la super- 
ficie semejante fuente de liber"tinaje, es incahmlable. No 
es ya el derecho que todo ciudadano amante de la cultura 
de su pais tiene á que no se ultrajen en público los senti- 
mientos de morigeración y recrito que la moral universal 
impone, son también las funestas consecuencias de una ac- 
ción deletérea sobre la juventud que le ofreoe un presente 



de disipación 4 trueque de un porvenir de ruina física y 
moral. 

A propósito de esto, dice el antes mencionado Fiscal de 
Barcelona: U A  este grupo (al de las publicaciones ilicitas) 
rpertenecen los periódicos pornográficos que en sus graba- 
,dos y en sus articulas ostentan carácter marcadamente 
robsceno, y las fotografías del mismo género que por mi- 
.llares se venden y se remiten al extranjero. Quizás tam- 
,poco en este género de publicaciones haya población :i1- 
~ g u n a  que raye 4 tanta altura como Barcelona, y desde 
»luego puede afirmarse que en España no existe ninguna, 
xsufriendo en cambio toda la Nación los efectos de tales 
xpublicaciones, pues por todas partes se extiende ese río 
»de lodo, que, procedente de esta capital, envenena á la 
,juventud española, dando 4 la tisis y á la prostitución un 
,contingente considerable de víctimas. Bien merece qiie 
»se acuerde algo para combatir esa plaga social que nos 
»deshonra y envilece, en el caso que se estime, como en- 
,) tiendo no puede menos de hacerse, que es nociva y per- 
njudicial. x 

No son de ahora estas alarmas. Mis preclaros anteceso- 
res el Sr. Martínez del Campo, que con tan alto y justo 
prestigio personal se halla hoy al frente de la Magistra- 
tura, y el Sr. Puga, atentos á la defensa de los intereses 
morales que la ley confía á la solicitud y cuidado del Fis- 
cal del Tribuual Supremo, dictaron las sentidas Circulares 
que llevan -respectivamente la fecha de 28 de Enero 
de 1893 y 14 de Marzo de 1897, y en ellas se dictan sa- 

bias reglas á los Fiscales para que persigan los hechos de 
esa índole, puesto que cuando abandonan el misterio á 
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que, ya que no sea posible suprimirlos, debieran estar 
siempre relegadas, entran en la esfera del delito 6 de la 
falta, según las circunstancias de cada caso, en consonan- 
cia con lo que disponen los artículos 456, 457, 584, nú- 
mero 4.0, y 586 nilm. 2.0 del Código penal. 

Todo el celo de los Fiscales, esto no obstante, y toda la 
justificaci6n y severidad de los Tribunales, no basta para 
poner dique á ese desbordamiento de degradante obsceni- . 

dad que conduce derechamente 4 la desmoralizaci6n de las 
costumbres y al escarnio de los mhs santos respetos. Tal 
vez nuestra ley penal no sea en esta materia tan com- 
prensiva como fuera de desear, por efecto de los progre- 
gresos que la fecunda iniciativa para el mal ha realizado 
desde que aquélla se publicó; pero B reserva de que pueda 
esto tenerse presente cuando llegue la ocasión de la re- 
forma, se hace preciso que la acción gubernativa preste su 
apoyo, dentro de las facultades que le son propias, para 
realizar la meritoria obra de saneamiento que reclama la 
higiene social. 



Hecho el resumen de lo que los Fiscales dicen acerca de 
la situación de las provincias en que prestan servicio por 
lo que toca á la criminalidad, sus caracteres, sus especies 
y sus causas, que es la materia, digámoslo así, sobre que 
actúa la justicia penal, es lógico que se hable de esa 
misma justicia en acción; así, que de los distintos órdenes 
de negocios en que el Ministerio fiscal interviene, sólo 
habré de estudiar el concerniente á la persecución y cas- 
tigo de los delitos, ó sea el proceso oriminal en sus tres 
grandes períodos de sumario, juicio y condena, ya porque 
eso es lo que de una manera inmediata importa al interés 
público, ya porque de este modo, sin apartarme en la esen- 
cia del plan hasta aquí observado, podré tal vez ayudar, 
en lo que de m i  dependa, á la obra de reforma próxima á 

realizarse, suministrando las noticias que mis subordina- 
dos me comunican, siquiera el valor de la que aporto no 
corresponda% la magnitud del empeíío ni á los anhelos de 
mi voluntad. 
Y por más que en la denominación genérica de proceso 

criminal, podría y acaso deberia entrar el juicio de faltas, 
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no considero ésta la coyuntura más adecuada para tratar- 
lo, porque la sencillez de las reglas por que se rige y la 
ausencia de ritualismos y formalidades de trámite, bien 6 
las claras revelan que el legislador fió, más en la pruden- 
cia y buena fe del Juez que entiende en esas minúsculas 
contiendas, que en las solemnidades del procedimiento; 
pero, si no hablo del juicio en ~ í ,  en cnyo mecanismo ri- 
tuario imagino que no ha de ser grande la reforma que se 
haga, no puedo omitir que los Fiscales, hoy como antes y 
como siempre, se duelen de que subsistan los males por 
ellos denunciados en cuanto al modo de nombrar y forma 
de ejercer sus cargos los Jueces municipales. Teudrfa qiie 
repetir lo que en casi todas las MEMORIAS anterioies de 
esta Fiscalfa se ha consignado, si pretendiera hacerme eoo 
de  la opinión de cada uno de los que suscriben las que 
tengo á la vista. 

El Sr. Martfnez del Campo, que tan imperecedero re- 
cuerdo dejó de su paso en  la Fiscalía del Tribunal Supre- 
mo, con la mesura y circunspección que le son caracterfs- 
ticas, hizo la crítica de la actual organizacihn de los Jue- 
ces municipales y esbozó, con trazos de maestro, un plan 
de  reforma cuya sola enunciación satisface y convence: 
<Mientras dure, decís, la organización actual de  los Juz .  
gados locales, sin razón las más veces, con razón alguna, 
no perderá cuerpo el recelo de que los nombkamientos de  
su personal responden á intentos inconciliables con los 
fines de la justicia., Con posterioridad, los informes de 
!os Fiscales de las Audiencias, obligaron á los sucesores 
del Sr. Martfnez del Campo 4 acentuar la nota pesimis- 
ta; verdad es que las exigencias de los elementos que se  



,creen con derecho 4 intervenir en la designación de can- 
didatos, se han ido mostrando cada vez más absorbentes. 

Lo peor es que, aun admitido que los designados para 
tales cargos se hallen adornados de los mejores deseos y de 
-condiciones de honradez, justificación y buena fe, su filia- 
ción politica, su identificación con una parcialidad de Ia 
.que en los pueblos se disputan la supremacia y su pre- 
sunta dependencia de aquel que obtuvo su nombrsmien- 
to, les hacen altamente sospechosos quitando autoridad 
á sus fallos, viniendo á ser, salvas honrosas excepciones, 

- 

un escollo para la tranquilidad moral de sus convecinos., 
Eso aparte de que no siempre su aptitud está en conso- 
nancia con la indole de sus funciones. 

Extensivo á los Fiscales municipales es lo que acaba de - 

indicarse de los Jueces. E1 sistema que se sigue para sus 
nombramientos es el mismo, y sus inconvenientes iguales. 
El s610 intento de crear organismos independientes y es-  
traños 4 todo interés de banderfa para administrar la  jus- 
ticia en esos negocios pequeños y transgresiones leres,, 
.que, por referirse á los accidentes más comunes de la vida 
ordinaria, afectan á casi todos los ciudadanos, bastaría 
para justificar la reforma y para desear su pronta realiza- 
ción, porque la confianza en la rectitud de la autoridad 
judicial y en el respeto que le inspiren los derechos de to- 
dos, constituye la tranquilidad juridica del individuo y do 
l a  Sociedad. 



Del sumario. 

La exposición que precede 4 la vigente ley de Enjuí- 
ciamiento criminal explica con galanura de fiase y lucidez 
de pensamiento lo que debe ser el sumario. Rompiendo 
con añejas preocupaciones 4 que venía apegado el pueble 

1 español en fuerza de la rutina y el aislamiento, el Código 
de procedimientos acometió de frente la empresa de redi- 
mir, al  que tenfa la inmensa desdicha de cometer un de- 
lito, de 1s esclavitud y la tiranía & que le sujetaban las 
antiguas leyes. Con arreglo á Bstaa carecfa en el sumario 
de derechos que pudiera hacer efectivos de modo eficaz, 
y aun en el plenario, las pruebas que pudiera aducir 
tenian la presunción de la ficción y el amaño en cuanto 
contradecían las aportadas en el primer perfodo del pro- 
ceso. La tramitación, por poco complicada que fuera la 
causa, solia invertir muchos años, durante 10s cuales s e  
prolongaban los horrores de la prisión preventiva, si el 
procesado la sufria, vejación odiosa que no se le tomaba 
en cuenta llegado el momento de la conden?,, pues a i  bien 
el Decreto de 9 de Octubre de 1853 concedfa abono de la 
mitad del tiempo de dicha prisión, sólo alcanzaba 4 los 
condenados á pena correccional, y aun así, eran más las ex- 
cepcionea que los casos comprendidos en la regla general. 

Ese lamentable estado, que nos colocaba en situación 
desdorosa y de evidente inferioridad con respecto á las 
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demás Naciones civilizadas, debió ceder y cedió el puesto 
B una nueva era de justicia y de equidad en que se pro- 
clamara, al lado del derecho del poder público para per- 
seguir y castigar al culpable de un delito, el derecho del 
inculpado para defenderse en igualdad de condiciones y de 
medios, sin que se le prive en ningún tiempo de las garan- 
tías que aseguran el respeto que se debe á la personalidad 
humana. El  legislador, sin perder de vista la necesidad de 
restablecer el imperio de la ley y de restaurar el orden so- 
cial perturbado por el delito,otorga al presunto delincuente 
condiciones semejantes 4 las de la acusación, dada la posi- 
ción respectiva que en el proceso ocupan, y de ahi la facul- 
tad del procesado de valerse de letrado desde que contra 61 
se dirige el procedimiento, asi como la de pedir que se le 
dé vista del sumario una vez que hayan transcurrido dos 
meses desde su incoaciijn. 

Además, si es cierto que el delito es, por la amenaza 
que entraña y la alarma que produce, una acción conti- 
nuada que no cesa hasta que sobreviene la reacción de la 
pena, el interés de la sociedad, el del perjudicado y el del 
reo exigen un tracto rápido en la sustanciación de la 
causa, y bajo este supuesto, cuanta más celeridad se 
imprima mejor se realizan todos los fines. El sumario, 
si ha de responder á su nombre y á la mente del legis- 
lador, debe ser una mera preparación del juicio, esto 
es, un breve periodo en que, haciendo caso omiso de 
diligencias'innecesarias y de formalismos inútiles, se acre- 
dite la realidad del hecho criminal, el autor, las circuus- 
tancias concurrentes y se aseguren bienes en cantidad 
suficiente á cubrir las responsabilidades de la causa 6 se 



haga constar que no los hay. La brevedad compatible coiii 
la claridad, exaotitud y fijeza de datos, ser8, pues, la con- 
dición más recomendable de todo sumario, y al lado de 
esto, la perfecta igualdad de recursos y de medios entre 
el acusador y el acusado, como homenaje á los eternos 
principios de justicia expresados con feliz acierto en aque- 
lla regla del derecho romano, durante tanto tiempo olvi- 
dada: Ron debet actori licere quod reo lzon permititur. 

¿Cumplen estos requisitos los sumarios que nuestros 
Jueces instruyen? Por lo general, si. Muchos se forman 
que no debieran formarse, lo cual embaraza considerable- 
mente la marcha de los Juzgados, sobre todo en los cen- 
tros de población donde.abunda la criminalidad; pero de 
esto no tienen la culpa los Jueces. La ley obliga 4 ins- 
truir diligencias por todo hecho que sea susceptible de 
constituir delito, y como en ese caso se encuentran los mil 
accidentes desgraciados y casuales que á diario ocurren, 
es fuerza incoar cauaa aun sabiendo que no hay persona 
responsable ni responsabilidad exigible. 

Con alguna frecuencia se observan sumarios de larga 
duración, pero siempre hay razón que lo explique. Ya con- 
siste en la no devolución de exhortos, ya en que no con- 
testan determinados centros, ya en noticias maliciosa- 
mente equivocadas que suministran los procesados, ya en 
la utilización de recursos que, como el de recusación, se 
prestan 4 grandes dilaciones y abusos, ya en fin, á que 
las Audiencias devuelven los sumarios para la práctica de- 
diligencias pedidas por el Fiscal 6 la acusación privada. 
No ocultan, sin embargo, los Fiscales, que en algunos 
casos la instrucción sumaria1 es omisa y defectuosa, y que- 



es muy raro que en los delitos flagrantes, en los de inju- 
ria y calumnia, y en los cometidos por medio de la im- 
prenta, grabado y demas medios mechnicos de publicación, 
se tengan presentes por los Jueces los procedimientos espe- 
ciales marcados en el libro 4.0 de la ley de Enjuiciamientn 
criminal. 

Son tantas las cualidades que necesita un Juez de ins- 
trucción, es tan difícil, delicado y transcendental 8U en- 
cargo, que, con razón, legisladores y comentaristas han 
hecho ese punto objeto de serias investigaciones y de pro- 
fundos estudios. Las diligencias que se practican inmedia- 
tamente de cometido el delito para comprobar su realidad 
y su carácter juridico en relación con la persona que se 
supone haberlo cometido, son, en la mayorfa de las oca- 
siones, decisivas y siempre de capital importancia para los 
fines del juicio. E l  delito, cuando no es el resultado ins- 
tantáneo de una pasión impetuosa que ofusca el entendi- 
miento y cohibe la libertad del agente, a grado más 6 
menos violento, suele ser fruto de la astucia y de la insi- 
diosa malicia del criminal. En el primer caso, el hecho 
lleva ordinariamente en si mismo el sello de la irreflexión 
y de la expontaneidad, y se presenta tal vez terrible en 
sus resultados, pero fácilmente perceptible y comprobable; 
en el segundo, puede revestir formas complejas, y hasta 
ofrecer una trama oscura y misteriosa. E l  Juez entonces 
necesita estar dotado de una visión fina, de sutileza y ea.- 

gacidad, de conocimiento de los secretos del corazón hu- 
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mano, de pericia, interés, perseverancia, actividad y aun 
de valor personal. 

Conjunto tal de condiciones no se improvisa, y contra 
ellas conspiran el apego á la rutina, la ignorancia, el aban- 
dono y el fíítil é irracional prejuicio, que originan se pier- 
dan los primeros momentos, siempre preciosos, y la equi- . 

vocada dirección, que si por dicha no aprisiona al inocen- 
te, frustra más tarde la acción de la justicia y ofende 4 la 
moral y á la sociedad con el espectáculo de la impunidad 
de los delitos; y por eso en el extranjero se han hecho y 
se hacen ensayos que demuestran el ahinco con que en los 

paises más adelantados se busca una fórmula orgánica que 
realice los ideales que se persiguen. A medida que pro- 
gresan las ciencias, que adelanta la industria y que se 
perfeccionan las artes, se multiplican las formas y los re- 
sortes de que se valen los criminales para el logro de sus 
propósitos, contrarios al interés privado, al bien público y 
al derecho, reclamando más instinto, más pericia y más 
amplitud de horizontes para sorprender el secreto de sus 
cábalas y desentrañar el artificio de sus maquinaciones. 

Las leyes de Partida exigían al Juez condiciones que 
pueden resumirse en las siguientes: sabiduría, moralidad 
y clemencia; pero el Juez de hoy no es el de antiguos 
tiempos. La complicación en las relaciones de la vida mo- 
derna, el cambio fundamental operado en las ideas y en 
las costumbres, la mayor cultura y el perfeccionamiento, 
que es consecuencia de la civilización, con aplicaciones, 
tanto á lo bueno como á lo malo, piden con imperio un 
Juez de aptitudes singulares, y un procedimiento que se 
ajuste á las nuevas orientaciones de la ciencia procesal y 
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á la fisonomía especial de cada delito: y esto sentado, un 
Juez puede ser sabio, moral y clemente, y resultar, no 
obstante, en el ejercicío de la jurisdicción persecutoria, un 
pésimo Juez, poFque las condiciones de ciencia y concien- 
cia, que son, á no dudar, la base y el cimiento de todas las 
demás, hacen respetable al que las posee, pero si  estuvie- 
ran solas, no impedirian que se le considerase iniít,il para 
el caso. 

Compréndese, pues, el afán con que se han ideado sis- 
temas tí fin de encomendar 4 manos expertas la formación 
de los sumarios, ya la creación de una escuela especial 
para Jueces instructores, ya el nombramiento hecho por 
los Tribunales superiores de Magistrados experimentadoa, 
que por turno y temporalmente desempeñaran sus cargos, 
ya la designación de adjuntos, ya la permanencia indefi- 
nida en la función instructoria, que fuera ingreso y tér- 
mino de carrera, recibiendo los ascensos cuando por anti- 
güedad correspondiera, pero sin variar de cargo, y otras 
varias combinaciones de que hacen referencia los trata- 
distas nacionales y extranjeros. 

Negar aptitudes 4 nuestros Jueces sería una injusticia. 
Sin escuela especial, sin más estudios de técnica instruc. 
toria que las nociones tomadas en el aula universitaria, 6 
adquiridas después por aficiones 6 iniciativas privadas, 
cuando llega el momento y la causa es de empeño, no se 
advierten defectos sustanciales en las diligencias suma- 
riales. La ley vigente di6 un paso de gigante al separar la 
instrucción del fallo; mas, como nada hay completo, la 
falta de estimulo y de responsabilidad por efecto de esa 
misma separación, la facilidad con que se pasa de cargos 



judiciales á cargos fiscales, la carencia de intervención 
continua y directa del Ministerio pilblico en la instrucción 
sumaria1 y el aislamiento en que actúa el Juez instructor, 
desprovisto de consejo, de auxiliares y de medios de todas 
clases, es natural que despojen al sumario, tal como ac- 
tualmente se instruye, de Bxitos brillantes, y que le some- 
tan de ordinario, por lo que á MUR fines se refiere, 6 una 
condición mediocre y pasadera. 

' 
Del ~linislerio Fiscal en el sumnrio. ', ' 

Los grandes méritos de la ley procesal que en la actua- 
lidad nos rige no se amenguan porque alguno de sus 
preceptos resulte en la práctica ineficaz, 6 porque alguna 
de las previsiones del legislador no se haya realizado. De- 
cía el autor de la ley, al exponer las principales reformas 
en ella introducidas, que si alguna vez en 'el interes del 
procesado estuviera prolongar la duración del sumario, lo 
impediria el Juez y, sobre todo, el Fiscal con los medios 
que la propia Iey pone en sus manos, y que á ese fin con- 
currida la inspección continua y sistemáticamente orga- 
nizada del Ministerio ptiblico sobre la marcha de los pro. 
cesos en el periodo de instrucción. 1 Con cuánta frecuencia 
la realidad desbarata los cálculos mejor forqados! 

Propúsose el legislador que los Fiscales fuesen en el 
sumario un instrumento activo de ponderación que su- 
pliera los defectos y corrigiera los excesos que en aquél , 
pudieran cometerse, y con ese objeto ordena que los Jue- 
ces de instrucción formarán los sumarios de los delitos pú- 
blicos bajo la inspección directa del Fiscal del Tribunal 



competente, y que éste cumplirá ese deber y ejercerá esa 
facultad por medio de testimonios en relación, suficiente- 
mente expresivos, que el Juez le remita periódicamente 6 
cuantas veces se le reclame, 6 constituyéndose dicho Fis- 
cal al lado del propio Juez, ̂ 6 delegando sus funciones en 
los Fiscales municipales. En teorfa, eete plan parece ad- 
mirable, y, sin embargo, desde los mismos comienzos de 
la implantación del juicio oral, no ya sólo los Fiscales, las 
Audiencias y los Jueces vienen informando que la inspec- 
ción de los sumarios es, á pesar del celo y los buenos de- 
seos de todos, muy deficiente. 

No incurriré en la indiscreción de reproducir lo que casi 
sin interrupción se viene exponiendo todos los años. Ni la 
inspección por testimonios llena su objeto, ni la delegación 
en los Fiscales municipales es conveniente, ni la personal, 
excepto en el Juzgado 6 Juzgados de la capital de la Au- 
diencia, puede verificarse con oportunidad ni sin daño del 
servicio, pues teniendo las Fiscalías escaso número de fun- 
cionarios, la ausencia de uno entorpece el despacho ordina- 
rio y normal de los asuntos. En  cuanto al funcionario que 
sale de su residencia para constituirse en un Juzgado de 
instrucción, acaso lejano y con malas vfas de comunica- 
ción, suele llegar cuando ya su presencia no es necesaria 
6 no puede permanecer el tiempo que la indole y compli- 
cación del negocio exigirfan, teniendo que adelantar de 
su peculio los gastos que el viaje le ocasione, y logrando 
como recompensa de los sacrificios que se impone dilacio- 
nes y dificultades para el reintegro. Discurriendo sobre 
esto mismo, dice el Fiscal de Sevilla lo que copio: 

.La escasez de personal y el exceso de trabajo, asf 
o 



.como también la falta de medios para anticipar gastos, 
nno siempre reintegrados con la premura que reclaman 
slas apremiantes necesidades del funcionario que tiene 
=que cercenar su modesto haber para estos anticipas, no 
wconsienten que se ejerza la inspección de los sumarios 
,en otra forma, por punto general, que por medio de los 
»testimonios que los Jueces remiten, y a610 en algunos de 
ala capital, y en contadísimos de fuera, de extraordinaria 
zgravedad, se ha ejercido directa y personalmente. Tal 
=ha sucedido con el célebre sumario instruido con motivo 
.de los crimenes del Huerto del Francés, en Feñaflor, en 
,cuyo sumario se ejerció desde los primeros momentos la 
>inspección personal y directa, constituyéndose al efecto 
,el Teniente fiscal, D. AngeI León, en Lora del Rio y Pe- 
mñaflor, por hallarse enfermo el que suscribe, que también 
>estuvo más tarde en Lora, haciendo aquél varios viajes 
>y presenciando las primeras declaraciones de los proce- 
~sados, todo lo cual le ocasionó algunos gastos, que lin 
areclamado, y que, á pesar de los seis meses que desde en- 
atonces han transcurrido, aun no han sido satisfechos, lo 
,cual no constituye, en verdad, gran estfmnlo para repe- 
3 tir análogos sacrificios. D 

De reciente ha vuelto á suscitarse en la prensa la cues- 
tión, infinitas veces discutida, muchas resuelta y siempre . 

puesta en tela de juicio, de los autos de procesamiento en 
los distintos puntos de vista que para tratarlos y reeol- 
verlos se pueden adoptar, y como en más de una Memo- 



ria de los Fiscales se hace alusión á algo que con eso se 
elaciona, dejando traslucir dudas sobre extremos que no 
zs autorizan, porque la letra de la ley es clara, su espi- 

~ i t u  transparente y la doctrina de esta Fiscalía categórica 
y terminante, recojo este tema como enunciado del pre- 
sente capítulo, no para hacer la crítica de preceptos lega- 
les, acreedores á sincero elogio y que no tienen las nie- 
blas que divisan los que pugnan todavia por traer al 
Derecho nuevo prácticas y principios condenados y pros- 
criptos como diametralmente opuestos á las conquistas 
de la democracia, sino para exponer mis arraigadas con- 
vicciones, en entera conformidad con doctrina anterior de 
esta Fiscalia, y á fin de que el Ministerio fiscal proceda 
con unidad de criterio y con ese espiritu abierto y libre 
de injustificadas prevenciones, que es, ciertamente, uno 
de los timbres que más realzan y avaloran su honrosísima 
historia. 

A los cambios polfticos acompaña siempre el temor, por 
parte de los vencidos, de ser objeto de la persecución de 
los vencedores, ya en general para satisfacer enconos y 
consolidar el predominio, que es fruto de la victoria, ya 
para desalojar de sus puestos oficiales á los que en situa- 
ción adversa los habían obtenido; y cuando eso acontece, 
el interés politico, que no otro interés más levantado y 
generoso, resucita la eterna cuestión sobre conuptelas y 
abusos en materia de procesamientos, entonándose him- 
nos á los derechos individuales y al que todo hombre 
tiene á que no se mancille su honra con el estigma de 
presunto delincuente sin causa fundada y grave. 

Por lo que á esta Fiscalia atañe, la doctrina consignada 



en documentos que de ella emanan y las instrucciones 
que en toda ocasión ha circulado 4 sus subordinados, la 
escudan contra toda suerte de malévolas suposiciones. , 

No, pues, mirando la cuestión por el prisma del procesa- 
miento de Concejales, como el medio más expedito de 
conseguir su suspensión y alejamiento de los Municipios, 
sino tomándola en su aspecto más amplio y comprensivo, 
expondré breves reflexiones sobre lo que.es para algu- 
nos objeto de zozobras periódicas y para esta Fiscalía su 
constante y desinteresada preocupación. 

El  art. 384 de la ley de Enjuiciamiento criminal pres- 
cribe que desde que resultase del sumario algilin indicio 
racional de criminalidad contra determinada persona, se 
dictará ~ u t o  declarándola procesada, etc. No creo que en 
una ley que acepta como base el sistema acusatorio en el 
desenvolvimiento del proceso y defiere la apreciación de 
los elementos probatorios á la libre conciencia del Juez 6 
Tribunal sin sujeción 4 tasa ni á reglas de ninguna espe- 
cie, quepa decir una palabra más ni una palabra menos 
acerca de ese extremo. La obligada indeterminación á que 
el texto legal se ciñe y que, dicho sea de pasada, no ha 
suscitado grandes quejas ni suscita grandes alarmas, tiene 
una elasticidad que se acomoda á las condiciones subjeti- 
vas y al criterio particular de cada Juez y de cada Tri- 

l 
bunal. 

Imposible seria conocer el buen 6 mal uso que en la 
practica se haga de esa omnimoda facultad que á la ley 
plugo, como lógica derivación de su sistema, conceder á 

los Jueces, si las vicisitudes posteriores del sumario y del 
juicio no permitieran deducirlo, aunque siempre con el 



riesgo de posibles equivocaciones. El número no escaso 
de veces que se dejan sin efecto los autos de procesa- 
miento, bien por los Jueces 6 bien por las Audiencias en 
virtud del recurso de apelación, el considerable de sobre- 
aeimientos en que no hay persona procesada y el de reti- 
radas de acusación en las sesiones del juicio oral, parecen 
demostrar b posferz'ori que hay cierta ligereza y bastante 
facilidad en el desempeño de una función que, más tal vez 
que ninguna otra, demanda moderación y prudencia por 
los irreparables perjuicios á que es ocasionada. La deter- 
minación es de tales consecuencias para el honor, para 
la fortuna de los ciudadanos y para la tranquilidad de las 
familias que, cuando no está debidamente justificada, en- 
vuelve para el Juez que la dicta una responsabilidad mo- 
ral sin disputa no superada por otra alguna. En vano ha- 
bría sido consignar en la Constitución y en las leyes pom- 
posas declaraciones á favor de derechos que se considera11 
sagrados, si quedan á merced de una resolución judicial 
que caprichosa é impunemente las desconoce y anula. 
No. Para tamaña arbitrariedad, si existiera por desgracia, 
no encontraria yo conceptos de reprobación suficiente- 
mente expresivos. Herir los sentimientos más caros para 
el hombre por un acto de ligereza 6 por satisfacer reque- 
rimientos y apremios que jamás deben ser atendidos, po- 
drá no tener sanción en el Código, pero la tiene en la con- 
ciencia de todos los que se precian de justos y honrados. 

Como se ha visto, la ley se limita á exigir para el pro- 
cesamiento indicios racionales de criminalidad; pero si 
detenidamente se piensa, se advierte desde luego que no 
bastan indicios, sino que éstos han de ser, en cuanto la 



razón humana y el buen sentido lo permita juzgar, de- 
mostrativos de culpa en el hecho que se persigue. De ma- 
nera que al acto del procesamiento ha de preceder un ra- 
ciocinio lógico, serio y desapasionado, y sólo mediante él 
puede ponerse en entredicho la reputaci6n y la libertad 
del ciudadano, que debe hallar siempre en los Tribunales 
de justicia refugio y seguro amparo contra los rencores 
de la pasión y contra las arterias de la politica. 

Descendiendo de las puras ideas de la especulación al  
terreno más dificil y sinuoso de la realidad, hay que con- 
venir en que la diversidad de opiniones seria grande si 
se llamara á consulta á los que, sin la pesadumbre de las 
responsabilidades que sobre el Juez pesan, le aconsejan, 
desde la cómoda soledad de su retiro, cordura y circuns- 
pección, porque cometido el delito, el Jnez se encuentra 
entre' dos deberes igualmente apremiantes: el de descu- 
brir y asegurar al delincuente, haciendo luz en las tinie- 
blas, y el de no infligir vejaciones al inocente, y ocasio- 
nes hay en que pararse á reflexionar es comprometer el 
éxito y acaso perder una oportunidad que ya nunca se 
volverá á presentar. Por eso, ante el temeroso dilema del 
atropello 6 de la impunidad en que tan á menudo fluctúa 
el ánimo del Juez que acude á cumplir su grave misión, 
acabado de cometerse un delito, debemos pedir que el que 
tal misión cumpla tenga competencia, celo y habilidad, y 
contentarnos con que le acompañen la buena fe y el hon- 
rado propósito. 

No pondré fin á estas observaciones sin recabar para 
la Fiscalia del Tribunal Supremo el lauro que le corres- 
ponde por su esfuerzo en favor de los fueros del proce- 
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sado. El segundo párrafo del antes referido art. 384 de h 
ley de Enjuiciamiento criminal autoriza 4 aquél para ape- 
lar de las resoluciones del Juez que afecten 6 su situación. 
No dice expresamente del auto de procesamiento, y por- 
que en el texto no se emplea esa locución, el apego á 
seculares prejuicios, siempre adversos al reo, hizo creer 
á algunos Jueces y Tribunales que esas resoluciones no 
eran apelables, con lo cual se sometfa la suerte del proce- 
sado al exclusivo criterio del Juez que instruía el suma- 
rio, sin recurso valedero y de reconocida eficacia, pues 
aunque podía entablar el de reforma que contra los autos 
de los Jueces concede el art. 217, era ante la misma auto- 
ridad que dictara el reclamado, y por consiguiente, con 
escasa 6 ninguna probabilidad de que se atendiera. Beme- 
jante interpretación de la ley deunaturalizaba su eentido 
B infringía su terminante precepto, encaminando la ins- 
trucción sumaria1 por senderos todavia más estrechos qiie 
los antiguos. Por  primera vez esta Fiscalfa, á consulta de 
los Fiscales de las Audiencias, defensores entusiastas y ' 

convencidos del nuevo sistema en su genuina significa- 
ción y alcance, salió al encuentro del error lamentable y 
craso que pugnaba por introducirse en el procedimiento 
y proclamó en la MEMORIA de 1886, como elemental é i u- 
concuso, el derecho del inculpado á utilizar el recurso de 
apelación ante el superior contra el auto en que se le de- , 
claraba procesado. Esa doctrina tuvo confirmación por la 
autorizada pluma del Sr. Martfnez del Campo en 1893, y 
ya con esta firme base se desarrolló y razonó más exten- 
samente en la MEMORIA de 1895, siendo desde entonces Ia 
que inspira la conducta do los TribunaIes inferiores. La 
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Fiscalfa del Tribunal Supremo prestó con ello un inapre- 
ciable servicio á la causa de la humanidad y de la cultixra 
juridica en nuestra Patria. 

Es  justo añadir, sin embargo, que en esa defensa de los 
sagrados derechos ajenos, el Ministerio fiscal, no abdicó 
do los propios. El  procesado tiene la presunción de inocen- 
cia, mientras no se pruebe su criminalidad, y es obvio que 
pqra demostrar la primera, se le concedan los medios y los 
recursos idóneos; pero el Fiscal tiene á su vez el deber d e  
velar y gestionar para que el delito no quede impune. Re- 
presentante de la ley, su norma es la imparcialidad; re- 
presentante de la sociedad y también del agraviado en los 
delitos que se persiguen de oficio, no puede cruzarse de 
brazos en la lucha que el presunto delincuente entabla 
con el poder social que le persigue y aprisiona. Exagera- 
ciones nacidas a1 calor del interés contrario, pretendieron 
enervar la acción pilblica, sosteniendo la peregrina teorfa 
de que, si era indiscutible que el tan repetidamente nom- 
brado art 384, concedfa al procesado la facultad de ape- 
lar ante la Audiencia del auto del Juez en que se le de- 
claraba en ese estado, e1 Fiscal no tenia, por la inversa, 
derecho de deducir igual apelación cuando pedía, y el Juez 
instructor le negaba el procesamiento de una persona, por 
que aquel articulo 0610 menciona al procesqdo, y los dere- 
chos s61o los tienen aqueIIos á quienes se les otorga. D e  
igual modo se encargó esta Fiscalfa de probar de modo 
concluyente lo effmero del argumento. Hubiera sido an6- 
malo y contradictorio que el legislador, tras de afirmar 
que el mecanismo de la reforma descansaba sobre la igual- 
dad de derechos entre la acusaciún y la defensa, fayore- 



&era á la defensa en'perjuicio de la acusación, negando á 

&Sta lo que á aquélla concedfa. Tal supuesto era inadmisi- 
ble, y en la MEMORIA de 1899, el inolvidable Sr. Viada, 
hizo patente con razonamientos incontestables, que los de- 
rechos del procesado y del Fiscal, en esto como en todo lo 
que no dañe á los fines de la instrucción, son siempre re- 
ciprocos y correlativos, quedando asi la balanza en el fiel 
y el interés general en aju~tada proporci6n con el pe- 
riodo. 

D e  los testigos. 

Dentro de mi propbsito y de la indole peculiar de los 
.documentos de esta clase, sólo entra el rendir exacta 
menta de aquello que bajo algún concepto afecta 6 in- 
fluye en el estado actual de la administración de justi- 
.cia, huyendo de disertaciones teóricas que tan mal se avie- 
nen con mi confesada insuficiencia y con la modestia de 
mis aspiraciones. A eso responde, que de los medios que 
existen para descubrir el delito y su causante, únicamente 
mencione los testigos, porque la comprobación testifical 
anda entre nosotros un tanto maltrecha y desacreditada. 

De concepciones intrincadas sobre la prueba en que su 
valor se pesaba y se media con sujeción á principios y ü 
reglas que la moda hacia aceptar sin discusión, y que el 
natural deseo de acierto obligaba á considerar como el hilo 
.que ayudaba. á salir del laberinto de encontrados testimo- 
nios y contradictorios datos, si no satisfecha la justicia, sa- 
tisfecha cuando menos la conciencia del juzgador, se ha 
gasado á la libérrima apreciación de los elementos proba- - 
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torios, s e g h  la critica racional y el común sentir de los; 
hombres de buena voluntad y de sano juicio. 
, h t e s ,  el Magistrado estudiaba en los libros el modo de 
jlu~gar, y se le enseñaba que habfa prueba directa B indi- 
recta, plena y semiplena, y ésta, que era la indiciaria, se 
subdividía en indicios de capacidad, de causa, de efec- 
ta, etc., debiendo graduarse y combinarse en una forma 
preestablecida y reglada para que tales indioios pudieran 
ascender al rango de verdadera prueba, de igual manera 
que si se tratase de la demostración de un teorema formado 
por el rigor lógicamente inflexible de verdades matemh- 
ticns. Ahora se estudia con preferencia, valiéndome de la 
frase usual, el documento humano, sin desdeñar por eso 
las enseñanzas de las ciencias jiiridicas; pero sin esclavi- 
zarse B una preceptiva artificiosa de inseguros, cuando no 
do peligrosos resultados. 

A1 formar el siimario, se tropieza desde luego con el tes- 
tigo, y su veracidad 6 su falacia, encauza 6 extravia la 
acción judicial. La importancia de las declaraciones testi- 
ficales estriba, de un lado, en que por lo ordinario, no hay 
otro medio de prueba practicable, y de otro, en la presun- 
ción de que los hombres perciben y narran la verdad y son 
fuente de conocimiento y certidumbre; mas esa presunción 
se quebranta mucho ante las incesantes revelaciones de la 

1 .experiencia, pues, si por ventura en los primeros momen- 
tos, exentos de compromisos y de solicitaciones, los testi- 
gos cogidos de sorpresa suelen no mentir, andando el tiem- 
po, en el mismo sumario 6 en el juicio, sentimientos de pie- 
dad 6 complacencias debidas á causas menos honrosas y 
,disculpables, les impulsan á desdecirse, trocando en dudas 
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las convicciones de Fiscales y Jueces, y siendo causa de 
sobreseimientoq retiradas de acusación y absoluciones po- 
siblemente injustas y perjudiciales para el bien general y 
.el prestigio de la administración de justicia. 

En tanto que las costumbres no varien y se persuadan 
todos de que no es buen ciudadano el que no cumple los 
deberes de tal, siendo como es la asistencia y la coopera- 
.oión á la justicia uno de los más importantes, no cabe fun. 
da r  grandes esperanzas en el éxito de los sumarios y los 
juicios. La falta de comparecencia al llamamiento judicial, 
y lo que aun es mucho peor, la comparecencia para des6- 
gurar los hechos con el fin de favorecer 6 perjudicar al 
que es objeto del proceso, revela escasa noción de morali- 
dad y ausencia completa de valor y de civismo. 

Dificil es el remedio; pero hay que confesar que ese hft- 
bito inveterado de no cooperar á los fines de la justicia, no 
está s610 en la torcida inclinación de la masa popular, sino 
en otras concausas que contribuyen poderosamente á fo- 
mentar dicho hábito, haciendo poco apetecible ese auxilio 
.que al ciudadano se le pide. El sacrificio no debe exigirse 
.como prestación normal; pero ya que se exija, que al me- 
nos no se agrave con molestias innecesarias n i  con descon- 
sideraciones mortificantes, porque si es duro el precepto 
de la ley de Enjuiciamiento que en su art. 410 obliga, bajo 
las severas penas establecidas en el 420, á comparecer al 
llamamiento judicial, sea cual fuere el punto de España 
donde el testigo se encuentre, como se hizo notar 'en la 
MEMORIA de 1893, la dureza aumenta cuando no quieren 
6 no saben mitigarla los encargados de que la ley se  oum- 
gla. Lo equitativo seria que al testigo sumaria1 se le in- 



dkmnizaran los perjuicios que la comparecencia le irroga:' 
en su defecto, debe evitarse llamar á los testigos fuera de 
su residencia sin absoluta justificación, asi como también 
que puedan tener otro motivo personal de queja. 

Lo que acabo de indicar no colzonesta la tendencia de 
los testigos 4 ser infieles en sus referencias, dando una 
triste idea de su moralidad y constituyendo, segiln varios 
Fiscales observan, un obstáculo contra el cual se estre- 
llan los esfuerzos del representante de la ley. En medio 
del ambiente pesimista que en eso, como en otras cosas, 
respiran las Memorias que he recibido j r  sirven de base 4 

mi trabajo, hay en la del Fiscal de Vitoria una nota que 
produce, no sé si satisfacción 6 pena, porque si es satisfac- 
torio que allí los ciudadanos coadyuven á: la administra- 
ción de justicia, apesadumbra y desconsuela que la grata 
referencia se contraiga sólo á aquella provincia. Afirma el 
aludido Fiscal que en la de Alava hay un respeto innato. 
y profundo á la ley y á la Autoridad. Va citando casos 
concretos para demostrar su tesis, y entre ellos, creo que 
no desagradará á V. E. que recoja el que sigue: <Seria im- 
.perdonable olvido, dice aquel funcionario, dejar de notar 
,el ejemplo moral y de civismo, que contrastando con la 
>general indiferencia y desvio observados en otras par- 
>tes, dieron unos testigos de Alda y Ullivarri, ~jemplo dig- 
.no de mención como hecho revelador del respeto al prin- 
.cipio de autoridad y del deseo de cooperar á la acción de 
=los Tribunales de Justicia indicados al ingreso de este 
 memoria. E l  Ministerio fiscal, en la persecución de los 
%hechos criminales, Re ve por desgracia y frecuentemente 
.sin el auxilio necesario y sin los medios de comprobación 
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 apetecibles para descubrir la verdad; y los ciudadanos 
~todos quienes debe importar el esclarecimiento del he- 
acho punible, rindieron sincero aplauso, como yo lo rindo 
,en esta MEMORIA, á los humildes labradores de dichas vi- 
~ l l a s  de Alda y Ullivarri, que sin necesidad de gran cultu- 
Bra para conocer sus obligaciones, las cumplieron valerosa- 
%mente, arrostrando los peligros y las dificultades y obs- 
a tá~u10~ del mal estado de angostas sendas y peores ce. 
zminos por accidentada sierra, durante el más terrible 
.temporal de nieves, para llegar 4 la capital de la pro- 
~vinoia, y compareciendo ante el Tribunal con noble reso- 
~lución, auxiliar eficazmente á la realización de los fines 
>de la justicia, declarando con lealtad ante los mismos 
>criminales cuanto sabían para corroborar la confesión 
,que aquéllos habian prestado en el sumario y que en el 
2 juicio trataron de desvirtuar. 3 

Muéveme 4 dedicar algunas líneas á esta materia, no 
8610 el que la policfa, como órgano de la defensa social, 
es en su acepción restringida aunque más caracteristics, 
necesario complemento de la función de la justicia penaI, 
en cuanto ésta tiene por fin la comprobación del delito y 
el descubrimiento del delincuente para colocarle en con- 
dición legal de sufrir el castigo de que se haya hecho me- 
recedor, sino también el deseo de transmitir á V. E. opi- 
niones y juicios de los Fiscales de las Audiencias, no muy 
satisfechos del auxilio que la policia gubernativa presta 
ni  del respeto que 4 la generalidad de las gentes inspira. 



A medida que los pueblos progresan ensanchando su 
poder, sus relaciones y sus medios de vida, se hace rnbs 
compleja la protección, asi del interea común como del in- 
dividual, y esa complejidad exige que los instrumentos de 
que el Estado se vale para el desempeiío de su misión tu- 
telar, sean idóneos al objeto 4 que se dedican, y asi vemoa 
que las Naciones m48 poderosas y adelantadas ponen es- 
pecial empeño en tener Cuerpos de policías cuyos indivi- 
duos, cuidadosamente elegidos y previamente educados, 
lleven al desempeño de sus cargos la inteligencia, la se- 
riedad y el celo de los funcionarios profesionales que sien- 
ten el estimulo del cumplimiento del deber y el aliciente 
de la estimación de los demás y de las ventajas que una 
honrosa carrera les proporciona. 

Puesto que nuestras penurias económicas no consienten 
llegar á ese desideratum, ha querido el legislador robuste- 
cer la acci6n de los Tribunales de lo criminal, en lo que á 

policía se refiere, suponiendo y declarando que constitu- 
yen la policía judicial, desde las Autoridades administra- 
tivas encargadas de velar por la tranquilidad pública 
hasta los más humildes dependientes de la Administra- 
ción, si su empleo se relaciona con el orden y la seguridad 
(art. 283 de la ley de Enjuiciamiento criminal). Tenemos, 
pues, que la policía judicial, aparte de la esyasa en nii- 
mero que en Madrid y Barcelona presta servicio para la 
persecución de delitos especiales, esta formada por una 
larga serie de funcionarios pertenecientes á distintos i5r- 
denes y dependientes de distintos centros y autoridades, 
sin enlace, cohesión ni organización alguna como fuerza 
regular auxiliatoria de los Tribunales de justicia 



E n  las grandes poblaciones los agentes de vigilancia y 
mguridad y los guardias municipales, que son los que ge- 
neralmente se designan con la denominación genérica de 
policfa, mantienen el orden en las calles y auxilian 6 los 
Jueces de instrucción en el ejercicio de sus funciones; 
pero en los Juzgados rurales la impunidad de los delin- 
cuentes seria completa si no lo estorbara la Guardia civil, 
cuya cooperación para estos fines es irremplazable y me. 
recedora del mayor encomio. Prescindiendo de este bene- 
mérito Instituto, tan justamente apreciado por sus diarios 
servicios á la causa del orden y de la moralidad, los Jue- 
ces y los Tribunales puede afirmarse que no cuentan con 
medios exteriores de reconocida eficacia para desempeñar 
bien su cometido de represión de la delincuencia, pues esa 
otra policia de que antes me ocupo, n i  presta concurso tan 
asiduo cual fuera de desear, ni las circunstancias que en 
sus individuos concu rren eon las más apropiadas para ins- 
pirar respeto, ni la experiencia señala en su haber em- 
presas dignas de figurar en los fastos judiciales. 

A1 discurrir sobre la criminalidad apunté que algunos 
Fiscales designaban como una de sus camas el menoepre- 
cio al principio de autoridad, refiriéndose al aumento que 
se notaba en los delitos de atentado, pero añadian que 
esos delitos, en la inmensa mayorfa de los casos, estaban 
determinados por ataques á los agentes, en los que éstos 
no siempre aparecian exentos de culpa; y es que, pese á 

las m68 rectas intenciones, lo exiguo del salario y lo de- 
fectuoso del sistema seguido para el nombramiento del 
personal, n i  dan respetabilidad á tales representantes del 
principio cle autoridad ni da ocasión dc que ganen índi- 



vidualmente los prestigios de que la colectividad careoe. 
Mis antecesores lamentaron, en ocasión como la presente, 
el perjuicio que la falta de una buena policia causa á la 
Administración de justicia, y yo aspiro á que la queja no 
prescriba por mi silencio. 

, D e  In prislin prevenlfvn y de In Gnnzn enreelnrlii. 

Aquellos ejemplos de inhumanidad que tantas censuras 
levantaron contra el anterior sistema procesal, en que era 
frecuente y licito que la prisi6n provisional de los inoul- 
pados se prolongase durante muchos años, es justo reco- 
nocer que ya no se dan, al menos en aquellas proporcio- 
nes de nilimero y tiempo que acusaban un atraso lamenta- 
ble de la cultura juridica y una atonia más lamentable 
aiin de la conciencia piiblica. Y no es que yo crea que se 
ha llegado á la perfección en esta parte ni que no haya 
todavía casos en que la prisión provisional excede los Ifmi- 
tes permitidos y tolerables, sino que el abuso que hoy 
pueda haber no depende de la ley, sino de circunstancias 
de otra clase que no cabe evitar en absoluto, y que por 
fundarse en las naturales contingencias á que están ex- 
puestas las cosas que se entregan á las manoe de los hom- 
bres, no son exclusivas de nuestra patria. 

La prisión preventiva es una necesidad. Zh desarrollo 
instruotorio y el juicio mismo en los procesos graves co- 
rrerían peligro sin esa medida de precaución que asegura 
al delincuente alejando el temor de sus venganzas 6 infun- 
diendo confianza á la sociedad y á los que deben auxiliar 
la acción de la justicia; pero, en las causas de menor im- 



portancia en que se persiguen delitos cuya pena no exce- 
de de prisión correccional, el encierro del culpable por 
largo periodo de tiempo mientras se tramita el proceeo; 
puede significar un abiiso y una crueldad. 

La ley de Enjuiciamiento, en sus arts. 503, 529 y otros, 
fija como regla la libertad provisional del procesado cuan- 
do el sumario que se incoa versa sobre delito á que co- 
rresponde pena inferior á la de prisión correccional, y si 
bien admite excepciones, no es en cuanto a1 derecho tí la 
libertad, sino tan sólo en cuanto á la condición para obte- 
nerla. 

La potestad del Juez se extiende positivamente 9, resol- 
ver si en los casos en que procede la libertad provisional, 
ésta se ha de disfrutar con 6 sin fianza, porque la ley deja 
este punto á su prudencial arbitrio; mas, existe la prácti- 
ca en algunos Juzgados, ya por los malos antecedentes del 
presunto culpable, ya porque haya temor de q,ue se au- 
sente para eludir la acción de la justicia, 6 ya porque se 
trate de persona sin arraigo y sin responsabilidad, de se- 
ñalar una fianza que por su cuantía, en relación con los 
medios de que dispone el que la ha de prestar, equivale B 
un auto de prisión indefinida. El Sr. Martfnez del Campo, 
en la MEMORTA de 1893, lo condenó enérgicamente, y yo 
suscribo, como no podía menos, á tan respetable opinión 
por su espíritu de justicia y por su estricta conformidad 
al texto de la ley. 

La práctica á que me refiero subsiste, sin embargo, y 
por más que haya razones aparentes que la abonen y que 
se suponga por los que la siguen que con ella se sirve el 
interds piliblico, la Fiscalfa del Tribunal Supremo enten- 

8 
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derfa que faltaba á la consecuencia con sus propias doc- 
trinas, y á su deber si no la reprobara de nuevo como ar- 
bitraria y atentatoria al derecho otorgado por el legisla- 
dor. El  art. 531 de la precitada ley de Enjuiciamiento, 
prescribe que para determinar la cantidad y calidad de la 
fianza, se tomarán en cuenta la naturaleza del delito, el 
estado social y antecedentes del procesado, y las demás 
circunstancias que pudieran influir en el mayor 6 menor 
interés de éste para ponerse fuera del alcance de la Auto- 
ridad judicial. Este precepto, lealmente interpretado, 
quiere decir que se ha de procurar la compatibilidad del 
aludido derecho con la eficacia de la acción de la justicia, 
sin que en modo alguno pueda traducirse esa atribución 
de que se halla investido el Juez en carta blanca para SuSr 
tituir la libertad por la prisi6n indefinida á la sombra de 
una fianza exorbitante que está muy por encima de los 
medios de fortuna con que el procesado cuenta. La ley no 
podfa autorizar semejante cosa sin apartarse de la equidad 
y sin que sus preceptos en esa parte resultasen una burla 
sangrienta, puesto que consentiria al rico lo que negaba 
al pobre, estableciendo una diferencia odiosa, irracional B 

irritante. 
Doy por sabido y descontado que para acordar la fianza 

no se ha de atender 8610 al estado social del inculpado, 
1 '  

sino igualmente á las demás circunstancias que el texto 
de la ley menciona; pero de ahí no se infiere que sea lfci- 
to ni menos equitativo prescindir en ningiln caso del es- 
tado social del reo, 6 sea de la posibilidad en que se en- 
cuentre de suministrar la fianza que se le pide. Aquellas 
circunstancias justificarán que la fianza, sea de esta 6 de 



la otra clase, mks alta 6 más baja; pero nunca que se ele- 
ve hasta un extremo que sea de todo punto imposible pres- 
tarla, porque entonces queda de manifiesto el propósito de 
que el procesado sufra prisión por todo el tiempo que fije 
la voluntad del Juez, lo cual es arrogarse éste facultades 
que no tiene y que contradicen el espfritu y genuino sen- 
tido del precepto que está encargado de aplicar. 

Si se objeta que con la prisión preventiva no se irroga 
perjuicio al encausado, porque, llegado el momento de la 
condena, se le abonará para su cumplimiento todo el 
tiempo que hubiese permanecido en aquel estado, con 
arreglo á lo que dispone la ley de 17 de Enero de 1901, 
que realizó una reforma tan esperada como aplaudida, se 
podría contestar: primero, que nadie está facultado para 
adelantar la pena; segundo, que en el caso de que el pro- 
cesado fuese absuelto, habría sufrido un daño irreparable 
y una condena injusta; y tercero, que aun suponiendo que 
fuera condenado, y teniendo en cuenta el tiempo que 
suele transcurrir desde que se empieza nu sumario hasta 
que se formulan en la Audiencia las conclusiones de acu- 
sación, que es lo antes que puede hacerse el abono con 
siijeción á la expresada ley, seria posible y aun probable 
que el tiempo de prisión preventiva fuera mayor que el 
do la condena impuesta, con lo cual vendría á quedar 
agravada esta por un acto del Juez, hijo de nn notoria 
error de interpretación. 

Recorriendo las MEYORIAS elevadas por esta Piscalia 
al Gobierno, se ve la modificación que la enseaanea reco- 



gida en el transcurso de los años va produciendo en lae 
opiniones y en los juicios acerca de muchas cosas referen- 
tes 4 la administración de justicia. Muy al principio de 
regir la vigente ley se produjeron grandes alarmas oon 
motivo de la desproporción entre las causas incoadas y 
las terminadas por sentencia, llamando, sobre todo, la 
atención el niimero extraordinario de sobreseimientos. 
Pasó el tiempo, y aquello que parecfa una tremenda acu- 
sación contra los Tribunales, fué paulatinamente per- 
diendo fuerza y desvaneci4ndose por el conocimiento de 
la realidad, que explica como natural y lógico lo que ha- 
bfa tomado como irregular y anómalo. 

Obliga la ley á instruir causa por todo suceso que oca- 
siona en las personas 6 en las cosas una lesión prevista 
en el Código penal como delito. Las diligencias sumaria- 
les acreditan muchas veces que, 6 el hecho es casual, for. 
tuito 6 inocente, 6 que el que lo realizó está exento de 
responsabilidad, 6 que no hay prueba sobre quién sea el 
culpable, etc., y como esos hechos son muchos, y no po- 
cos los supuestos en denuncias maliciosas 6 infundadas, 
no hay, llegado el caso, elementos para entrar en el ju i -  
cio, y se pone término al asunto por medio del auto de 
sobreseimiento. El  número de bstos, pues, ya no suscita 
inquietudes, ni hay, en verdad, razón para que nadie se 
inquiete por lo que es una consecuencia de la obligación 
que tienen los Jueces de formar diligencias sumariales, 
tanto por lo que revista carhcter de delito, como por lo 
.que podría revestirlo. 

Del Ministerio fiscal depende, y no podía meno8 de 
suceder así, la apertura del juicio en aquellos casos en que 



hay procesado y no acusador particular que sostenga Ia 
acción, porque si bien en el sumario no puede decirse qiie 
haya sistema acusatorio, ya que el Juez incoa los suma- 
rios y decreta los procesamientos, que son en su esencia 
verdaderas actas de aousación, una vez terminado el mi- 
mario, 8610 el Fiscal es llamado á apreciar si contiene 6 
no datos suficientes para sostener en el juicio la acción 
que le corresponde, puesto que si la sostuviera sin ellos, 
marcharfa 4 una absolución segura por falta de prueba, 
oon desprestigio suyo y de la justicia. . 

Repetidamente ha recomendado esta Fiscalfa á sus su- 
bordinados el mayor cuidado en ese importante tramite 
del proceso para que, en los casos dudosos, opten por la 
apertura del juicio oral á fin de no violentar la conciencia 
de los Magistrados si tuvieran formada una opinión dis- 
tinta, obligándoles á una resolución que no estiman pro- 
cedente, debiendo entonces fiar al resultado de las prue- 
bas que él y la defensa propongan su definitiva actitud y 
el éxito de la cadsa. 

Contra el error que el Fiscal pueda cometer, 6 Ia pre- 
ocupación que pueda sufrir al pedir el sobreseimiento, esta- 
blece la ley procesal dos remedios: uno, que consiste en 
que el Tribuna1 haga saber esa petición á los interesados 
en la acción penal (art. 642), muy poco usado en la prácti- 
ca, y en los casos en que se usa, de escaso 6 nulo resulta- 
do, y otro, que es el que menciona el art. 644 al conceder 
á la Audiencia la facultad, cuando estima que el sobreaei- 
miento pedido por el Fiscal es improcedente, de acudir al  
superior inmediato de aqut51, 4 fin de que, en vista de los 
autos, resuelva lo que juzgue oportuno. Este reourao legal 



para dirimir el con%icto entre dos criterios opuestos sobre 
si hay 6 no elementos que permitan entrar en el perioda 
de la publicidad y de las pruebas, es también poco fre- 
cuente en la práctica; pero esta Fiscalfa, cuando es reque- 
rida con ese objeto, se inclina á la apertura del juicio, si 
el caso, en efecto, presenta alguna duda, y aconseja á sus 
ailbordinados que, prescindiendo de todo estimulo de amor 
propio, procedan con la rectitud y la imparcialidad que 
deben ser, y son de hecho, la noble pauta de todos su8 
actos. 



1 

Del juicio oral. 
t 

1 

He pasado por alto algunos particulares concernientes 
al periodo que media entre el auto confirmatorio del de 
terminación del sumario y el trámite de formular concly- 
siones provisionales, no obstante de ser demostrativos de 
dilaciones iniltiles y que no tienen razón en que poder 
,apoyhrse, porque en MEMORIAS anteriores se han puntua- 
lizado y porque las observaciones de esta Fiscalfa, que 
no son otra cosa que el resultado de la experiencia de 
cuantos por ministerio de la ley se ven precisados á in- 
terbnir  en estos asuntos, habrán sido apreciados en su 
Ijusta medida y tomados en cuenta para los fines de la re- 
forma que se avecina. 

Decretada la apertura del juicio y hecha la calificación 
provisional por el acusador pilblico, parece que la causa 
debía seguir una tramitación rápida en consonancia con la 
mente de la ley, con la naturaleza del sistema y con la 
conveniencia de la Sociedad y de las partes interesadas. 
Pues bien, ese perfodo es mucho mhs dilatorio y dificul- 
toso de lo que á primera vista era de esperar. Como cosa 
natural y corriente, surgen incidentes que con frecuencia 
obligan á una paralización de varios meses, cuando no de 
algunos años. Si e1 procesado no designó Abogado en el 
sumario, ejercitando el derecho que le confiere el párrafo 
segundo del art. 384 de la Iey de Enjuiciamiento, hay que 
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invitarle á que se provea de representaci6n legal, y en su 
defecto, acudir h los Colegios de Abogados y Procura- 
dores para que designen los que estén en turno, en lo 
cual se invierte bastante tiempo, singularmente si el pro- 
cesado se halla en libertad y reside fuera de la capital 
de la Audiencia, aparte de las vicisitudes que sobrevienen 
por enfermedades, cambios de residencia, incompatibi- 
lidades y excusas de Letrados y Procuradores y otrm tro- 
piezos por ese orden. 

Como muestra de lo que voy diciendo, citar6 lo que re- 
fiere el Fiscal de Sevilla que sucedió en la causa conocida 
por la de los crimenes del Huerto del FrancPs: *Tuvo, 
 dice, especial empeño esta Fiscalia en que la referida 
Dcansa terminara con la celeridad que reclamaba la expec- 
~tación y alarma que produjo, aun m8s allh de nue~tras 
R í'ronteras; asf que, habiendose dictado el día 1.0 de Abril 
>auto de terminación del sumario, que tiene más de mil 
~folios, el Rscal se di6 por instrufdo y pidió la confirma- 
nción del auto el dfa 5; el 8 solicitó en la vista previa la 
.apertura del juicio oral, y el 11 presentó el escrito de ca- 
nlificación. Mas al pasar para igual trámite á la acusación 
úprivada y 4 la defensa de los procesados, la de José Mu- 
~i?oz, designada por éste, evacuó el traslado después de 
Duna prórroga de cinco dias; pero como la de Juan Andrés 
=Aldije no tenia nombrado Abogado, hubo qhe recurrir 
.a1 turno de oficio, en ocasión en que éste correspondfa á 
~bbogados que llevaban menos de diez años de ejercicio, 
~y como, segiin el reglamento del Colegio, éstos tienen de- 
>recho á excusarse de la defensa de causas de pena de 
.muerte, todos los que en tal caso se encontraban hicieron 
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,uso de dicho derecho, hasta que llegó el turno á un Abo- 
~ g a d o  antiguo, notable por cierto, después de perderse 
.más de un mes en aceptar excusas y pasar la causa á 

nnuevos Letrados. Por esta razón, la defensa de Aldije no 
>ha presentado su escrito de calificación hasta el  dia 2 1  

>de Junio, por lo que no es posible se vea la causa en estc 
~cuatrimestre, como deseaba el que suscribe, y habrh dc 
.quedar para el inmediato. » 

Véase, pues, cómo en una causa de suma gravedad, en 
.que por la Audiencia y por el Fiscal hay decidido y lau- 
dable empeño en que la tramitación no se entorpezca para 
dar pronta eatisfacción 4 la justicia, á la sociedad y á los 
ofendidos por delitos cuya noticia, por la fndole y condicio- 
nes excepcionales de aquéllos, ha tenido, como dice el Fis- 
cal de Sevilla, el triste privilegio de traspasar nuestrns 
fronteras, sin que nadie se propusiera dilatar n i  entorpe- 
-cer la marcha del asunto, se inviertan m8s de dos meses 
en evacuar el traslado de la calificación: 1 qué será criando 
ese propósito exista y éntre en las miras y en los intere- 
ses de la acusación privada 6 de la defensa prolongar In 
sustanciación 1 

Frecuente es también que, llegada la hora de abrir la 
sesión piliblica, no esté presente el procesado, que se halla 
preso cumpliendo condena en algún presidio 6 en la aár- 
cel de otra provincia, 6 que no comparezca por alegar en- 
fermedad el que se encuentre en libertad, 6 que el  enfer- 
mo sea el Letrado y se pida suspensión, pues como no hay, 
ni debe haber, medios hábiles de que el juicio se celebre 
ain defensa, es forzoso suspender, y no acaso para plazo 
próximo por impedirlo los seiklamientos hechos, como 

9 
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acontece en las Audiencias de mucho trabajo. Lo propio 
ocurre cuando el Letrado nombrado por la parte renuncia, 
y no hay tiempo material para sustituirle, todo lo cual v a  
aumentando el niímero de juicios suspendidos y entorpe- 
ciendo su curso. 

Parecerá, sin duda, extrafío; pero no es, ni mucho me- 
nos, raro el caso, segiin indicaciones que hace algzin Pis. 
cal, de que los Letrados no comparezcan el dia seTíalado 
para comenzar las sesiones, sin aducir motivo ni  justifi- 
cante de ninguna clase. Acudiendo á preceptos de carác- 
ter  general, se podría hallar correctivo para esa falta, no 
sin que se preste á seria discusión; pero en la ley de En- 
juiciamiento no hay ninguno especial y concreto, ni se me 
informa tampoco cuáles sean las medidas que adoptan 10s 
Tribunales cuando se presenta ese caso. Registrando 
textos para satisfacer la duda que se me expone, reo en 
el Real decreto de 8 de Marzo de 1897, y en su art. 22, 
que se ordena á la Sección de derecho que corrija disci- 
plinariameute, segdn la gravedad de la falta, al Abogado 
que, encargado de la defensa de una parte, no concurra á 

las sesiones del Tribunal del Jurado, sin motivo personal 
y debidamente justificado, y si el juicio tuviera que sus- 
penderse, haciendo imposible la designación de otro Le: , 

trado por negligencia del que no haya concu~rido, la Ssc- 
ci6n de derecho podrá acordar la imposición de una multa 
de 50 á 250 pesetas, siendo aplicables las mismas respon- 
sabilidades y correcciones al P~ocurador por las faltas que 
cometiere en el desempefío de su cargo y que puedan oca- 
sionar la suspensión del juicio. 

Salvo el regpeto debido á todas las disposiciones del Po- 



der  piiblico, me atreverfa á indicar que tras de referirse 
la de que se deja hecho merito á los juicios por Juradoe, el 
remedio lo considero poco eficaz, atendidas las excepcia- 
nes que es de rigor admitir y el mismo texto admite. Por 
.otro lado, el art. 258 de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
.en relación con el tft. 13, libro 1.0 de la de Enjuiciamiento 
civil, abre siempre camino á la corrección. Lo dificil, y 
por lo regular insuperable, es evitar la suspensión del 
juicio y la consiguiente dilación, sin contar con que hasta 
la corrección es de una efectividad muy problemática, por- 
que nunca faltan excusas con visos de razonables con que  
ensayar y conseguir su anulación. 

Otro expediente dilatorio á que se suele acudir cuando 
á todo trance se quiere detener la marcha del proceso, es 
la recusación, y lo defectuoso en esa parte de nuestro vi- 
gente procedimiento, da ocasión en la práctica á que se 
planteen problemas sin solución posible, pues por medio 
d e  ese recurso se puede paralizar una causa por todo el  
tiempo que se quiera, sin que con arreglo á la ley se en-  
cuentre camino para poner coto al abuso. 

Pero lo que origina más repetidas, vejatorias é irreme- 
diables dilaciones son aquellas causas en que hay varios 
procesados que disfrutan libertad provisional, porque la 
imposibilidad en que se halla cualquiera de ellos de con- 
ourrir á las sesiones del juicio impide que éste se celebre, 
con notorio perjuicio de los demás inculpados. 

Esta Fiscalfa, conocieudo por los informes de sus snbor- 
dinados lo dañoso de la practica á que los Tribunales se 
acogian, por motivos que hacen honor á su rectitud, pero 
que les obliga á aplicar un criterio demasiado estrecho, 
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quiso abrir más ancho campo á la interpretación, enten- 
diendo que, sin violencias y sin salirse en lo más minimo 
de las facultades propias y de los respetos debidos á la 
ley, y aun con mayor ajiiste á esos respetos y facultades, 
podfa resolver el caso de modo que no sufrieran menos- 
cabo ninguno de los iutereses ni ninguno de los derechos 
por la misma ley amparados. 

E n  las MENORIAS de 1888, 1894 y 1896 se estudió el 
punto con entera uniformidad de pensamiento y con al- 
teza de miras. La enfermedad permanente de uno de los 
co-reos que afecta 6 sus facultades intelectuales 6 que le 
imposibilita físicamente para concurrir al juicio, detiene 
la  causa todo el tiempo que la imposibilidad dure y con- 
dena á los demás procesados B vivir indefinidamente suje- 
tos á un proceso criminal al que no se le ve el término. 
,jEs esto justo? ¿Es equitativo? ¿Puede ser legal lo que de 
tal manera pugna con la razón, la justicia y la equidad? 
E n  una de las citadas ~TEMOKIAS, la de 1896, se razonó 
extensamente este tema, y el razonamiento me parece de 
tal fuerza y claridad, y de lógica tan contundente, que no 
deja espacio á la menor duda ni al más ligero escrúpulo. 
Proponia e ~ t e  Centro, enfrente de la práctica general- 
mente admitida y observada por los Tribunales, apogán- 
dose, no como precepto, sino yomo doctrina que descubre 
el pensamiento del legislador, en lo que la ley de Enjui- 
ciamiento dispone para los casos de rebeldia y flagrante 
delito, asf como en otros precedentes legales que, bien 
acreditada la imposibilidad en que estuviese uno de los 
procesados de asistir al juicio, se suspendiese éste con res- 
yccto á él para continuarlo cuando la imposibilidad des- 
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apareciera, y se celebrara y terminara en cuanto á los 
demás. 

Los Tribunales de ju~ticia, & quienes incumbe la resolu- 
ción, no se dieron por convencidos, y la práctica á que me 
refiero continúa observándose como regla general, por. 
qne aquéllos estiman que no habiendo previsto el caso el 
legislador más que al ocuparse de los delitos flagrantes y 
rebeldias, no es lícito, sin extralimitación, aplicar 4 los 
procedimientos ordinarios reglas establecidas para los pro- 
cedimientos de excepción, y porque el n6m. 5.0 del art. 746 
de la antes citada ley, parece sancionar un criterio opuesto 
al de esta Fiscalfa. El Ministerio fiscal 0610 respetos tiene 
para las opiniones ajenas, sean cuales fueren las suyas, 
pero lamenta, que siendo posible, con sólido fundamento, 
resolver justa y equitativamente los conflictos que se ori. 
ginan por la imposibilidad de comparecer en juicio uno de 
los procesados cuando hay varios en una misma causa, se 
mantenga una situación anormal, indefinida é irremedia- 
ble que daña á la administración de justicia y. 4 los que 
no están imposibilitados, sin utilidad ni beneficio de orden 
material ni de orden moral. 

Uno de los Fiscales, el  de Toledo, discurriendo sobre 
la misma materia, formula una consulta que, por las ra- 
zones apuntadas, es muy dificil resolver. Penden en aque- 
lla Audiencia dos causas, de fecha ya antigua,una de 1898, 
procedente del Juzgado de Talavera, en la que aparecen 
procesadas 268 personas, acusadas de diferentes delitos 
conexos; y otra, del mismo año, incoada en el Juzgado de 
Lillo y dirigida contra 151 mujeres. Por el sistema que 
actualmente se sigue de celebrar el juicio en un solo acto 



con la presencia simultanea de todos los procesados, puede 
asegurarse que los de las causas de que hablo, á no ser 
una casualidad rayana en lo milagroso, no se celebrarán 
jambs, porque hay lo que se llama imposibilidad moral de 
que ese extraordinario nilmero de personas, sin faltar si- 
quiera una, esté en disposición de comparecer, en dfa y 
hora fijos, en la capital de la provincia. Asf lo cree también 
el citado funcionario que, después de exponer dificultades 
de otra clase que en tales causas se presentan, dice: 

«Otra de las dificultades que ofrecen las repetidas 
,causas, puesta de manifiesto repetidas veces, es la de 
>la reunión de los procesados en día señalado para la ce- 
Dlebración del juicio, porqiie resulta casi imposible, y 
 particularmente tratándose de mujeres, que son las que 
.componen la totalidad de acusadas en una de ellas y en 
Duna gran parte de la otra, que no se halle alguna legiti- 
Dmamente impedida para su comparecencia, de donde 
>aparece que se ha de tocar con una dificultad acaso insii- 
sperable para celebrar los juicios, aun constituyéndose, 
»como ya se ha constituido, la Sección correspondiente en 
Del pueblo en que se desarrollaron los hechos origen de 
.las causas. » 

Arbitro el Fiscal de la acción pilblica, y dueño de ejer- 
cerla 6 no sin limitación, y con, la facultad de abrir 6 ce- 
rrar el procedimiento, pues son contados los casos en que 
hay acusación privada, siento una intima y profunda sa- 
tisfacción en consignar que en esta Fiscalía no hay, ni 
tengo noticia de que haya habido, queja alguna oficial 6 
particular pbr la forma en que los funcionarios del Minis- 
terio fiscal han desempeñado su dificil y trabajoso cargo. 
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Y esto significa mucho y tiene todo el valor de une 
prueba, porque los Fiscales act6an en un medio de con- 
tradicción y publicidad donde la infidelidad en el cumpli- 
miento del deber se agranda por la gravedad de la fun- 
ción que se desempeña y por la honda ofensa que B la 
justicia se infiere en el recinto mismo donde se adrninis- 
tra, lo cual hace que el conocimiento de la defección se 
extienda y llegue envuelta en el escándalo á los oídos de 
todos. Los que temian males sin cuento del sistema aou- 
satorio, han sufrido un desencanto, porque el Ministerio 
fiscal ha mostrado que no en vano el legislador le confió 
la defensa de los intereses de que es garantfa la ley penal. 

Por mucho que sea el celo de los funcionarios Fiscales, 
la eficacia de su acción no siempre puede corresponder á 

su deseo ni  alcanzar á todo el ámbito que comprende la 
esfera de los deberes que le están atribuidos. Casi todos 
los Fiscales se quejan de que el personal que tienen á sus 
inmediatas órdenes es insuficiente, no ya para cumplir 
sus deberes, entre los cuales está, como en su lugar indi- 
co, el importantisimo de la inspección de los sumarios, 
sino para el despacho de los asuntos que se tramitan ante 
las respectivas Salas de Justicia, sobre lo cual creo no 
vengo obligado á insistir, por más que estime muy aten- 
dible y justificada la respetuosa indicación de los funcio- 
narios á que me refiero, supuesto que el proyecto de re- 
formas ha de alterar necesariamente lo que á ese particu- 
lar dice relación. 

Consecuencia de la escasez de personal propietario en 
las Fiscalías es la imposibilidad en que éstas se encuen- 
tran, ~ingulnrmente en ciertas capitales, á cuya cabeza 
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figura Madrid, de despachar el considerable niltmero de 
negocios que en ellas entran, sin el auxilio, en algunos 
puntos permanente, de los Abogados Fiscales sustitutos. 
Los servicios que en ese concepto presta 4 la administra- 
oión de justicia esa juventud abnegada que acepta y des- 
empeña celosa y acertadamente cargos gratuitos, trabajo- 
sos y diffoiles, en los que se expone cr6dito y se afrontan 
responsabilidades, reclaman que en algtín sentido se les 
recompense y estimule, aprovechando á la vez su aptitud 
y competencia probadas aomo valioso contingente para la 
provisión de cargos en propiedad. 



Del Jurado. 

Cuando tuve la honra en 1902 de exponer al Gobierno, 
desde el mismo cargo que hoy desempeño, sobre el estado 
de la Administración de justicia, me congratulaba de que 
los informes recibidos de los Fiscales de las Audiencias 
acerca del Jurado fueran, por regla general, favorables al 
funcionamiento de la Institución, porque eso persuadía de 
que el ciudadano español salfa por fin de su retraimiento 
para prestar su concurso al Estado en la obra tan deseada 
de nuestra rehabilitación ante los demás pueblos, que nos 
daban el ejemplo de su engrandecimiento por el camino 
de la cultura y de la disciplina colectiva. Podian consi- 
derarse aquellos informes como el anuncio de mejores 
tiempos en que, aleccionadou con el duro escarmiento de lo 
pasado, aspirábamos 4 un porvenir m4s dichoso que nos 
permitiera ocupar en el concierto de las nacioneu civiliza- 
das el honroso puesto que parecen señalarnos nuestra his- 
toria, nuestra situación geogrbfica y la extensión de nues- 
tro territorio. 

Entonces creía, porque asi me lo hacían pensar las no- 
ticias que se me comunicaban, que el transcurso del tiem- 
po y la evoIuci6n naturaI de las ideas habían traido las 
costumbres á nuevo carril por el que rápidamente se llega- 
rfa á ese estado de adelantamiento, en que por la suma de 
las cncrgias individuales, dirigidas á un fin comiin, apa- 

10 
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rece el cuerpo social dotado de una fuerza que, interior y 
exteriormente, le aseguran respeto y bienestar; porque 
mientras los individuos desdeñen el cumplimiento de sus 
deberes sociales y se encierren en un egoismo que les con- 
duce á negar la cooperación que se les pide para los fines 
de la vida piíblica, no es posible alimentar la esperanza 
de más venturosos dias. 

Quisiera hoy que me fuera dable entregarme á la ín- 
clole de consideraciones que guiaron mi humilde pluma en 
la ocasión 4 que aludo; pero aunque mis personales con- 
vicciones sean las mismas, mi criterio respecto al Jurado 
igual, y mi fe en la virtualidad de su funcionamiento in- 

S quebrantable, tengo qiie rendirme, en lo que toca 4 la in- 
formación sobre sus resultados en el año judicial qiie aca. 
ba de finar, 4 las desconsoladoras noticias que los Fiscales 
me transmiten. E l  origen es autorizado; todos mis subor- 
dinados me merecen entero crédito, y yo los haría un agra- 
vio 4 que no son acreedores, si dudase siquiera de que se 
expresan con sinceridad. Y como, por otra parte, entiendo 
que no me es licito, no 8610 desfigurar los hechos, pero n i  
aun ocultarlos por lo que pudiera interesar 4 la misma 
causa que por ese medio se intentara defender, haré una 
sucinta relación de lo que los Fiscales dicen para explicar 
después lo que 4 mi parecer se debe deducir de sus mani- 

l 
festaciones. 

Despues de todo, esa relación tiene dos ventajas: aporta 
datos autorizados á la historia del organismo que nos 
.ocupa, y turba por unos momentos la monotonfa que á 
este trabajo imprimen la aridez de las materias y la ru- 
deza de mi estilo. 
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Si he de decir lo que siento, en la colección de Memo- 

rias de los Fiscales que tengo á la vista, sólo encuentro 
como notas francamente favorables al modo de funcionar 
el Jurado, las de los Fiscales de Qitoria, Falencia y Lugo, 
si bien éste se limita á abrigar esperanzas para lo suce- 
sivo, y á decir que la Institución va arraigando en las cos- 
tiimbres. De los demás Fiscales, alguno se abstiene de 
emitir juicio, otros elogian el organismo como institución 
jiiridica y le atribuyen defectos en su mismo desenvolvi- 
miento orgánico, y la generalidad, la inmensa mayoria, 
juega con bastante severidad el funcionamiento del Ju- 
rado. 

En Madrid, Albacete, Alicante, Avi~a,  CBceree, Cádie, 
Castellón, Ciudad Real, Coruña, Cuenca, Gerona, Gra- 
nada, Guadalajara, Huelva, Huesca, León, Lérida, Lo- 
groño, Orense, Palma, Pamplona, Pontevedra, Salamanca, 
Santander, Segovia, Tarragona, Teruel, Valladolid y Za- 
mora, el Jurado, según los respectivos Fiscales, deja mu- 
cho que desear. Casi todos convienen en qrie el ciudadano 
repugna ejercer su cargo, y que cuando no ha podido evi- 
tar que se le incluya en las listas, acude á la recusación 
perentoria, solicitando que por ese medio se le exima de 
lo que considera una carga. Insisten en lo que dijeron 
otros años   obre que los jueces de hecho son severos enl 
los delitos contra la propiedad y sistemáticamente benig- 
nos en los atentados contra las personas, en los que con. 
gran facilidad afirman, como indica el Fiscal de Madrid, 
10s requisitos de la exención de responsabilidad, si se- 
trata de lucha entre hombres, 6 la fuerza irresistible si el. 
crimen es de los llamados pasibnales. Algunos de los Fis- 



cales suponen que los Jurados van 6 la capital influidos 
y resueltos 4 votar en determinado sentido, sin que de 
ese propósito les aparte el resultado de las pruebas, cual- 
quiera que éste sea, ni las raeones que se aleguen en los 
informes orales. Añaden otros que en los delitos de false- 
dad, en las imprudencias y algunos mhs, es raro que den 
veredicto de culpabilidad, y todos, en fin, los que he nom- 
brado, cual mhs, cuál menos, ya sin velar la energia del 
concepto 6 ya atenuhndolo con la suavidad de la frase, no 
ocultan sus desfavorables impresiones y juicios. 

Otros, participando del mismo criterio, entran en m68 
detalles, y como algunos de éstos ofrecen interés, al me- 
nos segiln mi modestisima opinión, creo no se me tachara 
de indiscreto ni prolijo si las menciono. Dice, por ejemplo, 
el Fiscal de Bilbao: <El  Jurado funciona en esta provin- 
scia, en lo general, de modo satisfactorio; y digo en lo 
=general, porque su mejor 6 peor funcionamiento de- 
.pende, co  de las condiciones y caracteres de las personas 
aque lo forman, sino de las condiciones de los reos., aEu 
>esta provincia, debido 4 insanas propagandas, existe 
>verdadera animosidad contra el forastero, al que se le 
*atribuye la perversión de costumbres y todos los males 
*que ocurrir pueden, y al que se le considera como un 
>ser inferior ... <Aquí vienen ,4 trabajar en las minas y 
~fibricas hombres de todas 1:s provincias, criminales cn- 

$capados de otros pueblos, huyendo de la persecución de 
*que son objeto, y como los malvados lo son en todas par- 
,tea, siguen aquf haciendo de las suyas, cometiendo ro- 
*boa, causando homicidios y toda clase de ateotados. Es- 
atas gentes son las que ordinariamente caen bajo la ac- 
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mi6n de los Tribunales; nadie se interesa por ellos; todo 
*el mundo los tiene en mal concepto, y efectivamente asf 
rlo merecen; el pafs rechaza su conducta, y el Jurado les 
,hace justicia ... B  pero cuando en el banquillo se sienta 
ael natural del pais, que ha cometido alguna falsificación 
»6 alguna violación, 6, por acaso, un homicidio 6 asesinato; 
»que tiene su familia y amigos en el pueblo de donde 08 

se1 Jurado, y con el que ha convivido siempre y pien~a 
.convivir; que desde que se publican las listas se ponen 
,en juego toda clase de medios para inclinar su ánimo 4 
.la clemencia, entonces, el hombre de aquí es como el de 
»toda España, y el Jurado, por lo tánto, lo es también.> 

Refiere el Fiscal de Badajoz que se hizo en el padrón 
de Jurados la selección que recomendaba la Circular de 
esta Fiscalía de 1.0 de Diciembre de 1904, y, después de 
hecha, se vieron treinta y siete causas ante el Tribunal del 
Jurado durante el primer cuatrimestre de este afío. De 
ellas, en veinte dictó el Jurado veredicto de inculpabili- 
dad, eo dos se retiró la acusación, doce se suspendieron 
(no se dice por qué) y sólo en tres recayó veredicto de 
culpabilidad. Estima, en vista de esto, el funcionario de 
quien procede la referencia, que no es de extraiíar an- 
menten los delitos más graves. 

De un resumen que hace el Fiscal de Málaga, tomo los 
siguientes datos: de ochenta y cuatro juicios que se vie- 
ron allf ante el Jurado, se dictó veredicto de culpabilidad 
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en cuarenta y uno y de inculpabilidad en cuarenta y tres, 
afirmando aquel funoionario que en los delitos contra las 
personas demuestran una benignidad dañosa para la justi- 
aia, y en las falsedades, malversaciones y delitos contra el 



honor, siempre.absuelven, por lo que opina que estas tres 
clases de delitos debían sustraerse á su conocimiento. 

Por amor B la verdad, dice el Fiscal de Nurcia que 
debe hacer mención de la obra peligrosa y demoledora 
que en aquella ciudad viene realizando el Jurado, empu- 
jado por perniciosas corrientes que, como invadieron la 
política, pretende enseñorearse del campo neutral de la 
justicia, <convirtiendo en asunto de influencia y de pode- 
río personal cosas tan sagradas como la vida, la honra y 
la propiedad de los ciudadanos,, y añade que, de conti- 
nuar así, lo que hoy tiene sólo carácter de circunstancial, 
llegará fi convertirse en permanente, amenazando el so- 
siego piiblico con la peor de las anarqtlias, 6 sea con 
aquella que consi~te en no restablecer el derecho violen- 
tamente perturbado, sometiendo á sus autores á los salu- 
dables efectos de una pena adecuada y justa. 

El  Fiscal de San Sebastián (y lo menciono por tratarse 
de las Provincias Vascongadas donde hay más respeto á 
la ley y son más morigeradas las costumbres) dice que es 
el primero en reconocer que 10s Jurados de Guipúzcoa, y 
especialmente los de la capital, son gentes de conciencia 
honrada, á la que de ordinario ajustan sus veredictos, y, 
sólo por excepción, tropiezan algunos, no todos, cuando 
algunas influencias se ponen en el camino pidiendo mise- 

1 
ricordia para el inculpado. Añade que los habitantes de 
aquel país no parecen desafectos á figurar como Jurados 
y que no se presentaron recusaciones motivadas, pero que 
las perentorias que pueden utilizarse al constituirse el 
Tribunal, salvo algún caso en que suelen obedecer á la 
solicitud del que es objeto de ellas por ocupaciones ur- 
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gentes, 6 también á recelos del procesado, tienden á eli- 
minar del Tribunal á los que por anticipado no se han 
comprometido á dar un veredicto de inculpabilidad, lo 
cual acontece siempre que ocupa el banquillo de los acu- 
sados persona que ella 6 su familia cuenta con relaciones 
políticas 6 de amistad, pues las ponen en juego en esos 
casos. 

Menciona después el propio Fiscal cuatro veredictos de 

inculpabilidad, dos en causas de homicidio por impruden- 
oia temeraria, otro por falsedad en documentos públicos 
cometido por un Secretario de Ayuntamiento, y otro por 
robo ejecutado por cierto empleado de la estacióii de un 
ferrocarril, indicando que los dos primeros no le sorpren- 
dieron, porque raro es el caso en que los Jurados se pe 
netran de que tales delitos deben castigarse; pero respecto 
á los otros dos, dice que le causaron verdadero aqombro, 
lo mismo que á no pocas personas que presenciaron los 
debates, pues el procesado por falsedad estaba confeso y 
el otro convicto por robusta prueba. 

Bastante más grave es lo que informa el Fiscal de So- 
ría. Comienza indicando que los Jurados debieran elegirse 
por sus convecinoo, como los Concejales, y no se daría el 
caso, como hoy se da, de que resulte Jurado, y hasta Pre- 
sidente del Tribunal popular, quien no tendría un solo 
voto en su pueblo para Concejal, y esa reforma entiende 
aquel funcionario, que está más conforme con el espíritu 

- de la Institución, sin oponerse á ninguna conveniencia ni  
á ningiin interés moral ni social. Después hace apreciacio- 
nes sobre el funcionamiento del Jurado, é indica que: aSi 
bien se sostenía, y aun se sostiene, que los Jurados eran 



m4s severos en los delitos contra la propiedad que en los 
1 lamados de sangre, eso no es aplicable 4 Soria, donde si el 
roo es pudiente 6 cuenta con influencias, tiene mucho ade- 
lantado para que se le declare inculpable, ya se trate d e  
robo, de asesinato 6 de homicidio, pues la inmoralidad e s  
nllf, desgraciadamente, muy grande en esa parte. a Y he de 
~ignificar á V. E. que el cuadro, tal como yo lo presento, 
pierde no poco del vivo colorido con que lo traza el fun- 
cionario á que me refiero. 

TJo deja tampoco de tener gravedad lo que indica el Fis- 
e 

cal de Toledo. Allf los ciudadanos siguen sin mostrar en- 
tusiasmo por ser Jurados, y cuando lo son, hacen gala de  
benignidad en todo, y singularmente en los delitos de san- 
gre. Expone á continuación que de 28 juicios por homici- 
cio en que intervino el Jurado durante los tres cuatrimes- 
tres que abraza la MEMORIA, en 16 fué el veredicto de 
total inculpabilidad, 6 por negarse la primera pregunta 6 
por afirmar todos los requisitos de la exenci6n; en cinco se 
admitió la existencia de circunstancias atenuantes, no es- 
t imada~  por el Fiscal, y 8610 en siete se di6 veredicto con- 
forme con las conclusiones de aqu61. Alude á una causa en 
que bastó para absolver en el veredicto á un reo confesa 
del delito de robo en casa habitada, el que el robado fuera 
persona de pocas simpatias, como basta para que se dé ve- 
redicto de inculpabilidad en homicidios el que los que re- 
sultan muertos tuvieran fama de matones. 

 este resultado, desconsolador para la justicia, continúa 
ael aludido Fiscal, no duda el que suscribe que sea tam- 
abién parte para que la criminalidad en esta provincia 
3continde en progresión ascendente por la frecuencia con 





aldesdichado el que tenga la de~gracia de encontrarse con 
.ellos, pues sin decirle palabra le hieren 6 matan! Y ese 
a f á n  de notoriedad va O ir8 en aumento si continilan que- 
B dando impunes tantos delitos desangre.TTeintiocho de esta 
.clase se han señalado para verse en e1 actual cuatrimes- 
atre, y de temer es que aumente el nilmero enlos sucesivo s.^' 

E l  digno Fiscal de Valencia, que pas6 8 su cargo desde 
, el  de Magistrado del mismo Tribunal, habla del modo de 
funcionar el Jurado en términos nada favorables. Hé aquf 
dos phrrafos de su extensa Memoria: <Necesidades del 
.servicio y órdenes superiores me han llevado á constituir 
~Secci6n de derecho en algunos, muy pocos, juicios por 
D Jurados durante el año (alude B que prestaba de ordina- 
srio sus servicios en la Sala de lo civil), y he tenido que 
soir con dolor la inculpabilidad de un Notario, de quien 
.puede afirmarse que su ocupación era hacer escrituras 
>falsas; la inculpabilidad de un procesado, más reo de ase- 
.sinato que de homicidio, delincuente en plena corte de 
alos milagros, en presencia de p~ostitutas y compañeros 
,de la hampa; y la inculpabilidad de nn salteador de ca- 
=minos, pero bien empareiitado; y los he visto casi envi- 
adiados el dia del triunfo, al cambiar los años de grillete 
>merecidos por plácemes y apretones de manos., cLas 
=causas de este fenómeno no radican en las mayores 6 me. 
=nores dotes de ilustración de 'los jueces de hecho, sino en 
=el consciente olvido de sus deberes: por lo cual, la rege- , 
~neración ética hay que buscarla más adelante de las lis- 
atas, alli donde el mal se engendra, en las mejores dispo- 
~siciones de los que fían el éxito 6 la labor de prepara- 
ación del Tribunal antes de constituirse, al constituirse *y 



.después, durante las suspensiones que lleva consigo la . 

.celebración. s 

Trata también o1 Fiscal de Burgos con detenimiento 
el punto de su Memoria relativo al Jurado, del que, como 
Institución, hace un entusiasta elogio, y consigna que el< 
secreto de su mejor 6 peor funcionamiento, está en la cs.' 
merada confección de las listas, por cuya razón aplande 
1s Circular de la Fiscalía del Tribunal Supremo, que ha 
procurado cumplir en todas sus partes, y espera que, me- 
diante ella, ha de mejorar la situación en los cuatrimes - 
tres siguientes; pero al exponer concretamente su juicio 
sobre el modo como ese organismo funcionaen aquella 
Audiencia, se explica de esta manera: aDesde la iinpltin- 
~tación del Jurado se viene censurando la lenidad y be- 
nnevolencia con que procede en los delitos de sangre y el 
*inusitado rigor que despliega en la represión de los que 
nafectan á la propiedad; pero esa lenidad traspasa en esta 
%Audiencia los límites de lo racional, más que por la na- 
~ tu r a l  inclinación del Jurado á la conmiseración de los he- 
~chos  delictivos ejecutados contra las personas, por la. 
nperniciosa infiuenaia que ejerce la política en la constitu- 
ación del Tribunal popular., A renglón seguido, dice en 
qué consiste y el pr8cedimiento que se emplea para dar 
efectividad y eficacia á esa ingerencia de la politica, y re- 
fiere que en los Jurados que se celebraron en el cuatrimes- 
t re  en que fecha su Memoria, el resultado fué mejor, de- 

. bido, en su concepto, á haberse terminado los juicios en 
21pa sola sesión. 

El Fiscal de Zaragoza, aunque en forma algo m69 vela- 
da, asiente en el fondo á que el Jurado funciona defectuo- 



aamente, si bien espera que, merced 4 sabias reformas, se- 
logre desranecer los recelos que todavía existen contra 
ese Tribunal. Luego dice: 

<Ha seguido observándose el año bltimo, como en los 
~hnterjores, por lo que h esta provincia y 4 toda la comarca 
*aragonesa se refiere, que el Tribunal popular cont ida  
>mostrando sensible lenidad en lo que se relaciona con los 
.delitos de sangre; que es más propenso y efectivo para el 
.castigo de los qiie afectan ti la propiedad; que h pesar del 
*cuidado y esfuerzo del Ministerio piiblico, no llega el 
*Jurado 6 darse exacta cuenta de los cometidos por im- 
*prudencia ú omisión punibles; que rara vez encuentra y 
v declara culpabilidad en las malversaciones y falsedades, 
*y también se inclina 4 ser benévolo en la mayoria de los 
.ataques contra la honestidad., <Bien sabido es que esto 
?sucede por el apartamiento de las personas verdadera- 
*mente ilustradas é independientes; porque, en general, 
*constituyen el Tribunal de hecho ciudadanos de muy es- 
>casa cultura, no siempre imposibles de impresionar y de 
voir determinados requerimientos. B 

Omito en la presente relaci6n al Fiscal de la Audiencia 
de Sevilla, porque, aun cuando sus manifestaciones acerca 
del Jurado no sean totalmente satisfactorias, tampoco 
pueden considerarse como del todo adversas. Atribuye 

b 
gran importancia 4 las primeras listas de Jurados que se 
confeccionan en la casi totalidad de los pueblos, con cuan- 
tos saben leer y escribir, que, desgraciadamente, no son 
muchos, pues sabido es que, en las provincias del Medio- 
dia, es donde la Estadistica arroja mayor n ~ m e r o  de anal- 
fabetos, y donde, además, la instrucción primaria estO 



muy atrasada, y que, por rehusar las clases más acomoda- 
das el cargo de Jurado, entran á formar el Tribunal los 
más desvalidos y desprovistos de relaciones, siendo de 
notar que, aun asf, no es en la Audiencia de Sevilla donde 
más se prestan 4 censura !os veredictos, inspirados, por lo 
general, en un noble sentimiento de justicia y en un lau- 
dable deseo de, acierto. 

Tres excepciones señalé al indicar que los informes de 
los Fiscales no daban buena idea del modo de funcionar 
el Juradc on Espafía: Lugo, Palencia y Vitoria. 

En cuanto 4 Lugo, no sé si habrá influfdo algo mi an- 
helo de encontrar informes que, si no dicen nada positivo 
en el orden de lo que fuera deseable, abran, por lo me- 
nos, el corazón 9, la esperanza; porque, bien mirado, el 
Escal de Lugo no afirma que el Jurado funcione bien; 
antes, por el contrario, lo que dice es que d ~ j a  algo que 
desear, sino que indica que la Institución arraiga en las 
costumbres, y más arraigará en lo sucesivo cuando se des- 
tierre la influencia perturbadora que el caciquismo tra- 
taba de ejercer en la formación de las primeras listas; que 
se va despertando afición 4 desempefíar el cargo de Ju- 
rado, y que, formado el Tribunal por personal m4s idó- 
neo, por virtud de la selección verificada cn las listas, es 
de esperar que desaparezca esa benignidad, que podía de- 
cirse fomentaba la inmoralidad, especialmente en delitos 
contra las personas y también en los de falsedad, en los 
cuales rara vez dejaba el Jurado de aceptar las conclusio. 
nes por la defensa formuladas. Se ve, pues, que el Fiscal 
de Lugo echa un velo sobre lo pasado, calla sobre lo pre- 
sente y conffa en el porvenir. 
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El de Palencia, aunque sin descender á detalles,'infor- 

ma en el mejor sentido. 
Quien en realidad emite informe, bajo todos conceptos, 

favorable á los Jurados de su provincia, es, como al prin- 
cipio he significado, el fiscal de Vitoria, por más que el 
elogio sea, en primer termino, para los habitantes del 
país en que presta sus servicios. Dice que allí no hay en- 
tusiasmo ni repugnancia por el cargo de Jurado, y que el 
ciudadano alavés se distingue por su espíritu de sumiaión 
y obediencia de la ley, y por su profundo respeto al prin- 
cipio de autoridad, y por eso se puede oir sin extrañeza, 
teniendo en cuenta lo que sucede en otras partes, que en 
la Audiencia de Vitoria no se dé el caso en los juicios por 
Jurados de tener que acudir jamás á sorteos supletorios, 
porque todos los designados concurren con exactitud y 
puntualidad, ni tampoco se emplean las recusaciones, n i  
con causa ni sin ella, y los que, elegidos por la suerte, 
forman Tribunal, desempenan el cargo con lealtad y jus- 
tificación; sentando, como resumen, el funcionario á que 
aludo, que en Aiava los procesados confiesan, los testigos 
declaran la verdad y los Jurados administran recta y cum- 
plida justi~ia. 

Antes de decidirme, Excmo. Sr., á colocar en serie las 
manifestaciones de los Fiscales acerca del Jurado, he va- 
cilado mucho, porque la impreki6n que en esa parte me 
produjo la lectura de las Memorias, me hacia dudar si se? 
rfa mejor comunicar á V. E. de palabra el resultado de mi 
estudio, 6 si convendria más exponerlo con la solemne pu- 
blicidad que lleva en sí este documento, para que todos 
sepan á qué atenerse y cada cual comprenda, los unos la 



necesidad en que están de cumplir sus deberes, y los otros, 
la de acudir con el remedio que la gravedad del mal, si 
en realidad existiera, urgentemente reclama. 

Más c6modo hubiera sido para mi, y hasta menos des- 
agradable por lo que toca ti mis ideas y convicciones, ex- 
planar otros temas 6 tratar del Jurado sometiendo & exa- 
men alguno de los problemas jurídicos que con 61 se rela- 
cionan; pero la opinión de los Fiscales es tan general y 
contraria 4 su manera de funcionar, son tan graves algu- 
nas de las afirmaciones que se consignan, y está el Jurado 
tan escaso de defensores entre mis subordinados, cuando 
de su justificación se trata, que yo estimaria asumir una 
respon~abilidad moral y socialmente exigible, si por no 
ofender un sentimiento de que yo participo, ocultara un 
estado de cosas que, segiin los Fiscales las presentan, de- 
ben producir cierta sorpresa y acaso alarma. 

Dijéranlo unos cuantos, y siempre sería digno de te- 
nerse en cuenta; pero podría atribuirse & exageraciones 
nacidas de la contrariedad que hubieran sufrido al ver sus 
pretensiones desatendidas 6 4 prejuicios de escuela, que 
muy bien pueden tenerlas esos funcionarios sin que 
ello quebrante en lo más pequeño su honorabilidad y su 
prestigio; pero lo dicen casi todos sin que ni aun pueda 
restarse el de Vitoria, porque la resta, como la suma, pre- 
supone cantidades homog6neas, y esa homogeneidad falta, 
pues, al parecer, las condiciones de los habitantes de Ala- 

. va son para los efectos de la materia que examino, esen- 

cialmente distintas de las que concurren en los de las de- 
más provincias, y tal superabundancia de juicios desfavo- 
rables, cuando se da entre funcionarios de tan elevada 
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uategorfa, que están en inmediato contacto con el organis- 
mo acerca del que informan y que se apoyan en hechos, 
razones y números, siquiera puedan no estar bien interpre. 
tadoa, obliga 4 fijar la consideración y conceder á la infor- 
mación que tal origen tiene, toda la importancia que al 
primer golpe de vista ostenta, sin perjuicio de qne yo ex- 
ponga más adelante las observaciones que el estudio que 
voy á hacer me sugiera. 

Admitido como hecho,para el efecto de la discnsiún, que 
el Jurado con frecuencia da motivos de queja, que en mu- 
chas ocasiones SUS declaraciones producen indignación 
y alarma, y que su sistemática benevolencia, traducida 
en veredictos de inculpabilidad, con respecto á determi- 
nados delitos, fomenta la desmoralización y ofende el 
sentimiento de justicia con repetidos ejemplos de impuni- 
dad, hay que inquirir la causa del mal y aplicar sin levan- 
tar mano el oportuno remedio. Los mismos Fiscales lo re- 
conocen asi, hasta el punto de que ninguno achaca loa 
inconvenientes de que da cuenta 4 la indole de la Insti- 
tución, sino á vicios de organización 6 á defectos de fun- 
cionamiento: 

Consiste el principal, que oportunamente llaman los 
Fiscales vicio de origen, en la formación de las primeras 
listas por las Juntas municipales. Ya el Sr. Martfnez del 
Campo, en 1893, reclamó la preferente atención del Mi- 
nisterio público sobre ese extremo, dictando oportunas 
reglas para la realización del fin que se proponfa; los Pis- 
cales que le sucedieron consagraron empeño á lo mismo, 
y las excitaciones á los de las Audiencias no cesaron para 
que, saliéndose de los Fiscales miinicipales, cuidascn d e  



que las referidas listas se formaran segtin las reglas dic- 
tadas. El  Real decreto de 8 de Marzo de 1897, aceptó 
muchas de las instrucciones que la Fiscalfa del Tribu- 
nal Supremo habia dado 4 sus subordinados, elevándolas 
4 precepto de carácter general. Ordenó por su art. 1.0, 

que al verificarse el empadronamiento de vecinos, se hi- 
ciera uno especial de Jurados, imponiendo deberes 4 los 
Jueces y Juntas municipales para la conveniente depura- 
ción de las listas. 

Tanta previsión y precauciones tantas no han sido su- 
ficientes 4 conseguir el fin deseado. Los Fiscales de las 
Audiencias no disponen de medio eficaz para hacer que 
la Junta municipal ciimpla sus deberes. S610 pueden aqué- 
llos valerse de los Fiscales municipales, pero éstos, por lo 
general de poca instrucción y menos estfmulo, no secun 
dau las instrucciones que se les transmiten con todo el in- 
terés que el caso exige, siendo hasta dificiles los medios de 
comunicación con ellos. Además, un gran nilmero de A1- 
caldes dejó de formar el padrón eepecial, y otroe, que en 
un principio cumplfan ese servicio, fueron olvidándolo, y 
como consecuencia de todo esto, sobreviene el total aban- 
dono, y tras del abandono la inclusión en las listas de 
personas que no reunen las condiciones para el caso; con 
lo cual se pierde toda garantia y se abre la puerta á todos 
los peligros que después comprometen el crédito de la 
Institución. Por eso mi inmediato antecesor, el Sr. Malu- 

. , quer, publicó su Circular de 1.0 de Diciembre de 1904, en 
que de nuevo, y con mayor empeíío si cabe, exigió A los 
Fiscales la puntual observancia del Real decreto que 
acabo de citar, 4 la vez que les trazaba nuevos deberes 

I a 



encaminados á lograr la depuración de las primeras lis- 
tas, base de las demhs. 

Se prueba con esto que ni un solo instante la Fiscalía 
del Tribunal Supremo ha perdido de vista lo que para el 
Bxito del Jurado considera de eficacia decisiva. No es 
tiempo a6n de conocer los efectos de la mencionada Circu- 
lar; pero tendrá que luchar, como las otras, con la inven- 
cible apatía, negligencia y complacencias de los encarga- 
dos de confeccionar la primera nómina de Jurados, objeto 
aqui, como en los demas países donde existe la Institución, 
de grandes preocupaciones y desvelos, á la manera que 
esos complicados mecanismos que arrancan la Naturaleza 
el misterioso secreto de su fuerza para convertirla en d6- 
cil instrumento de los asombrosos adelantos que son el 
orgullo de nuestro tiempo, necesitan una perfecciún aca- 
bada en todas las piezas de que se compone para que su 
funcionamiento no se interrumpa 6 entorpezca. 

Problema dificil es el de compeler 4 las Juntas munici- 
pales á que secunden las iniciativas de la Piscalfa del T r i ~  
bunal Supremo y del Gobierno, pero como ahí está preci- 
samente el mayor peligro de descrédito para el Jurado, 
yreciua IIevar una acción incesante y vigorosa á dichas 
Juntas para que esa primera y principal rueda del meca- 
nismo no sea defectuosa, estorbando después la regulari- 
dad de sus movimientos. El ~ i s c a l  de Soria habla de si 
convendrfa que los vecinos eligieran directamente á los 
que habfan de formar parte de la lista de Jurados al tiempo 
y del mismo modo que eligen los Concejales. La idea no 
es nueva, sino por el contrario, muy antigua y patrocinada 
por muchos amantes de la Institución, conocedores de las 



dificultades con que se toca para que en los  municipio^ se 
haga la designación con la escrupulosidad y cuidado ape- 
tecibles. Eso, sin embargo, aun admitiéndolo como bueno, 
que á mi juicio no lo es, serfa materia de reforma, y mien- 
tras ésta llega, la Fiscalia del Tribunal Supremo redoblará 
~11s gestiones y sus requerimientos á los Fiscales de las 
Audiencias, porque abriga la convicci6n, y con arreglo á 

ella ha obrado siempre, de que con la depuración de las 
primeras listas que se forman por las Juntas municipales 
y de las segundas que se confeccionan en la capital del 
partido, el Jurado responderá á lo que hay derecho 4 es- 
.perar de la bondad de ese organismo, que hoy forma parte 
integrante de la organizaci6n judicial de todos los pueblos 
civilizados 

Deede que empez6 á regir la ley del Jurado viene to- 
mándose como señal infalible de su carácter exótico, 
opuesto á nuestras costumbres y á las condiciones de 
nuestra raza, el desdén que los ciudadanos sienten y la 
oposición que muestran al desempeño de esa magistratu- 
ra, oposición y desden que se exteriorizan .por el empeño 
de no figurar en las listas de los Jurados, y por el afán, 
cuando eso no se ha logrado, de ser recusados al dar prin- 
cipio las sesiones del juicio Entiendo que esa es una, 
especie, no bien meditada, que va corriendo de boca en 
boca y perpetuándose en los informes, sin que nadie se 
tome el trabajo de comprobar su exactitud. Si fuera 
exacta, no significaría gran cosa, porque si no hay un 
.espíritu muy acendrado de disciplina social, que im- 
pulsa 6 cumplir el deber por el deber mismo, se concibe 
que no exista abnegación suficiente en la mayorfa de las 



gentes para aceptar con gusto un cargo que impone mo- 
lestias y lleva consigo respmsabilidad moral; de donde 
resulta que lo que se repugna no es. el cargo, sino el sa- 
crificio personal que hay que hacer para desempeñarlo. 
Pero, además, tal repugnancia es muy discutible, por- 
que los que aparecen indebidamente eliminados de las 
listas y los que solicitan m8s tarde que se les recuse, 
no son tantos que autoricen la creencia de que hay en 
la masa del pueblo español una oposición marcada y 
decidida B ejercer una función que tanto honra y enal- 
tece. 

La normalidad con que el Jurado funciona, la forma re- 
gular y periódica con que se constituyen los Tribunalos 
de hecho, sin que por este concepto se produzcan quejas 
ni entorpecimientos, es la más elocuente demostración de 
que los ciudadanos no repugnan ser Jurados, siquiera pue- 
dan, encerrados en un criterio egoísta, considerar más c6- 
modo no serlo. Se dir8, con más 6 menos razón, que fallan 
mal, que se dejan 6 no sugestionar por la influencia polí- 
tica, por las súplicas de la amistad 6 por solicitudes de 
otra clase; pero, lo de que no quieren ser Jurados, tiene 
en contra el que lo son, sin que en ninguna de las Memo- 
aias se indique que ese prurito de abstención en los ciuda- 
nos haya ocasionado dificultades de ningún género, antes 
bien, en casi todos esos documentos se consigna que du- 
rante el finado año judicial, 6 no hubo que acudir 6 sor- 
teos supletorios 6 fueron en menor número los casos en 
que tales sorteos se verificaron; lo cual prueba de modo 
incontestable que los Jurados concurren á ejercer su co- 
metido con más exactitud y puntualidad, cosa que se com- 
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pagina mal con la aversión de que con tanta insistencia 
se viene hablando. 

Algo, y aun mucho, ha podido contribuir 4 fomentar 
aierto alejamiento la escasez de las dietas y la inseguridad 
y vicisitudes en el cobro; mas esto también se va norma- 
lizando, y prúebalo el que este año no se den á conocer en 
ese sentido hechos tan salientes y lamentables como se 
refieren en las Memorias anteriores. No pretendo quitar 
importancia al que refiere el Fiscal de Oviedo, pues de 
ningún modo debe tolerarse, por amor á la Institución y á 

la justicia, que haya Jurados que estén cinco años sin co- 
brar las dietas que devengaron; pero, ese hecho es único y 
.el silencio de los demás Fiscales acerca de ese extremo, 
persuade que, aunque con más lentitud de la que fuera 
conveniente, los retrasos é irregularidades en el cobro de 
las dietas con que se alimentaba en otros tiempos una at- 
mósfera hostil al Jurado, rebajando el prestigio del cargo 
y procurando hacer odiosa la función, va desapareciendo. 
Esto no quita para que se atienda, como es razonable y 
obligatorio, 6 proveer de fondos á las Audiencias, sin dila- 
ciones ni intermitencias, para que religiosamente se pa- 
guen á los Jurados sus dietas, pues la ley ha querido que 
los ciudadanos á quienes distrae de sus quehaceres y OOU- 

paciones para que presten su concurso 4 la administración 
de la justicia criminal, tengan una compensación por el 
sacrificio que se imponen, siendo de advertir que la infor- 

- malidad, sea por lo que quiera, en la observancia de lo que 

la ley prescribe, no exime al ciudadano del deber que por 
tal cualidad tiene, pero le predispone á excusar lo que no 
puede cumplir sin perjudicar su propio interés. 



Aunque los Fiscales no las mencionen, hay otras cir- 
cunstancias que influyen poderosamente en el funciona- 
miento del Jurado; y no seria justo ni equitativo que en 
una función en que intervienen otras entidades se des- 
carguen todas las responsabilidades sobre el Jurado, y de- 
claro, que al hablar asi, no aludo á los funcionarios Fisca- 
les, de quienes he dicho y continfio diciendo que tengo el 
más elevado concepto. A fin de evitar que resulten for- 
mando el Tribunal popular los más desvalidos, los más ig- 
norantes y los menos aptos, que es el mal de mAs trans- 
cendenoia que los Fiscales denuncian, ordenó el art. 17 del 
Renl decreto de 8 de Marzo de 1897, que los Jueces de 
instrucción, al tiempo que cumplan el deber que les im- 
pone el art. 32 de la ley, remitiran al Fiscal de la Au- 
diencia respectiva copia de las listas formadas por l a  
Junta del partido, y el Fiscal pedirá noticias ia las Autori- 
dades locales, entidades y funcionarios que ofrezcan ga- 
rantía de información imparcial, acerca de las condiciones 
de los que formen dichas listas para deducir las reclama- 
ciones oportunas, en el acto del sorteo, 4 que se refiere el 
art. 33, ejercitar la recusación con causa que establece 
el 44, 6 hacer uso de la perentoria que concede el 56, á fin 
de procurar que los que hayan de formar el Tribunal de 
hecho, estén adornados de las cualidades que su grave 

1 I 

misión exije; y yo creo que estas prescripciones, si se ob- 
servaran en todas sus partes, son de tanto valor y ofrecen 
tantas probabilidades de éxito, que s610 ellas bastarían 
para ir al juicio con la seguridad, que en lo humano cabe 
tener, de que se habian puesto en práctica los medios más 
eficaces para que los que compongan la lista del cuatri- 



mestre reunan las condiciones apetecidas. No niego quh 
eso aumenta el trabajo de los Fiscales, pero no hasta un 
punto que pueda calificarse de imposible desempeilo, y 
menos reducido, como está, 4 una vez cada cuatro meses. 

Requiere igualmente el Jurado un interós y una peri- 
uia especiales en los funcionarios que toman parte en e1 
juicio para llevar las pruebas con discreción y formular y 
sostener las conclusiones con ánimo sereno y juicio im- 
parcial, porque el Jurado, que no es otra cosa que la con- 
ciencia piiblica en acción, se siente herido por las exage; 
raciones, que traduce en persecución injusta, y reacciona 
fácil y naturalmente contra todo lo que se inspira en la 
pasión, siquiera ésta tenga su rafz en móviles levantados, 
pero que no están al inmediato alcance de los que, como 
jueces de un dia, son llamados á dar su voto coi1 arreglo 
4 los dictados de una honrada conciencia, pero sin obli- 
gada subordinación 4 ideas extrañas al hecho mismo que 
,juzgan. 

Escollo también, en que no es raro que tropiecen los 
Jurados, lo constituye la redacción de algunos veredictos, 
segiín esta Piscalfa ha podido obse~var al instruirse en 
los recursos de casación. En ocasiones se limita el campo 
del Jurado, privando á las preguntas de una prudente 
flexibilidad que permita temperamentos que no sean el 
excesivo rigor ni la demasiada benevolencia, 6 se 10 en- 
aierra en dilemas que le obligan 4 aceptar el término que 
menos repugnan, siquiera diste mucho del que ellos de- 

searan, 6 son los capítulos del interrogatorio oscuros y 
confusos, todo lo cual coloca á los jueces de hecho en 
trance que violenta sus Concien~iRs 6 que ofusca sus en- 



tendimientos, dando lugar tí que contesten en forma que 
sorprenda 6 que desdiga del juicio que hubiesen formado 
los funcionarios que los censuran. 

Vuelvo á decir aquf lo que dije un poco antes. No 

1 
aludo A nadie. Admito de buen grado, no ya la recta in- 
tencih,  que de ella nadie duda, sino la competencia é 
ilustración de cuantos tienen misión oficial en los juicios 
por Jurados; pero séame licito dejar sentado que, si en 
esta materia se trata de señalar responsabilidades, hay 

' 

que aplicar un criterio de justicia distributira. 
Lo que más intranquiliza y alarma ti los Fiscales ea lo 

referente 4 lo que califican de impunidades en los delitos 
contra las personas, en las falsedades y en algiin otro. Si ea 
asf, no he de escatimar mi reprobación, porque ni  desde este 
puesto ni desde ninguno he de aplaudir jam4s lo que sea 
germen de desmoralización 6 constituya un atentado contra . 
el orden legal establecido; mas en esto de las impunidades 
hay también bastante que objetar. Los Jurados van á ejer- 
cer sus cargos sin m4s elementos de juicio que el buen sen- 
tido, que para juzgar hechos que, como los delitos, afec- 
tan á elementales nociones de moralidad, sirve mucho 
mejor que las teorías y los principios cientfficos que for- 
man el caudal del hombre de ley, y es muy posible que 
lo que para Bste es punible, sea para la mayorfa de la 
gente, de cuya opinión es repr'esentante el Jurado, total- 
mente disculpable y generador de exención de responsa- 
bilidad. Para nosotros, por ejemplo, la ofensa 8610 hecha 
de palabra no determina agresión ilegítima que autorice 
al que la recibe ti defenderse por medios violentos. ¿Ten- 
dremos, por ventura, la pretensión do que los profanos en 
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la ciencia del Derecho piensen como nosotros? Y si el 

-Jurado, estimando la excepcional gravedad de la ofensa, 
-entiende que el que la repelió violentamente obró con ra- 
.z6n y con derecho, y pronuncia veredicto de inculpabili- 
dad, ¿será justo que le censuremos porque, juzgando, no 
-con criterio legal, sino con criterio m4s expansivo y hu- 
mano, hizo lo que nosotros, hombres de ley, imbuidos por 
,un prejuicio de escuela, jamás hubi6ramos hecho? 

Otro tanto puede decirse de las falsedades, delitos que 
-h  veces tienen mucho de artificial y de aparato meramen- 
te externo; respecto del cual corre valida la opinión de 
-que está tratado en el Código con demasiada inflexibili- 
dad y dureza. ¿Qrié tendrá, pues, de extraño que el rigor 
-excesivo de la ley (puesto que el Jurado, aunque no de- 
biera, conoce siempre la pena), y lo artificioso y exclusi- 
vamente formal del supuesto delito, decida al Jurado, en 
su absoluta libertad de juicio, á evitar con un veredicto 
absolutorio, un castigo que considera desproporcionado? 

Las irnpunidades y las benignidades del Jurado, son ar- 
Sduas cuestiones á debatir con más dato8 y antecedentes 
q u e  los que puede contener una MEMORIA, y, entre tanto, 
no debe echarse en olvido que la Institución del Jurado 
-tiene por objeto suavizar los rigores de la ley escrita, ale- 
jando los peligros del habito en los Jueces de derecho que, 
por la austeridad de su conducta y por el excepticismo que 
.crea la costumbre de oir y estimar las pruebas, los pone 
.fuera de la realidad de la vida y les inclina, sin darse cuen- 
ta, á una interpretación tan rfgida de la ley, que hace de la 
justicia penal un fantasma aterrador. 

E n  vista de lo expuesto, el que suscribe opina que 
13 



deben aprovecharse los informes de los Fiscales para pro- 
curar las reformas que la experiencia aconseja, y para, 
acentuar la vigilancia y el cuidado en cuanto se relaciona 
con el organismo que nos ocupa; pero aree tambihn que eE 
Jurado ha tomado definitivamente carta de naturaleza en. 
nuestra patria, y que el ejercicio por el ciudadano del de- 
recho 4 intervenir en la administración de la justicia pe- 
nal, descansa hoy en la confianza y en la estimación de la, 
conciencia piiblica. 
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Del cumplimiento de la condena. 

El epigrafe que pongo 4 este capitulo, juzgo que ex- 
$presa fielmente mi pensamiento de no ocuparme de otras 
,cuestiones, más que de las de fndole práctica, en orden á. 

das materias que más directamente se relacionan con la 
,misión que en los Tribunales desempeña el Ministerio fis- 
.cal. No hablar6 de la condena como expresihn del juicio 
.que resume las pruebas en un fallo condenatorio 6 abso- 
lutorio, ni menos de la pena en su aspecto jurídico-filosó- 
fico.mora1, por más que algo se podria decir, en atención 
-6 que nuestro Código, obra ciertamente admirable para 
su tiempo, acaso se resienta de falta de exacta compene- 
tración con las nuevas ideas y con las nuevas costumbres 
de la sociedad española, aun cuando en su esencia se in-  
forme en un espíritu de justa proporción y aun de huma- 
nidad y de templanza, apartándose de aquellas exagera- 
ciones de rigor y crueldad de que adolecían otras legisla- 
siones coetáneas y que hicieron exclamar á un famoso tra- 
tadista de mediados del siglo pasado: <Los legisladorea 
han jugado con los malhechores á quién era más feroz y 
más malvado, y m8s de una vez los primeros han quedado 
vencedores en ese espantoso juego. 

Ni nuestra ley penal peca de cruel, antes bien repre- 
senta un humanitario progreso llevado á cabo con singu- 
lar maestría y feliz éxito, ni 4 mi me incumbe en este lu- 
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gar y momento, tratar ese tema, siquiera fuera con fines 
puramente informativos, para los efectos do la reforma 
que en determinado sentido pueda aconsejar el resi~ltado. 
de la experiencia. Persigo tan 8610 anotar las deficiencias 
que haya en el cumplimiento de la pena impuesta, como. 
definitiva liquidación de la deuda contrafda por el reo con 
la sociedad y con la ley. 

A mi pobre entender, Excmo. Sr., preocupados los áni- 
mos desde 1883 con las novedades del procedimiento y 
con los interesantes problemas relativos al juicio oral y 
al Jurado; absortos en dilucidar cuestiones de ese orden, 
para buscar la mejor manera de que sean efectivas las 
garantías que laa leyes otorgan á los ciudadanos, ya com* 
juzgadores de los hechos b ya como justiciables, hemos 
desatendido, más de lo que conviene, algo que, si crono- 
lógicamente en la vida del delito es lo último, moral y le- 
galmente tiene una importancia primaria y principal, por- 
que si los diversos trámites del proceso tienen por objetw 
hacer constar el delito y convencer S su autor de delin- 
cuencia para imponerle el merecido castigo, la pena viene 
á ser el objeto final, compendio de todos los fines del pro- 
ceso y del juicio. 

Bien está que por la tendencia del hombre al abuso se- 
establezcan reglaa para que á ellas se sometan los deposi- 
tarios del Poder, y que haya sAguridad completa de qoe- 
al de~graciado que por exceso de pasión 6 por inolinación 
viciosa comete un acto punible, no se le abandone y se le- 
entregue 4 la potestad arbitraria del encargado de juzgar- 
le; bueno y plausible que allf en donde esté el ser humane 
ebté  también el respeto S sus derechos naturales y 4 los 



propios de su cualidad de asociado en un pueblo culto par$ 
que en ningún caso se desconozca su dignidad de hombre, 
ni en SU persona se vulneren los fueros de la humanidad; 
pero, si es delincuente, y si el orden perturbado por el 
delito 8610 se reintegra por el cumplimiento de la pena, l a  
pena aparece .al nivel del delito mismo, rivalizando con 
61 en importancia y trascendencia. Sin la pena, cuando 
es justo imponerla, estarian demás el sumario y el juicio 
con su lujo de garantfas, de trámites y de recursos, puesto 
que todos esos recursos y garantfas, en lo que toca á la 
reintegración del orden, carecen de valor intrínseco y se- 
rian puro pasatiempo sin la efectividad de la pena en re- 
lación con sus múltiples fines. 

Mas, no es únicamente el carácter público de la restau- 
ración del orden social como necesidad apremiante en la 
vida de la Nación lo que hay que tener en cuenta, sino las 
demás condiciones, en cuanto 4 los derechos Q intereses 
del ofendido y del penado: de aquél, para que se repare el 
daño 6 se indemnice el perjuicio que haya sido reconocido 
y declarado en la ejecutoria, y de Qste, para que cnalita. 
tiva y cuantitativamente no se le infiija más castigo que 
el  que le hubiera sido fijado, ni 8. tftulo de indemnización 
y reparaci6n se entre á saco por sus bienes, si los tiene, 
acumulando diIigencias é incidentes que dan por resultado 
la ruina, no a610 del condenado, sino de su inocente fami- 
lia, viniendo en los efectos á darse realidad á la inicua y 
odiosa pena de confiscación. 

Enumera el art. 838 de la ley provisional sobre organi- 
zación del Poder judicial, eutre los derechos y deberes del 
Ministerio fiscal, uno que por la minuciosidad con que se 
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detalla, bien se colige la importancia que el legislador le 
concede. Dice el nilm. 12 de aquel articulo, que al Fiscal 
corresponde vigilar sobre el oumplimiento de las senten- 
cias en los pleitos y causas en que haya sido parte, 4 cuyo 
efecto tendr4 el derecho y el deber de visitar los Estable- 
cimientos penales para inspeccionar si las sentencias en lo 
criminal se cumplen en la forma que hubiesen sido im- 
puestas, arinque no podrán, sin embargo, introducir alte- 
raciones en el régimen y disciplina de las prisiones, limi- 
tandose en su caso 4 exponer al Gobieino loa vicios que 
observaren y los medios de corregirlos. Es decir, que la 
ley no hace al Fisoal un encargo de vigilancia por medio 
de informes verbales 6 escritos, sino que exige, imponién- 
dolo como un deber, que su inspección sea directa y de 
presencia; y creyendo yo que este encargo es tan impor- 
tante y grave como el más grave 6 importante de cuantos 
el Fiscal desempeña durante el proceso, ya indique en mi 
Circular de 21 de Wayo de 1902, al poco de posesionarme 
del puesto que hoy por segunda vez ocupo, que me pro- 
ponia dar instrucciones para que no apareciera desatendi- 
da obligación tan sagrada. Mi breve estancia entonces en 
la Fiscalia del Tribunal Supremo, no me permitió deseu- 
volver mi pensamiento, cual habia ofrecido; pero, vuelto 
a1 desempeño de este honroso y elevado cargo, no he de 

3 %  

omitir medio ni resorte ti fin de que el Ministerio piíblico 
recobre la plenitud del ejercicio de sus funciones, que que- 
dan truncadas 15 incompletas, si no se inspecciona la eje- 
cución de la sentencia, no tanto en su parte formularia 6 
de examen de diligencias, como en la esencia, 4 fin de co- 

, nocer los abusos que puedan cometerse, corregirlos, si esta 



dentro de sus facultades, y en todo caso, acudir al Gobier- 
no 6 á los Centros superiores en lo que de ellos dependa'. 

E n  las Memorias sucesivas, pues, se exigirá á los Fis- 
cales que extiendan su informe á los extremos que dejo 
apuntados, y esta Fiscslfa, á su vez, se hará eco en las 
suyas de las noticias que reciba, á fin de que la opinión y 
los altos poderes del Estado tengan datos precisos, autén- 
ticos y desinteresados sobre la eficacia de las condenas; 
tiempo que se tarda á empezar á  cumplirla^; curso más 6 
6 menos rápido y desembarazado de las diligencias de eje 
cuci6n; estado de las prisiones en cuanto á las condiciones 
de los edificios y á las de su regimen interior; defectos que 
en todos esos conceptos puedan advertirse y remedios que 
deban adoptarse. De ese modo el proceso criminal se co- 
nocerá en todas sus fases, sin que haya una que, como 
ahora ocurre, se sustraiga al sano ambiente de la publici- 
dad y vejete, bien 6 mal cuidada, allá en el recinto de la 
respectiva Audiencia, libre de la rigilancia y fiscalizaci6n 
de los Centros superiores. 

Colmaria mis deseos que me fuera posible ofrecer á 

V. E. de presente datos acerca de la manera más 6 menos 
rápida, efectiva y ajustada de ejecutar las sentencias que 
recaen en los juicios criminales; mas, en esta Fiscalia no 
hay ninguno; y 8. reserva de llenar ese vacío más adelan- 
te, si el Gobierno de S. M. continiia prestándome la con- 
fianza con que hasta ahora me ha honrado, voy á exponer, 
por más que esto constituya una parte exigua de lo que 
entiendo y me propongo que sea la información sobre el 
iiltimo periodo del proceso criminal, mis personales obser- 
vaciones respecto á los  establecimiento^ carcelarios d e  
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esta Corte, iinicos 4 que me ha sido dado hasta esta fecha 
extender mi inspección. 

La Prisión Celular de Madrid es harto conocida en su 
conjunto exterior y no requiere que la dedique una sola 
palabra; pero examinada interiormente, tiene deficiencias 
gravisimas que desdicen de la magnificencia del edificio, 
donde al parecer no se escatimaron gastos ni recursos para 
que la construcción correspon-diera 4 la importancia de la 
capital y á los adelantos de la ciencia penitenciaria. No 
hay alcantarillado, y esa falta gravisima obliga á un siste- 
ma de limpieza que convierte las celdas en depósitos de 
inmundicias, contra toda regla de higiene y de salubri- 
dad, hasta el extremo de que en caso de epidemia, aquc - 
110 serfa un foco de infecci6n y de contagio, y en época 
normal lo es de desaseo y de algo más que resulta depre- 
sivo para la dignidad del hombre. 

Falta también grave, porque constituye una contradic- 
ción del mismo régimen 4 que la construcción obedeció,, 
es la relativa á las ventanas abiertas al exterior, pues per- 
miten que, con más 6 menos esfuerzo, los reclusos se aso- 
men á las rejas y comuniquen y conversen con los de fue. 
ra, espectáculo que apenas habrá nadie que no haya pre- 
senciado, habiéndome informado el digno é ilustrado Di- 
rector del Establecimiento durante mi visita, que reprimir 

1 
actos á que incita el instinto natural, es dificil, si no impo- 
aible, pues si el preso puede comunicar con facilidad, rcs- 
pirar aire pnro, ver el exterior y conversar con su familia, 
sin más sacrificio que subirse 4 la ventana exponiéndose ir 
un leve castigo, es muy disculpable que lo verifique; pero. 
el  régimen aparece burlado y se produce iin ejemplo al ex- 



terior, de que la gente se apercibe no sin esctindalo y re- 
probación. 

Además, construido el edificio para Prisión Celular 
pura, se dispuso, andando el tiempo, que se habilitasen al- 
gunos locales de los sótanos para talleres, donde trabajan 
por lo regular 60 6 70 presos preventivos; mas estos loca- 
les, por la sitiiaci6n que ocupan, no tienen suficiente ven- 
tilación ni bastante luz, aparte de resultar falseado el sis- 
tema celular y de lo contrario 4 la equidad que es, que 60 
6 70 hombres disfruten la ventaja de bajar 4 trabajar 4 
los talleres mientras otros 600 permanezcan en sus cel- 
das envidiando la suerte de los elegidos, sin que eso se 
pueda remediar, porque el contratista no necesita más 
personal. 

Por las dimensiones del edificio se concibe que las re- 
paraciones han de ser muy costosas, y como no se hacen 
en la proporción debida, porque la Junta local de Prisio- 
nes no puede disponer de recursos suficientes, las conse- 
cuencias se han de dejar sentir en plazo no muy lejano y 
tal vez entonces sea difícil el remedio. 

Prescindo de la alimentación del recluso, que es insu- 
ficiente y mala, porque con 44 cér~timos por ración, inclu- 
yendo el combustible y 575 gramos de pan de buena ca- 
lidad, y sin contar la parte de ganancia para el contratis- 
ta, es imposible que el preso esté alimentado; pero hay 
otro gasto que pesa sobre la Cárcel, y es el que propor- 

-oiona la reclusión de los que sufren arresto por disposi- 
ción gubernativa, y que son los que allf se llaman quince- 
nario~.  Según los datos del Establecimiento, durante,el 
año 1904, pasaron 1.739 por 1s Prisión Cclular; á la ali- 

14 
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mentación de todos ellos tiene que atender la Junta local 
de Prisiones, distrayendo asi sus fondos en cantidad con- 
siderable del fin principal 4 que deben destiname. 

Siempre que se habla de niños con relación 4 la delin- 
cuencia, asalta el ánimo un sentimiento de profunda pena, 
por la carencia de todo sistema para someter 4 esos seres 
que están en los albores de la vida, á un trabajo de re- 
forma moral que les aparte de la pendiente en que se en- 
cuentran y les traiga al camino del bien. Ver niños de 
nueve años en la Prisión Celular de Madrid, produce, al 
que por primera vez la visita, impresión de amargura, y 
m$s si se piensa que allf no hay medios de corrección y 
de educación. Hay joven que sólo cuenta catorce años y 
ha estado en la cárcel veintitres Veces; dieciseis como quin- 
cenario y siete como procesado. 

Existe Escuela y 4 ella asisten los niños que adquieren 
alguna instrucción elemental, pero no educación que les 
proporcione honrados medios de defensa en la lucha por 
la vida. En la Cárcel Celular hay 33 celdas ocupadas por 
niños de nueve 6 catorce años, siendo frecuente tener que 
habilitar otras. Jóvenes de catorce 4 dieciocho años hay 
siempre cerca de un centenar. 

Mi deber me obliga, Excmo: Sr., 6 llamar 1s superior 
atención de V. E. sobre esa población penal infantil que 
se renueva constantemente y que multiplicada con arre- 
glo á esa incesante renovación, arroja una cifra aterrado- 
ra. Incultos, an6micos, andrajosos, con los gérmenes he- 
reditarios 6 adquiridos del vicio 6 de la desmorali~ación, 
que se arrojan por quincenas 4 la cárcel, han de ir, si Dios 
no lo remedia, á poblar los presidios. No hay derecho B 
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oondenarles á eterna degradación y desventura cuando 
tan fácil seria redimirlos, porque en esa edad, las mala8 
inclinaciones se rectifican y los malos instintos se mode- 
ran y dominan con una acción educadora, inteligente y 
discreta. Es, en verdad, digno de lamentarse que en la 
capital de la Monarquia, no haya una Casa de corrección 
de jóvenes delincuentes, donde por la educación y el tra- 
bajo se les abran horizontes que hasta entonces no vieron 
y que les ofrezca condiciones para ser útiles á si mismos 
y 4 la sociedad. 

La inspección á los servicios de la Prisión Celular, me 
ha dado ocasión para comprobar algo que insinúo al ha- 
blar de la prisión preventiva. Hay presos de esa clase, 
quo permanecen eitcerrados más tiempo del que com- 
prende la condena que el acusador les pide y la Audien- 
cia les impone, con notoria infracción de lo que prescribe 
la ley de 17 de Enero de 1901; pero lo que m68 dolorosa- 
mente me sorprendió, es lo que 4 los dementes se refiere. 
Despues del tiempo que se invierte en 1:i observación de 
los Forenses, uüai vez declarada la demencia, no hay me- 
dio de que los locos sean conducidos á los Manicomios; y 
se di6 el caso, el año último, de que dos de esos infelices 
murieran en la enfermería de la Pri~ión, cuando, tratados 
convenientemente con los medios adecuados 4 su estado, 
tal vez se hubieran salvado. Actualmente hay tres aliena- 
dos, uno de los cuales esta á disposición de la Autori- 
dad gubernativa, para ser conducido á un Manicomio, 
desde 15 de Junio de 1903, en que la Audiencia dictó. 
auto de sobreseimiento libre, por considerarle exento de; 
responsabilidad criminal, 
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Razones económicas deben ser, porque suelen serlo 

siempre, las que retengan en la Cárcel al que debe estar 
en el Manicomio. Tomé la oportuna nota para deducir la 
reclamación 6 acci6n que corresponda; pero, como supongo 
que estos casos no ocurrirán sólo en Madrid, creo que tal 
vez fuese conveniente una medida de carácter general que 
obligara á la inmediata traslación de los alienado8 á 8U 

destino, por la Autoridad gubernativa del punto donde se 
halle detenido, pues nada parece tan cruel 6 inhumano, 
como que continúen en la Cárcel, tratados como presos, 
los que por el extravio de su razón no pueden figurar en 
el catálogo de los delincuentes. 

Para dar por terminado el presente capítulo, dir6 algu- 
nas palabras acerca de la Cárcel de mujeres. En 1893, 
siendo Ministro el iluatre jurisconsulti, y estadista que se 
lialla hoy al frente del Gobierno, se dictó una Real orden 
invitando 6. la Junta local de Prisiones para que cambiara 
el régimen de dicha cárcel; pues según se me informó al 
visitar el Establecimiento, eran tan lamentables el estado 
del edificio y de los departamentos de que se compone, la 
insuficiencia del rancho, el abandono, el desorden, la in- 
disciplina y los abusos, que hacían de aquel lugar un mo- 
tivo de afrenta para la capital de España. Sin embargo, 
así continuaron las cosas, ígnorg por qué clase de obstácu- . 
los, hasta que en 1900 se encarg6 á las Hermanas de la 
Caridad de regir ese Establecimiento penitenciario, y asf 
lo verifican desde entonces con resultados, por lo que pude 
observar y noticias que he adquirido, altamente satisfac- 
t orios. 

Importa, empero, que V. E. sepa que el edificio donde 
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esth instalada la Cárcel de mujeres no tiene, desde el punto 
de vista material, ni una sola de las condiciones que su des- 
tino requiere. Caserón viejísimo, con una distribución inte. 
rior caprichosa é irregular, dominado por las casas veci- 
nas, sin más desahogo que un patio interior donde las 
reclusas han de estar aglomeradas en las horas de recreo 
que, para las que no asisten al taller, son todas las del dfa, 
necesitando continuos reparos por el natural deterioro de 
paredes y pisos, sin condiciones de salubridad ni seguri- 
dad, m8s aprovecha para dep6sito de efectos 6 almacén que 
para Establecimiento penitenciario. Realmente semejante 
edificio es un anacronismo, un peligro y un deshonor en 
la capital de nuestra Nación. 

Antes de poner fin, Excmo. Sr., al que yo considero el 
último perfodo del proceso criminal, séame permitido ele- 
var á V. E. algunas reverentes observaciones. De las que 
acabo de exponer con respecto 8 la Prisión Celular, se des- 
prenden motivos de tristes comentarios. No conozco toda- 
vía el estado en que se encuentran los demás Estableci- 
.mientos penitenciarios de fuera de Madrid, mas no juzgo 
gran temeridad aventurar la sospecha de que su situación 
es aun menos satisfactoria que la de la chrcel menciona- 
da. Asf es, que se puede asegurar que no existe régimen 
penitenciario, propiamente dicho, adecuado, educativo y 
moralizador, y que los desgraciados que van á la cárcel 6 
al  presidio á cumplir una condena y ti reconquistar por 
medio de la expiacián el derecho á su perdida libertad, 
a610 recibirán dentro enseñanzas y ejemplos de corrup- 
ción, y 6610 encontrarhn, una vez fuera, el desprecio y 
animadversión de una sociedad que, recelosa y cruel, les 
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cierra todos los caminos para sil honrada rehabilitación. 

Una reforma de la ley penal puede aplazarse indefini- 
damente, por un largo periodo, sin que los intereses mo- 
rales y sociales que demandan una mudanza en este orden 
del derecho sufran un daño inmediato, si se retrasa el tér- 
mino de una evolución; porque á veces, casi siempre, la 
interpretación de la ley se orienta en aquellas doctrinas 
que han de ser fundamento de la reforma, y en ellas se 
inspira, sin invadir la esfera legislativa, la jurisprudencia 
de los Tribunales. En cambio, el aplazamiento de la refor- 
ma penitenciaria, sea cual fuese la eficacia de la pena, im- 

plica un retraso moral y jurfdico en el Estado que asf se 
abandona; y veinte 6 treinta años de estancamiento en su 
sistema defectuoso 6 en el avance á uno m$s conforme ti 
las necesidades sociales y á los fines ético juridicos de la 
pena, es tanto como detener por una centuria el progreso 
de un pueblo. 

Nuestro Código penal, despues de treinta y cinco aiíos 
de régimen, aun responde en el orden polftico á un ,esta- 
do de derecho más radiaal que la Constitución del Estado: 
nnestro régimen penitenciario, si puede llamarse régimen 
lo que es negación del mismo, no consiente alimentar la 
esperanza de la reintegración del penado 4 la sociedad en 
Ia plenitud moral necesaria á mpntenerse satisfecho y bien 
hallado bajo el imperio de la ley y de toda disciplina. 



CUESTIORES PRÁ CTICAS 

&Hay delito de hurto cuando se ignora 
quién sea el perjudicadoP 

No deja de ofrecer algiín interés la consulta que en su 
bien escrita Memoria explana el Fiscal de Soria, aun 
.cuando no pueda ni deba resolverse de una manera cate- 
górica, atendidos los muchos matices y especialidades que 
oada hecho presenta. Por eso se ha dicho muy bien que 
en la aplicación del derecho penal no hay nada absoluto, 
sino que la resolución ha de amoldarse 4 la fisonomía pra- 
pia de cada caso. 

Pregunta el citado fiscal: para que haya hurto, des pre- 
&so saber quién es el perjudicado? Cuando consta positi- 
vamente que se han tomado las cosas muebles ajenas, sin 
la voluntad de su dueño, con 8nimo de lucro y sin violen- 
cia é intimidación en las personas ni  fuerza en las cosas, 
des de rigor que se sepa qui6n es el dueño, puesto que se 

debe admitir desde luego la falta de voluntad en éste de 
que se le despoje de su propiedad? 

Colocada asi la cuestión, la duda no existe. Si conets 
que un sujeto se apoderó, con hnimo de lucro, de una cosa 
perteneciente 4 otro que no prestó para ello su consenti- 
miento, importa poco que se sepa 6 no quién sea el despo- 
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jado. Esto tendrfa importancia para la restituci6n 6 in- 
demnización que no afectan al delito mismo, sino que son 
su legitima consecuencia. Asf, pues, en el caso que se 
acaba de proponer concurrirfan todos los elementos del 
delito de hurto y su estimación seria ineludible. 

Mas, vienen ahora los detalles del hecho que motiva 
la consulta, y en vista de ellos hay que suspender el juicio, 
porque la resolución está. tan fntimamente subordinada 4 
la apreciaci6n que se haga de la prueba, que según cual 
sea ésta, asf tendrá. que ser aquélla. Se trata de sustrao- 
ción do árboles. En cierto partido judicial de aquella pro- 
vincia hay montes del Estado, y en su perfmetro están es- 
tablecidas sierras 6 fábricas de madera. Sucede que los 
pttrticulares sustraen del monte maderas que llevan 4 ven- 
der á esas sierras donde se las compran 4 bajo precio, sa- 
biendo que son de ilegftima procedencia, pues las cortas 
en los montes del Estado 0610 se hacen con la competente 
autorización, y entonces las maderas llevan el marco ofi- 
cial, 6 sea el signo de su procedencia legitima, en tanto 
que Ins que no tienen el marco están revelando que fueron 
ilegítimamente adquiridas, y á. los que las compraron no 
era dable que se les ocultara que adquirfan el fruto de 
una sustracción, teniendo, por tanto, el carácter de encu- 
.bridores. La Audiencia, al paSecer, no opina de igual 
modo, y como eso, según el Fiscal de Soria, da lugar á una 
impunidad dañosa para la administración de justicia y 
perjudicial para el Estado, quiere saber cómo piensa esta 
Fiscalía, con tanto más motivo cuanto que encuentra re- 
soluciones contradictorias sobre el particular en sentencias 
que cita de este Tribunal Supremo. 



No excusa este Centro contestar á las dudas que los 
Fiscales formulan; pero el celoso Fiscal de Soria, cuyo 
espiritu de rectitud y justificación bien claro se transpa- 
renta, no advierte que queriendo plantear una cuesti6n 
de derecho, plantea una cuestión pura y exclusivamente 
de hecho. ¿Compran los dueños de sierras 6 fábricas de 
maderas, trozas 6 tajones, sabiendo que los que les ven- 
dieron las tomaron con ánimo de lucro y sin la voluntad 
de su dueño, de heredad ajena? Pues la cuestión está re- 
suelta; averigiiese 6 no quién es el verdadero duefío, y 
creo que no habrá Tribunal alguno que, presentado el 
problema en esa forma, opine de distinto modo. Pero si 
no hay conformidad en los hechos, si no hay prueba aca- 
bada de que el que vendió los árboles 6 tajones los hu- 
biera sustrafdo 6 de quien los compró no creyese que lo 
que adquiria era de origen ilegítimo, entonces podrá el  
Ministerio fiscal sostener honradamente su convicción, 
pero no hay medio de evitar que con la misma honradez 
se forme enfrente de la suya una convicción opuesta. Por 
eso he dicho que la cuestión es de hecho y no de derecho. 

La sentencia del Tribunal Supremo de 5 de Diciembre 
de 1900 es, de las que cita el Fiscal de Soria, la más ati- 
nente al caso, y sanciona la doctrina que dicho funciona- 
rio sostiene, pero es porque los hechos que el Tribunal 
sentenciador declaraba probados consentian llegar á esa 
conclusión. Lo que no puede exigirse es que, cuando hay 
duda acerca de alguno de los elementos integrantes del 
delito, se admita forzosamente su existencia. Está, pueg, 
la cIave en e1 estado de conciencia del juzgador con res- 
pecto al resultado de las pruebas practicadas en el juicio. 

15 
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Por lo demhs, esta Piscalia aprueba la conducta seguida 
por el Fiscal de  Soria. Su convencimiento de que los due- 
ños de sierras 6 fhbrica~ de madera incurren en punible 

.encubrimiento al adquirir á bajo 6 alto precio tajones. 
que, en el mero hecho de no llevar el marco oficial, re- 
velan ser de procedencia ilegftima, es racional y fundado,. 
porque las 'circunstancias del lugar, del vendedor y del 
precio no admiten otra explicaci6n. 

Merecen llamar la atención del Gobierno, y por eso los 
S consigno, ciertos antecedentes que expone en su Memoria 
el mencionado Fiscal. Es tan inmoderado el afán de lucro 
y tan poco el respeto que se tiene 4 la ley y al patrimonio 
del Estado, que lo es de la Nación, que en ciertas regiones 
de aquella provincia se vive en constante saqueo y devas- 
tación de los montes piíblicos. Pruébalo el que sólo en u n  
año, y en tres pueblos de escaso vecindario que están en 
la zona de los pinares del Estado, se han formado 1 tres- 
aientas causas! por corta y sustracción de árboles de esa 
procedencia, En  opinión de aquel Fiscal, y creo que no va 
descaminado, oontribuye á ese estado permanente de de- 
predación, que acabará, si no se le pone coto, con la ri- 
queza forestal de España, el hecho, para un profano im- 
comprensible, de que se hayan establecido sierras 6 fiibri- 
cas particulares de maderas deqtro de los mismos montes 
del Estado, cosa que no me decidiria á creer si no lo viera 
repetidamente consignado en la Memoria que me sirve de. 
guia. Para el Fiscal de Soria, esas fábricas, que constitiiyen, 
un negocio pingüe, son la causa de ese número considera- 
bilisimo de hurtos de maderas, porque hay una especie de 
compenetraci6n de estimulos de codicia entre el sustractor 



y.el fabricante, que incita al uno á la sustracción y al otro 
a1 encubrimiento. 

Lamentable es que la Audiencia de Soria no participe 
-de la opinión fiscal en la apreciación de la prueba con 
respecto h hechos tan dañosos para el Estado y para la 
riqueza pública. Pero el representante de la ley habrá de 
seguir con tesón la senda emprendida, ejercitando ante 
(los Tribunales todas sus acciones y recursos, y denun- 
-ciando íi los altos Poderes aquello que, cayendo fuera del 
-circulo de sus atribuciones, estime irregular y abusivo. 

Jurado que habrá, de intervenir en los juicios 

que sean de la competencia do las Audien- 
cias territoriales. 

La Memoria elevada por el Fiscal de la Audiencia de 
Valencia, trata con lucidez y acierto cuestiones legales 
que se han presentado en aquel Tribunal. Una de ellas, 
verdaderamente interesante, es la que sirve de epigrafe á 

.este capitulo. La ley señala genéricamente la competen- 
&a del Jurado, pera no dice cuál ha de actuar cuando el 
.delito le esté atribuído y deba conocer del juicio la Au- 
,diencia territorial, por la calidad de las personas procesa- 
das. El  art. 4.0 de la ley adicional á la orghnica del Poder 
judicial, dispone que de las causas que se formen contra 
Concejales de Ayuntamientos de capitales de provincia 6 
de poblaciones donde haya Audiciicia y Autoridades admi- 
nistrativas de las mismas poblaciones, con excepción de 
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los Gobernadores, por delitos cometidos en el ejercicio de ' 
sus funciones dentro de su respectivo territorio, conocerán 
las Salas de lo criminal, hoy Audiencias provinciales, que 
forman parte de las territoriales, y estas mismas Audien- 
cias en pleno, de los procesos que en iguales condiciones 
se instruyan contra los auxiliares del Ministerio fiscal de 
las Audiencias de lo criminal. Este precepto no hace más 
que deferir la jurisdicción á un Tribunal de categoria su- 
perior por razón de una calidad que concurre en el pre- 
sunto culpable, pero no altera las reglas del procedimiento 
y, por lo tanto, si el delito que se persigue es de los que 
menciona el art. 4.0 de la ley del Jurado como de la com- 
petencia del Tribunal de hecho, éste habrá de intervenir, 
sea cual fuere el de derecho que resulte competente, ex- 
cepción hecha del Supremo. Pero la ley de 20 de Abril 
de 1888 no ha previsto esta contingencia, y asalta la duda 
de si el Jurado que conozca en esos casos habrá de ser el del 
partido judicial donde se cometió el hecho punible, cuyos 
individuos tendrán que trasladarse á la población en ques 
reside la Audiencia del territorio, si el delito se cometió 
en otra provincia, 6 si será el correspondiente á la capital 
de la expresada Audiencia. 

Como siempre que se quiere hay razones para todo, cabe 
  tos tener y fundar opiniones encpntradas. Se dice: el Jura- 
do, en cuanto fué organizado como un complemento del 
Tribunal provincial, y por éste es renovado periódicamen- 
te, ha de tener circunscrita su actuación á los puntos 
donde su Tribunal ordinario esté constituido 6 se consti- 
tuya, y nunca fuera de la provincia. De haberse de guar- 
dar la regla de competencia del lugar, en cuanto al Tri- 
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banal de hecho, ha de resultar que el Jurado de una pro- 
vincia funcione en otra distinta de la que le es propia, á; 

menos que la Sección de derecho de la Audiencia territo- 
rial, sin serle de imperioso deber, se traslade á la capital 
de la en que el delito se hubiese cometido. En el primer 
caso, se añade, queda quebrantada la base orgánica de la 
Institución prorrogando al Jurado jurisdicción que no 
tiene fuera de su provincia, adhiriéndole á la causa cual 
si fuese un Juez ordinario; y en el segundo, parecen cum- 
plidos todos los respetos legales, pero en circunstancias y 
de modo que la ley no ha previsto. 

Algo forzada encuentro la argumentación que antecede, 
y me parece que hay mmás vigor en la manera de exponerla 
que en el fondo del raciocinio. El primer defecto que la  
hallo es que parte de una base bajo cierto aspecto arbi- 
traria, cual es la de que el Jurado sea un complemento 
del Tribunal provincial, en cuanto se quiere entender por 
éste el que normalmente ejerce la jurisdicción criminal en 
la capital de la provincia á que corresponde el partido ju- 
dicial respectivo. Pasemos por lo de que el Jurado com- 
plementa al Tribunal provincial, aunque mejor podfa de- 
cirse 9, la inversa, porque la plenitud de la jurisdicción 
para juzgar los hechos de la causa reside en los jueces de 
hecho, y á esta potestad están subordinadas por entero 
las declaraciones de derecho, función en una gran parte 
mecánica, que despues haga la Sección de Magistrados. 
Es  para el caso cuestión de nombre. Admitido ese com- 
plemento resulta que el Jurado está llamado á intervenir 
en determinada causa y á complementar el organismo ju- 
dicial que de ella conoce. 
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Atentamente examinados los articulos aplicables, espe- 

cialmente los comprendidos en el cap. 6.0, tit. 1.0 de la 
ley del Jurado, se advierte que no hay medio legal ni cir- 
ounstancia alguna que pueda atribuir la competencia para 
oonocer de nn proceso fi otro Jurado que no sea el del 
partido donde se instruyó el eumario, con arreglo B las 
prescripciones de los articulos 14 y 15 de la ley de En- 
juiciamiento criminal. El legislador, pues, ha querido en 
absoluto y sin excepción, salvo el caso especial y limitado 
4 determinado 6 determinados individuos de que habla el 
segundo párrafo del art. 52 de dicha ley, que el Jurado 
del partido, y no ningiln otro, sea el que actiie en la causa. 
¿Puede alterarse esta regla porque la Sección de derecho 
no resida en la capital de la provincia á que el partido 
corresponda y si en otra distinta? Si la potestad del Ju- 
rado es sobre el delito y la causa por 61 formada, 2quO im- 
porta que la Sección de Magistrados que haya de definir 
el derecho, con la base del hecho afirmado 6 negado por el 
Jurado, resida en esta 6 en la otra parte? 

Alguno de los terminos del argumento en contra del 
cual razono, sirve para demostrar la tesis que mantengo. 
Supuesta una causa de Jurado en que, por la condición 
de la persona procesada, haya de intervenir la Audiencia 
territorial, es incuestionable, y á qadie se le ha ofrecido 
duda sobre el particular, que dicha Audiencia, en uso de 
la facultad que concede el art. 42 de la ley, podrá dispo- 
ner que se celebre el juicio en la población donde reside 
6 en el punto de donde la causa procede. Demos por sen- 
tado que la Audiencia opta por lo primero, y que por la 
teoría de que el Jurado es compIemento del Tribunal d a  



derecho, se decide que el Jurado de la residencia de ese 
mismo Tribunal, 6 sea el de la capital de la Audiencia 
del territorio, es el que ha de juzgar los hechos. Y, ¿que 
criterio se aplica si la Audiencia, en lugar de quedarse en 
su capital se traslada á residir, para la celebración del 
juicio, á otra capital de provincia donde el delito se come- 
tió? Lo rigurosamente 16gic0, dentro de la teoria á que me 
refiero, seria que el Jurado de la capital de la Audiencia 
del territorio se trasladara con ésta 4 distinta provincia, 
porque no habria de andar errante y saltuaria la designa- 
ción de los jueces de hecho, eegrín que la Sección de la 
Audiencia territorial señalase una población ú otra para 
celebrar las sesiones del juicio; y entonces se daría la 
anomalta más extraña de cuantas en esta materia se pu- 
dieran imaginar: intervendria un Jurado que ni era del 
partido donde la cauea se instruyó ni el de la población 
donde la Audiencia ejerce de presente sus funciones, sino 
uuo que resulta elegido como consecuencia de artificiosas 
disquisiciones y de un puro convencionalismo. 

Dispone el art. 46 de la ley que al día siguiente de prac- 
ticados los actos y diligencias mencionadas en el artículo 
anterior, el Presidente del Tribunal expedirá los despa- 
chos necesarios á los Jueces de partido para que por 
medio de los Jueces municipales respectivos se haga saber, 
A los Jurados que han de actuar en el cuatrimestre, que 
concurran, bajo la responsabilidad que la misma ley 
marca, en el dfa y hora señalados para constituir el Tri- 
bunal del Jurado que ha de conocer de las causas del par- 
tido judicial correspondiente. Se hace, pues, el sorteo de 
Jurados para las causas de su partido, y ninguna de éstas, 



.que corresponda á la competencia de los jueces de hecho, 
puede ser vista sino por los sorteados para ese fin. Los 
Jurados no lo son por razón de la provincia, que la ley no 
nombra para nada, sino por razón del partido y de la causa. 
A donde, por tanto, vaya ésta, alli deben ir ellos. Las 
mayores molestias que pueda proporcionarles y el mayor 
gasto que puede ocasionar la traslación de una provincia 
á otra, ya los tendrá en cuenta la Audiencia territorial, 
bien para acordar la indemnización que corresponda 6 
bien para constituirse en la población de donde la causa 
proceda. 

Por encima de estos fundamentos, con ser en mi con- 
eepto incontestables, está el que otra interpretación dis- 
tinta se separa, no sólo de la letra de la ley, sino de su 
espíritu, y ataca la índole y naturaleza de la Institución. 
El Jurado es un Tribunal de opinión. Se busca en 61 ese 
claro oscuro que no pueden tener ni tienen los fallos de 
la justicia togada. Es el juicio del presunto culpable por 
sus convecinos, por aquellos que viven en la región mis- 
ma, que tienen comunidad de intereses y de ideas y que 
conocen la extensión del mal causado; y ese juicio, condi- 
cionado por las circunstancias de personas, lugar y tiempo, 
sólo se encuentra en los convecinos á quienes por eso 
llama la ley para juzgar. 1 '  



Aausación y pruebas sobre hechos respecto á, 

los cuales no filé admitida la querella de an- 

tejuicio. 

La continua labor de los Tribunales va presentando á 

cada paso cuestiones nuevas que, por salirse en todo 6 en 
algo de los moldes fljados en la ley, crean situaciones ex- 
trañas, cuando no conflictos de muy difícil resolución. 

Formula la cuestión un Fiscal en los siguientes tErmi- 
nos: udPueden ser objeto de calificación, y por consi- 
~guiente de prueba y de sentencia? hechos distintos de 
saquellos por Ios que ha sido admitida la querella en el 
.antejuicio y declarado procesado un  funcionario judi- 
mial?, El que dirige la consulta, propone la cuestión con 
claridad y la resuelve con acierto; pero como entiendo que 
el punto ofrece interés jurídico y prhctico, considero que 
debe ser conocida la opinión de esta Fiscalía por sus su- 
bordinados para que sirva de excitación 4 todos á fin de 
que se precavan, por medio de una atención Constante y 
de una vigilancia sin interrupción, contra toda suerte de 
sorpresas que puedan encerrarles en un círculo de hierro. 

Se presenta querella por un particular contra un Juez 
de instrucción por quince hechos relativos al ejercicio de 
su cargo, que, á juicio del querellante, presentaban carac- 
teres de delito; se tramita el antejuicio, y á su tiempo Ia 
Audiencia admite la querella por cinco hechos y por los 
otros la rechaza. Se acuerda la suspensión y procesamiento 

16 
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del Juez y se le recibe indagatoria sólo á tenor de tres, 
fundándose la Sala que asi lo acordó en que de los cinco 
hechos por que se admitió la querella, uno no aparecia 
haberse cometido y otro no presentaba carácter de delito. 
Abierto el juicio oral, califica provisionalmente el acusa- 
dor particular, alegando todos los hechos de la querella, 
asf los admitidos como los rechazados, y como esto no f~i6 
objeto de la especial resolución de la Sala, que consintió 
que sobre tales hechos se practicase prueba, hubo que in- 
cluirlos en las preguntas del veredicto, que fueron todas 
contestadas negativamente por el Jurado. 

Casi con presentar la cuesti~n, queda resuelta en cuanto 
á su carácter legal; no asi en lo tocante á los remedios que 
oportunamente debieron ponerse y recursos que debieron 
utilizarse. E l  art. 258 de la ley provisional sobre organi- 
zación del Poder judicial determina que, para que pueda 
incoarse causa con el objeto de exigir la responsabilidad 
á los Jueces y Magistrados á instancia de persona priva- 
da, deberá preceder un antejuicio con arreglo á los trámi- 
tes establecidos en la ley de Enjuiciamiento criminal; y 
ésta, en su art. 757, otorga á todo español, que no esté in- 
capacitado para el ejercicio de la acción penal, el derecho 
de promover el antejuicio necesario para exigir la respon- 
sabilidad criminal á los Jueces y Magistrados por delitos 

! 
cometidos en el ejercicio de sus funciones. Es esta una 
garantía, no sólo justa, sino indispensable para la tranqui- 
lidad y sosiego de los que por hallarse encargados do una 
función tan espinosa como la de administrar justicia, que 
les coloca en el trance de decidir en las contiendas entre 
lo tuyo y lo mío y en las transgresiones de la ley penal 



- 123 - 
que llevan consigo la pérdida de la libertad y la desmem- 
bración de la fortuna, están siempre expuestos á las iras 
de la venganza y del despecho. 

Cualquier ciiidadano puede dirigirse en la via criminal 
contra un Juez 6 Magistrado; pero, en tanto que si la ac- 
ción fuera contra un particular por delito perseguible de 
oficio, le bastaria la simple denuncia, si el presunto cul- 
pable es funcionario judicial, necesitará para perseguirle 
criminalmente deducir querella de antejuicio en legal for- 
ma y prestar la fianza que se le señale, á no ser que fuera 
ofendido por el supuesto delito, según lo disponen los ar- 
ticulos 762 y 764 de la citada ley procesal; querella que 
habrá de reunir los requisitos que marca el art. 277 de la 
propia ley, y entre ellos, la relación circunstanciada del 
hecho, con expresión del lugar, año, mes, dia y hora en 
que se ejecutó, si se supieran. El querellante particular, 
pues, cuando insta un antejuicio, gira en un espacio redu- 
cido y limitado por sus propios actos y por la decisi6n que 
adopte respecto al ejercicio de su acción cl Tribunal ante 
quien lo dedujo. En tanto esto se observe, existirá la ga- 
rantia; cuando esas reglas se desconozcan, la garantia des- 
aparece, y con ella la indole del procedimiento especial 
de donde aquélla emana y el prestigio de la ley. 

Y no es que se trate de un privilegio de inmunidad que 
ampare 4 Magistrados y Jueces en los abusos que 4 la 
sombra de sus cargos puedan cometer. El  Tribunal que 
sea competente y el Ministerio piíblico, pueden y deben, 
cuando tengan noticia de hechos de esa clase, promover 
el juicio de responsabilidad criminal, pues asi lo ordena 
el art. 246 de la ley Orgánica, sin que el Fiscal, cuya ges- 
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tión no inspira recelos de parcialidad, venga obligado á 

sujetarse 4 las formalidades del antejuicio, porque de ello 
lo excusa el precepto del art. 778 de la procesal. 

Fijadas de este modo las premisa8 legales, no ofrece 
duda la resoliición en cuanto 4 lo que constituye el fondo 
de la consulta que se formula. Cuando el Tribunal no 
procede por si, ni el Fiscal ejercita acción, el particular 
que se querella contra un funcionario judicial, no puede 
salirse de los hechos de su querella en el número 4 que 
hayan quedado reducidos por virtud del auto de la Sala 
que la admiti6, cuyo auto es firme para todos los efectw 
si contra él no se interpuso, en la parte que denegó la ad- 
misión, el oportuno recuso de casación por infracción 
de ley, 6 si interpuesto, se desestimó. A partir de nhi, el 
querellante sólo puede recorrer el camino que se le ha tra- 
eado y en ningún período del proceso le es licito cambiar 
su situación legal ensanchando arbitrariamente la esfera 
de su acción, porque ni tiene derecho, ni cabe que lo 
haga sin perjudicar el del funcionario que es objeto de la 
querella. 

¿Por qu6 no se amparó este derecho y no se obligó al 
querellante á respetarlo y ceñirse al estricto ejercicio de 
los suyos? Juzgando sólo por los antecedentes que encuen- 
tro en la Memoria del ilustrado Fiscal que la suscribe, en 
las resoluciones de la Sala parece que hubo algo de incon- 
secuencia, que acaso se explique por razones que no pue- 
den serme conocidas. Se admite la querella de antejuici~, 
aunque sólo por cinco de los quince hechos sobre que ver- 
saba, y deapubs, al acordar el procesamiento del J u e ~  que- 
rellado, la misma Sala dejó esos cinco hechos reducidos á 



tres y rechaza los otros dos, uno porque no apareoia ha- 
berse realizado, y otro porque no presentaba carhcter de 
.delito. ¿Puede hacerse esto? ¿No fueron todos los hechos 
objeto de las diligencias del antejuicio y no se estimó la 
naturaleza de cada uno en la resolución fundada que puso 
término á ese diligenciado previo admitiendo la querella 
en parte y en parte negando la admisión? A1 modificar la 
Sala de esa manera el auto resolutorio del antejuicio va 
.contra sue propios actos y altera la integridad de una re- 
solución firme. 

Repito que me faltan datos para juzgar acerca de cier- 
tos detalles, y por lo tanto, está muy distante de mi toda 
idea de censura; pero no puedo menos de extrañar que se 
diga que al acordar el procesamiento se eliminó uno de 
los hechos porque no aparecia que se hubiera cometido. 
Aun considerando esa resolución como parte y comple- 
mento del auto de admisión de la querella, no está muy 
eonforme con lo que prescribe el art. 313 de la ley de En- 
juiciamiento criminal, que fija el criterio legal para la ad- 
misíón 6 no admisión de las querellas. Estas sólo pueden 
rechazarse en todo 6 en parte, porque los hechos en que 
Be funden no sean constitutivos de delito 6 porque el Juez 
no se considere competente para instruir el sumario ob- 
jeto de la misma. Lo relativo á si determinado hecho se 
ha realizado 6 no, siempre que tal como se enuncie pre- 
sente caracteres de delito, queda reservado 9, la investi- 
gación sumaria1 bajo la responsabilidad del que lo ROS-- 

tiene. 
Concluso e1 sumario y abierto el juicio oral, en el que 

Ia representación del Ministerio piliblico se abstuvo Jtt 
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formular conclusiones acusatorias, sólo podfa el acusador. 
privado tomar como base de su calificación provisional los 
hechos porque se admiti6 la querella, y al excederse de. 
su derecho debió rechazarse aquélla de oficio como opues- 
ta abiertamente á una resolución judicial firme y ejecu- 
toria. No se hizo, sin que esto implique necesariamente 
culpa, porque era posible que no hubiera conformidad en 
el modo de apreciar esa cuestión y porque el Fiscal, que 
evacua el primero el tramite de calificación, no tiene co- 
nocimiento de las conclusiones de las otras partes, ya que, 
ni se le vuelve B pasar la causa, ni se le da copia de los 
escritos contrarios, inconveniente grave sobre el que llamó 
la atención del Gobierno esta Fiscalia en la MEMORIA 
de 1894, y que obliga al Fiscal, si partioularmente no pro- 
cura saber qué es lo que las otras partes sostienen, cosa 
que de ordinario le impiden hacer sus muchas ocupaoio- 
nes, 4 ir al juicio sin conocer más que las listas de tes- 
tigos. 

Pero, una vez admitido el escrito de conclusiones provi- 
sionaleil de la acusación privada con ese sustancial defecto, 
s610 se podrá poner remedio tachando de impertinentes 
las preguntas que á los testigos se hicieran sobre los he- 
chos ejecutoriamente rechazados, y, si por acordar el Tri- 
bunal la impertinencia, la representación de la acusación 
privada deducfa reclamación y protesta, procedía que se 
consignase ésta con el fundamento legal á que obedecia 
'para los fines del recurso de casación en la forma, si se- 
interponfa. No habiéndolo hecho así, ya no quedaba otro. 
recurso que redactar el interrogatorio para el Jurado con 
arreglo 4 las conclusiones de las partes, segiín previenen: 
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los arta. 70 y 75 de la ley, siempre con el riesgo de que 
los Jurados afirmaran los hechos que una resolución eje- 
autoria habia declarado fuera del proceso. 

dA quien corresponde acordar el procesamien- 
to en las causes contra Jueces por delitos co- 
metidos en el ejercicio de sus carSgosP 

- Suscita el Fiscal de la Audiencia de Alicante una cues- 
tión, entre otras, de positivo interés, que desde que em- 
pezó á regir la actual ley de Procedimientos ha dado 
margen á grandes discusiones y á pareceres contradicto. 
rios. Podrá creerse que tiene poca importancia el que 
cuando se forma causa contra un Juez por hechos reali- 
zados en el ejercicio de su cargo que presenten 6 tengan 
apariencias de delito, el procesamiento lo acuerde la Au- 
diencia ante quien se present6 la querella 6 el Juez que 
instruye el sumario; mas en materia procesal no hay nada 
indiferente, porque las leyes de ese orden lo son de ga- 
rantia, y su infracción, más de cerca 6 más de lejos, des- 
ampara derechos que por aquel medio se han querido ase- 
gurar y altera las condiciones normales de la vida pública; 
aparte de que son muy diferentes las consecuencias le- 

-gales que se derivan de que la cuestión se resuelva en un 
sentido 6 en otro. 

La duda, colocado en su terreno propio el problema, no 
es difícil de resolver, por mhs que los fundamentos de 



tbda cuestión de este orden, por fuertes que sean, no siem- 
pre convencen ii todos. 2 indico que la duda no ofrece 
gran dificultad, porque su resolución está en el precepto 
de la ley, una vez conocidas deoisiones del Tribunal Su- 
premo que allanan el único obst4culo que al fin que nos 
ocupa podfa estorbar. 

Preceptúa el art. 303 de la de Enjuiciamiento criminal, 
que 4 los Jueces de instrucción compete la formación del 
sumario por los delitos que en su partido se cometen, sin 
per,juicio de que en las causas encomendadas especial- 
mente por la ley Orghnica á determinados Tribunales, 
pueden éstos nombrar un Juez instructor especial 6 auto- 
rizar al ordinario para el seguimiento del sumario; pero 
una vez designado, obrará con jurisdicción propia Q inde- 
pendiente; y en el iIltimo párrafo de ese artfculo se esta- 
blece que, cuando el delito fuese por su naturaleza de  
aquellos que solamente pueden cometerse por Autoridades 
6 funcionarios sujetos á un fuero superior, los Jueces or- 
dinarios, en casos urgentes, podr4n instruir las primeras 
diligencias, si bien deberán remitirlas en el plazo que se  
fija al Tribunal competente, el cual resolverá sobre la in- 
coación del sumario y, en su dia, sobre si ha 6 no lugar al 
procesamiento de la Autoridad 6 funcionario inculpados, 
De modo que esta limitación á las facultades propias 6 in- 
dependientes del Juez instructor, sólo se refiere á los su- 
marios por delitos de la competencia de Tribunales de ca- 
tegoría superior á los que de ordinario administran la jus- 
ticia penal. 

Toda la dificultad, pues, estará en saber si los Jueces de  
instrucción y primera instancia, para loa efectos de los de- 
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litos que puedan cometer, estiín 6 no sometidos al fuero de 
u n  Tribunal superior. La ley provisional sobre organiza- 
oión del Poder judicial, al fijar las reglas de competencia, 
prescribis en el núm. 3.0 de su art. 276, que de las can- 
sas contra los Jueces de instrucción, los de los Tribuna- 
les de partido y sus Fiscales, deberian conocer las Salas de 
lo criminal de las Audiencias. Publicada la adicional, esas 
reglas sufrieron variación, y en su art. 4.0 fija la compe- 
tencia de los nuevos Tribunales, extendiéndola 4 todas 
las causas que se formen en su demarcación, salvas las ex- 
cepciones que á continuación menciona, entre las cuales 
está la competencia atribuida á las Salas de lo criminal 
-de las Audiencias territoriales, á cuyo fuero somete á de- 
terminadas Autoridades y funcionarios, pero sin hacer ex- 
.presión de los Jueces. 

Se creyó, sin embargo, por algunos, que el precepto de 
la ley Orgánica de 1870 oontinuaba en pie, y aun esta 
Fiscalía participó durante cierto tiempo de tal opinión; 
pero la de la generalidad no fué esa, y el Tribunal Su- 
premo, en repetidas decisiones, declaró que la disposición 
de  la ley Orgánica primitiva había sido modificada por 
*las de la adicional, y que,en tal sentido, los Jueces, cuando 
delinquían, ya fuese como tales Jueces 6 como particula- 
res, no gozaban prerrogativa alguna, y que su fuero era 
el de los demás ciudadanos, pues aun cuando la querella 
que contra ellos se formulara, era obligatorio que se pre- 

' 
sentase ante la Audiencia de lo criminal, hoy provincial, 
á quien incumbía, asimismo, tramitar y resolver el ante. 
juicio, esas medidas eran de orden puramente procesal 
.y no significaban especialidad en la competencia, que la 
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Audiencia provincial en ning6n caso tiene, porque la que  
le está conferida es la ordinaria y general. 

Quizás me haya extendido demasiado en la exposición. 
de los textos que regulan la materia, pero lo estimo indis- 
pensable por lo mismo que la duda subsiste de hecho,. 
pues el Fiscal de Alicante que la consulta, indica que no. 
hay uniformidnd de prácticas, y que en su mismo Tribu- 
nal, donde á instancia de parte se han instruido varias. 
causas contra un Juez, aun cuando sin resultado por lo. 
que toca á Ia responsabilidad, llegado el tramite del pro- 
cesamiento, recayeron resoluciones contradictorias en ek 
sentido de que en unos lo acordó la Audiencia y en otros 
se defirió la facultad de procesar 6 no al Juez especial que- 
instruía los sumarios: divergencia que por más que se ex- 
plique por la libertad de criterio que á cada Magistrad~ 
asiste para votar en el sentido que le parezca mas arre- 
glado 6 la ley, es de lamentar si con ello se revela al ex- 
terior la falta de unidad de pensamiento aobre una misma 
cosa 6 punto sometido á la decisión del Tribunal, y cuya 
unidad tanto contribuye á enaltecer la trascendental y 
grave función de administrar justicia. 

Pues bien; si alguna vez la duda pudo ser fundada, 
cuando se discutió si estaba vigente una 6 otra dieposi- 
ción legal y si 10s Jueces tenjan 6 no fuero de Audien- 
cia territorial tratandose de delitos por ellos cometidos,. 
hoy carece de todo fundamento. E1 Juez instructor pro- 
cede en la instrucción de los sumarios con jurisdicción 
propia 6 independiente, y sólo debe esperar autorización 
para dirigir el procedimiento contra el inculpado si éste 
es una Autoridad 6 funcionario sometido á un fuero supe- 



~ i o r .  Demostrado que el Juez cuando delinque no tiene 
,más fuero que el común y ordinario de los demas ciuda- 
.danos, aunque con ciertas garantfas en lo tocante á la 
manera como se ha de ejercitar contra él la acción, se 
.demuestra tambi6n que una vez designado el que ha de 
instruir el sumario, la facultad de procesar no radica en 
lla Audiencia provincial, sino en el Juez instructor, porque 
lo contrario daria al art. 303 de la ley de Enjuiciamiento 
un alcance que sus propios términos no consienten, y se 
ampliarfan las faciiltades que, con sujeción al 775, corres- 
ponden al Tribunal que resuelve el antejuicio, circuns- 
-critas 6 mandar proceder á la instrucción de! sumario, 
.designar el Magistrado de la Sala que lo haya de formar, 
si no considera conveniente que sea el Juez instructor 
.propio del territorio donde el delito hubiese sido cometido 
-y acordar la suepensión del funcionario contra quien hu- 
biera sido admitida la querella: de donde se deduce que 
e i  la Audiencia que admite la querella decreta por si el 
procesamiento, se arroga una potestad que no le compete 
-6 incurre en una extralimitación. 

Si del terreno legal pasamos al de la conveniencia, to- 
davia acrece la importancia de las consideraciones que 
quedan apuntadas. Para el Juez inculpado, no es lo mismo 
que el procesamiento lo acuerde la Audiencia 6 el Jum 
instructor; porque en este Último caso le asisten los re- 
-cursos de reforma y apelación, y en el primero 6610 ten- 
drfa el de súplica que concede el art. 236 de la ley pro- 
cesal; y si bien en iiltimo caso la Audiencia es la que ha  
de resolver y no se debe esperar que su resoluoión varíe 
gorque sea ella 6 el Juez que ii:struye el sumario quien 



dicte el auto de procesamiento, es siempre más ventajosc~. 
para e l  presunto culpable la duplicidad de recursos y d e  
entidades que de ellos conozcan. 

aEs justo que el antejuicio se tramite 
sin audiencia del inoulpadop 

A pesar de mi propósito, que hasta aqui he cumplido,. 
de no ocuparme de lo que á reformas pueda referirse, voy 
á indicar algo que seguramente merece reformarse, sir- 
viéndome de disculpa el que no lo hago por ioiciativa 
propia, sino por el deber que tengo de dar á conocer la 
opinión de los que conmigo comparten la represe~tación 
de la ley, cuando esa opinión se traduce y descompone en 
indicaciones útiles y respetables. El propio Fiscal de Ali- 
cante, fijhndose en un caso ocurrido en aquella Audien- 
cia, advierte con pena que, aun cuando el antejuicio se- 
halla establecido como escudo que defienda á los Jueces 
contra las acusaciones injustas de los que se consideran 
lastimados por las resoluciones judiciales, en la práctica 
n i  dicho antejuicio airve de dique contra la pasión, ni loa- 
Jueces encuentran en él la igatildad de condiciones pro- 
pias de todo régimen procesal inspirado en reglas de equi- 
dad y principios de justicia. 

Tratábase, según el aludido Fiscal, de un Juez de la 
provincia contra quien un particular presentó cinco que- 
rellas criminales que produjeron otros tantos procesos.. 
Cuatro terminaron por aobreseimiento, y en el quinto, 
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que siguió todos sus trámites, recayó veredicto de incul- 
pabilidad. Admitidas las querellas porque los hechos, tal 
como en ellas se enunciaban, revestian, á juicio del Tri- 
bunal, caracteres de delito, el Juez se encontró suspen- 
dido de cargo y sueldo, sin haber tenido previo conoci- 
miento de la presentación de las querellas, y en ese es- 
tado de suspensiún continuó por espacio de más de un 
año, debido á que la ley ofrece medios y recursos al que 
se propone utilizarlos para prolongar casi indefinida- 
mente la duracibn de los procesos. 

Indudablemente la ley no responde con fidelidad al 
pensamiento del legislador, porque no es posible que éste 
haya querido ~ancionar desigualdades 6 injusticias. Segán 
el Fiscal de Alicante observa, en los casos ordinarios, para 
que pueda acordarse el procesamiento de una persona se 
necesita, con arreglo a1 art. 384 de la ley, que resulte del 
sumario algún indicio racional de criminalidad contra 
aquélla en el hecho que como delito se persigue; pero al 
hablar de las querellas, sólo autoriza su desestimación l a  
misma ley en el art. 313 cuando los hechos no constitn- 
yen delito 6 cuando no se considera competente el Juea 
para instruir el sumario, y esto le parece al mencionado 
Fiscal una antinomia y una injusticia; antinomia, porque 
los dos citados nrtfculos son en parte contradictorios, 6 
injusticia, porque no se concibe sin ella que el Tribunal 
venga obligado á admitir una querella s610 porque los 

' 
hechos que en ella se relatan sean constitutivos de delito, 
aunque no resulten indicios racionales de criminalidad 
contra el querellado. 

No se Iimita á esto el Fiscal de Alicante, sino que par- 
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tiendo del concepto de que el antejuicio está instituido 
en beneficio del funcionario judicial, y es una traba puesta 
á la mala fe de los que injustamente intentan perseguirle, 
dice: aSi éste (el antejuicio) ha de reducirse á la mera 
.compulsa de los documentos presentados por el quere- 
sllante y á una simple informacián testifical, practicado 
,todo ello á espaldas del funcionario denunciado, dictán- 
rdose, sin oir 4 éste, el auto de admisión de la querella y 
msuspensión del querellado, como en la actualidad sucede, 
.valiera más suprimir un trámite que la ley establece 
.como garantia de los funcionarios judiciales, pero que tal 
.como dicha ley lo otorga, resulta en la práctica muy im- 
.perfecto. :, 

Razonables y atendibles me parecen estas observaoio- 
nes, y por el fondo de sensatez y de justicia que encierran 
no he querido dejar de consignarlas. El antejuicio es en 
efecto una garantía que asegura la tranquilidad del funcio- 
nario en cuanto que remite la admisión de la querella al 
superior jerárquico, previos trámites que permitan á Bste 
formar su juicio para no proceder de ligero; mas, eso po- 
drá tranquilizar la conciencia del superior y hasta inspi- 
rar cierta confianza 4 la sociedad, pero no basta 6 satis- 
facer las exigencias de la equidad y la justicia, y mucho 
menos á garantir el interés del funcionario acusado, inte- 
rés tan legitimo y digno de protección como el del que- 
rellante. 

La acusación particular, por mucho que se quiera ele- 
var su condición jurídica y hasts dulcificar su significa- 
ción, responde siempre 4 un postulado de venganza priva- 
da, recuerdo de otras edades y de otros tiempos en que el 



derecho procesal descansaba en prácticas y principios 
absurdos. No pretendo decir que al acusador privado, sólo 
por serlo, se le haya de suponer dispuesto á emplear ar- 
mas de mala ley y á sorprender con amaííos y superche- 
rias la candidez de los Nagistrados cuya autoridad impe- 
tra para lograr sus finee; pero no tiene, como el represen- 
tante del Poder social,! que personifica un principio de 
justicia, la presunción de rectitud y de imparcialidad. E l  
acusador privado se mueve por un interés pereonal, tiene 
un empeiío de amor propio, busca satisfacción á supuestos 
6 reales agravios, y es natural que aceche ocasiones y 
aproveche descuidos al objeto de arrancar al Tribunal la 
resolución que le conviene, en tanto que á esos manejos 
permanece ajeno el funcionario contra quien se dirige la 
querella. El antejuicio, como su propio nombre indica, es 
un juicio previo y sumarisimo en que se ventila un asunto 
de excepcional importancia para el funcionario judicial 
que se pretende sujetar á un procedimiento de pesquisa 
y persecución que afecta á su honra y á sus medios de vi- 
da, porque la admisión de la querella echa sobre él la nota 
de presunto delincuente y le priva temporalmente del 
cargo. Toda garantía, y el antejuicio lo es, implica un de- 
recho para aquel á cuyo favor se otorga, y todo derecho 
engendra una acción que, en este caso, no puede ser otra 
que la de intervenir un procedimiento que amenaza el ho- 
nor del inculpado y que le impide, con sólo que la quere- 
lla se admita, continuar desempeñando un cargo en el que 
libra su existencia y que tal vez fué ganado en honrosa 
lid de reííida oposición. 



Recusacien perentoria en el juicio 
por Jurados. 

Porque entiendo que la mejor manera de fijar la recta 
interpretación de la ley es el estudio y discusión de los 
casos que en la prhctica hayan podido motivar dudas y re- 
clamaciones, haré mención de uno de los que refiere el 
Fiscal de Valencia, como ocurrido en aquella Audiencia 
provincial. Dice el nombrado funcionario que tenia dadas 
instrucciones á SUS auxiliares, al Teniente y Abogados 
fiscales, para que cuando asistieran 4 juicios por Jurados 
se abstuvieran de emplear la recusación que autoriza el 
articulo 56 de la ley que regula ese Instituto, tí no ser que 
observaran que las otras partes hacian uso de ese derecho 
en forma que indujera la sospecha de que obedecian á un 
plan preconcebido para constituir el Tribunal con perso- 
nas de antemano designadas, pues entonces, B la segunda 
exclusión de esa clase que se produjera, deberia el funcio- 
nario Fiscal recusar fi todos los que nombraran las pape- 
letas que iban saliendo de la urna hasta que en ella no 
quedaran mis que los precisos,ien unión de aquellos que 
ya hubiesen sido aceptados, para formar el Tribunal de 
hecho. 

Sucedió en cierto juicio que el representante del Minis- 
terio fiscal, al verificarse el sorteo, tuvo ese sospecha con 
respecto á la defensa, y después de haber hecho éste dos 
recusaciones, formuló aquél la total de los siguientes, que- 



dando para formar Tribunal los primeros no recusados y 
el niimero necesario de los iiltimos; pero entonces la de- 
fensa pidió que se declarase nula la constitución de aquel 
Tribunal, porque el primero de los Jurados sacados por 
suerte era hermano de uno de los procesados, y tenfa, 
más que incompatibilidad,prohibición de ser juez en aquel 
proceso. Se opuso el Ministerio fiscal, por considerar im- 
procedente la pretensión, fundándose en lo que dispone 
el art. 57 de la ley de 20 de Abril de 1888, además de 
exponer su extrañeza por el silencio anterior sobre un 
impedimento de esa indole, y manifestó que era de apli- 
cación al caso lo que dispone el art. 1.1' del párrafo 2.0 de 
dicha ley; pero, contra ese parecer, la Sección de derecho 
di6 lugar á la nulidad y se procedió á nuevo sorteo. 

Lo iinico que hay censurable en el hecho que se relata 
es el silencio del Jurado, que siendo hermano de uno de 
los procesados y estando por esa razón imposibilitado de 
intervenir en el juicio, causa prevista en el art. 12, nú- 
mero 3.0 de la ley, no lo manifiesta lealmente al ser pre- 
guntado, lo mismo que los demás, antes de procederse al 
sorteo, asi como que el Letrado defensor, que por lo visto 
lo sabia, dejara pasar el nombre de dicho Jurado, primero 
que salió de la urna al verificarse el sorteo, sin recusarle 
ni  hacer indicación de la circunstancia que en aquél con- 
curria. El  legislador no ha previsto este caso expresa- 
mente entre los que pueden dar lugar á corrección. Sin 

- embargo, & el orden moral es reprensible y digno de 
censura. 

La cuestión de derecho por lo demás es sencillísima. El  
párrafo 2.0 del art.. 1.0 de la precitada ley, prescribe que 
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ademhs de los doce Jurados que componen el Tribunal de 
hecho, asistirán dos suplentes para los casos de enferme- 
dad ii otra imposibilidad análoga de alguno de los Jura- 
dos. El 57 ordena que en el momento en que haya doce 
Jurados no recusados, m8s dos suplentes 6 los precisos 
para formar el mismo número con los de las últimas pa- 
peletas que quedasen en la urna, el Presidente declarará 
terminado el sorteo y dispondrá que se proceda á recibir 
el juramento, y el 59 establece que cuando alguno de los 
Jurados se niegue á jurar, entrará á desempeñar el cargo 
uno de los suplentes; pero, ¿se estaba en ese caso? 

Que el Jurado de que se trata estaba, por raz6n del pa- 
rentesco que le unía con uno de los procesados, imposibi. 
litado de ser juez en la causa, es indiscutible, cualquiera 
que fuese el momento en que tal circunstancia se descu- 
briese; pero, una vez descubierta, ~ q u 6  efecto legal pro- 
duce? Para resolverlo es preciso tener en cuenta el periodo 
en que la denuncia se produjo. Si Osta hubiera tenido lu. 
lar después de constituido el Tribunal de hecho, la dificul 
tad no existiría, pues siendo el parentesco, dentro de las 
clases y grados que la ley marca, una imposibilidad aná- 
loga, en cuanto á sus efectos, á la que se origina de la en- 
fermedad, era de aplicacihn lo dispuesto en el pfirrafo 2.0 
del art. 1.0, y procedia eliminas al Jurado en cuestión y 
reemplazarlo por un suplente; mas, no se habfa llegado á 

ese trámite. E l  art. 57 s610 permite declarar terminado el 
sorteo y acordar que se proceda á recibir juramento 
cuando haya doce Jurados y dos suplentes no recusados, y 
eso era precisamente lo que faltaba en el caso que se dis- 
cute. El sorteo no había terminado: hecha la denuncia del 



Jurado en quien concurría la imposibilidad, que era uno 
de los que habian de formar ese niimero, se le debía eli- 
minar, y con tal eliminación no habia medio de completar 
el que la Iey exige, puesto que, como resuItado de las re- 
cusaciones, en la urna ya 8610 quedaban los indispensa- 
bles para formar Tribunal contando con el que habia sido 
objeto de la denuncia, por lo que, excluido éste, había 
once Juradoa y dos suplentes, y con arreglo al mencio- 
nado art. 57, ni podfa e1 sorteo continuar, porque no ha- 
bia más Jurados sorteables en la urna, ni podía darse por 
terminado porque faltaba uno, ni menos podia procederse 
4 recibir juramento, porque no concurría el requisito . 
esencial de que hubiera doce Jurados y dos suplentes h4- 
biles 6 no recusados. En este estado, era lo más legal y 
prudente anular lo hecho y proceder á nuevo sorteo, inuti- 
lizando desde luego la papeleta que contuviera el nombre 
del individuo en quien concurria la causa de imposibilidad 
ya dicha. 

Dudas acerca de la interpretacidn y aplicacidn 
del art. 69 de la ley del Jurado. 

Son muchas las dudas 4 que ha dado lugar el art. 69 de 
' la ley del Jurado; sobre algunas ha emitido juicio esta 
Fiscalía, muy especialmente en el repertorio de consultas 
que figura por apéndice en la MEMORIA de 1899, y otras 
las resuelve la práctica de los Tribunales no siempre con 
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tiriterio uniforme, por la dificultad que hay de traer esas 
cuestiones á casación y que el Tribunal Supremo, con la 
sabidurfa y acierto que le son propios, fije doctrina que 
sirva de norma para todos. Habla el mismo Fiscal de 
Valencia de otro caso que se present6 en aquella Audien- 
oia y, con ese motivo, hace la siguiente consulta. 

<Si se abre un juicio para conocer de varios delitos 
*contra una persona, y entiende el Fiscal que actúa en 61 
rque por el resultado de las pruebas no le es posible man- 
*tener la acusación más que por uno 6 varios de elloa, 
apero no por todos, y la retira respecto á los no probados, 
smanteniéndola s61o en cuanto 8 los que lo estén, ¿deber6 
mla Sección de derecho hacer al público la pregunta que 
*previene el art. 69 de la ley del Jurado por lo tocante B 
.los delitos que el Fiscal, en uso de su derecho, se abstiene 
*de acusar, 6 habrá de omitirse este requisito reservhn- 
sdose la Sección hacer en la sentencia p e  después del 
averedicto recaiga, los pronunciamientos que correspon- 
,dan? S 

De acuerdo con el consultante opina esta Fiscalfa que 
en la eventualidad que motiva la duda, es procedente 
hacer la pregunta que prescribe el art. 69 de la ley. Según 
éste, cuando las partes acusadoras, en vista del resultado 
de las pruebas, soliciten la absolución completa de los 
procesados, el Presidente preguntará si alguno de los pre- 
sentes mantiene la acusación. Suponen algunos que al  
decir la ley absolución completa, ha quorido significar 
total, extensiva 4 todos los hechos objeto del juicio y de 
la prueba, y que cuando el Fiscal, acusador único, 6 el 
Fiscal y el acusador particular, si lo hubiere, acusan por 
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tinos hechos 6 delitos y retiran la aciisací6n por otros, 
también aciimulados al procesado, la absoluci6n no es 
.completa y no cabe hacer la indicada pregunta. 

A poco que se reflexione se comprende que esta inter- 
pretaci6n, aun cuando estuviese en cierto modo conforme 
-con el valor literal que en la apariencia tengan las pala- 
bras que el legislador emplea, no puede ni debe estarlo 
con su espiritu y sentido, porque si no habria que recono- 
cer que el legislador fué inconsecuente consigo mismo, y 
que, poseido en esa parte de una timidez pueril, se asustó 
de  su propia obra y se detuvo á mitad del camino, some- 
tiendo la concesión que otorgaba y esa especie de apela- 
ción á la opinión piíblica contra el posible error de la 
acusación, á unas condiciones que desvirtuaban el recurso 
dejándolo reducido á límites incompreilsibles. 

Respondia esa pregunta 4 garantir el interés de la so- 
ciedad contra los abusos que pudiera cometer su represen- 
tante en el juicio y aun también el órgano de la acusación 
privada. El sistema acusatorio que informa, tanto la ley de 
Enjuiciamiento criminal como la del Jurado, que es su 
.complemento, hace árbitro de la acción y del éxito del 
proceso a1 acusador, porque siendo el juicio criminal una 
contienda entre partes, que el Tribunal ha de presenciar 
impasible como juez del campo, sin descender jamhs á la 
arena del combate, como dice la Exposición que precede 
4 la primera de las citadas leyes, 8610 cuando hay demanda 
puede haber condena. Espíritus meticulosos 6 refractarios 
á toda novedad, se manifestaron alarmados considerando 
arriesgado y aun temerario entregar 4 un solo hombre la 
facultad de poner un veto para que el juicio no continua- 



ra, impidiendo al Tribunal que pronunciase condena aun- 
que resultase clara y manifiesta la culpabilidad del proce- 
sado, y á esos temores se contestó con el art. 69 de la ley 
del Jurado. El interés público y la justicia queda á salvo. 
desde el momento que se solicita el concurso del ciudada 
no, concediéndole el libre y expedito ejercicio de una ac- 
ción contra la inacción del acusador. 

Esa transacción con los impugnadores del sistema acu- 
satorio y esa apelación á la conciencia pública, quedan 
desnaturalizadas con la interpretación restringida que se 
quiere dar al art. 69. Ya en la MENORIA que elevé al Go- 
bierno en 1902, me cref en el deber de exponer las razo- 
nes que, á mi juicio, redargüfan de errónea la opinión de 
los que, con idéntico fundamento que ahora, sostenían que 
no se podfa hacer la pregunta cuando siendo varios los 
procesados, pedfa el acusador la absolución para unos y 
acusaba 4 otros; y hoy, obligado por la consulta de que 
doy cuenta á manifestar mi parecer, no tengo para qu6 
ocultar que estimo igualmente erróneo que se sostenga la 
improcedencia de la aludida pregunta cuando la acusa- 
ción llevó al juicio varios delitos que supuso cometidos 
por el procesado, y después de las pruebas retira la acu- 
sación por algunos y la deja subsistente por los demás, 
Pues qu8, ¿no concurren en este caso las circunstan- 
cias que la ley menciona? ¿No se pide la absolución 
respecto á hechos constitutivos de delito? ¿No se sus- 
traen de la jurisdicción del Jutado, por efecto de ese 
petición, hechos delictivos que son de su competencia, 
y sobre los cuales ya no podrá formular su juicio sobe- 
rano? Figurémonos que en las conclusiones provisiona- 
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les, el Fiscal acusaba al procesado de un delito de ase- 
sinato y de otro de rapto con anuencia de la raptada, 
y en el juicio pide la absolución por el primer delito y 
acusa por el segundo: ¿se dirb que la sociedad, la justi- 
cia y la ley, quedan satisfechas, y pueden descansar tran- 
.quilos, porque aunque el asesinato pueda quedar injusta- 
mente impune, está expedita la potestad del Jurado para 
oondenar por el rapto? 

Al juicio van tantos delitos cuantos son los hechos dis- 

tintos que se imputan a1 procesado, y de todo conoce el 
Jurado. Si con respecto á alguno se retira la acusación, 
hay la misma razón para hacer la pregunta que si se re- 
tirase respecto á todos, porque los hechos que constituyen 
por si entidades jurídicamente punibles, tienen el mismo 
valor juntos que separados, y de igual modo hiere y alarma 
á la sociedad y B la conciencia pública la impunidad de 
uno que la impunidad de todos, ya que la calidad es idén- 
tica, aunque la cantidad sea mayor. 

Conocido el fin de la ley, se sabe cual fu6 la mente del 
legislador, y se separa de esa =ente y contraría aquel fin 
.el que interpreta el texto discutido con un criterio que 
da al mandato del legislador todas las trazas de un an- 
tojo y de una inconsecuencia. Recta y naturalmente en- 
tendido el art. 69, comprende á cada uno de los hechos 
que como constitutivos de delito se llevaron al juicio oral. 
La frase absolución completa, no puede tener una signi- 
jticación juridica diferente de la que por su valor grama- 
tical le corresponde. El  adjetivo completo equivale á cabal, 
perfecto, y aplicado á absolución no puede significar cosa 
distinta: d e  manera que el citado adjetivo viene á ser tan 
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s610 una voz expletiva que da fuerza al sustantivo á que 
rige aumentando su intensidad, pero no w extensión. 

Ha  sido consultada igualmente esta Fiscalfa sobre otra 
cuestión relacionada con el expresado art. 69 de la ley del 
Jurado. El caso que la motiva es este: E n  un juicio por 
Jurados habfa cinco procesados. Practicadas las pruebas, 
el Fiscal sostiene la acusación respecto á tres y la retira 
en cuarito 4 los dos restantes. El Presidente de la Sección 
de derecho, procediendo acertadamente, formuló al pil- 
blico la pregunta de si alguno de los presentes mantenía 
la referida acusación y uno contestó en sentido afirmativo, 
admitiéndosele desde luego como parte, porque reunia los 
requisitos que exige el segundo párrafo de aquel articulo, 
Desempeli6 éste su cometido acusando 4 los procesados, y 
el Jurado di6 veredicto de culpabilidad para cuatro y de 
inculpabilidad para el quinto. Se pidió la revisión, y la. 
Sección de derecho la estimó acordando remitir la causa 
4 conocimiento de nuevo Jurado. Se pregunta, en vista de 
esto, si  el particular que respondib á la invitación del Pre- 
sidente y fué tenido como parte para ejercer la función de 
acusar, tendrá derecho A, continaay con ese carácter en el 
nuevo juicio que se habrá de celebrar por virtud de la re- 
visión, y la respuesta no ofrece duda de ningiin género. 

Los efectos del acuerdo de revista son indiscutiblemente- 
de completa nulidad de todo 10 actuado en el juicio, hasta 
tal punto, que en la notable y erudita MEMORTA que 
en 1898 redact6 el Sr. Sánchez Román, sostuvo, y esa opi- 
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nión sigue siendo la de la Fiscalía, que estaban incapaci- 
ltados de intervenir en el nuevo juicio los Jurados sortea- 
dos para el cuatrimestre y que había necesidad de proceder 
8 un nuevo sorteo de la lista general, excluyendo 4 los 
que hubieren formado el Tribunal de hecho, porque sólo 
asi podía ser nuevo el Jurado que hubiera de entender en 
el asunto, y 0610 asf también podia deraparecer toda sos- 
pecha de parcialidad y toda prevención que naciera de la 
(forma en que resultasen designados los Jueces de hecho. 
Las razones que entonces se adujeron son incontestables, 
.y aunque la materia esta sometida 4 la libre apreciación 
de loa Tribunales, es de creer que ese sistema, por lo ra- 
scional y atendible, haya sido el adoptado en la prhctica. 

Abstracción hecha de ese punto, lo que no cabe discutir, 
es qiie todo lo actuado en el juicio queda sin efecto. El  ar- 
tfculo 115 de la ley lo dice de modo por demás expreso y 
claro: en los casos de los artfculos anteriores (son las pala- 
bras de ese texto legal), cuando la causa haya de enviarse 
á nuevo Jurado, se reproducirá el juicio ante éste con los 
mismos tramites y solemnidades que la propia ley esta- 
blece, lo cual demuestra que los anteriores quedan anula- 
dos y sin valor alguno, cosa, además, impuesta por la ra- 
e6n y por la lógica, pues si el Jurado ha de ser nuevo, 6 lo 
que es igual, distinto del anterior, mal podria juzgar si no 
se reproducian ante él las pruebas en toda su integridad, 
las acusaciones y las defensas. 

" ¿A qu6 razón legal, á qué necesidad ni á qué conve- 
niencia respondería la continuación en el nuevo juicio de 
iina personalidad que fué al anterior merced á una even- 
tualidad que por el acuerdo de revisión dejó de existir? 

1 o 



Si el veredicto se anulii, si las partes que tenfan en er 
proceso, antes del juicio, representación legítima, incluso 
la que di6 lugar á que se hiciera la pregunta y se admi- 
tiera por sólo esa causa un nuevo acusador, recobran la 
plenitud de sus derechos que ejercerhn segiin tengan por 
conveniente, pudiendo rectificar 6 no su primera actitud; 
¿con qué tftulo habrfa de comparecer en el nuevo juicio 
e l  antiguo y circunstancial acusador? Si al celebrarse de 
nuevo el juicio y repetirse los trámites y pruebas como- 
si no hubiese habido otro, que eso quiere decir nuevo, el 
acusador mantiene la acusación contra todos los culpables, 
la intervención de un extraño que hacia arrancar su de- 
recho de una abstención de la parte 6 partes acusadorae 
que había sido y a  suplida, aparecería inútil y superflua; 
y si el Fiscal, como anteriormente, retiraba la acusación. 
respecto á alguno de los procesados, seria llegado el mo- 
mento de hacer la pregunta que previene el art. 69, y en- 

tonces volverfa á nacer el derecho para el mismo que en el 
primer juicio se prestó á suplir la supuesta deficiencia del 
Fiscal, 6 para otro cualquiera, de presentarse como volun- 
tario acusador. De otro modo Eie infringirfa abiertamente 
el art. 110 de la ley de Enjuiciamiento, que prohibe admi- 
tir como parte, n i  aun á los directamente perjudicados por 
el delito, si  no comparecen solicitándolo antes del trámite 
de calificación, y se aprovecharfa una contingencia fortufta 
y ya caducada, para readquirir extemporhneamente una 
capacidad acusatoria que no se supo 6 no se quiso utilizar 

en la forma y plazo que determina el mencionado art. 1101 
de la ley procesal. 



Recursos de casscidn por infracción de ley 
oontra autos de sobreseimiento cuando ' no 
hay persona procesada. 

El art. 848 de la ley de Enjuiciamiento criminal, al de- 
terminar las resoluciones de los Tribunales que son recu- 
rribles en casación por infracción de ley, establece en su 
número 4.0, que habrá lugar 4 dicho recurso en los autos 
d e  sobreseimiento. No hace distinción alguna el precepto 
legal; mas como en el último párrafo de ese mismo articu- 
10 se dispone que, para que pueda admitirse el recurso 
d e  casación contra las resoluciones en el mismo indica- 
das, se necesita que sean definitivas, y además que no se 
sonceda contra ellas ningún otro recurso ordinario, resuIta 
que no todos los autos de sobreseimiento son susceptibles 
de casación, sino que han de tener el carácter de definiti- 
Vos, en cuyo caso sólo se encuentran los de sobreseimiento 
libre. 

Asi y todo, la regla tiene también sus excepciones, 
como sucede cuando el sobreseimiento recae en un suma- 
rio en que no llegó á acordarse el procesamiento de nadie, 
pues en tales casos la jurisprudencia del Tribunal Supremo 
,no da lugar 4 la admisión de los recursos que se deduzcan 
.contra tales sobreseirnientos, fundándose para ello la Sala 
.de casación, según aparece de su sentencia de 19 de Di- 
oiembre de 1904,recientemente publicada, en que, caparte 
>de que el sobreseimiento libre dictado en causa en que no 
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ase hubiese dirigido el procedimiento contra persona de- 
>terminada, puede no tener carácter definitivo para los 
>efectos de cerrar la puerta á toda investigación ulterior,. 
>ni cabe por virtud del recurso de casación por infracción 
.de ley convertir dicho sobreseimiento en provisional, n i  
>el recurso que en tales condiciones se interponga es via- 
~ b l e ,  segiln con repetición lo tiene declarado esta Sala, 
wporque sin procesado no puede decretarse la apertura 
*del juicio oral, resolución consiguiente, dentro de las exj- 
wgencias rituarias, á la oasación del auto de sobresei- 
*miento 2. 

H e  preferido copiar la doctrina que contiene la citada 
sentencia, porque, á mi entender, reviste extraordinaria 
importancia y hasta ofrece cierto aspecto de novedad que 
imprime diferente dirección á los razonamientos hasta 
el presente empleados al resolver casos análogos; porque 
antes la razón que se daba era, que cuando se interponia 
reourso de casación contra un auto de sobreseimiento sin 
procesado, la Sala segunda del Tribunal Supremo se en- 
contraba en una especie de callejón sin salida, pues ni po- 
día i r  adelante porque no habia persona en condiciones de 
ser objeto del juicio, ni volver atrhs, porque lo impedia el  
auto firme de terminación del sumario, el cual estorbaba 
la vuelta á ese período; mas ahona nada se habla de si s e  
puede 6 no volver atrás, que en realidad es una cosa im- 
propia de los recursos de casación por infracción de ley, 
cuyo único efecto legal consiste en sustituir la resolución 
errónea con otra en que el error se corrija, y se desliza 
como por incidencia la idea, seguramente muy meditada 
como todas las del alto Tribunal á que me refiero, pero 
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tranacendental en grado sumo, de que el auto de sobre- 
seimiento libre, cuando no hay procesado, puede no ser 
definitivo al objeto de impedir toda investigación ulterior, 
lo cual lleva consigo las siguientes graves consecuen- 
oias: l.", la posibilidad de abrir un sumario sobreseido li- 
bremente si no se decretó contra nadie el procesamiento, 
6 si decretado, se dejó sin efecto; y 2.8, la imposibilidad 
de admitir el recurso de casación contra tales autos por no 
tener carácter definitivo. 

Si mi opinión valiera algo y tuviera precisión de darla, 
desde luego seria de sincero aplauso á la nueva doctrina. 
Todo aquello de que el Tribunal Supremo no podía casar 
el auto de sobreseimiento porque el anterior, ya firme, de 
terminación del sumario, impedia retrotraer la tramita- 
ción para subsanar la falta decretando el procesamiento 
de aquel contra quien se dirigian cargos, era un poco 
aventurado, porque atendida la indole de la casación, aun 
no existiendo el estorbo del auto firme de terminación del 
sumario, hubiera sido dificil que el Tribunal Supremo re- 
solviese sobre el procesamiento, pues para ello tenia que 
examinar el sumario y ver si habfa 6 no indicios raciona- 
les de criminalidad contra el inculpado, y esto seria, no 
ya convertir el recurso por infracción en quebrantamiento 
de forma, sino aceptar la potestad, que la ley no le con- 
fiere, de Tribunal de apelación, único á quien corresponde 
examinar si el inferior ha hecho buen 6 mal uso de loe 
elementos de convicción que tuvo & su alcance para dic- 
tar la resolución apelada. 

Pero, aun es más importante lo relativo al carácter no 
definitivo, para los efectos del recurso de casación por in- 
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fracción de ley, del auto de sobreseimiento libre cuando 
no hay procesado, porque parece que pugna en cierto 
modo con anterior doctrina, según la que los autos de so- 
breseimiento libre ponían definitivamente término al su- 
mario, de donde vino aquella á modo de regla jurfdica de 
que dichos autos tenían la fuerza de sentencias definiti- 
vas; aseveracidn que todos habían admitido como intan- 
gible, por más que no estaba en ningún texto legal. El 
Tribunal Supremo coloca las cosas en su verdadero lugar, 
y desentendiéndose de ese aforismo anónimo, sin más au- 
toridad que la que podía darle la aceptación acaso incons- 
oiente que había tenido, afirma, sin que lo hipotético del 
concepto le quite nada de su fuerza, que esos autos pueden 
no ser definitivos, cosa que, á poco que se reflexione, en- 
cuentra su comprobación en el buen sentido, aunque no 
sea más que porque falta una de las tres identidades que 
se necesitarían para que, siquiera se tratara de sentencias 
definitivas, hubiera excepción de cosa juzgada. 

Es, por otro concepto, prudente y sensata esta inter- 
pretación, porque de lo contrario, no habría remedio legal 
-para los errores en que pueden incurrir los Tribunales 
inferiores que están en posesión de amplias facultades 
para impedir, con sólo negar el procesamiento, que co- 
nozca del asunto aquel elevado Tribunal al objeto de res- 
tablecer la legalidad, si por acaso se hubiera faltado á ella. 
Bupóngase, y no es un caso imaginario, que se presente 
una querella contra determinadas personas por delitos 
que se persiguen de oficio. El Juez niega la admisión de 
dicha querella; se apela, y la Audiencia confirma el auto 
del Juez, fundados aquélla y éste en que no revisten ca- 
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racteres de delito los hechos imputados á los querellados. 
E l  querellante interpone recurso de casación y el Tribunal 
Supremo entiende que el Juez y la Audiencía se han 
equivocado, que los hechos son efectivamente constituti- 
v o ~  de delito y casa y anula el auto recurrido mandando 
que se admita la querella. Pues bien, en el arbitrio del 
Juez y de la Audiencia está hacer inútil la resolución del 
Tribunal Supremo, negándose aquellos á acordar los pro- 
cesamientos que se le pidan y que el carácter delictivo de 
los hechos justifica. No cabe admitir, ni yo admito que 
haya Tribunal que voluntaria y maliciosamente, por em- 
peño de amor propio 6 por otras razones, adopte esa con- 
ducta de evidente rebeldfa, porque eso no serfa digno de 
la severidad de los funcionarios judiciales, quebrantarfa 
los respetos y acatamientos debidos á lo resuelto por el 
primer Tribunal del Reino y andaria bordeando los con- 
fines de la prevaricación; pero, he hablado antes de erro- 
+es, de esa deficiencia intelectual en que todos podemos 
incurrir, y contra aqu6llos y ésta brinda una esperanza de 
remedio la sabia doctrina que consigna la sentencia que 
motiva estas someras observaciones. 



INDICACIOWES SOBRE MATERIA 

Consecuente con mi propósito de dar cuenta á V. E. de 
cuanto haya ocurrido digno de notarse en los varios 6r- 
denes á que se extiende la función del Ministerio fiscal, 
habré de mencionar dos recursos de carácter verdadera- 
mente excepcional, y aun uno de ellos singularisimo, que 
se han formulado durante el año judicial ante la Sala pri- 
mera del Tribunal Supremo. 

El  primero fué un recurno de revisión, fundado en el 
/n6m. 1.0 del art. 1796 de la ley de Enjuiciamiento civil, 6 

s e a  por haberse recobrado documentos decisivos detenidos 
por obra de la parte en cuyo favor se había dictado la sen. 
tencia firme recurrida. Tramitado dicho recurso y practi- 
cadas las pruebas que se articularon, esta Fiscalía se opuso 
al mismo y solicitó se declarase improcedente, porque 10s 
documentos, que eran unos impresos, no tenían carácter 
decisivo ni  habían estado detenidos, puesto que el mismo 
recurrente los había utilizado presentándolos en el pleito 
resuelto por la sentencia que se pretendía someter & re- 
visión. 

Así lo estimó tambibn el Tribunal Supremo en senten- 
cia de 10 de Enero de 1904, por la que se declaró impro- 
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cedente el recurso, en consideración 4 que no sólo no se 
habia justificado ni  intentado justificar que hubieran esta- 
do detenidos por fuerza mayor 6 por obra de la parte favo- 
recida por la sentencia, sino que aparecfa todo lo contrario 
del resultado de la compulsa practicada durante el término 
de prueba en este juicio de revisión y de las manifesta- 
ciones mismas de la parte recurrente, segiin las que in- 
tentó presentar los impresos, si bien extemporáneamente, 
antes de que se fallase el pleito cuya revisión se preten- 
dia, patentizándose por tal manera que si la parte contra- 
ria, en uso de su derecho, no creyó conveniente 6 necesa- 
rio traerlos á los autos, pudo el recurrente hacerlo á su 
vez, como lo hizo respecto de uno de ellos, en el anterior 
pleito; y por último, que á los susodichos impresos, aparte 
de lo expuesto, ni se les podia atribuir, atendida su fn- 
dole, aisladamente apreciados, la fuerza decisoria que ne- 
cesariamente han de tener loa documentos para que 8610 
por raz6n de ellos se produzca una revisión, ni su mismo 
caracter permite suponer que hayan podido ser objeto de 
una detentación ii ocultación violenta 6 maliciosa. 

E l  otro asunto á que antes se aludió, es un recurso de 
segunda suplicación formulado contra sentencia que en 
grado de revista dictó la Sala primera del Tribunal Su- 
premo en 1.0 de Marzo pasado. Lo insólito de este recurso 
Re explica teniendo en cuenta que su fundamento arranca 
de leyes total mente abrogadas desde el segundo tercio del 
siglo iiltimo. 

Se trata de un pleito sobre mejor derecho á la propiedad 
de  los bienes de unas fundaciones, cuya demanda se de- 
dujo en 27 de Octubre de 1622 ante el Consejo de Casti- 

a0 
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lla, el cual, previos los tramites establecidos por la legis- 
lacion entonces vigente, dictó sentencia en 12 de Diciem- 
bre de 1630 absolviendo al demandado respecto á tres de 
los cuatro mayorazgos que se reclamaban en la demanda, 
remitiéndose en discordia en cuanto al cuarto, si bien an- 
tes de verse el pleito para dirimirla, concordaron los dis- 
cordante~, y en 30 de Abril de 1631 dictaron nueva sen- 
tencia absolviendo también al demandado. Contra estos 
fallos interpuso el demandante recurso de súplica, con 
la pretensión de que se supliesen y enmendasen, prove- 
yendo como se solicitó en la demanda, y después de va- 
rios tramites se dictó providencia de conclusión en 5 de , 

Octubre de 1638, que no se notificó A las partes, quedando 
los autos en este estado y situación hasta 14 de Marzo 
de 1844, en que los sucesores del demandante instaron la 
continuación del pleito, á cuya solicitud accedió la Sala 
de lo civil del Tribunal Supremo, dictando sentencia de 
revista en 1.0 de Marzo próximo pasado, confirmatoria de 
la de vista. 

Contra este fallo se interpuso el recurso de segunda su- 
plicación tal como lo autorizaban  la^ leyes del tít. 22, li- 
bro 11 de la Novísima Recopilación, pero sin consignar el 
previo depósito de las 1.500 doblas de oro, por ignorar el 
actual valor de esta moneda. 

\ +  

Conferido traslado al recurrido y al Fiscal, este Minis- 
Zerio informó en el sentido de que se declarase no haber 
lugar tr la admisión del recurso, por no tener existencia 
legal y por carecer el Tribunal Supremo de competencia 
y de jurisdicción para resolverlo, en atención á que dicho 
recurso, que sin limitaciones fué mantenido en el núm: 3.0 
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del art. 3.0 del Real decreto de 24 de Marzo de 1834 y en 
la facultad 6.a de las que atribuia al Tribunal Supremo 
el art. 90 del reglamento provisional para la adminis- 
tración de justicia de 26 de Septiembre de 1835, fu6 
restringido y limitado por el art. 1.0 del Real decreto 
de 4 de Noviembre de 1838 ti los que procedieran de los 
negocios pendientes en las Audiencias, con lo cual quedó 
excluido y prohibido este recurso contra las sentencias 
de revista que dictase el Tribunal Supremo, obedeciendo 
esta prohibición a1 principio ya sentado en el referido re; 
glamento provisional de 1835 de que, contra las senten- 
cias de vista del Tribunal Supremo, procederfa el re- 
ourso de súplica, pero la de revista causaría ejecutoria en 
todos los casos. Desde la citada fecha, 4 de Noviembre 
de 1838, dejó, pues, de tener existencia legal el recurso 
de mil y quinientas 6 de segunda suplicación, contra las 
sentencias que pronunciara en grado de revista el Tribu- 
nal Supremo, abolición ratificada por las leyes procesales 
posteriores y muy especialmente por la vigente de En- 
juiciamiento civil, redactada con arreglo á las prescrip- 
ciones de la de 21 de Junio de 1880, cuyo art. 2.0 orde- 
naba su aplicación, por lo menos en las sentencias suce- 
sivas, y como la instancia de revista en el asunto de que 
se trata terminó con la sentencia de 1.0 de Marzo último, 
y la vigente ley no concede recurso alguno contra ella, 
porque no lo otorga contra las éientencias del Tribunal 
Supremo, era evidente la improcedencia del intentado. 

Parece indudable que se priva á los recurrentes del 
tercer recurso que la antigua legislación les concedfa; 
pero esta es una consecuencia de los mejoramientos en 
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el sistema procesal que disminuye los recurfios utiliza- 
bles á medida que son mayores la categorfa y autoridad 
del Tribunal que juzga en primera instancia, á tal punto, 
que en las causas de que conoce la Sala segunda del Tri- 
bunal Supremo en juicio oral y phblico, no se autoriza 
el recurso de casación contra las sentencias que dicta. Por 
otra parte, aup en la hipótesis de que estnviese subsis- 
tente el recurso de segunda suplicación contra la senten- 
cia de revista dictada por la Sala primera del Tribunal 
Supremo, no serfa legalmente posible su resolución por no 
existir hoy Tribanal con jurisdiccibn para oonocer de él. 
Cierto es que el núm. 3.0 del art. 3.0 del Real decreto de 
24 de Marzo de 1834 atribuyó al Tribunal Supremo que se 
oreaba, el conocimiento de los recursos llamados de mil y 
quinientas, B igual facultad le otorgaba el reglamento pro- 
visional de 2ti de Septiembre de 1835, 4 tenor de lo es- 
tatuido por el decreto de las Cortes de 21 de Mayo 
de 1813, sancionado en 6 de Julio siguiente y restablo- 
cid0 por la Real orden de 28 de Noviembre de 1836; 
pero estas. disposiciones fueron totalmente derogadas por 
la ley Orgánica del Poder judicial, cuyos artículos 278 
al 285 fijan taxativamente los asuntos de que han de 

conocer las respectivas Salas y el Pleno del Tribunal Su- 
premo con las modificaciones introducidas por el Real de- 
oreto de 29 de Agosto de 1893 y ley de 5 de Abril 
de 1904, y en ninguna do estas prescripciones legales se 
defiere competencia ni á la Sala primera ni al Tribunal 
pleno para conocer de los recursos de segunda suplica- 
ción, pues fué preciso para que la Sala primera enten- 
diera de los pleitos anteriores al Real decreto de 4 de 
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Noviembre de 1838 que se hallaban pendientes, que asf 
se  consignara expresamente en la citada 188 disposi- 
aión transitoria; y como los Tribunales no pueden conocer 
de más asuntos que los que la ley les marca, no hay t6rmi- 
nos hhbiles, dentro de la actual organización de este alto 
Tribunal y de la limitación concreta de sus facultades, 
para que conozca de un recurso de segunda suplicación. 

Estim4ndolo así la Sala primera, declaró no haber lu- 
gar 4 la admisión de dicho recurso por auto de 6 de Mayo 
próximo pasado. 

Lo extraño del caso, la curiosidad que despertó en el 
foro de esta corte y la remota fecha de las disposiciones que 
se invocaron en apoyo de pretensiones que pugnan con 
nuestro actual derecho orgánico y procesal, creo que hn- 
br4n de justificar á los ojos de V. E. que me haya detenido 
algo en la exposición de los antecedentes y vicisitudes dc 
un asunto, importante en e1 fondo, no exento de serias di- 
ficultades en la forma y que la Sala primera del Tribunal 
Supremo ha resuelto con la lucidez y acierto que tanto 
xealzan sus fallos. 

4 La ley de 30 de Enero de 1900 acerca de los acciden- 
tes del trabajo, no concede intervención alguna al Minis- 
terio fiscal en los procedimientos 4 que su aplicación da 
lugar. Mas al cumplir el deber que las leyes le imponen 
.de interponer su oficio en los incidentes de competericia, 
y al examinar las reclamaciones m8s 6 menos procedentes 
que ante él se producen por los que estim4ndose perjudi- 



cados en sus derechos, entienden que 4 garantir108 puede 
alcanzar la geetión del Ministerio pbblico, ha tenido oca- 
sión de hacerse cargo de algunas dificultades que en la 
practica se ofrecen 4 la realizacibn del fin perseguido por 
dicha ley, de marcado cadater de orden público y de in- 
teres social, no obstante la indole civil de los procedimien- 
tos establecidos para ejercitar las acciones que de la misma 
se derivan. 

Por la importancia que la aplicación de esta ley reviste, 
no me creo dispensado de llamar acerca de las dificulta- 
des $ que me refiero la atención del Gobierno, ya que tan 
íntimamente se relacionan con la administración de jus- 
ticia y con la misián encomendada 4 los Juzgados de pri- 
mera instancia, encargados de decidir sobre los conflictos 
que surjan en la aplicación de la referida ley mientras 
no se dicten Iaa disposiciones relativas 4 los Tribunales 6 

Jurados especiales llamados en definitiva 4 resolverlos. 
Refiérense principalmente estas dificultades á la com- 

petencia del Juzgado llamado 9. conocer del juicio y li. 1s 
situación en que, por la aplicación de los preceptos gene- 
ralea de la ley de Enjuiciamiento civil, se encuentra en 
ocasiones el obrero, falto en algunas de la necesaria asis- . 
tencia judicial y viendo notablemente disminuida en otraa 
la indemnización que la ley le reconoce, por las condicio- 
nes en que se concede el beneficio de la defensa gratuita. 

Las dificultades que acabo de indicar nacen de la apli- 
cación del art. 14 de la ley, que encomienda, aunque con 
carácter accidental y transitorio, la resolución de los con- 
ñictos que surjan t i  los Jueces de primera instancia, con 
arreglo á los procedimientos establecidos para los juicios 



verbales y con los recursos que determina la ley de Enjui- 
oiamiento civil. 

Publicada ésta cuando no se habia iniciado en nuestra 
patria el movimiento de reforma legislativa en cuestiones 
sociales, claro ea que los preceptos de aquélla no podian 
tener en cuenta el carácter especial de las acciones naci- 
das al amparo de dicha legislación. De aquf que, para la 
i'esolución de los conflictos jurisdiccionales, no exista otra 
regla que la primera del art. 62 de la ley de Enjuicia- 
miento citada en cuanto se refiere á los pleitos en que se 
ejercitan acciones personales, iInico carácter que puede 
atribuirse dentro de nuestro derecho procesal vigente á 

la acción que al obrero asiste para reclarnar_p.or& vía de 
lo civil la indemnización correspondiente por consecuen- 
cia de un accidente del trabajo, y sabido es que, conforme 

I 
4 dicha regla, la competencia para conocer del juicio ra- 
dica en el Juez del lugar en que deba cumplirse la obli- 
gación, y á falta de Este, en el del domicilio del deman- 
dado. La jurisprudencia, aplicando esta prescripción en 
relación con la contenida en el art. 1171 del Código civil, 
.ha interpretado que, siempre que no exista precepto ex- 
preso obligatorio 4 las partes que designe ese lugar de 
cumplimiento de la obligación, el juicio ha de ser promo- 
vido ante el Juez del domicilio del demandado, y de aquí 
la dificultad que se ofrece al  obrero para hacer efectiva la 
indemnización en el caso de que, al formular BU demanda, 
el patrono tenga sii domicilio en lugar distinto del en 
que el accidente ocurriera. La  aplicación estricta de 

nuestra vigente ley procesal conduce á este resultado 
por no haberse tenido en cuenta, al hacerla extensiva á 
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los casos de que se trata, el carácter especial de la acoión 
ejercitada. Cierto es que ésta se concede contra la persona 
del patrono y en tal concepto puede clasifioarse entre las 
personales; pero no lo es menos que la vigente ley de 
Accidentes del trabajo está informada en la teoría del 
riesgo profesional, riesgo que sólo se corre donde la pro- 
fesión se ejerce. 

Teniéndolo asi en cuenta el Ministerio fiscal, al cono- 
cer del primer conflicto jurisdiccional surgido, estimó 
que la práctica y jiirisprudencia vigentes no podfan ser de 
aplicación estricta cuando se tratara de reclamaoiones por 
razón de accidentes del trabajo, y propuso que la cuestión 
se resolviera á favor del Juez del lugar en que el accidente 
hubiera ocurrido_~ocestimar que, atendiendo á que la na- 
turaleza especial de la obligacibn reclamada, csencialmen- - 
te *a de las demás civiles y mercantiles, era de aque- 
llas que debian ser cumplidas en determinado lugar que 
no correspondfa fijar 8, las partes, puesto que sus pactos 
no alcanzan á modificar los preceptos de la ley de que se 
trata. 

En las prescripciones de los articulas 4.0 y 5 O de la ley 
y 67 del reglamento, encontró el Fiscal apoyo al criterio. 
que sostenia y medio de hacer aplicables las disposiciones 
de la ley procesal á los juicios en,que se ejercitaran accio- 
nes creadas con posterioridad á la publicación de aquéllas. 
,é  inspiradas en distinto espfritu. 

Conforme á dichos preceptos, la obligación del patrono. 
comprende el pago del sepelio en su caso, de la asistencia 
médica y farmacéutica y de un determinado ndmero de sa- 
larios. Ni el sepelio ni la asistencia pueden llevarse á cabo. 
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e n  lugar distinto de aquel en que el accidente ocurra, y 
como también en éste se pagan los salarios, en él y en la 
misma forma que éstos, entendió y entiende el Ministerio 
fiscal que debía ser satisfecha la indemnización que los 
aomprende, pues á dicha forma y ciiantfa se refieren los 
artículos de la ley. Por otra parte, conforme al citado 
art. 67 del reglamento, las responsabilidades que di- 
manan de un accidente pueden ser criminales, civiles y 
administrativas. La Autoridad del lugar en que ocurran 
los hechos, os la especialmente llamada á conocer de las 
primeras y de las últimas, y debe asimismo conocer de 
las civiles, porque no existe precepto ni razón que abone 
l a  diferencia, y porque el admitir otro criterio pugna 
con el espfritu de protección al obrero en sus relaciones 
con el patrono en que está inspirada dicha ley, y desvir- 
tuaria los propósitos del legislador, impidiendo 6 dificul- 
tando, con dilaciones y gastos, al obrero el ejercicio de sus 
derechos, cuando precisamente la publicación de la ley 
obedeció 6' la necesidad que se creyó conve~iente satisfa- 
cer de regular el contrato de trabajo en este punto, por 
estimar que la legislación civil sobre arrendamiento de ser- 
vicios resultaba deficiente y anacrónica, dado el desarrollo 
de la industria y de todos los ramos de la actividad huma- 
na en las sociedades modernas. 

Estas consideraciones, unidas B las que surgen de l a  lec- 
tura de los arts. 27 y siguientes del reglamento en que, 

'después de consignar el derecho del obrero B reclamar 
ante las Autoridades gubernativas y á demandar al pa- 
trono ante el Juzgado de primera instancia, se especifican 
10s partes que deben darse á la Autoridad gubernativa del 

al 
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lugar en que ocurre el accidente y los casos en que ésta 
ha  de dar cuenta al Juzgado, que no parece que pueda ser 
otro que el de la misma localidad, abonaban el que pu- 
diera admitir~e que este lugar era el designado para el 
cumplimiento de la obligación, si no expresamente, por lo 
menos de un modo implícito, y admitido asf, ninguna di- 
ficultad podfa ofrecer la aplicación de la regla primera del 
art. 62 de la ley de Enjuiciamiento civil. 

También estimó y sostiivo el Ninisterio fiscal que con- 
firmaban el criterio expuesto los preceptos de los arta. 14 
de la ley y transitorio del reglamento. Con arreglo á ellos, 
entienden de estos asuntos los Jueces de primera instan- 
cia sólo mientras ee dicten las disposiciones relativas á los 
Tribunales 6 Jurados especiales que han de resolver los 
conflictos que sobrevengan en la aplicación de la ley. 
Cuando se hallen estabIecidos los Jurados mixtos de obre- 
ros y patronos, serán éstos los iínicos competentes, y si en- 
tretanto se acordase por patronos y obreros someterse á 

la competencia de las Juntas creadas para la ejecución de 
la ley de 13 de Marzo de 1900, las Juntas locales, y, en 
caso de apelación, las provinciales, intervendrán en el co- 
nocimiento de estas cuestiones salvo los de responsabili 
dad por delito 6 falta. 

Ahora bien; los Jurados miktos de patronos y obreros 
nb atienden en su organización y funcionamiento al do- 
micilio de unos f~ otros, sino á la comarca en que se rea- 
liza el trabajo y actúan donde este se lleva á cabo, y como 
los Jueces ,5610 en sustitución y mientras se estableceri 
aichos Jurados, conocen de estas cuestiones, su competen- 
cia no puede determinarse por distinto concepto. 

I .  



Provisionalmente, hasta la organización de esos Jura- 
dos mixtos, creó la ley de 13 de Marzo de 1900 las Jun- 
tas provinciales y locales á que se refiere el artículo tran- 
sitorio del reglamento, Juntas cuya competencia tampoco 
alcanza fuera de los centros de trabajo de la provincia 6 
localidad en que estan constituidas; y si los Jueces susti- 
tuyen por el momento á los Jurados mixtos y pueden hoy 
ser sustituidos por esas Juntas locales, aquellos Jueces 
8610 deben ser los que ejerzan jurisdicción en el lugar 4 
que alcance la autoridad de los Jurados á que sustituyen 
y Juntas por las que pueden sor sustituidos, 6 sea los de 
la localidad donde radiquen los talleres 6 trabajos en que 
ocurra el accidente, independientemente del domicilio del 
obrero 6 del patrono. 

No lo ha estimado aui este Tribunal Supremo que, ate- 
niéndose estrictamente & las reglas y jurisprudencia esta- 
blecidas para la resolución de los conflictos jurisdicciona- 
les en materia civil, ha resuelto las cuestiones surgidas en 
favor del Juez del domicilio del demandado, salvo los ca- 
sos en que, por la aplicación del precepto contenido en 
los artículos 65 y 66 de la ley procesal, han podido ser 
decididos, sin alterar aquella jurisprudencia, en favor del 
Juez del lugar en que ocurrió el accidente. 

Infórmanse en igual criterio las resoluciones de estos 
conflictos jurisdiccionales en los casos en que el obrero 
dirige su acción contra la Sociedad en que el patrono, ha- 

' ciendo uso de la facultad que le concede el art. 12 de la 
ley de Accidentes del trabajo, haya sustituido las obli- 
gaciones definidas en los articulo8 4.0, 5 0 y 10.0 de la 
misma. 
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El  propósito del legislador de velar por los intereses 

del obrero y asegurarle ~ i n  descuento alguno la indemni- 
zación que corresponda al accidente sufrido, es evidente, 
Así lo ponen de manifiesto los preceptos del art. 35 del re- 
glamento, al establecer que en los juicios de que se trata 
se considerará siempre al obrero como litigante pobre, y 
del 19 de la ley, que declara nula toda renuncia á los be 
neficios de la misma y aun todo pacto contrario á sus dis- 
posiciones, preceptos que dejan de surtir el efecto que de- 
bieran por la aplicación, inexcusable para los Tribunales, 
de determinadas reglas de la ley de Enjuiciamiento civil. 

En los juicios verbales comparecen personalmente lo& 
interesados, sin que, conforme al art. 14 de la citada ley 
procesal, puedan comprenderse en las tasaciones de costas 
los derechos de los Procuradores y los honorarios de los 
Letrados, cuando las partes quieran valerse espontánea- 
mente de ellos. De aqui la dificultad que al obrero s e  
ofrece para valerse de Abogado y Procurador, y la des- 
igualdad de condiciones en que se encuentra dentro del 
juicio con el patrono que, en la mayor parte de los casos, 
se hace representar por un Letrado que, conocecior de los 
trfimites y recursos legales, los utiliza á favor de su cliente 
para conseguir, cuando menos, dilaciones en la termina- 
ción del juicio, y, por lo tanto, para que el obrero haga 
efectiva la indemnización, aplazamiento que, dada su falta 
de recursos y su imposibilidad de trabajar, le producen 

un notorio pe juicio. Estas dilaciones han motivado recla- ,\ 

maciones de algunos obreros, á las que el Ministerio fiscal 
no ha podido atender por tratarse de uuspensiones de jui- 
cios verbales con motivo de incidencias en ellos promovi- 
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das, acordadas por el Juzgado á presencia y con beneplá- 
cito de Ias partes, y que sólo mediante la gestión de éstas 
podrian evitarse. La índole civil del procedimiento no auto- 
riza al Juez á proceder de oficio, no obstante ese carácter 
de derecho piiblico, necesario y no facultativo de las par- 
tes, que tiene la responsabilidad reclamada, sin que por 
raz6n de esa misma índole del juicio, sea dable al Miiis- 
terio fiscal interponer su oficio, no estandole reconocida 
por la ley intervencihn alguna en las actuaciones. De aqui 
la conveniencia de que, en tanto que se organicen los ser- 
vicios técnicos que deben ser obligado complemento de la 
ley de Accidentes del trabajo, se conceda una eficaz in- 
tervenci6n á nuestro Ministerio en los referidos juicios. 

No son estas dilaciones el iInico inconveniente que la 
aplicación de los preceptos generales de la ley de Enjui- 
ciamiento civil presenta para hacer efectivos los derechos 
establecidos á favor del obrero por la de Accidentes del 
trabajo, sino que además la indemnización que le corres- 
ponde y debiera percibir integra, queda mermada en oca- 
sionea en la importante cuantía de una tercera parte. Asf 
ha ocurrido en un juicio tramitado en el Juzgado de San 
Vicente, de Sevilla, en el que, condenado el patrono al 
pago de una determinada indemnización y absuelto el 
actor de la reconvención formulada por el demandado, 
ambos litigante8 apelaron la resolución del Juzgado, que 
fué confirmada por la Audiencia sin expresa condena de 
costas en ninguna de ambas instancias. A1 ejecutarse la 
sentencia se retuvo al obrero la tercera parte del importe 
de la indemnización que se aplicó tí prorrata al pago de 
las costas, en cumplimiento de lo prevenido en el art. 37 



de la referida ley procesal, con arreglo al que, venciendo 
el declarado pobre en el pleito que hubiere promovido, 
deberá pagar las causadas en su defensa, siempre que no 
excedan de la tercera parte de lo que en él haya obtenido, 
6 reducibndose á esta parte si excedieren de la cantidad 
á que alcance. Los terminos imperativos y absolutos, de 
esta prescripción legal, pugnan, si no con el texto expreso 
de la ley de Accidentes del trabajo, con el espiritu que la 
informa, dentro del que no es posible admitir que quepa 
el hacer reducción alguna en lo que constituye una ga- 
rantfa 4 favor del obrero contra el riesgo industrial y pro- 
fesional, riesgo inherente 4 la industria y cuya indemni- 
zación en caso de accidente tiene un marcado carácter 
alinzentido, pues su objeto es el asegurarle la subsisten- 
cia supliendo la falta más 6 menos importante de medios 
para procurársela de que por razón del accidente hubiere 
quedado privado. 

Preciso se hace también en este punto adoptar una re- 
solución, á fin de que, ni aun en estos casos, menos excep- 

' .cionales de lo que parece, quede anulado 6 por lo menos 
desvirtuad:, en parte, el propósito del legislador y mer- 
mada la garantia establecida á favor del obrero. 



DE LO CONTENCIOSO - ADMINISTRATIYO 

A mi digno antecesor el Sr. Maluquer cupo la honra 
el año anterior de informar por primera vez desde esta 
Piscalfa acerca de la materia que sirve de tema á este 
capftulo, con motivo de haberse trasladado por la ley de 
5 de Abril de 1904 al Tribunal Supremo la jurisdicción 
de ese orden, hasta entonces vinculada en el Consejo de 
Estado, atribuyendo de paso, como era lógico, á este Cen- 
tro las funciones que desempeñaba el Fiscal del extin- 
guido Tribunal de lo Contencioso-administrativo. El estu- 
dio que con tal motivo hizo en su MENORIA aquel experto 
jurisconsulto obtuvo el general aplauso, y la forma erudita 
y galana con que trató la materia, fié sin disputa uno de 
los atractivos más salientes y que más evidenciaron el mé- 
rito de su notable labor. 

En vano sería que yo tratase de emular el esfuerzo que 
entonces realizó el Sr. Maluquer, porque ni la ocasión lo 
requiere, ni mis dotes me permiten llegar hasta ahí. 
'Y digo que no lo requiere la ocasión, por cuanto más que 
una exkgesis sobre lo contencioso-administrativo, en rela. 
ción con su naturaleza, sus resortes procesales y sus fines, 
que á raíz del traslado de la jurisdicción al Tribunal Su- 
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premo, era obligada, interesa hoy conocer todo aquello 
que, por resultar ambiguo, oscuro 6 defectuoso, conviene 
señalar é importa esclarecer, peorque con ello estimo que 
so responde mejor, ya pasada la oportunidad de explica- 
ciones de otra fndole, al inter6s de la administración de la 
justicia en esa esfera que el creciente desarrollo de la ri- 
qneza piiblica va cada dfa ensanchando y haciendo más 
importante. 

Precisamente por esa importancia, porque la jurisdic- 
ción contencioso-administrativa actiía sobre un campo 
vastfsimo á que afluyen negocios de las clases más diver- 
sas, de considerable entidad y que, enlazados con todos 
los órdenes de la actividad humana dentro de las condi- 
ciones de la vida moderna, en que la economia de trámi- 
tes y la premura en la ejecución entran como factores 
principales, seria de desear la mayor perfección en el 
modo de funcionar los organismos todos por medio de los 
cuales se ejerce la aludida jurisdicción; y ~i bien, por lo 
que respecta fí la Sala tercera del Tribunal Supremo, nada 
cabe pedir n i  exigir, porque su laboriosidad, su sabidii- 
rfa y su acierto en el tiempo que lleva funcionando, la 
colocan á toda la altura de su difícil misión, no asi los 
Tribunales provinciales, donde, á pesar de la ilustración 
y celosos propósitos de los-que los forman, los asuntos que 
ante ellos se plantean están sometidos 'a entorpecimientos 
y erróneas interpretaciones que alargan su curso y dificul- 
tan bajo todos conceptos su justa resolución, diferencia 
que perciben todos cuantos intervienen en este género de 
negocios, señalando un contraste tal entre unos y otros 
procedimientos, que no puede menos de impresionar hon- 
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damente y de mover la voluntad á procurar su inmediata 
corrección. 

Es, en verdad, grato considerar el camino en poco 
tiempo recorrido por lo oontencioso~administrativo en su 
grado superior. Hace algunos años, la imperfección en los 
procedimientos gubernativos, el periodo de la cuestión 
previa ante el Consejo de Estado, la austanciación del 
pleito propiamente dicho, la consulta necesaria al Go- 
bierno y el decreto-sentencia, requerian muchos años, 
grandes trabajos, gestiones y gastos antes de poner cima 
á las controversias en esa esfera suscitadas. A ese com- 
plicado sistema ha sucedido hoy un procedimiento mhs 
racional, rápido y sencillo, que permite á los litigantes, 
con insignificante desembolso y sin la rémora de enojosos 
incidentes, ver terminado el pleito dentro, por lo regular, 
del mismo año de su iniciación, con cuantas garantías de 

. independencia en el Tribunal podrfan apetecer y con to- 
dos los medios de defensa por parte de aquéllos para el 
debido esclarecimiento del derecho que les pueda asistir; 
y es que lo contencioso-administrativo, por lo que respecta 
al más elevado de los Tribunales que en ese orden admi- 
nistran justicia, ha sido objeto de cuidadosa solicitud, lo 
mismo en la parte procesal que en la orgánica, merced á 

lo cual cabe decir que funciona en condiciones que le ase- 
guran prestigio y autoridad. 

Los Tribunales provinciales, en cambio, aun cuando lae 
Personas que lo forman sean todas dignas é ilustradas, no 
pueden aspirar todavía á un juicio tan laudatorio por la 
falta de cohesi6n en sus elementos componentes, por la in- 
gerencia de la Administración misma en la constitución 

24 
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del Tribunal y por el hhbito de aplicar otras leyes, 9, las 
que preside distinto espíritu y una finalidad también di- 
ferente, siquiera las que aplican los Tribunales del fuero 
ordinario y las contencioso-administrativas tengan de co- 
m6n el que unas y otras se dirigen 4 la realización de la 
justicia. Asi se explica que ni los procedimientos en esos 
organismos provinciales sean tan rápidos, ni las practicas 
tan puras y adecuadas, ni tan acertada la interpretación 
del texto por que se rige el caso que se ventila. Pero 
como el Ministerio fiscal, encargado de representar el po- 
der piíblico en la esfera de lo contencioso-administrativo, 
siente el mismo entusiasmo por su función y obedece a la 
misma regla de disciplina y subordinación que el que ac- 
t6a ante los Tribunales ordinarios, habré de requerir en 
breve su cooperación para desterrar corruptelas y defec- 
tuosas prácticas en los provinciales de lo contencioso, pro. 
poniéndome lograr sin gran esfuerzo que éstos se identi- 
fiquen con las enseñanzas procesales de la Sala de1 Tri- 
bunal Supremo, en cuyo espíritu y doctrina se inspiren 
también aquéllos al objeto de que sus resoluciones estén 
siempre en perfecta armonía con la especialidad de la ma- 
teria. 

Dicho esto, haré ligeras indicaciones acerca de algunos 
puntos que han ofrecido dudas y motivado instrucciones 
aclarándolas. 

h * + . 
Es una de ellas la relativa t5 si las decisiones de la Ad- 

ministración provincial, recurribles a610 en la vía conten- 
ciosa, pueden ser declaradas lesivas por las mismas auto- 
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ridades que las dictaron. Dice el art. 7.0 de la ley que el 
plazo para que la Administración, en cualquiera de sus 
grados, utilice el recurso contencioso, ser& también el de 
tres meses contados desde el dfa siguiente al en que por 
quien proceda se declare lesiva para 10s intereses de aqué- 
lla la resolución impugnada, deduciéndose de esto que la 
Administración en sus grados provincial y municipal, 
puede, como la central, declarar lesivas su8 resoluciones 
para utilizar ella misma el recurso contencioso.adminis- 
trativo: concepto que queda aclarado totalmente por el ar- 
ticulo 15 del reglamento al establecer que las Diputacio- 
nes provinciales y los Ayuntamientos están comprendidos 
en los grados de la Administración á que se refiere el 61- 
timo párrafo del art. 7.0 de la ley de lo Contencioso, y que 
los Ayuntamientos adoptarán su determinación en cuanto 
4 la declaración de perjuicio para los efectos de la recla- 
mación contencioso-admini~trativa, con los mismos requi. 
sitos que para entablar pleitos exige la ley Municipal. 

Parecia que estas declaraciones que de modo tan expli- 
cito y claro hace el legislador ofrecían un criterio seguro, 
alejando todo motivo de vacilaciones; pero, no ha sido asi, 
antes bien se ha generalizado bastante un error, en cierto 
modo disculpable, nacido del texto un tanto oscuro del 
-áltimo párrafo del artículo 2.0 de la ley de 22 de Junio 
de 1894, segilin el cual, la Administración podrh someter 
B, revisión en la via contencioso~administrativa las provi- 
dencias de primera instancia que, por orden ministerial, 
ge declaren lesivas de los intereses del Estado. 

Creyeron muchos en vista de esto que en todo caso la 
lesión había de declararse por orden ministerial; pero, 



es una equivocada interpretación que se rectifica con sólo 
tener en cuenta lo que se advertia en el prehmbulo de 
aquella ley. El phrrafo de la misma que he copiado y que 
es el que ha engendrado la duda, no entrañaba novedad 
alguna en nuestro derecho escrito, pues está tomado del 
p4rrafo tercero de la base 5.8 de la ley de 31 de Diciem- 
bre de 1881, alegandose para justificarlo que su necesidad 
es tanta y tan reconocida por todos que, aun cuando se 
omitió en la ley de 1888, la Administración ha venido re. 
clamando en vía contenciosa la revocación de acuerdos 
que no habian causado estado por ser susceptibles de re- 
clamación en la via gubernativa, sin que los particulares 
emplazados hubiesen opuesto exoepción de incompetencia, , 
ni el Tribunal la declarase, aunque pudo hacerlo de oficio, 
antes bien, entró desde luego en el fondo y en muchos 
casos revocó los acuerdos de primera instancia en esa for- 
ma reclamados. 

Si, pues, la omisión de aquel precepto en la ley de 1888 
no ha producido perjuicios al Estado por la prudencia de 
todos, era, sin embargo, conveniente que el derecho de la 
Administraci6n no quedara al amparo sólo de esa circuns- 
tancia por su naturaleza variable, sino que se derivase de 
un precepto expreso y terminante, y de ahi la disposición 
.del art. 2.0 de la ley reformada; pero, esto nada tiene que 
ver con la facultad indiscutible que asiste, tanto á la Ad- 
ministración provincial como á la municipal para declarar 
lesivas, á los efectos de'la vía contenciosa, sus propias re- , 
soluciones, cuando Bstas han causado estado y no son sus- 
oeptibles de recurso en la vía gubernativa. 
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Punto también sometido á examen en esta Piscalia, y 

del que creo que debo dar cuenta á V. E., es el referente 
6 ciertas anomalfae á que se presta en lo contencioso, lo 
mismo que en lo civil y criminal, la defensa por pobre. 
De desear serfa que la justicia, sin la cual la sociedad no 
podria existir, se administrase gratuitamente. Ya que eso 
no puede ser en el estado actual de las cosas, consagran 
cuando menou nuestras leyes el principio de que se ad- 
ministre gratis á los pobres; pero, pese á la buena in- 
tención del legislador, ese beneficio se aprovecha mu- 
c h a ~  veces como arma de mala ley para fines injustos y 
para defraudar á la Hacienda piliblica. De los varios me- 
dios que al efecto se emplean no es esta ocasión de tratar, 
pero si debo referirme á uno que afecta al interés general 
y particular, y en que hay de extraño cierta indebida to- 
lerancia por parte de los Tribunales provinciales. 

Muy frecuente es que solicitada en primera instancia 
por un litigante la declaración de pobreza, no sólo se falle 
el pleito antes de resolver el incidente y otorgar 6 negar 
aquel beneficio, sino que se admite la apelación y aun se 
pretende oatentar en la segunda instancia el carácter de 
pobre y obtener las ventajas que á, esa cualidad concede 
la ley. Esta situación es completamente ilegal, pues segifn 
el art. 461 del reglamento, cuando el apelante está habi- 
litado por pobre, se le tendrá por personado ante la Sala 
tercera del Tribunal Supremo, si dentro del término del 
emplazamiento compareciere solitando que se le nombre 
de oficio Abogado que se encargue de su defensa; de modo 
que es absolutamente necesario, para que en la segunda 
instancia se pueda tener por personado al que recurre en 



concepto de pobre, que est6 ya habilitado para defenderse 
como tal. 

Perjiidica igualmente al interés de la Hacienda el que 
algún Fiscal de los Tribunales provinciales, manteniendo 
un criterio equivocado, se avenga á que la declaración de 
pobreza hecha para un pleito se pueda utilizar en otro, 
siendo así que al Fiscal, sólo por señalada excepción, le 
es dado dejar de oponerse t i  ello, pues el art. 284 del re- 
glamento contiene una prohibición expresa sobre el par- 
ticular, que obliga á que el Ministerio fiscal haga uso de 
la facultad que otorga la segunda parte de ese mismo ar- 
ticulo. 

rl . B 

La disparidad de prácticas entre el Tribunal de lo Con- 
tencioso, hoy la Sala tercera del Tribunal Supremo, y loa 
Tribunales provinciales, es del propio modo perceptible 
en materia de admisión de pruebas. En aquellos organis- 
mos superiores, sólo por excepción se admitia y admite 
prueba en los pleitos contenciosos, mientras que en los de 
provincias, s610 por excepción, se deja de admitir. El  re- 
curEo contencioso es en su esencia una revisión de las re- 
soluciones administrativas recaídas en los expedientes 
que en ese orden se tramitan y deciden, y es natural y 
lógico en buenos principios que, si la revisión ha de man- 
tenerse dentro de los limites que su naturaleza le traza, 
no cabe alterar durante el litigio, los datos reales y los , ~ 

elementos de hecho que sirvieron de fundamento á la re- 
solución reclamada. 

Como la Administración para decidir sólo ha tenido en  



cuenta el expediente administrativo, claro aparece que la 
regla general debe ser que el Tribunal Contencioso pro- 
nuncie su fallo con los mismos elementos de juicio y, por 
lo tanto, con 8610 aquel expediente á la vista. 

Sábiamente han suplido, lo mismo el antiguo Tribunal 
de lo Contencioso, que la Sala tercera del Tribunal Sa- 
premo, la falta de disposiciones legales sobre la materia, 
estableciendo la doctrina de que s610 puede admitirse 
prueba en los pleitos contenciosos cuando, además de 
darse las condiciones cardinales del trámite, haya existido 
imposibilidad material 6 legal de probar el hecho discu- 
tido en la vfa gubernativa; pero, partiendo siempre de 
que, si se pudo probar 6 los reglamentos admitían la 
prueba en esa via y la parte no lo hizo por abandono 6 
negligencia, ya no podia subsanar sus propias deficiencias 
en la contenciosa. Así lo establecían anteriores senten- 
cias, cuya doctrina ha aceptado la Sala tercera del Tribu- 
nal Supremo en las suyas de 24 de Junio y 18 de Octubre 
de 1904. 

Segiin dichas sentencias ni aun en la segunda instan- 
cia gubernativa es, por regla general, legalmente admisi- 
ble ni eficaz la prueba, sino que debe practicarse en la 
primera ciiando su admisión sea procedente, y lo mismo 
se ha de entender respecto á los documentos que se acom- 
pañan á la demanda si, habiendo terminos hábiles, no se 
adujeron en la via gubernativa, que es donde procedia 
  portar los, con citación contraria. Y hasta tal punto es 
consecuente la Sala tercera del Tribunal Supremo con el 
principio en que se basa la jurisdicción contenciosa, que 
en la sentencia ya citada de 18 de Octubre de 1904, re- 



suelve que una Real orden que se acompañó al pleito, por 
la oual se declaraba que la interesada no había perdido 
nunca la nacionalidad española, carecía de efecto porque, 
no constando en el expediente gubernativo, no pudo apre- 
ciarse en él, y decidió la cuestión de fondo que se refería 
ti la  rehabilitación de una pensión, partiendo, como lo ha- 
bía hecho la resolución reclamada, de que la demandante 
habia perdido la nacionalidad española, recobrándola 
despu6s. 

La facilidad, pues, con que los Tribunales provinciales 
admiten prueba desnaturaliza la índole de la vfa conten- 
ciosa y se aparta de la jurisprudencia sentada por el Tri- 
bunal de lo Contencioso y Sala tercera del Tribunal Su- 
premo á que acabo de aludir, y es porque se aplica á estos 
procedimientos el espíritu que justamente domina en otros 
que con más frecuencia y asiduidad están llamados Q apli- 
car los que forman la mayoría de aquellos Tribunales in- 

. feriores. A evitar los inconvenientes de este error había 
de contribuir el Ministerio fiscal oponiéndose en su es- 
crito contestando á la demanda & que se admita prueba 
en los asuntos de esta clase; y la acción constante de esta 
Fiscalía, la de sus Auxiliares en provincias y el respeto 
ti la doctrina sentada y que va sentando el primer Tribu- 
nal de la Nación, depurará y unificará en plazo no lejano 
las prácticas de que vengo hablando y otras de que no 
hago mención por no dar demasiadas proporciones Q este 
capitulo. , 
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Llego al fin de mi trabajo, Excmo. Sr., con la penosa 

evidencia de que el estudio que acerca de la administra- 
ción de justioia en España durante el año liltimo acabo 
de exponer 9, la superior consideración de V. E. no co- 
rresponde á lo que demanda el puesto que ocupo, ilus- 
trado y enalteoido por otros hombres eminentes á quienes 
sus obras granjearon imperecedera memoria; pero ya que 
la comparación sea para mi tan desventajosa 6 irremedia- 
ble el daño que habré de sufrir por ese concepto, aapiro, 
cuando menos, á que se tome en cuenta para atenuar mi  
responsabilidad el recto propósito que me ha servido de 
guía, siquiera el éxito haya defraudado mi8 deseos. 

Nadrid 15 de Septiembre de 1905. 
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V I S I T A  
de inspección del Fiscal del Tribunal Supremo, 

Excmo. Sr. D. Juan Maluquer y Viladot, 
a los Tribunales de justicia de las islas Canarias. 

El Sr. Maluquer, mi digno antecesor, dejb escritas para esta 
MEMORIA las siguientes phginas acerca de la administracibn de jus- 
ticia en las islas Canarias, cuyos Tribunales visitb por virtud de co- 
misibu que al efecto le confirib el Sr. Ministro de Gracia y Jus-  
ticia. 

Por Real orden de 3 de 3farzo iiltimo, recibi el  honroso encargo 
de  trasladarme S las islas Canarias para eatndiar el estado de la ad. 
ministracibn de justicia en aquella provincia, especialmente en 
cuanto se relaciona con la accibn del Ninisterio piiblico, B fin de  
proponer las medidas mas adecuadas para garantizar le normalidad 
en el funcionamiento de aquellos Tribunales. 

Por primera vez, desde la conquista de aquellas hermosas islas, 
cruz6 los mares para llegar hasta ellas un Fiscal del Tribunal Sil- 
premo, y, ¿por qué no decirlo claramente?, ni personalidad civil al- 
guna de mayor ni siquiera igual categoria. 

De ahi que fuera recibido por aquellos españoles isleños en forma 
y manera tal, que no es posible dar de ello una idea suficientemente 
clara para que se forme concepto verdadero de aquel recibimiento. 

Claro es  que no era S mi persona, bien pequeña por cierto, sino 
A lo que el acto significaba, b. lo que se dirigian los loores y los ob. 
sequios, acto que envolvía una prenda de amor y de rectificacibn. 

De amor era prenda porque hasta alií se acercaba la España 
nueva, la de la juventud de un Rey caballeresco, que iba S demos- 
trar 4 aquellos isleños cu&nto se sentian sus necesidades en la gran 
fiincibn social de la administraoibn de justicia, y cuanto era el em- 



peüo en remediarlos, no coi1 fbrmiilas clc iiua biirocrncia liahilidosa 
pasada de moda, sino con hechos reales de iin ca,riíío de verdad, 
como lo ha sido en todos los tiempos el amor de madre. 

Se trataba igualmente de una rectificacibn en ciianto al 
que aquellos isleños querían recordar s61o para que les pareciese 
m68 liermoso el despertar de la nueva aurora. Era la Nacibn que 
tras el desastre colonial, iba á convivir mejor con las necesidades 
de los restos de nuestra Oceánica Corona. Era la Espaíía, la madre 
que ve morir á uno de sus hijos, y que recogiendo y apretando d su 
regazo los que le quedan, parece que les estima m8s por el teinor de 
que la muerte también se los lleve. Era esa rectificacibn la prenda 
del amor que Espalia siempre tuvo d aquellas islas, siquiera por cir- 
ciinstancias mil no se hubiera, como hoy, tan juntamente esterio- 
rizado. 

Hecho tan notable, por ser el primero en los fastos de esta Fis-  
calía, no podia dejar de figurar en esta BI~aronr~ ,  ya que ellos son 
como los Analee gloriosos de nuestro Blinisterio, el archivo de nues- 
tros avances y de nuestros retrocesos en la evolución cientifico.pe. 
nal, que levantftndonos y cayendo es como avanzamos, el arcbn sola- 
riego donde nuestros pergaminos se guardan con los pensamientos, 
ideas y palpitaciones que recogieron de la opinibn y de la ciencia los 
que nos han precedido, y de cuya labor nos aprovechamos para ho1.l. 
rar  la Patria y la Justicia. No se trata jamls en nuestro Ninisterio 
de algo personai que lleve tras de sí el elogio, no; se trata siempre 
del honor de la clase, que la forman verdaderos benedictinos del i t ~ s  

s i ~ c m  caique, que tienen un Superior, un Jefe, porque alguien debe 
llevar el peso tremendo de las responsabilidades. Cómo encontr6 en 
( 'anarias la administración de justicia, bien claro y sin ambajes lo 
expreso en las  &>/as d 1,np~esioses que dediqué al Excmo. Sr. D. J a -  
vier Ugarte, Afinistro de Gracia y Justicia. 

Sin embargo, algo he de decir aquí, siquiera sea repitiendo, para 
que cuando el tiempo pase, y mis Aíotns hayan dejado de ser, como 
han sido, una actualidad, aunque ya hoy el eco del ayer resulte de- 
bilitado, siempre conste el esfuerzo y el deseo del Fiscal de que lo 
que con tanta lealtad he sostenido no se olvide, para que jamks rl 
este Ministerio se 1s puedan achacar responsabilidades futuras por 
iinprevisiones ó convencionalismos. 

Comprende el territorio de la Audiencia de Las Palmas, siete 
islas con algunos pequeños islotes, en los que por toda demostración 
de vida se encuentra pocas veces alguna choza de pescadores b a n  
pibre pastor cuidando de un miserable rebaño de cabras. 



Una territorial en estas condiciones tiene forzosamente que ilc- 
tuar y moverse por manera distinta que los de la Península. 

Desde luego, para los negocios civiles, no es la particularidad 
muy especial, ya que al fin y al caho pueden, por lo general, y desde 
luego para las apelaciones, cumplirse los terminos de los emplazs- 
mientos, sea el que se quiera el Juzgado de primera instancia de 
donde aqn6lIos procedan. 

Pero por lo que á lo criminal se retiere, es indudable que la geo- 
grafía del territorio impone una especialidad en el enjuiciar, sobre 
todo S cuanto se relaciona y refiere 6, los juicios orales y por jura- 
dos. No es posible que los procesados y testigos de determinadas 
islas se trasladen á la capital de Las Palmas, sino que es, por el 
contrario, indispensable que sean los Magistrados quienes se acer- 
quen, para juzgar, al lugar donde los hechos piinibles se cometieron. 

Así ocurre y asi debe ser en bien de la buena administración de 
justicia. En  efecto, durante todos los cuatrimestres, una sección de 
la Audiencia abandona Las Palmas y se traslada 4 la capital pro- 
vincial de Santa Cruz de TeneBfe, despues á Santa Cruz de La  
Palma, y por fin, t ras  pequeña escala en Las Palmas, va á Puerto 
de Arrecife, en la isla de Lanzarote. Así se pasan los cuatrimestres, 
con verdadero movimiento por parte del personal, pero sin que 
pueda ser objeto de critica ante las exigencias do la necesidad. 

En la isla de Tenerife, se celebran los jnicios orales en cada una 
de las capitales de los Juzgados en ella existentes, como son Santa 
Crnz, la señorial San Cristóbal de La  Laguna y la hermosa Orotava. 

A mi juicio, no debe la sección de la Audiencia moverse de la 
capital, ó sea de Santa Cruz de Tenerife. y celebrar allí los juicios 
orales y por jurados de los Jiizgados de toda la isla. En la capital 
existe mayor independencia, menos presibn para los jurados y re- 
cursos mayores para cualquier incidente que pudiera promoverse. 
Además, asi como en la isla de la Gran Canaria no se constituye la 
Audiencia en la población de Guía, que tiene capitalidad judicial, 
sino que en Las Palmas se celebran los juicios orales que S aquel 
Juzgado corresponden, asi debe de ocurrir en Tenerife, ya que á mi 
juicio nada gana la seriedad de la magistratura, teniendo que tras- 
. ladarse sin necesidad absoluta, de piieblo en pueblo y de posada en 
posada. 

Lo qtie desde luego impresiona con preferencia al  fijarse en la 
administración de justicia en Canarias, es la inestabilidad de los 
funcionaiios S ella adscritos. Esta inestabilidad. ha llamado tanto 
la  atención al hacerla piiblica para que se le ponga el oportuno re- 
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medio, que no b periódico ni revista que no se haya ocupado 
del particular. 

Concrethndome ai u~inisterio fiscal, la inestabilidad habia sido 
1 de asombro, pues & contar sblo de 3 Agosto de 1901, 
ibrarou diez ?/ siele Fiscales, y 8611 omarou posesi6n; 

Y,w. Lanientes Fiscales, y se posesionarou ., ..,, .eis Abogados Fis- 
cales de los que sólo lo hicieron Ires. 

Los Fiscales posesionados de su  destino desempeliaron su  cargo, 
el que mas, cuatro meses, y el que menos, veirtisz~cve dhs .  

Desde 1 . O  de Enero de 1901 hasta Y1 de Marzo de este año, la 
Fiscalía de Las Palmas ha estado ser vida por Fiscales propietarios 
durante catorce meses, quedando huérfana de Jefe durante Iveinta 

siele meses, 6 sea durante mBs de tres naos, y ha habido temporadas 
de m&s de sn a lo  en que no se Iia posesionado Fiscal alguno. 

Afortunadamente, el remedio no se ha Iieclio esperar B tantos 
males, y me es muy grato manifestar aqui que el personal de la 
Piscalia, qne al dejar yo las Canarias en Abril último, se reducia al 
Abogado Fiscal y al Cuerpo de sustitutos, hace meses estB completo, 
fancionando con la mayor regularidad y sin que hasta mí hagan 
llegado mm8s que elogios merecidos respecto al personal. 

Justo es consignar aqui también que las cansas de la iuestabili- 
dad de los funcionarios de la Administraci6n de justicia en Cana- 
rias no son imputnbles & falta de energia de los que deben obligar 
a l  funcionario B que vaga B ocupar su destino 6 que renuncie A su  
carrera, sino que, prinoipalmente, lo son motivos especiales que hay 
que tener en cuenta y procurar salvar con acertadas medidas. 

Indicaba en mis ~Votns al Excmo. S r .  lktinistro, cuya esencia la 
constituyen estas líneas, que la resistencia S ocupar los cargos de 
las carreras judicial y fiscal en Canarias, su explican por las moles- 
tias y gastos de viaje (i), por la dificultad de comunicaciones con 
la Península, por la carestia de la vida en las islas, por la falta de 
una Universidad donde los funcionarios puedan dar carrera ti sus 
hijos y por el disgusto que produce á los padres enviar á aquéllos 
& hacer sus estudios á tanta distancia fuera del alcance de su  vigi- 
lancia y de sus cuidados. 

Para evitar este estado dLcosas ti que no han puesto remedio 
algunas disposiciones dictadas con el propbsito de mejorar la situa- , 
ci6u de tales funcionarios, como el Real decreto de 3 de Octubre 

(1) Pareco que tlesmi? los I ~ L L ~ V O S  pre~upnestos serán ésto; de cuen:a del 
Estado. 



de 1889, bien que no haya estado en observancia por mucho tiempo, 
convendria ofrecer 9, los que desompei?an cargos judiciales en Cana- 
rias ventajas que sirvieran de compensacibn & los inconvenientes 
indicados. 

Estas compensaciones podrían ser las siguientes: 
l.D Las vacantes que ocurran en Canarias se cubrir&n con los 

funcionarios que, teniendo las condiciones reglamentarias para 
ocuparlas, lo soliciten. 

2.n Los funcionarios do las carreras judicial y fiscal que presten 
sus servicios en Canarias, tendrhn derecho it ocupar las primeras 
vacantes que de su categoria ocurran en la Península tan pronto 
como cumplan dos años de residencia en aquellas islas. 

3.a Los funcionarios que, renunciando el derecho establecido 
en el niimero precedente, desempeííen sus cargos en Canarias du- 
rante los ocho años que según la ley~onstituyen caso de traslacibn 
forzosa, tendr9,n derecho al ascenso en las primeras vacantes que 
en la categoria inmediata ocurran en la Península (3). 

Desde luego se impone para Canarias una nueve divisibn judi- 
cial, y aun en la forma que indique en mis A W a s  E Impresiones, algo 
que es justo reformar en la Audiencia de Las Palmas en su relación 
con la capital de la provincia. 

LE creaci6n de un Juzgado de l.& instancia 8 instrucci6n en 
San Sebastikn, en la isla de la Gomera, que comprendiese bajo su 
jurisdicci6n la isla de Hierro, y el aumento de categoría del Juz- 
gado de la isla de La Palma, son necesidades inaplazables, si es que 
debe administrarse recta y verdadera justicia. 

La supresibn del juicio oral para los delitos que se cometan en 
Fernando P60 y posesiones españolas del Golfo de Guinea, es tam- 
bien indispensable, y por las razones que indiqn8 in extensu en mis 
repetidas Notas c' Impresiones, hay que volver la vista 9, la Compila- 
ción de 1879. 

De momento, con las medidas propuestas 8 indicaciones hechas, 
considero que habremos echado los cimientos de una labor fecunda 
para la buena administracibn de justicia en aquellos paises, dignos 
de nuestros mayores cuidados y merecedores hasta de nuestras pre- 

a 'ferencias. 
Yo no los he de olvidar jamtis, que bien consideraré siempre, 

sin adulacibn alguna, como los dias m8s faustos de mi vida los que 
uas8 en aquellas afortunadas islas. 

(1) Hoy disfnitan los funcionarios de la Administración de justicia en 
Canarias de un 33 por 160 de sobresueldo. 

b 
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INSTRUCCIONES GENERALES 
DADAS ti LOS FISCALES DE LIS AUDIENCIAS 

C I R C U L A R  

Siendo repetidos los casos en que los %'iscales de las Audiencias; 
al tomar posesibn de sus cargos, no tienen noticia de las Instruccio - 
nes que, verbalmente alguna vez, y en la mayoria de los casos por 
escrito, se les comunican por este Centro en uso dela facultad esta- 
blecida por el n h .  2 .O  del art. 838 de la ley Organica del Poder ju- 
dicial, desconocimiento que puede tener su origen en que no se iie- 
ven con el cuidado y escrupulosidad debida los archivos donde tales 
Instrucciones deben guardarse, he acordado circular las disposicio- 
nes siguientes de precisa observancia. 

Primera. Los Fiscales de las Audiencias llevaran un libro que 
foliarhn y sellaran en todas sus hojas, haciendo constar por nota la 
fecha de su apertura, en el que transcribiran las Iustrucciones que 
reciban de esta Fiscalia con expresibn de si les han sido comunica- 
das verbalmente 6 por escrito, y tanto las que tengan carScter ge- 
neral como las que por manera especial afecten z i  determinados asun- 
tos del conocimiento de la Audiencia respectiva. 

Segunda. En todos los casos en que el Fiscjal cese temporal b de* 
finitivamente en el desempeño de su cargo por cualquier causa, harA 
entrega de dicho libro al que le sustituya, consignando dicha entrega 

"por nota al sustituto y autoriz8ndola con la firma de ambos. 
Tercera. En igual forma el sustituto entregara el expresado li. 

bro al propietario cuando se encargue del despacho de la Kscalia. 
cuarta. Este libro tendra el caracter de reservado y no se podrB 

dar de 81 certificaciones ni noticias A persona alguna sin previa con- 
sulta y acuerdo de esta Piscalia. 



Quinta. Las instrucciones recibidas de este Oentrb se comuni- 
car4n B. todos los funcionarios de la Fiscalia respectiva cuando ten- 
gan el car4cter de generales, y al  funcionario encargado del despa- 
cho cuando se refieran & un asunto determinado, debiendo en todo 
caso hacerse constar por nota firmada la comunicaci6n. 

Sexta. Los Piscales de las Audiencias ouidarin de dar exacto 
cumplimiento P los niimeros 3 . O  y 4.O del art. 842 y 843 de la ley 
Orghnica del Poder judicial, cuando la gra.vedad del asunto, la diíi- 
ciiltad del caso 6 sus circunstancias especiales lo aconsejen. 

88ptima. Las Instrucciones que se reciban por escrito en cada 
Piscalia, se conservar4n archivadas bajo carpeta, de la que se harP 
entrega en los mismos casos 6 identicas solemnidades que el libro 
en que se anote. 

Del recibo de la presente Circular dar4 V. S. aviso B. esta Fis- 
calía. 

Dios guarde B. V. S. muchos años. Madrid 15 do Octubr~  de 1904. 
-Juan il(a1zlpser y Filndol:-~r. Fiscal de la Audiencia de ... 



Es muy frecuente el hurto de alambre de las iineas telefbnicas, y 
puede afirmarse, casi con seguridad, que son contadas las semanas 
en que semejantes hechos punibles no se  realizan. 

No puede el Fiscal, en conseciiencia, piescindir de recordar al- 
gunas disposiciones referentes i esta materia, porque por antece . 
dentes tomados y por consultas recientes he comprendido que el r e  - 
cuerdo ha llegado t i  ser indispensable. 

Corrientemente se califica con error el delito que coinete quien se - - 
apodera de alambres telegrBficos 6 telefónico~cuando prestan el ser- 
vicio de o o m u n i c a c i b ~ i n ~ ~ e n  los  ost te s. 

No son en este caso los alambres sblo objeto de lucro por parte 
del que se apodera de ellos, sino que para la sociedad, que el delito 
perturba en su  marcha ordenada, tiene, y por tanto debe tener, una 
calificacibn bien distinta de la de hurto con que he visto calificar va- 
rias veces este delito. 

- Comete un delito de hurto el que se apodera con animo de lucro 
'de alambre en rollo, en almacén, fibrica, etc., 6 sea antes de estar 
colocado b instalado en el poste; pero cuando se corta y hurta el 
alambre que ya funciona como transmisor que presta servicio, ade- 
m i s  del delito de hurto, se comete otro de desbrdenes pfiblicos, pe- 
nado en el art. 275 del Cbdigo penal. 

Este criterio no es nuevo; lo sostuvo ya esta Fiscalia en 1891, 
contestando en 16 de Febrero ti una consulta del Fiscal de Dlurcia, +'- 
y posteriormente en Circular de 28 de Marzo de 1892. 

Me es muy grato poder aquí dejar consignado que recientemen - 
te, en 18 de Junio del corriente año, el Tribunal Supremo dictb sen- 

I tencia en la que se sostiene la propia doctrina que, repito, de anti- 
'-&>o ha venido sosteniendo esta Fiscalía. - 

Por lo tanto, deber& V. S., desde el momento que tenga conoci- 
miento de que en el territorio de su jurisdicción se incoe un sumario 



por siistraccibn de alambres telefbnicos 6 telegrhficos, tomar en el 
mismo la parte aecesaria para que se encauce en el sentido que dejo 
indicado, y con la mira d. la futura calificaci6nI no dar primordial 
importancia al mayor 6 menor valor del alambre hurtado, sino al  
delito de desbrdenes piiblicos, y retener en prisibn preventiva al de- 
lincuente que, por su afhn de lucro, semejantes graves trastornos 
origina en el natural desenvolvimiento del progreso del país. 

Espero me acuse V. S. recibo de esta Circular. 
Dios guarde A V. S. muchos años. Madrid 29 de Noviembre 

de 1904.- Juan dlallcqzter y T%ladol.-Sr. Fiscal de la Audiencia de . . . 



C I R C U L A R  

En la MEMORIA que, en cumplimiento de lo que dispone él ar- 
ticulo 15 de la ley adicional i la Orginica del Poder judicial, tuve el 
honor de elevar al Gobierno de S. M., al comenzar el año judicial 
corriente, estudiando las causas determinantes de que el Tribunal 
del Jurado no responda, en algunas ocasiones, O los fines de justi. 
cia para que esti instituido, hube de señalar, como principal, la ma- 
nera deficiente de cumplirse casi generalmente lo que dispone el ar- 
tículo 16 de la ley del Jurado y el Real decreto de 8 de Marzo 
.de 1897. 

Para que el Cuerpo de Jurados este adornado, con rehcibn á €0- 

dos los ciudadanos que le constituyen, de las ckcuustancias que 
exige d art. '9.O de dicha ley, y no figuren en 81 en ningún caso 
personas en quienes concurran algunas de las incapacidades b in- 
compatibilidades que establecen los articulas 10, 11 y 12 de la mis- 
ma, es indispensable que la rectificacibn annal de las listas se efec- 
tiie con todo esmero por los encargados de tan importante funci6u. 

El cap. 4 . O  de la ley del Jurado y el Real decreto de 8 de Mano 
de  1897 antes citado fijan con toda claridad y precisibn la forma de 
realizarse la rectificacibn anual de las listas de Jurados, asi como 
los funcionarios encargados de verificarla, y no se comprende, sin 
.el incumplimiento de tales preceptos legales, que en el Cuerpo de 
Jurados subsistan insistentemente individuos que no saben leer ni 
escribir, atribuyéndoseles esa cualidad porque dibujan unas cuantas 
líneas, que difícilmente pueden pasar por letras, con las que se su- 
ponga, mAs bien que se lea, el nombre del que las traza, penados 
dos 6 mSs veces por causa de delito, pobres de solemnidad y otros 

.igualmente incapacitados. 
Es, pues, indispensable, absolutamente preciso, que el Ministe- 

rio Pisoal, que cuenta como principal deber el de vigilar por el cnm- 
plimiento de las leyes. reglamentos, ordenanzas y disposiciones de 
.car&cter obligatorio que se refieren 8. la administracibn de justicia 
y reclamar su observancia, segiin lo preceptúa el núm. 1 . O  del ar- 

C 



ticulo 838 de la ley Orgitnica del Poder judicial, no 8610 se preocupe 
de que la ley del Jurado se cumpla fielmente en todas sus partes, 
así como el Real decreto de 8 de Marzo de 1897, sino que, utilizando 
las  facultades que le son propias, reclame su cumplimiento, sin 
omisión de celo ni diligencia. L a  falta de celo podria traducirse e n  
desamor 4 la institución del Jurado, y los Fiscales no debemos te- 
nerle por ninguna de las leyes del Reino, que siempre son para nos- 
otros convenientes y justas, ínterin no se modifiquen en forma cons. 
titncional. 

Base de la rectificacibn anual de las listas de los Jurados debe 
ser, y es  legalmente desde el 8 de Marzo de 1897, la ejecución de 

cuanto se dispone en el Real decreto de dicha fecha, & no dudar ol- 
vidado b mal cumplido, segiin las observaciones de la mayoría d e  
los Eres. Fiscales de las Audiencias y de lo consignado en las Me- 
morias que anualmente remiten & esta Fir~calía, pues, ciertamente, 
señalar el defecto y lamentarle no es bastante para producir la sa- 
tisfaccibn del deber cumplido. 

Es,  pues, indispensable que todos los Sres. Fiscales de las Au- 
diencias dirijan inmediatamente atentas comunicaciones oficiales a 
los Sres. Gobernadores civiles de las provincias, encareciéndoles la 
necesidad de que ordenen & los Alcaldes, dependientes de su auto- 
ridad, que cumplan, sin excusa ni pretexto, dentro del presente 
mes de Diciembre, los deberes qae les impone la regla l.* del Real 
decreto, tantas veces repetido, de 8 de Narzo de 1897, y que asi- 
mismo dei: las instrucciones necesarias 4 los Fiscales municipales, 
sus  subalternos, para que deduzcan ante los Juzgados municipalea 
d que pertenezcan las rec1an;aoiones necesarias, y ejerciten las ac- 
ciones que fueren procedentes, para su debido cumplimiento; tode - 
ello sin perjuicio de observar por su parte dichos Sres. Fiscales de 
las Audiencias los deberes que personal y directamente les están 
impuestos por el mismo Real decreto. 

Ignalmente reclamaran que en la época determinada por la ley 
se constituyan todas las Juntas, para proceder 4 la rectificación d e  
las listas de Jurados, y que ésta se practique con rigurosa observan- 
cia de las disposiciones del cap. 4.' de la del Jurado. 

De las gestiones que realice V. S. en uno y en otro sentido, me 
dar& cuenta semanal, asi como de su resultado. , 

Los días 1, 5 ,  10 y 15 de Enero de 1905 me comunicara, telegrfr- 
ficamente noticia de los Alcaldes que hayan dejado de remitir laa 
hojas corresponclientes del padrón á los Jueces municipales respec- 
tivos, y directamente producir8 la oportuna queja n l  s r .  ~ o b e r n a -  



- XIX - 

dor  civil de la provincia, con referencia B las omisiones de dichos 
Alcaldes, interesando de la repetida Autoridad la adopción de la s 
medidas necesarias para qne sean subsanadas sin demora. 

Del mismo modo, el día 15 de Enero me participar& haberse 
constituido las Juntas para la rectificación de las listas de Jurados 
en la provincia del territorio de esa Audiencia, asi como las que 
no lo hubieran verificado, expresando las diligencias practicadas 
por V. S. para dicho fin y cansas determinantes de la falta; y á s n  
debido tiempo, cuidar& de poner en conocimiento de esta Fiscalía 
que ha tonido efecto la rectificacibn de las listas correspondientes 
a1 año 1905, no omitiendo, para la legal prestaoibn de este servicio, 
esfuerzo alguno, cumpliendo por su parte cuantos deberes lo impone 
el ya citado cap. 4 . O  de la ley del Jurado, y reclamando el de las 
distintas Autoridades y funcionarios que en 61 intervienen. 

Cumplien,lo así con nuestro deber, nos sobrar4 autoridad para 
exigir de los demas que cumplan con el suyo. 

Del recibo de las presentes instrucciones me dar& aviso 4 correo 
vuelto. 

Dios guarde B V. S. muchos años. Madrid 1.O de Diciembre 
d e  1904 .-Juaa d;"aluquer Tidalo1.-Sr. Fiscal de la Audiencia de . . . 



C I R C U L A R  

La Cfaeeta de 30 de Noviembre iiltimo public6 la Circular que, com 
fecha da1 día anterior, habia dirigido 9, los Piscales de las Audien- 
cias, llam4ndoles la atencibn acerca del error, bastante frecueg te, 
de calificar como simple hurto el apoderamiento de alambres tele. 
gr4ficos y telefbnicos. 

Decia en la Circular referida, qne, en estos casos, el verdadere 
delito que se comete es el de desbrdenes ptiblicos, que castiga el ar- 
ticulo 275 del Código penal vigente. 

Ha sido para mi muy grato, y desde luego muy honroso, que 
hayan sido muchos los aplausos, inmerecidos por tratarse del es- 
tricto cumplimiento del deber, que se me han dirigido con ocasibn 
de dicha Circular, precisamente en estos momentos en que entrando. 
el pais en vias de regeneracibn, comienza 4 aprovechar los adelantos 
de la Ciencia, para empujar A nuestra naci6n por la senda del ver- 
dadero progreso. Entre las comunicaciones recibidas son varias las 
en que se indica la conveniencia de aclarar la Circular de 29 de No- 
viembre, haciendo extensivos sus preceptos A la corta y sastraccibn 
de cables que sean conductores de energia el8ctrica para fuerza mo- 
triz. En realidad, la Circular indicada calla en su letra el compren- 
der en la misma los delitos de corta b sustracci6n de alambres en el 
concepto antes referido, por mds que su espíritu manifieste compren- 
derlos con verdadera claridad. 

A que no existan dudas tiende esta nueva instrucci6n, que am- 
plia s610 bajo este punto de vista los tdrminos de mi anterior. Tode 
corte y hurto de alambres que transmitan el telegrama, el telefo- 
nema b la energia eldctrica, sea cualquiera el uso tl que se la desti- 
ne, debe ser castigado con arreglo 4 lo dispuesto en el art. 275 del , 
C6digo penal, sea el daño causado de mucha 6 de poca importancia, 
pues no se castiga el valor 6 perjuicio material, sino la perturbación. 
que el delito origina en la marcha corriente Se la sociedad. 

El citado articulo, que castiga la interrupcibn de las comunica- 



- XXI - 
ciones, es  de perfecta aplicacibn al caso de que se trata, porque 
desde el momento en que la ley de 23 de Marzo de 1900 y el regla- 
mento de 7 de Octubre último reconocen i las instalaciones elbctri- 
cas el carOcter de servicios de utilidad pública, haciéndolas objeto de 
concesibn administrativa, prometiéndoles el establecimiento de ser- 
vidumbres forzosas,, y la expropi~cibn en su caso, y ampardndolas 
con la proteccibn de la Autoridades administrativas, B las cuales se 
faculta para imponer multas por la infraccibn de dichas disposicio- 
nes, remitiendo B los Tribunales el castigo de las contravenciones 
cuando por su gravedad cayesen bajo la sancibn del Cbdigo penal, 
es evidente que la destriiccibn 6 corte de los cables conductores de 
energía elbctrica constitiiye un atentado al orden pilblico, y se en- 
cuentran comprendidos en el referido art. 275, por ser, d no dn- 
darlo, medios de oomunicaci6n del fluido eléctrico entre la fAbrica 
que le produce y el mecanismo que lo utiliza, ya sea tranvia, alum- 
brado 6 explotacibn de otra indole. 

No han transcurrido, por cierto, muchos días desde el en que, 
con ocasi6n de un hurto de alambres, coincidiendo con una huelga, 
tuvo que holgar forzosamente una importante factoría en el Arsenal 
del Ferrol. El que tal hizo, no ceusb sblo un daño A la Compañia que 
explotaba el alumbrado y la energia elbctrica como fuerza motriz en 
dicha ciudad, sino que ocasionb una perturbación de tal índole, que 
obligb 6 figurar entre los huelguistas A quienes, no ser el oorte de 
los cables, no habrían abandonado su trabajo. 

No es esta nueva instrucción lugar apropiado para mayores 
ejemplos de lo que todos los dias ocurre, pero s i  que lo es para re- 
clamar de todos los Sres. Fiscales de las Audiencias, que presten B 
estos delitos toda su atenoibn, y en perseguirlos todas sus energías. 
El hacerlo de esta manera, es realizar nna obra de verdadero pa- 
triotismo, pues con la justa proteccibn de la ley, cobrardn Animo 
nuevas industrias que sin ella retirarianse tras el deseugaño del 
abandono por parte de la Autoridad al no protegerlas en lo que e s  
tan indispensable para su existencia. 

Cumplamos, pues, los Fiscales todos, una vez mls, con nuestro 
deber, en la defensa de la recta interpretacibn de la ley, y á esta sa- 

. tisfaccibn tan legitima, acompañaremos la de haber laborado tam- 
biUn por el progreso y sostén de nuevas industrias que han de cou- 
tribuir A la prosperidad del Estado. 

Del recibo de la presente me dar& V. S. aviso telegrlfico. Dios 
guarde il V. S. muchos años. Madrid 16 de Enero de 1905.Juan 
Mnluque? y Vilndol--Sr. Fiscal de la Audiencia de ... 



CIRCULAR TELEGRAFICA 

FisceE del Tribzcnal Supremo á Iriscal de la Audiencia dc ... 

Madrid 31 de Enero de 1906. 

En vista de alguna consulta que se ha hecho & esta Fiscaiía, he 
de manifestar á V. V.. que el Real decreto de indulto de 22 del co- 
rrieute no comprende m43 que las causas en las que se han aplicado 
6 deberían aplicarse los articulas expresamonte citados en el mismo, 
excluy~ndose todo otro delito, cualquiera que sea la analogía que 
tenga con los comprendidos en el Real decreto. 

Fiscal del Tribuna2 Swpemo ci Fiscal de la Alsdiercia de ... 
Madrid 9 de Febrero de 1906. 

Prbxima la fecha en que, & pretexto de un aniversario, se acen- 
t6an las protestas contra el actual rbgimen, es indispensable que 
V. S. tenga muy presentes los terminos de la Circular de esta Pis- 
calfa de 6 de Febrero del año último, sintesis de cuantas acerca del 
particular se habían dado por mis dignos antecesores en el cargo. 
El indulto con que en 22 del pasado Enero quiso S. M. el Rey so- 
lemnizar sus dias, obliga & mayor circunspección, y, por tanto, re- 
snltart m&s digno de castigo quien hoy delinca, cuando tan cerca 
se halia de la gracia concedida. Procurar& V. S. perseguir con 
mano firme los delitos & que la referida Circular sa contrae, presen- 
tando las correspondientes denuncias y disponiendo la intervención 
fiscal en los sumarios, procurando convencer con saludable rigor & 
los delincuentes de que, aunque recientemente la regia prerrogativa \ 

haya sido tan generosa, los Tribunales se han de encargar de que 
Los indultos de hoy no se consideren como prejuicios para lenidades 
futuras, sino, todo lo contrario, como base de legítimas enterezas de 
la justicia. Acusará V. S., por telAgafo, recibo de esta Circular. 



C I R C U L A R  

Llegada en 15 del actual la Bpoca en que por lo dispuesto en los 
articulas 17 y 36 de la vigente ley de Caza de 16 de Mayo de 1902, 
e n  armonía con lo que imponen las sabias leyes de la Naturaleza, 
se establece !a veda para toda clase de caza menor y mayor, sin 
m8s excepciones que las que la citada ley determina en sus arts. 34 
y 17, phrrafo 4.O, para la caza con galgos, y la de las aves acuáticas 
y zancudas, becadas, becacinas y sus similares, que comenzará 
en 1 . O  de Narzo y 1." de Abril, respectivamente, se hace iudispen- 
sable atender con toda diligencia y saludable rigor h su mas estricto 
cumplimiento. 

L a  caza b apoderaiuiento de los animales fieros 6 salvajes, y de 
los amansados b domesticados que recobran su primitiva libertad, 
no constitnye sblo oficio lucrativo 6 agradable pasatiempo, porque 
afecta á importante ramo de riqueza piiblica, cuyo fomento y no 
despreciables ingresos para el Tesoro son mirados con predileccibn 
por todas las naciones cultas, las que, sin dejar de reconocer como 
porlc to  para su ejercicio el derecho 8. la cazn de todo ciudadano, 
ponen cuidadosas trabas, principalmente al descaste de las espe- 
cies, que con seguridad se produciria de no respetarse, con su sus- 
pensibn, durante las épocas de la  reproduccibn y cría. 

E l  beneficio de la  reda, por tanto, alcanza en dicho sentido lo 
mismo al Estado que al  particular, que de este modo ven en tiempo 
oportuno satisfechas sus aspiraciones, sin que sufra menoscabo tal 
venero de riqueza. 

Desgraciadamente, no alcanzan todos entre nosotros tan indis- 
cutible verdad, y son numerosisimas las quejas que piiblicamente y 
por medio de la  prensa se formulan al llegar el periodo de la  veda 
contra los infractores de la  misma, no obstante los rigurosos pre- 
ceptos de la  ley y del reglamento aprobado para s u  ejecncibn en 3 
de Julio de 1903; deducihndose de todo ello la  existencia de alguna 
lenidad en la aplicacibn de dichas disposiciones, y siendo, como es, 
deber esencialisimo en el Ninistcrio Fiscal promover el cumplimiento 
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1 de las leyes, las importantes funciones que le incumben con arreglo 

4 la ley de Caza, en lo que hace relaci6n 4 la veda, hrn de ser sa- 
tisfechas con el  más exquisito celo. 

Asi lo espero de V. S.; y como muchas de las infracciones de la 
veda corresponden, para ser juzgadas, al  fuero municipal, se im- 
pone la necesidad de hacer llegar 4 los secores Fiscales municipa- 
les, con su  insercibn, que deber4 hacer V. S. en el BoZelb oJcia1 de ' 

esa provincia, la presente Circular para su mLs exacto cumplimiento, 
que, en otro caso, me obligará. 4 exigir estrecha responsabilidad, 
conforme 4 lo prevenido en los arts. 850 y siguientes de la ley Or- 
ghnica del Poder judicial, 4 todo el funcionario fiscal que. contra- 
diciendo el laudable proceder del Ministerio piiblico, se haga acree- 
dor & ello por su morosidad 6 falta de celo en el desempeño de su 
cometido. 

No ha de ocultarse ti V. S. que en lo que afecta A la veda, para 
la caza menor y mayor, siendo importantisimas todas sus infraccio- 
nes, desde la de realizar la caza con armas de fuego, la de la perdiz 
con reclamo natiiral 6 artificial, que, por el estado avanzado del 
celo en dichos animales, cuando se realiza á destiempo la llamada 
del mcho y el de imsbncidn en el de la hembra, pueda producir sen- 
sibles estragos, hasta la circulaci6n y venta de la caza viva 6 
muerta, es aun m4s dañina, de mas devastadores efectos, la des- 
truccibn de los vivares para apoderarse de la caza y de los nidos de 
perdices, que con frecuencia tienen lugar, bien para vender los 
huevos, 6 con la aprehensión de la hembra. 

De inexorable modo debe procederse en la persecucibn y castigo 
de semejantes hechos, en los que, como en la generalidad, y & tenor 
de lo dispuesto en los arts. 45, 50, párrafo 3.O, 51 y sus concordsn- 
tes, los 19, 20, 38 y 44 de la ley de Caza, corresponde conocer 4 los 
señores Piscales municipales, quienes no deberln limitar su acci6n 
iinicamente 4 mantener en juicio las denuncias que se formulen por 
la Quardia civil, guardas jurados y agentes de la Autoridad 6 par- 
ticulares, sino que por si mismos deberln informarse tambibn de 
cuantos actm atentatorios 6. la veda lleguen á tener noticia, y pro- 
ducirtin de ohcio las oportunas denuncias para su repreusibn. 

Conviene asimismo que para el debido conocimiento de la acti- 
vidad y eficacia, merecedora de encomio, con que procedan los se- , 
ííores Fiscales municipales, y á fin de poder formular estadística 
exacta de las infrac~iones de la veda, tanto constitutivas de falta 
como de delito, por analogia B lo prevenido en el art. 73 del regla- 
monto de In ley clc Caza, se sirvn V. S. remitir á este Centro, B mas 



del estado trimestral A qne el mencionado articnlo se refiere, otro 
que abarque i gna  periodo de tiempo y sea expresivo de los juicios 
incoados, pendientes y conclusos, con la clase de su resolucibn, en 
el mismo trimestre, por infracciones de la veda, ejecutados durante 
el ~e r i odo  de aqublla. 

Del recibo de la presente se servii.4 V. S. darme debida cuenta, 
sin perjuicio de su ejecucidn y de poner en mi conocimiento la fecha 
en que se inserte en el Bolctln oJcia2 de esa provincia. 

Madrid 14 de Febrero de 1905.-Jwqz Haaluquer Wladot.-Señor 
Fiscal de la Andiencia de . . . 



C I R C U L A R  

El Excmo. Sr. Ministro de Gracia y Justicia, por Real orden fe- 
cha 11 del actual me dice lo siguiente: 

aExcmo. Sr.: El Sr .  Ministro de Hacienda me dice de Real orden 
con fecha 8 del actual lo que sigue: 

,Teniendo conocimiento esteMinisterio en virtud de denuncia he. 
cha de un modo confidencial, de que en la provincia de Ciudad-Real 
circula con profiisibn moneda falsa de cinco pesetas, de la conocida 
bajo el nombre de tdiiros sevillanosr, dando esto lugar 4 dificultades 
en la circulación y & quebrantos en los intereses particulares qcie 
conviene siempre evitar; S. M. el Rey (Q. D. G.) ha tenido 4 bien 
disponer se interese de V. E. se sirva excitar el celo del Ministerio 
fiscal para que dedique si1 atencibn 4 perseguir los delitos de fdsi- 
ficacibn de moneda, dando conocimiento 6. este Ministerio de los que 
descubrn 4 los efectos que procedan. 

»De Real orden lo digo 4 V. E. para su conocimiento á fin de que 
comunique á los Fiscales de las Audiencias las instrucciones que es- 
time convenientes para la persecución de los delitos de falsificaciúri 
de moneda, participando A este Ministerio los que se descubran 
como por el de Hacienda se interesa.> 

Lo que traslado 5. V. S. para que con toda actividad y celo se 
sirva dar cumplimiento 6. lo interesado en la preinserta Real or- 
den. Dios guarde d V. S. muchos años. Madrid 23 de Junio de 1905. 
-P. D., Alfvedo Bi%ssa.-Sr. Fiscal de la Audiencia de ... 



C I R C U L A R  

Honrado nuevamente por S. M. el Rey (Q. D. 0.) con el cargo 
de Fiaca1 del Tribunal Supremo, creeria incurrir en grave falta si 
no me apresurase & dirigir mi  afectuoso saludo & todos los dignos 
funcionarios del Ministerio público, como testimonio de considera- 
cibn y en descargo de un deber de gratitud por la valiosa asistencia 
y asidua cooperacibn que me prestaron en epoca aun no lejana, de 
la que, por esa razbn, conservo el m&s grato recuerdo; y como me 
son tan conocidas las condiciones de hidalga abnegacibn, competen- 
cia y celo del Instituto & cuyo frente me hallo, aunque sin tituios 
bastantes para ello, confio que no me ha de faltar ahora lo que en- 
tonces prbdigamente se me otorgó. 

S610 contando con ese poderoso y eficaz auxilio podr4 lisonjeas- 
me la esperanza, después de bien apreciada la magnitud de la em- 
presa en que por un halago de la suerte me veo comprometido, de 
que no queden desatendidos ni sufran quebranto por mis propias de- 
ficiencias los sagrados intereses de que somos depoaitarios y guar- 
dianes; porque nuestras funciones. desde las concretas y limitadas 
que atribuían las leyes de Partida al patrono del fisco, hasta las múl- 
tiples y complejas que al Nhisterio fiscal asigna la OrgSnica del Po- 
der judicial, han adquirido un desarrollo tan honroso por la confianza 
qiie el organismo ha sabido inspirar, como dificil por la índole de 
las obligaciones que sobre nosotros pesan, y porque las escaseces del 
Erario y otras hondas preocupaciones, compañeras de las desafor- 
tunadas vicisitudes por que ha pasado la vida nacional, con frecuen- 
cia privan 4 la acción fiscal de mayores Bxitos, atendida la falta de 

'aquellos meaios materiales que son su  necesario complemento. 
Envueltos en un ambiente de pesimismo que por todas partes nos 

.rodea; influído nuestro espíritu por una larga serie de sucesos ad- 
versos; descontentos de todos y de todo, no echamos de ver lo mucho 
qne tiene derecho A salvarse del general anatema, y desde luego se- 
r?'a injusto extenderlo al Ministerio piiblico, que es acaso la institu- 
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cibn que mejor y con mayor brillantez ha sabido A través de los 
tiempos avalorar su  historia, conservar sus tradiciones y defender 
sus prestigios. Así, que s i  elorganismo fiscal no constituyera parte 
integrante del sistema de garantías que exige la divisibn de poderes, 
propias del régimen liberal, frente al  panteismo politico y social que 
representa el absolutismo; si no fuera la resultante de un ideal cien- 
tifico, contrastado en la piedra de toque de la experiencia, y ele- 
mento indispensable para la existencia jurídica de los pueblos mo- 
dernos, todavia le sobrarían titnlos en nuestra patria que le coloca- 
ran A cubierto de futuras contingencias de organizacibn, amparado 
por el respeto y simpatía que ha logrado conquistar en buena y hon- 
rosa lirl. 

No hay mis  que fijarse en la entidad y en el número de los debe. 
res que al Ministerio fiscal impone el art. 838 de la citada ley OrgQ- 
nica, para comprender la trascendencia de su misión en los Tribu- 

! nales. Nada hay que se escape Q su accibu vigilante y escrutadora 
e n  lo criminal, y aun en lo civil alcanza mucho, siquiera no sea S 
tanto como tal vez conviniera para el bien general. De cómo los fun- 
cionarios fiscales han desempeñado s u  arduo cometido dan elocuente 
testimonio su limpio nombre y la consideración de que se hallan ro- 
deados. Sujetos A un superior inmediato y todos 4 uno común, mis  
que por inflexible ley de subordinación, por el suave canon de una 
dependencia que bajo cierto aspecto tiene algo de familiar, los fun. 
cionarios fiscales en Espaíía ofrecen singularidades que los distin- 
guen de todos los demas. Dueños en absoluto de la acción penal; 6r. 
bitros de ejercerla ó no, sin casi limitacibn ni responsabilidad; po- 
seedores de facultades amplisimas en cuanto se relacionan con la ad. 
ministracibn de justicia, huyen de iniciativas peligrosas, demandan 
solicitas el consejo del compaíiero 6 la instrucción del superior en 
casos dudosos, y proceden siempre con tal parsimonia y con tanta 
mesura, que mis  parecen cohibidos por el  temor de extralimitarse 
que animados del prurito de exhibir una personalidad perfectamente 
definida y preponderante. De ahí que mientras las censuras no es- 
casean para otras entidades; mientras se habla de abusos de poder 
y se denuncian ante la opinibn, con mis  6 menos fundamento, erro- 
res judiciales, el Ministerio publico sigue s u  marcha normal, exento 
de censuras, ejerciendo unas veces la funcibn inspectora, otras la de - 
acusacibn y siempre una tutela bienhechora, de que sacan ventaja 
por igual la justicia, el Estado y el ciudadano. 

Hay mas. El Ninisterio fiscal cuenta con un voluminoso cuerpo 
d e  doctrina, exclusivamente suyo, en que est in  acumuladas pru- 
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dentes normas de condurta y ~ a b i a s  reglas de interpretación. Las 
MEMOBIA~ anuales de esta Fiscalia, sus circulares Q instrucciones, 
abstracción hecha de las que llevan mi firma, son de un vaior i n ~  
apreciable y constituyen nn timbre de gloria para los ilustres jnris- 
consultos que me precedieron en el cargo. Tales enseñanzas, cuida- 
dosamente recogidas y oportunamente publicadas; el  celo con que 
se reciben y la sincerídad con que se observan, fortaIecen el vínculo 
de unidad y establecen una solidaridad entre los funcionarios hca- 
les que vigoriza su acción y les presta indiscutible autoridad. 

En  estas condiciones, estando yo tan penetrado de lo que es y se 
propone ser el Ministerio fiscal, implicaría contradicción que yo ex- 
citase el celo de V. S. y de sus inmediatos subordinados para que 
no desmayen en el noble empeño 4 que, sin vana ostentación y con 
voluntad perseverante, vienen consagrados. Ya en mi Circuiar 
de 21 de Mayo de 1902 deje apuntado lo que pienso acerca del modo 
de ejercer su acción el Fiscal respecto de aquellos puntos que, pcir 
relacionarse con la vida externa de la administración de justicia, 
pone m8s de relieve su  personalidad. La  inspeción de los sumarios, 
el requerimiento de represión en los juicios y la vigilancia para l a  
efectividad de las penas, son tres grandes eslabones de una misma n3 cadena que sujeta los excesos y desafueros de la maldad, @e% ma 
el imperio de la ley cuando ha sido menospreciada y restaura el or- 
den social, llevando al Animo del ciudadano honrado, como compen- 
sación á la alarma que causa el delito, la seguridad de que su  per- 
sonalidad ha de ser amparada y que nadie osará inferir lesión A su  
derecho sin sufrir el merecido castigo. 

Por eso en mi citada Circular insisti llamando la atención de los 
funcionarios fiscales sobre todos y cada uno de esos tres extremos. 
La inspecci6n de los sumarios es de tal importancia, que sin ella la 
pereza, la rlegligencia y aun la malicia de los que estan alerta para 
aprovechar los descuidos 6 las naturales inadvertencias del Juez 
instructor, frustará m8s tarde los esfuerzos del Fiscal, privbdoie 
de armas y de medios en el debate judicial. Ya  sb que el ejercicio 
de ese deber complica extraordinariamente el desempeño de funcio- 
nes de suyo arduas y trabajosas, y tampoco se me oculta que en al- 

. gunas Audiencias el personal es escaso y en todas insuficientes 113s 

recursos; pero todo lo vence una firme decisibn cuando est4 servida 
por ese amor 4 la justicia, de que tantas muestras viene dando el 
Ministerio piiblico, y m4s si se para la consideración en que de ese 
celo desplegado durante la instrucción sumaria1 se ha de recoger d 
fiuto en los,siguientes periodos del juicio. 
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! El de acusaci6n abarcn iiu horizonte amplisimo. Abierto el jui- 
cio, el Fiscal es la fuerza propuleora que rige el mecanismo consti- 
tuido por las actuaciones propias de ese periodo. A su arbitrio, 9, su' 
ilustracibn y 9. su.tacto ha fiado el legislador el progreso, la viabill- 
dad y la eficacia de la acoi6n que ha de ejercitar. A 61 incumbe 
plantear los t6rminos del debate por medio del acta de acnsaci6n 
provisional, aportar datos y combatir los contrarios s i  son el resul- 
tado de la confabulacibn y del amaño. Su independenoia es  grande 
y elevada su misibn; pero por lo mismo es inmensa su responsabill- 
dad, que sblo se elude con el dominio del asunto y con aquella suma 
de prudente energia, interhs, previsibn 8 imparcialidad, que son 
prenda de la victoria, ya pida la imposicibn del castigo 6 ya solicite 
l a  absoluci6n, porqiie el Fiscal vence siempre que trinnfa la verdad 
y la justicia. 

Obtenido este resultado, no termina todavia su encargo; antes 
bien, se hace m8s interesante, s i  cabe. La  importancia de la inspec- 
cibn sobre los sumarios no ofrece duda; pero aun la ofrece meuou la 
que debe ejercerse sobre las ejecutorias, porque el procedimiento 
criminal es iniitil 8 irrisorio si no se realiza el i% iinico del juioio, 
que no es otro que la efectividad de la  pena impuesta, y esto tam- 
bien constituye un deber del Ministerio piiblico, que ha de cumplir 
sin intermitencias ni desmayos, vigilando sin cesar el curso de las 
ejecutorias, inspeccionando las prisiones, promoviendo la busca y 
captura de los reos rebeldes y adoptando todas las disposiciones que 
conduzcan al ñn indicado. He  ahí cbmo por el  cumplimiento de ese 
armónico conjunto de deberes el Ministerio público realiza el ideal 
que con frase feliz expresb un  ilustre publicista al decir que el Fis- 
cal es la 1-r.rsonificacibn de la ley, su alma, su sentido y su movi- 
miento. 

Con arreglo al art. 25 de la ley de 22 de Junio de 1892, forman 
parte del Ministerio fiscal de lo Contencioso-administrativo los F~H-  
cales de los Tribunales provinciales de dicho orden, y todos depen- 
den hoy de esta Fiscalía desde la  publicacibn de la ley de 5 de Abril 
de 1904. Aun cuando ellos tienen menos libertad de acci6n y han de 
subordinar sus actos 8 un objetivo siempre inflexible 6 indeclinable. 
su  cometido es  igualmente de la mis  alta transcendencia; y no se- 
ria razonable qne dejara yo de hacer constar aqui por modo solemne ' 
que su misión estB desempeñada con el lucimiento propio de la ilus- 
tracibn, competencia y celo, lo mismo de los funcionarios á qnieneo 
me refiero, que de aquellos otros que, como Abogados fiscales en 
este Tribunal Supremo, prestan en los 'negocios contencioso-admi- 



nistrativos sus servicios en esta Fiscalia con extraordinaria brillan - 
tez. Por lo que entiendo que debemos felicitarnos de que hayan ve- 
nido & ensanchar nuestro circulo como cooperadores de la adminis- 
tracibn de justicia, y 9. todos elloa dirijo igualmente mis manifesta- 
cionea de estimación y afecto. 

Al escribir estas líneas no me he propuesto, como V. S. habr8 
notado, seííalar omisiones de conducta en los funcionarios fiscales, 
que la practica no denuncia, ni dirigirles instrucciones de carLcter 
general ni particular, que necesidades del momento no justifican, 
con tanta mayor raz6n cuanto que eat& prbximo el día en que habrb 
de emitir mi juicio sobre el funcionamiento de loa organismos judi- 
ciales y fiscales durante el presente año a l  redactar la exposición 
que previene el art. 15 de la ley adicional & la OrgAnica del Poder 
judicial, sino que me limito & rendir respetuoso tributo & la costum- 
bre establecida, ya qne ella me brinda la ocasibn, qiie aprovecho 
gustoso, de enviar mi cordial saludo, como prenda de obligada cor- 
tesía, 4 cuantos, como yo, tienen el honor de formar en las filas del 
Cuerpo fiscal. 

Dios guarde 4 V. S. muchos años. Madrid 12 de Jiilio de 1905.- 
birilario Ruiz Valarizo.-Sres. Fiscal de la Audiencia y del Tri- 
bunal provincial de lo Contencioso-administrativo de . . . 
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INSTRUCCIONES ESPECIALES 

DADAS A LOS FISCALES DE LAS AUDIENCUS 

Artículo 1.' del Cddigo penal 

Despachado por este Centro un recurso de casación por infrak- 
.cibn de ley, preparado por el Fiscal de una Audiencia territorial, de 
le dijo lo siguiente: Siendo de la exclusiva competencia de los Tri- 
bunales sentenciadores la apreciación, por el resultado de las prue- 
bas practicadas en el acto del juicio, de la existencia 6 inexistencia 
de la intencionalidad que, como dolosa exige el art. 1.O del Código 
penal, para la punibilidad de los hechos perseguidos como constitu- 
tivos de delito, y declarada. como hecho probado esa falta de inten- 
ción en la sentencia absolviendo 4 don ..., por el delito de prolon- 
gacibn de funciones, contra cuya sentencia preparó \T. S. recurso 
de casación por infracción de ley, se ha desistido por esta Fiscalía 
-del expresado recurso. 

1.' de Mano  de 1905. 
* * *  

Artículo g.', circunstancia 7.' del Código penal. 

Evacuado por esta Fiscaüa con un «Visto» el traslado conferido 
.de un recurso de casación por infraccibn de ley, preparado A nom- 
bre de uno de los condenados por delito de lesiones graves y desesti- 
mado por tres Letrados, se manifestó al Fiscal de la misma Audien- 
cia el disgusto con que había visto que no hubiese recurrido tam 
bien en casación contra la sentencia, puesto que sin m4s fundamento 
que decirse en los hechos probados que al encontrarse los procesa- 
dos en la caile renovaron la cuestión del día anterior con aclilora- 
lniento y lucharon hasta que fueron separados, se estima por el con- 
siderando 3.O, sin razonarla, la circunstancia atenuante 7.a del a?- 



ticulo 9.O del Ccldigo penal para ambos procesados, atenuante que 
no habia sido apreciada por el Fiscal, y que debia velar por el exacto 
cumplimiento de la ley y procurar su restablecimiento haciendo- 
oportuno uso de los recursos establecidos para tales casos. 

17 de Enero de 1906. 

Articulo 9.0. circunstanciQ 8." de1 Cddigo penal. 

Al examinar esta Fiscalia, 9.10s efectos del pBrrafo sexto del ar- 
ticulo 876 de la ley de Enjuiciamiento criminal, la sentencia dictada 
por una Audiencia provincial, se dijo al Fiscal de la misma que en 
lo sucesivo cuide de examinar detenidamente cuantas sentencias se 
le notifiquen y no deje de preparar contra las mismas los recursos 
que procedan, para evitar que queden firmes con evidente perjuicio 

. de la administracibn de justicia, pues en la causa de referencia ue- 
guida por delito de injurias y amenazas 9. S. M. el Rey, separ9.n- 
dose la sentencia de las conclusiones acertadamente formuladas por 
el Fiscal, se apreciaba la circunstancia del art. 9.O, como m&- 

, loga it la (asi dice), derivada de los hechos que consigna de ser  
la primera vez que el procesado hablaba en phblico, por lo que ca- 
recia de suficiente dominio sobre su palabra, y de la excitacibn que 
en su Animo produjeron anteriores discursos, cuando ni de tales 
hechos puede derivarse circunstancia alguna modiíicativa de la res- 
ponsabilidad criminal, ni se ha determinado debidamente cu41 sea 
la circunstancia con la que se ha encontrado analogia, porque la l.a 
del art. 9.O se refiere 4 todas las expresadas en el capitulo anterior, 
cuando no concurrieren los requisitos necesarios para eximir de res- 
ponsabilidad en sus respectivos casos, y su simple cita no basta para 
determinar A cuil de las iiltimas se refiere, sin que contra dicha sen- 
tencia haya sido posible utilizar recurso alguno por no haberse pre- 

,parado el oportuno de casación por infracción de ley. 
5 de Diciembre de 1904. 

Articulas 82, regla s.*, y go del Cddjgo penal .- 
Al despachar esta Fiscalfa con un ~ V i s t o ~  el recurso de casa- 

cibn preparado por un procesado contra sentencia dictada por una 
Audiencia provincial, en la que se le condena como autor de iui de- 



1 ito complejo de disparo de arma de fuego y lesiones graves, con las  
circunstancias atenuante 4.& del art. 9.O, y agravante 18 del ar-  
ticulo 10 del Cbdigo penal, & dos años, once meses y once dias de 
prisibn correccional, se dijo al  Fiscal de dicha Audiencia que habia 
causado verdadera extrañeza el que el criterio del funcionario Pis- 
cal que asistiera al  juicio de la expresada causa, fuere el mismo sns- 
tentado en la sentencia, y que se hubiere dejado de preparar contra 
l a  misma el recurso de casacibn por infraccibn de ley que procedia, 
toda vez que compensadas en el considerando 4 . O  las circunstancias 
antes referidas, la pena impuesta, por serlo en el grado minimo, no 
es  la correspondiente según la ley, que en estos casos ordena se apli- 
que en el grado medio, O sea de tres años, cuatro meses y ocho dias, 
A tres años. nueve meses y tres' dias de prisibn correccional, que 
arroja la divisibn del grado mhximo de la pena señalada al delito en 
tres periodos de tiempo iguales, conforme se halla establecido para 
la aplicacibn de lo dispuesto en el art. 90 del citado Cbdigo penal, 
esperando que en lo sucesivo y en iguales casos cuidar4 con el de- 
bido celo de proceder 4 la preparacibn de los recursos legales corres- 
pondientes para que la Administracibn de justicia tenga su total y 
cumplido efecto. 

18 de Octubre de 1902. 

Articulas 132, núm. 4.9 y 221, pdrrafo segundo del Código penal, 
y gaO de la Constitución. 

E l  Fiscal de una Audiencia provincial acudib B este Centro en- 
poniendo que aplicado & cierto reo el Real decreto de indulto de 1 7  
de Nayo de 1902, rebajandole la cuarta parte de la  pena que le fui? 
impuesta por el delito de homicidio, al  cumplir con dicha rebaja el  
total de su condena, regresb al lugar del suceso, donde la parte 
ofendida se oponia, conforme 4 lo dispuesto en el art. 132, nxim. 4.O 
del Cbdigo penal, & que habitare el indultado, y como esta prescrip- 
cibn puede contradecirse con lo ordenado en los arta. 221, pBrrafo 

. segundo del propio Cbdigo penal, y 9.O de la Constitucibn del Estado, 
consultaba si debía informar que el indultado no puede habitar en el 
lugar del ofendido durante el tiempo de condena remitida por el  in- 
dulto, puesto que la parte ofendida se oponia 4 ello y se habia opues- 
to  cuantas veces habia sido requerida por las solicitudes de indulto 
particular formuladas durante el cumplimiento de la pena por el 
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mismo reo, y si al informar en dicho sentido se infringiría el p i -  
rrafo segundo del art. 221 del citado Cbdigo penal. 

Se contestb al expredado Fiscal que el caso no era de dada n i  
ofrecía dificultad en la interpretacibn y aplicacibn de los textos lo- 
gales, porque el art. 9.O de la Constitucibn de la Nonarquia sancio- 
na el derecho individual ddea libertad de residencia como principio 
general, y el segundo apartado del art. 221 del Cbdigo penal castiga 
la infraccibn de ese derecho en la normal situación de hallarse en 
vigor las garantías constituciones; pero el precepto constitucional no 
deja de admitir como legal que se compela & mndar de residencia on 
los casos previstos por las leyes, y el art. 221 de l z  ley penal ni se 
opone & la eficacia y aplicacibn del núm. 4 . O  de $11 art. 132, en las 
circunstancias 4 que esta prescripoibn se contrae, ni es otra cosa 
que un caso previsto por las leyes en que se puede compeler & mu- 
dar de residencia el caso especialísimo de que, extinguida la respon- 
sabilidad penal por un indulto, no consienta el oFendido en que ha- 
bite en el mismo lugar de su  residencia el indultado, y sblo durante 
el tiempo de condena remitido por el indulto; siendo este caso excep- 
oional, derivado de principios que atiende de un modo expreso el 
Real decreto de 17 de Mayo de 1902 en el iiltimo apartado del a;- 
ticnlo 3.O, y en el art. 10, donde se consagra el respeto & los derechos 
de la  parte ofendida, y siendo la virtualidadindudable del núm. 4.O 
del art. 132 del Cbdigo penal tan imperiosa que est& allí sancionada, 
de suerte que el mismo indulto debe quedar sin efocto s i  el indultado 
se obstina en habitar en el lugar del ofendido sin su consentimiento. 

Y que era de toda evidencia, por tanto, el  deber de informar en 
el sentido expueato, 6 sea que el indultado no puede habitar en el 
lugar en que vive el ofendido por el tiempo de pena de que fu.4 in-  
dultado, y que debe requerirse & Bste con prevencibn de que si in- 
sistiere en permanecer en dicho lugar, incurrirá en la perdida de1 
beneficio del indulto oonforme al citado precepto del Cbdigo penal. 

6 de Febrero de 1905. 

Articulo 203 del Cddigo penal. x 

Contestando este Centro & comunicacibn dirigida por el Fiscal de 
una Audiencia territorial referente al procesamiento del impresor 
de un peribdico, se le dijo entre otras cosas, que en las publicacio- 
nes clandestinas son responsables autores, directores, editores 6 



impresores conjuntamente, sin perjuicio de la responsabilidad del 
autor del escrito en relacibn con el delito que con su  publicacibn 
cometiera, pues el art. 203 del Cbdigo no pena Bste, sino la forma 
clandestina de la publicacibn, que constituye un delito especial. 

3 de Septiembre de 19M. 

Ariículo 265 del Cddjgo penal. . . 
Al desistir esta Fiscalia de un recurso de casacibn por infraccidn 

( de ley, preparado por el Fiscal de una Audiencia provincial, se  
dijo a l  mismo que se había desistido de dicho recurso en atencibu 
i que, si los hechos perseguidos han debido ser calificados y pena- 

l 
dos como constitutivos de delito, el que puede estimarse cometido 
no es el previsto en el art. 270 del Código penal, sino el definido en 
el 265, pues los actos realizados por los procesados fueron de ver- 
dadera resistencia al  agente de la autoridad que en el ejercicio de 
sus funciones tratb de impedir la introduccibn de generos sin satis- 
facer los derechos correspondientes, 4 cuyo efecto emplearon los 
culpables, wo arneaazus, sino un acto de verdadera fuerza, una resis. 
tbncia material y violenta que, aun no estimandola grave y consti- 
tutiva por tanto de un atentado, est4 claramente comprendida en el 
citado art. 265, que la pena mis  gravemente que el delito que fné 
objeto de la acusacibn. Y como este Tribunal Supremo, en las sen- 
tencias de casacibn se sustituye en el lugar del tribunal sentencia- 
dor, que no puede penar un delito m i s  grave que el acusado, no ha 
sido posible por esta falta de acusacibn interponer en tal sentido, 
como hubiera procedido, el expresado recurso, lo que debía tener 
presente para lo sucesivo y proceder con el mayor cuidado al formu- 
lar las conclusiones para evitar la repetición de casos an4logos. 

6 de Febrero de 1905. 

Artículo 269 del Código penal. 

Contestando esta Fiscalía 4 consulta formulada por el Fiscal de 
una  Audiencia provincial, se le manifestb que, constituyendo el 
delito de injurias, segiln d art. 471 del Código penal, toda expre- 
sibn proferida b accibn ejecutacia en deshonra, descredito ó menos- 
precio de otra persona, no puede negarse que los artículos publica.. 



dos en los dos números del peribdico 4 que se refiere la consulta y 
acompaííados 4 la misma, estan escritos en desprestigio de la per- 
sona de que se ocupan, y siendo dicha persona el Gobernador civil 
de la provincia, constitnido en autoridad, es de aplicacibn 9, dichos 
dos articulas el precepto del 269 del Cbdigo penal, puesto que se  
injuria A una autoridad, que se encuentra en el ejercicio de sus fun- 
ciones, en escrito que no estA 9, ella dirigido. 

E n  cuyo sentido procedia sostener la aciisacibn, debiendo ser 
objeto de un solo sumario la persecucibn de los dos delitos cometi- 
dos por el repetido periódico. 

21 de Septiembre de 1904. 

Articulo 269 del Código penal. 

Al de una Audiencia territorial que lo había consultado, 
se  le contestb por este Centro que, estando dentro de las facultades 
de los Ingenieros Jefes de Montes la de imponer multas hasta la 
cantidad de 2.500 pesetas por daños B infracciones forestales, según 
lo dispuesto en el art. 5.O del Real decreto de 1 .O  de Febrero de 1901, 
forzoso es reconocer que ejercen jurisdiccibn propia en el ramo es- 
pecial de sn  competencia, y, por tanto, que merecen el concepto de 
autoridades, 9, tenor de lo que dispone el art. 277 del Cbdigo penal. 

E n  su  consecuencia, las calumnias, injurias, insultos 6 amena- 
zas de que se les haga objeto, cuando se prodiicen fuera de su  pre- 
sencia 6 en escrito que no estuviere A ellos dirigido, constituirtin el 
delito que define y castiga el art. 269 del citado Código. 

24 de Octubre de 1904. 

Art. 269 del Cddigo penal. 

A otra consulta formulada por el Fiscal de una Audiencia pro- 
vincial, se le contestb que la circunstancia de que adem4s de los con- 
ceptos injuriosos (para el Gobernador civil de la provincia), aparez- , 
can en el mismo escrito otros que puedan considerarse calnmniosos, 
en nada altera la naturaleza del delito que en su caso hubiera de ser 
perseguido, puesto que el art. 269 del Cbdigo penal se refiere indis- 
tintamente 4 la calumnia, injnria é insnlto, sin que por la publica- 



cibn del escrito quepa estimar la existencia de m48 de un delito, ni 
B la existencia de Bste pueda afectar la circunstancia de que fueran 
ó no exactas 18s imputaciones del ofendido. 

29 de Mayo de 1906. 

* 
ji * 

Arts. 321 y jaa del Codigo penal y Reales drdenes de 7 de Octubre 
de 1902, 8 de Abril de 1903 y 4 de Noviembre de 1904. 

Amparado en el núm. 3.O del art. 842 de la  ley orghnica del 
Poder judicial, el Fiscal de una Audiencia provincial, formulí, con- 
sulta relativa 9, hechos que se realizaban con motivo de la emigra. 
cibn de españoles 4 las Repiiblicas Americanas y que originaban 
numerosos sumarios en determinado Juzgado, los que obtenían, ein 
embargo, igual finalidad del sobreseimiento provisional núm. 1 .O del 
a i t .  641 de la ley de Enjuiciamiento criminal, aiendo resuelta tal 
consulta en la forma siguiente: Los terminos sobrado generales y 
por demBs indeterminados oon relación 9, los hechos, en que aparece 
formulada la consulta de V. S. referente 9. los procedimientos 4 que 
da lugar la infraccibn de las reglas establecidas para la emigración, 
imposibilitan una aontestación categbrica y detallada & la misma, 
por m8s que B primera vista puede asegurarse que existe en ellos 
materia punible. 

Lo que en modo alguno cabe admitir es que las dudas acerca del 
criterio aplicable en tales casos se resuelvan por medio de un auto 
de sobreseimiento provisional, sblo procedente cuando la instruccibn 
del sumario no haya logrado esclarecer por completo los hechos. Ha- 
cerlo de otro modo equivaldria & abstenerse de resolver, lo que no es 
licito 4 los Tribnnales de justicia. Esclarecidos los hechos, el criterio 
legal aplicable B los mismos no pnede autorizar resoluciones provi- 
sionales n i  interinas, pues B los Tribunales estil vedado el negarse 
d juzgar (que B tanto equivale en estos casos el adoptar la expresada 
resolucibn) por oscuridad, insuficiencia ó silencio de la ley. Asi, 
pues, depurados los hechos y esclarecidos convenientemente, elMi- 
nisterio fiscal debe afrontar la resolución legal solicitando el sobre- 
seimiento libre, s i  el hecho no fuera oonstitutivo de delito b se estu- 
viera en alguno de los dem9,s casos previstos en el art. 637 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal, y la apertura del juicio oral en todos los 
demBs. 

En  cuanto d los hechos 4 que se refieren los grupos 1.O y 2.O de 
los cuatro en que clasifica los diferentes que se presentan 4 la reso- 

f 



lucibn de esa Audiencia, es  de todo punto claro que revisten indu- 
dables caracteres de delito. 

Las Reales brdenes de 7 de Octubre de 1902, 8 de Abril de 1903 
y 4 de Noviembre Último, 4 que V. S. se refiere, exigen la presen- 
tacibn de la cBdula personal del emigrante, y por lo tanto, si Bste se 
ha hecho figurar en la lista de pasajeros con el nombre de otro, su 
responsabilidad criminal no pnede ofrecer duda, teniendo en cuenta 
el texto expreso de los artiaulos 322 y 321 del Cbdigo penal, según 
se hayan limitado 4 hacer uso de una cbdula verdadera expedida 4 
favor de otra persona, b hayan logrado obtenerla bajo el nombre que 
desearan faltando 4 la verdad en el padrbn correspondiente. Esto 
aparte de que en los casos que consulta se dice que se han presen. 
tado los documentos correspondientes para justificar esa falsa per- 
sonalidad que garantiza un tercero, lo que puede ser originario de 
diversas responsabilidades según las circunstancias del caso. 

Anhlogas consideraciones son extensivas al hecho consignado en 
el grupo tercero, en que se comprenden los individuos mayores de 
catorce años que manifiestan y son garantizados como menores de 
esa edad, y luego se justifica que son mayores, pues Bstos tienen 
que presentar tambiBa sus documentou, y en ellos, seguramente, se 
habrá incurrido en algún delito de falsedad si acreditan un extremo 
que no es cierto. 

Las denuncias contra los agentes encargados de facilitar noti- 
cias t los emigrantes, por cobrar alguna cantidad 4 Bstos, puedon 
prosperar 6 no, segiin las circunstancias, sin que sea posible fijar 
un criherio 2 priori, pues s i  el hecho de pagar los servicios de un 
agente no es por si solo constitutivo de delito, s i  el agente usb do 
algún engaño 6 trató de hacerse cobro de cantidades por servicios 
cuya remuneración hubiera ya percibido, ocult4ndolc 4 los emigran- 
tes, habra cometido en perjuicio de Botcs una defraudación punible. 

E l  detenido estudio de la legislación vigente en la materia, en 
relacibn con las prescripciones del capitulo 4 . O ,  tit. 4 . O ,  sección 2."; 
del capitulo 4 . O ,  tit. 13 del libro 2 . O ,  y capitulo 2.O del libro 3.O del 
Código penal, dará 4 V. S., aplicado á cada caso concreto, el crite. 
r io  legal A que deba ajustarse en el ejercicio de su ministerio, de. 
biendc cuidar muy especialmente de que se depuren todos los he- 
chos y circunstancias de que pueda derivarse alguna responsabili- ,. 
dad, y formado el convencimiento de la existencia 5 inexistencia de 
ésta, instar el procedimiento, sin eludir en modo alguno, por me- 
.dios indirectos, la adopcibn de resoluciones definitivas en el asunto. 

7 de Enmo do 1905. 
8 

9 9 



Arifoulo 340 del Código penal. 

En virtud de consulta hecha por el Fiscal de una Audiencia pro- 
vincial acerca de que, habibndose seguido hacia tiempo una cansa 
por dennncia de delito de matrimonio ilegal, que terminó por sen- 
tencia absolutoria, sin mandar proceder por tal denuncia ni decla- 
rarse falsa, se había instruido despuBs sumario por la referida de- 
nuncia, como constitutiva del delito del art. 340 del Cbdigo penal, 
existiendo parte querellante, y de cuyo sumario se le iba il conferir 
el traslado para instruccibn, por lo que deseaba saber la doctrina y 
conducta que debía seguir en este caso, se contestb i dicho Fiscal 
que, como opinaba, no cabia solicitar la nulidad de lo actuado, por- 
que la ley de Enjuiciamiento criminal no autoriza estos incidentes; 
que aquella situacibn no se hubiera creado si al recibir el parte de 
incoación del sumario hubiera solicitado la reposicibn del auto en 
que asi se acordaba, fundandose en que no se puede proceder B la 
persecución de un delito de denuncia falsa sin que previamente este 
declarada la falsedad por sentencia firme, en la que se acuerde pa- 
sar el tanto de culpa contra el denunciante; y que en el estado que 
tenia el proceso, debia pedir el sobreseimiento libre, con arreglo al 
nhmero 2.O del art. 637 de la citada ley, porque i tenor de lo dis- 
puesto en el art. 340 del Código penal, la denuncia no comprobadib 
sólo es punible y constitutiva de delito cuando así lo declara en la 
sentencia el Tribunal que conoció de ella, y como en aquel caso no 
se hizo semejante declaración, el hecho de la deniinoia no es delic- 
tivo, y se encuentra, por consiguiente, comprendido claramente en 
el referido precepto legal. 

12 de Mayo de 1906. 

Artfoulos 516, núm. 5.q y 521, pdrrafo r?, y núm. 4.' del Código penal. 

El Fiscal de una Audiencia territorial preparó recurso de casa- - cibn por infracción de ley, contra sentencia dictada en causa seguida 
por delito de robo, por entender que Bste, que había sido penado 
con arreglo h. lo dispuesto en el art. 521, pirrafo 1 .O, y n6m. 4.O del 
Cbdigo penal, por haberse ejecutado con armas, en edificio phbfico, 
en cantidad superior 9. 500 pesetas y con fractura de puertas y ar- 
cas, debia castigarse con aplioación del niim. 5.O del art. 5 1 6  del 
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citado Cbdigo, par liaber existido violencia 8 intimidacijn en las 
personas qtie guardaban el referido edificio pijblico. 

Esta Fiscalía desistib del recurso manifestando al indicado Fis- 
cal lo siguiente: Sin dejar de &conocer y aplaudir el celo demos- 
trado por V. S. en la preparación del recurso de casaoión por infrak- 
ción de ley, contra la sentencia dictad3 por esa Audiencia en la. 
causa seguida i ... y otros, por delito de robo, Iia desistido esta E'is. 
calía del expresado recurso, porque como en el caso que nos ocupa 
existen, con la complejidad de la violencia 8 intimidación, dos g6r- 
menes de criminalidad distinta, segiin declara la sentencia de este 
Supremo Tribunal de 1 .O de Narzo de 1880, y siendo el espiritu del 
Código penar en toda su extensión las infracciones cometidas, sobre 
to.do en los delitos de robo, en los que tiene muy en ciienta el mal 
producido y los medios especiales de ejecución que taxativamente 
enumera, la calificación legal y la pena aplicadas en la sentencia, 
por ser las mis graves de las señaladas en el Código 9. las dos d i a  
tintas figuras de delito de la misma especie que los hechos revisteii, 
se  oponen i juicio de esta Fiscalia d que pueda prosperar el recurso 
de casación por Tr. S. preparado. 

27 de Mayo de 1905. 

* * * 

Artículo 607, núm. 1.O del Cddigo penal. 

Desistido por esta Fiscalia un recurso de casaoión por infraccibn 
de ley, preparado por el Fiscal de una Audiencia provincial, sadijo 
al mismo que, declarindose como hecho probado en la sentencia dic- 
tada por aquella Audiencia que los procesados al sustraer los alba- 
ricoques lo realizaron con el fin de comerlos en el acto, contra la ci- 
tada apreciacibn de la prueba no puede prevalecer en casación dis. 
tinto criterio al sustentado por el Tribunal sentenciador al  conside- 
rar  los hechos como constitutivos tan sólo de una falta. 

10 de Marzo de 1905. 
* , * 

Ariículos 43, 44 y 618 de la ley Orgánica del Poder judicial. 

Con motivo de la formacibn de expediente i un Juez de primera 
instancia, acudió el Fiscal de una Audiencia territorial consultando 
A este Centro diversas dudas respecto la constitución y funciona- 
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miento de la Sala de gobierno que habia de conocer de dicho expe- 
diente, contestándosele que, de los puntos en que 9. la indicada Sala 
corresponde resolver, como relativos á la tramitacibn y modo de 
practicar las pruebas, no puede estimarse que en ese asunto exista 
la dificultad imprevista á que aludía, pues todo lo relativo i la 
forma de constituirse y funcionar las referidas Salas, no ha sufrido 
modificacibn alguna desde la piiblicacibn de la ley provisional sobre 
organizacibn del Poder judicial, que en su  art. 44 dispuso que en 
las Audiencias de Las Palmas, Palma y Pamplona, hubiera una sola 
Sala para lo civil y lo criminal, despubs de establecer en e1 43 que el 
Presidente, Presidentes de Sala y Fiscal, compongan la Sala de 
gobierno. 

Las funciones encomendadas á las referidas Salas son indepen- 
dientes del nhmero de Magistrados que las constituyan, y cuando 
concurran todos los llamados al efecto, se@ previene el art. 618, 
el niimero de los reunidos y no otro es el que la ley exige para re- 
solver. 

Seguramente en más de treinta años de vigencia de la ley, se 
habrsn resuelto casos anilogos al de que se trata, sin acudir al re- 
medio que propone de llamar á formar parte de la Sala al  Magis- 
trado mis  antiguo del Tribunal, llamamiento que no autorizan las 
disposiciones vigentes, á las que debe atenerse estrictamente. 

15 de Febrero de 1905. 

* * * 

Arifculos rog y siguienfes, y 771 de la ley Orgánica del Poder judicia!. 

Consultado por el Fiscal de una Audiencia territorial si un Abo- 
gado Fiscal, sustituto de la misma, resultaba b no incompatible en 
dicho cargo, por haber sido elegido Concejal del Ayuntamiento de 
aquella ciudad, se le contestb que, como podia ver en el art. 771 de 
la  ley Orgánlcs del Poder judicial, deben aplicarse 4 los que ejerzan 
cargos del Ministerio fiscal, cualquiera que sea su jerarquía y cate- 

.goria, lo que respecto 4 condiciones de iiicapacidades, incompatibi- 
didades y exencibn de cargos obligatorios, establecen para los Jue-  
ces y Magistrados los articulas 109, 110, 111, 112, 113, 114 y 115 
de dicha ley, y como el 111 determina que los cargos de Jueces y 
y Magistrados serán incompatibles, entre otros, con los de Diputa- 
dos provinciales, Alcaldes, Regidores y ciialesquiera otros provin- 
ciales 6 municipales, era manifiesta la incompatibilidad quo la  per- 



sona Q quien se referia la consnlta tenia para el desempeño del cargo 
de Abogado Fiscal sustituto, s i  optaba por desempeñar el de Conce- 
jal, debiendo hacerse aplicacibn del p4rrafo 3.O del art. 112 de l a  
repetida ley Orghnica, en su caso. 

12 de Mayo de 1906. 

Arifculosgory 902 de la ley Orgdnica del Poder judicial. 

Contestando este Centro 4 la consulta que al efecto le dirigib e l  
Fiscal de una Audiencia territorial, se dijo al  mismo: Piensa V. S. 
acertadamente al entender que es abusivo dejar de despachar du- 
rante el periodo de vacaciones los asuntos que se turnan 9, los fnn- 
cionarios que de aquBllas disfrutan. 

En  esta Fiscalía y en todas las de España se turnan los negooios 
quesinpesan para despacho durante el periodo de vacaciones entre 
todos los funcionarios para no alterar el orden del servicio pasado 
aquel periodo; pero los funcionarios que prestan servicio despachan 
al &a los negocios que les han correspondido, mQs los turnados 4 
sus compañeros en uso de vacaciones. 

La  pr4ctica que dice V. S. se sigue en esa Piscalfa, sobre no te- 
ner razón de ser racional, perjudica 4 la recta administracibn de 
justicia, y por ello debe V. S. dictar un aciierdo con caricter de 
permanente, regulando él servicio de vacaciones en la forma indi- 
cada, y ademis obligar 8. los funcionarios que han dejado sin despa- 
cho durante vacaciones los negocios turnados Q sus compañeros, B 
que ayuden Q Bstos 9, despachar los negocios atrasados hasta hacer 
desaparecer dicho retraso. 

20 de Septiembre de 1904. 

Articulo 10 de la ley de Enjuiciamiento criminal, y s.', núm. I.', 
del Código de Justicia militar. 

Habiendo desistido esta Fiscaiía de un recurso de casacibn por 
infraccibn de ley, preparado por el Fiscal de una Audiencia provin- x .  

cid, se le comunicb que el desistimiento se había acordado de oon- 
formidad con la doctrina reconocida por este Tribunal Supremo en 
sus decisiones de 9 de Octubre de 1897 y 28 de Agosto de 1901, dio- 
tadas de acuerdo con lo propuesto por el Ministerio fiscal, resol- 



viendo casos idénticos al  que habia sido objeto del auto recurrido. 
E n  Bste, como en aquéllos, ya consumado un primer delito, inter- 
vino la fuerza armada en cumplimiento de su  deber. La conducta 
posterior de Bsta, así como la de los que á ella se resistan, son actos 
independientes en cuanto ti la respon~abilidad penal del primera. 
mente ejecutado, 4 diferencia del caso invocado y resuelto en 26 de 
Mayo de 1898, en que se trataba de un solo acto de agresibn, diri- 
gido conjuntamente contra la Autoridad, sus agentes y fuerza ar- 
mada que la acompaüaban. 

26 de Mayo de 1905. 

Artfculos 26, 45 y 666 de la ley de Enjuiciamiento criminal. 

Resolviendo consulta formulada por el Fiscal de una Audiencia 
provincial, se le dijo lo siguiente: Aplaudiendo el celo que viene 
V. S. demostrando en el asunto referente ti la competencia que pueda 
tener el Juzgado instructor de ... para conocer de la causa niim. ... 
del año . ., participo B V. S., como contestacibn B la consulta que 
se sirve hacerme, que se hace preciso cumpla V. S. las instruccio. 
nes que le tengo dadas para que reclame del referido Juzgado ae dé 
el carticter de declinatoria de jurisdiccibn y se tramite conforme 
disponen los articulas 26, 45 y 666 de la vigente ley procesal, al  es- 
crito presentado por V. S. para que dicho Juzgado deje de conoccr 
de la causa al principio citada y la remita al Juzgado especial del 
distrito de .. . 

No pueden oponerse 4 la sustanciacibn de tal modo de la cuestibn 
de competencia las observaciones hechas por V. S., porque el Juz-  
gado especial de ... no formulb verdadera cuestibn de competencia, , 

ni se tramith y resolvib ésta en la forma prevenida por la ley, iinico 
caso que impediría el uso de la declinatoria, y aun en ese habia de 
acreditarse que fuera el Ministerio Fiscal el que habia promovicio la 
inbibitoria anteriormente. 

Al escrito presentado por V. S. no puede dársele el simple cs. 
rácter de obserracibn al Juzgado acerca de su incompetencia y s i  
de verdadero requerimiento, para que deje de conocer del sumario 
B instancia fiscal, ya que no lo hizo de oficio, como dispone el p i -  ' 
rrafo 2.O del art. 25 de la ley de Procedimientos criminales, y tieuo 
forzosáinente por ello quc significar el uso de la declinatoria de ju- 
riscliccibn. 



. AdemBs, la facultad que para casos como el de que se trata con- 
fiere a l  Ministerio fiscal el art. 23 de la repetida ley, por tratarse 
de Juzgados de distintos territorios, solamente podria ejercitarse 
por este Centro y ante este Supremo Tribunal, como Unico superior 
comiin de aqubllos. 

Y como el Bxito del recurso entablado, ya que V. S. le dib la  
forma de declinatoria de jurisdicción, si no se logra por la aquies- 
cencia del Juzgado requerido, podrd obtenerse en el recurso de ca- 
sacibn que la ley autoriza y que deberd V. S. preparar en tal caso, 
sírvase ajustar su proceder en el asunto 8. las instrucciones que y a  
tieno recibidas y que completan las presentes manifestaciones. 

20 de Septiembre de 1904. 

Artfculos 34 y 46 de la ley de Enjuiciamiento cr!minaI 

El Fiscal de una Audiencia provincial d quien se le confirib 
traslado de un sumario, con motivo de la cuestibn do competencia 
iiegativa suscitada entre dos Juzgados de instruccibn, que fnb re- 
suelta por este Tribunal Supremo, dejb de informar acerca de l a  
expresada cuestibn de competencia, alegando que el art. 23 de la ley 
procesal en cuya virtud le había sido conferido el traslado, carecia 
de adecuada aplicncibn al caso de autos, por cuya razbn se abstenia 
de entab1;ir la reclamacibn d que dicho precepto alude, pudiendo o1 
Juzgado, en atencibn B los arts. 22 y 46 de la propia ley, acordar lo 
mtis arreglado d derecho. 

Al  referido Fiscal se le dijo por este Centro que siendo, como 
son siempre importantes en orden al procedimiento, y de índole 
especialmente preferente, las cnestiones de competencia afirmativas 
G negativa?, en las que en todo caso exige la ley que sea oída l a  
voz de niiestro Ministerio, como disponen los arts. 3 4 y 96 de la 
procesal antes citada, no puede existir motivo alguno que sirva de  
legal excusa para dejar de cumplir tan terminante cometido y mucho 
menos el aducido en la causa de referencia, donde debib, como 
deber5 hacer en lo sucesivo, emitir el dictamen procedente en 
justicia. 

14 de Septiembre de 1%. 



ArtfcuZos 622, 627, 630, 840 y siguientes de la ley 
de Enjuiciamiento crjminal. 

Con motivo de consulta elevada S este Centro por el Fiscal de 
una Audiencia provincial, se dijo al mismo: En contestacibn & la 
consulta formulada por V. S. acompañando copia del anto dictado 
por esa Audiencia, declarando no haber lugar al recurso de súplica 
.entablado por V. S. para la enmienda del auto del mismo Tribunal 
recaido en el rollo de caiisa seguida por delito de lesiones y niuerte, 
manifiesto S V. S. que el criterio sustentado en la causa de refe- 
rencia por V. S. ha correspondido S la resolucibn dada por este 
Centro 4 consulta analoga, publicado en la p4g. 193 de Iit ME- 
X O R I A ~ ~  1899. I 

Dijose entonces que, en oasos como el consultado, no puede ne- 
garse al Fiscal, cuando la oausa se sigue por delito público, ni  sl 
querellante particular, el derecho de solicitar la prbctica de nuevas 
diligencias para la comprobacibn de los Iieclios 6 pala la busca y 
captura de los delincuentes, así como tampoco puede desconocerse 
l a  potestad del Tribunal para revocar 6 confirmar el anto del Juez 
instructor y ordenarle la realizacibn de las diligencias pedidas 6 el 
archivo de la oausa. 

Semejante interpretacibn de las disposiciones de los arts. 622, 
,627, 630 y 840 y siguientes de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
.enlae4ndolas y armonizSndolas Q los &es indudables S que las di- 
rigió el legislador, ha sido respetada en la prdctica de los Tribu. 
nales en general, siendo de desear que continiie para que no se 
produzca el anacrcnismo previsto por V. S. y que pudiera susten- 
tarse de que, si los Tribunales estiman que no pueden confirmar los 
autos de terminacibn de los sumarios que en casos de rebeldías de- 
.claradas de los procesados clicten los Jueces instructores, por 
idbntica razón no podrían tampoco revocarlos para lr. prhctica de 
nuevas diligencias, ni aun siquiera para dar la vista de instrucción 
d las partes acusadoras personadas. 

Sustenta, pues, V. S. y debe tender en lo sucesivo S que se res- 
. tablezca, como lo ha procurado, la verdadera doctrina en la aplica- 

aibn de las disposiciones legales citadas, sin que por esto pueda 
desconocerse que los terminos ambiguos del art. 840, al referirse 

la terminacibn del sumario por el Juez 6 Tribunal, sin hacer in- 
dicacibn de su confi~macibn en ese ni en ningún otro articulo pos- 
terior del mismo titulo, inducrn S la interpretacibn contraria de no 

B 



ser tan indispersable en tales casos la confirmaoibn del auto d e  
termineci6n del sumario, como la aprobacibn del de la declaraci6n 
de rebeldía, puesto que los sumarios todos, para su resoliicibn pro- 
visional 6 definitiva, tienen que llegar d poder del Tribunal corres- 
pondiente al terminar el periodo instructivo, único encomendado & 

108 Jueces. 
Por otra parte, aiitoriza el anterior criterio el que, existiendo 

proce~ados en rebeldía, carece de finalidad el que se confirme 6 s e  
deje de confirmar el auto de terminacibn del sumario antes de ser 
habidos y de entrar en el trimite del juicio oral, puesto que con su 
captura 6 presentacibn, s i  no se les ha recibido indagatoria, 6 por loa 
antecedentes que entonces puedan conocerse, se hace ineludible la 
oontinuaci6n del periodo sumaria1 para el perfeccionamiento de la. 
causa. 

De todo lo que se deduce que pudiendo sustentarse distinto cri- 
terio en esta materia, Como la rebeldia del procesado antes 6 des- 
pués de ser indagado y aportados A la causa cuantos elementos se 
crean indispensables para su perfecoionamiento, no es motivo bas- 
tante a entorpecer la instrucción siimaristl, que debe seguir hasta 
que se considere completa, y después con su captura 6 comparecen. 
oia habrA de abrirse de nuevo la causa, para continuarla segun su  
estado, únicamente debe tender la accibn Fiscal A la uniformidad 
del procedimiento, cual lo ha intentado V. S. y habri de sostenerlo 
en lo sucesivo. 

30 de Septiembre de 1904. 

Artfculos 21 y 30 de la ley de Enjuiciamiento civil. . 

E n  un recurso de casaciiin por infracción de ley interpiiesto con- 
t ra  sentencia pronunciada por la Sala de lo civil de una Audiencia 
territorial, la Sala primera de este Supremo Tribunal dict6 la si- 
guiente providencia: <Pasen los autos al Ministerio fiscal d loa - 
efectos de la ley y al propio tiempo para que, en vista de la irregii- 
laridad cometida en el procedimiento por la Sala de justicia de la 
Audiencia de ... al delegar en el Juzgado de primera instancia la , 
sustanciación del incidente de pobreza ante ella promovido por D. . .. 
en representacibn de ..., pueda interponer las funciones propias de  
su Ministerio.» 

En su  vista, se dijo por este Centro al Fiscal de la referida An. 



diencia que, B tenor de lo clispuesto en el art. 51 de la ley de Enjní-I 
ciamiento civil, la declaracibn de pobreza se solicitar6 siempre ante 
el Juez 6 Tribunal que conozca el asunto y se tramitar4 como los in-' 
cidentes, por manera que no cabe delegaci611, que tal ley atribuye 
concretamente al Tribunal que este conociendo del asunto, y por 
tanto, es contraria d. la ley la que reaiiib aquella Sala de justicia e n  
d Juzgado de primera instancia, 4 notorio incompetente, ni aun con. 
el carhcter de ComisiOu auxiliatoria, y que 4 fin de subsanar esta 
falta, coinpareciera en la pieza de pobreza, que deberá haberse fbr- 
mado, y pidiera 4 la Sala que reclame del Juzgado el expediente y lo 
sustancie ella misma, conforme disponen los artículos 21 y 30 de la 
citada ley. 

3 de Mayo de 1905. * * * 
Artrculo31 de la l e y  del Jurado. 

E n  vista de la consulta elevada á. este Centro por el Fiscal de 
una Audiencia territorial, relativa 4 la constituci6n de la Junta de 
partido 6 distrito, para la formaci6n de las listas de jurados en de-' 
terminada localidad, donde por haber fallecido hacia poco tiempo el 
Maestro de instruccibn primaria y no existir quien estuviese en con- 
diciones de sustituirle, estaba cerrada la Escuela, se dijo al expreJ 
sado Fiscal que el art. 31 de la ley del Jurado nada dice para cnan- 
do, como ocurria, este cerrada la escuela por haber fallecido el Maes- 
tro de instruccibn primaria, y no estando autorizada la sustitución 
para este caso, hay imposibilidad material de acordar dicha sustitu- 
cibn, y por lo tanto, se puede constituir la Junta sin llenarse este 
puesto, haciendo constar .todas estas circunstancias en el acta res- 
pectiva. 

29 de Nayo de 1905. 
* * * 

X 
L e y  de  17 y Real orden de  zg de Enero de  rgor. 

1 

Contestando 9, consulta hecha por el Fiscal de una Audiencia 
provincial acerca de la inteligencia que debe merecer el abono de la 
prisi6n provisional sufrida, como sustitutoria del apremio personal 
por insolvencia de la responsabilidad civil por indemnizacibn de 
perjuicio que, en un caso concreto, había sido resueIto por aquella 
Audiencia en contra de su parecer, se le manifest6 que, 4isponiAn- 
dose en el art. 50 del Cbdigopenal que la responsabilidad subsidiaria 



por insolvencia de la indemnizacibn han de sufrirla los reos ti razón* 
de un día por cada cinco pesetas, en igual clase de privaoibn de li- 
bertad en que consista la pena principal, se impone de modo evi- 
dente que, si dicha pena principal puede ser abonada en su totali- 
dad 6 en parte conforme 9. las reglas de la ley de 17 de Enero. 
de 1901, con igual razbn, al  menos, deben alcanzar los efectos d e  
dicho abono B la prisibn sustitutoria 6 apremio personal por insol- 
vencia de la indemnizacibn. 

Abona esta doctrina la aclaraci6n que la  Real orden de 29 d e  
Enero de 1901 hizo 9. la ley de igual mes y año al establecer que el 
abono de prisibn es extensivo & la privacibn de libertad, lo mismo 
como pena principal que como pena subsidiaria, pues siempre lo. 
subsidiario sigue 9.10 principal y participa de sus condiciones. 

Y ademis, que para los casos que de esta índole pudieran OCU- 

rrir  en lo sucesivo y fuese precisa su subsanacibn, tuviera presente. 
que de conformidad con lo dispuesto en el pdrrafo 2.e del art. 4.O 
de la ley sobre abono de prisibn provisional antes citada, aclarado- 
tambibn en la Última parte de la misma Real orden de 29 de Ener<t 
de 1901, contra los autos en que se resuelve acerca de la prisibn 
provisional, puede y debe prepararse el recurso de casacibn por in- 
fiaccibn de ley que autorizan los articulas 848, núm. 8.O, y 849, 
núm. 6.O de la  ley de Enjuiciamiento criminal. 

14 de Diciembre de 190d. 

ArUcuIo I? de la ley de 17 de Enero de rgor. 

Resolviendo consdta formulada por el Fiscal de una Audiencia 
territorial sobre el alcance del art. 1.O de la ley de 17 de Enero. 
de 1901, se le manifestb que, atendiendo sblo A la letra de dicho pre- 
cepto es incnestionable que Únicamente ha de servir de abono para 
el  cumplimiento de las condenas el tiempo de la prisibn preventiva 
que empieza con el auto en que se decreta la prisibn provisional, 
puesto que B ella solamente se refiere el articulo; pero trat4ndose. 
de una ,disposicibn legal que en todo caso ha de interpretarse por 
sn  naturaleza del modo mds favorable al reo, y que entraña espe- , 
cialmente M espíritu de amplitud y generosidad, segiin declara l a  
Real orden de 29 del mismo mes y año, debe tenerse en cuenta el. 

conforme al cual, donde hay la misma razbn debe existir 
la misma disposicibn de derecho. 



. Para el Cbdigo penal, 4 tenor de su  art. 25, la detencibn tiene 
el mismo caricter que la prisibn preventiva, en cuanto ni una ni 
otra se reputan penas, y es 1Sgico que s i  no siendo pena la prisibn 
provisional, sirve, no obstante, de abono 4 la condena posterior, no 
deje de producir el mismo efecto la detencibn y sea computable en 
el abono, ann no estando legalmente reputada como pena. 

Adem4s de lbgico es lo justo, porque el objeto de la ley de 1901 
conocidamente es evitar en todo b en parte la duplicidad respecto 
de un delito de la pena consistente en la privacibn de libertad, 
como lo declara la Real orden citada, y es notorio, 4 la vista de los 
artículos 520 y siguientes de la ley de Enjuiciamiento criminal, que 
la detencibn y la prisibn provisional, en orden 4 la intensidad y 
forma de la privacibn de libertad del detenido 6 preso, no ofrecen 
diferencia alguna como situaciones de hecho. 

Claro estb. que, como se desprende de la consulta elevada, lo 
dicho ha de entenderse de la detencibn efectuada 4 disposieibn de 
la autoridad judicial, y la cual ha de ser elevada 4 prisibn en el 
termino de setenta y dos horas, conforme al art. 497 d e  la ley de 
Enjuiciamiento criminal, porque esa es  la que el cap. 4.O del tit. 6.' 
del libro 2.O de la misma ley, equipara 4 la prisibn provisional en 
s u  forma y efectos, mientras que no tiene el mismo caracter la de- 
tencibn previa que por el thrmino de veinticuatro horas, y en su 
caso, autoriza el art. 4.O de la Constitucibn. 

Asi, pues, debe entenderse que es de abono y computable en las 
condenas, b. tenor de la ley de 17 de Enero de 1901, la detencibn 
verificada segiin lo dispuesto en los niimeros 1 . O ,  2.O y 6.O, y caso 
Peferente al procesado del nUm. 7." del art. 490 y nUmeros 2.O, 3.O 
y 4.O del art. 492 de la ley de Enjuiciamiento criminal, desde que 
el detenido haya sido entregado al Juez en quien resida el deber de 
dejarla sin efecto b elevarla 4 prisibn provisional, por ser tal priva- 
cibn de libertad an41oga b. esta para los efectos de la ley que se trata 
de aplicar. 

8 de Febrero de 1905. Y 

Ley de 3 de Marzo y Reglamento de rg de Agosto de 1904. 

E l  F i ~ c a l  de una Audiencia provincial acudib 4 este Centro ex- 
poniendo que los taberneros de aquella localidad habian acordado no 
cerrar sus tabernas los domingos, y el Alcalde le había remitido los 
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periódicos en que se daba cuenta de dicho acuerdo por entender que 
podia existir delincuencia por incumplimiento de la ley y de las d is~ 
posiciones emanadas de su Autoridad como tal Alcalde; pero que1 
aunque estimaba que las infracciones de la ley de Descanso domini; 
cal sean singulares 6 colectivas, deben castigarse gubernativamente, 
y que los aludidos taberneros no cometen el delito de desobedienciai 
A la Autoridad, se habia abstenido de adoptar resolucibn alguna sin 
previa consulta por la indole delicada del asi-tnto, y ser propenso B 
alguna alteracibn del orclen publico. 1 

Al expresado Fiscal se le dijo telegr8ficamente que podia parti- 
cipar al Alcalde que, con arreglo al art. 1 1 del Reglamento para la 
ejecucibn de la ley del Descanso dominical, en relación con el 5 . O  de 
la misma ley, 81 era el llamado 8 castigar las infracciones de ksta; 
pero s i  en lo sucesivo las infracciones S~ieran de tal índole que h i ~  
cieran presumir animo persistente de no cumplir la ley, consultase 
el  Fiscal d este Centro para la resolución S que haya lugar. 

15 de Noviembre de 190.1. 

Real orden d e  II d e  Mayo de 1904. 
1 

Habiendo dado cuenta el Fiscal de una Audiencia territorial de 
los recursos que habia utilizado contra el auto de inhibición dictado 
por un Juzgado de instruccibn en sumario instruido por delito de 
hurto cometido á bordo de un vapor, se le manifestó que su comuni,- 
cación demostraba su celo por dejar perfectamente atendidos los 
fines en que se inspiró la Real orden de 11 de Nayo liltimo, que con- 
tiene preceptos imperativos para nuestro Ministerio, los que habia 
dejado cumplidos con su intervención en el procedimiento. Y que las 

' 
dificultades que en casos anilogos pueden ofrecerse para apreciar la 
procedencia b improcedencia de los autos de inhibición que dicten los 
Jueces instructores, sin previa peticibn b audiencia del Ministerio 
fiscal, fácilmente pueden ser vencidas, reclamando los antecedentes 
necesarios al efecto, y si Bstos no llegaren d reunirse antes de que- 
dar k m e  el auto, preparando el recurso de apelacibn que autoriza el 
art. 25 de la ley de Enjuiciamiento criminal, sin perjuicio de desis- 
tir del mismo, si por el resultado de aquirllos apareciere acreditada 
la procedencia de la resolucibn del Juzgado. 

12 de Octubre de 1904. 



L e y  de rg de Jcflio d e  1904. 

Para la persecución y castigo de la circulacibn y venta de los 
billetes de loterias extranjeras, así como de la publicaci6n de sus 
programas y anuncios 6 reclamos, conforme 4 lo dispuesto por l a  
ley de 1 9  de Julio de 1904, cuyo cumplimiento no corresponde al 
Ministerio fiscal, elevó esta Fiscalia, en S de Junio iiltimo, al  Ex- 
celentísimo señor Ministro de Hacienda la siguiente exposición: 
, «Excmo. Sr.: La  ley de 19 de Julio de 1904 PROEIBIÓ la circtcla- 

cidm y venta de los billetes de loterias extranjeras, así como la pu. 
blicación de sns programas y anuncios 6 reclamos, y estableci6 para 
los infractores las penas de comiso y multa, sin perjuicio de cual- 
quiera otra penalidad que pueda corresponder por virtud de otras 
disposiciones legales. 

»h pesar de ello, varios periódicos han publicado anuncios y re. 
clamos de esas loterías extranjeras, y la repetición de estos actos 
permite suponer que los encargados de la aplicacibn de dicha ley la 
tienen en olvido, acaso por ofrecer duda la determinacibn de los 
funcionarios 4 quienes corresponde- 

BY como alguien puede suponer que tal función corre 4 cargo 
del Ministerio fiscal, y que es Bste el que incurre en la omisión, 
juzgo conveniente dirigirme, como lo hago, h V. E., llam4ndole la 
atencibn acerca del caso, y exponiéndole las razones en que me 
fundo para estimar que no es el Ministerio fiscal el llamado 4 pro. 
mover en esta materia la accibn de la justicia, para que V. E. 
adopte las medidas que estime convenientes. 

.Esas razones ~ u e d e n  reducirse 4 dos: primera, la ley esta pu- 
blicada en la Gacela por el Ninisterio de Hacieud~: su materia es 
esencialmente administrativa, y tiene una relación directa con la 
renta cle Loterías, la que conocidamente quiere amparar y proteger, 
contra el perjuicio que le ocasiona en Espaíía la concnrrencia de lo- 
terías extranjeras. En  este concepto, y no estando comprendidos en 
el Código penal los actos que por esa ley se penan, parece evidente 
que esos actos suponen infraccibn de una ley administrativa, y 

. constituyen faltas 6 delitos de índole administrativa, cuya perse- 
cución y castigo ha de correr h cargo de funcionarios y tribunales 
administrativos; segunda, lo m4s que puede opinarse es que, pro. 
hibida la circulaci6n y venta de los billetes de loterlas extranje- 
ras, las infracciones que de este precepto se cometan esthn com- 
prendidas en los de la ley de 3 de Septiembre del mismo año 



de 1904, reformando la legislacibn penal y procesal en materias de 
contrabando y defraudacibn, por entender que de alguna manera la 
venta y circulacibn de los billetes de loterías extranjeras b defrauda 
6 supone contrabando. 

»Ha examinado esta Fiscalía tal aspecto de la cuestibn, y opina 
afirmativamente, porque, según el art. 3.O, se comete delito de con- 
trabando: t7.O, por la introduccibn en territorio español de generos 
mde csalq?cier especie cuya importacibn este prohibida por las leyes, re- 
aglamentos I\ brdenes vigentes; 8.O, por la circulacibn, negociacibo 
96 trafico de los mismos electos de prohibida imnpwlacidn, y 15,  por 
*cualquier otro acto ú ornisibn que manifiestamente infrin-ja las dis- 
vposiciones legales que rijan para los efectos estancados 6 prohibi- 
rdoss. De estos efectos prohibidos puede tratarse, puesto que el a r -  
ticulo 5.O dice: <Son articulos prohibidos todos los que, ya por razo- 
mes  de higiene, seguridad ii otra causa, se declaren expresamente, 
,prohibi8ndose por disposicibn gubernativa su  importacibn, expor- 
atacibn y circulacibn,. 

»Y en este caso, lo mismo que en el anterior, no es el Ministerio 
fiscal el primer obligado 4 l a  persecucibn, porque el art. 62 de di- 
cha ley dice: «La persecucibn del contrabando 6 defraudacibn es- 
~tarB. especialmente B. cargo de las Autoridades, empleados 6 indivi- 
mduos de los resguardos de la Hacienda,, etc. 

Somete estas indicaciones 6, la consideracibn de V. E. B. los efec- 
tos que sean oportunos.)) 

Real decreto de 3 de Septiembre de 1904. 

A la consulta hecha B. este Centro por el  Fiscal de una Audien- 
cia provincial, acerca de la interpretacibn que debía darse B. varios 
articulos del proyecto de ley reformando la legislacibn penal y pro. 
cesa1 en materia de con.trabando y defraudacion, aprobado por Real 
decreto de 3 de Septiembre de 1904, se le contestb en la  siguiente 
forma: Dos puntos comprende la consiilta formulada por V. S. res. 
pedo li la interpretación de la ley reformando la legislacibn penal y 
procesal en materia de contrabando y defraudacibn. Refibrese el pri- , 
mero 6. l a  competencia para la instruccibn del sumario cuando concu- 
r ran delitos conexos, y el segundo B. la intervencibn que al Ministe- 
rio Fiscal corresponde en dichos procedimientos. 

E l  Real decreto de 3 de Septiembre último, en sus articulos 0 . O  
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y 10 define los delitos conexos y determina la competencia del Sri-  
banal que, salvo los casos especiales que preve, ha de conocer de 
las causas en que concurran dichos delitos. El  qiie sea uno 15 otro el 
Tribunal llamado il conocer del proceso no presupone, en 109 casos 
en que el coiiocimiento corresponda B la Audiencia provincial, que 
sea ptecisamente el Juez del partido correspondiente el que haya de 
instruir' el sumario Dicha prescripción legal fija la competencia 
atendiendo al Tribiinal i qiie corresponda conocer de loa delitos co- 
munes qii'e se hayan cometido, competencia que, por regla general; 
fadica en las Audiencias provinciales; pero que en los casos previstos 
en el art. 303, i que se refiere el 308 de la ley de Enjuiciamiento cri- 
minal, puede corresponder h otro Tribunal, el que, cuando esto ocu 
rra,  habri de conocer tambibn de los delitos de contrabando y de- 
fraudación. 

El art. 85 del citado Real decreto fija la competencia del Juez de 
la capital de la provincia para instruir el sumario siempre que se  
trate de, hechos calificados como delitos por dicha legislación, y 
cuando se trate de faltas si concurre alguno de los delitos conexos, 
lo que claramente indica el propósito del legislador de que la instruc- 
cibn del sumario esté cargo del Juez de la capital, propósito quo 
obedece, como el precepto consignado en el art. 59 de la ley adicio. 
nal h la orginica del Poder jiiclicial, h facilitar la intervención del . representante de la acusación que reside en las capitales y al que s e  
concede una intervención en las diligencias siimíiriales que no podria 
llevar 4 cabo s i  tuvieran lugar fuera de ellas. El art. 86 que com- 
pleta la precedente regla de competencia, pone de manifiesto que no 
fue otro el hnimo de la ley. 

En cuanto i la intervención que en estas causas corresponde al 
lfiuisterio fiscal, no puede ofrecerse duda, dado el texto de los a r  
ticnlos 53, 54, 110, 111 y 11 8 del citado Real decreto, de que los 
preceptos de Bste en nada Limitan ni extienden las atribuciones de 
dicho Ministerio en el ejercicio de la acción penal, y que, por lo tan 
to, en los referidos procesos debe ejercitarla respecto h los delitos 
conesos que, como distintos de los de contrabando y defraudacibn, 
se persigan, dejando B salvo la intervencibn del Abogado del Estado - 4 quien la ley encomienda la aciisacibn de oficio cuando se trata de 
los expresados delitos especiales. 

16 de Mayo de 1905. 





refiere el art. 197 del Cbdigo penal estau comprendidos en el Real 
decreto de cuya aplicacibn se trata.-Considerando que dicho ar- 
ticulo no define delito alguno, sino que se limita B merau referenuias 
de los que pueden ser cometidos durante una reuriíón 6 manifesta- 
cibn ilegal, sin otro alcance que el de confirmar la sancibn estable- 
cida para los mismos en los respectivos lugares da1 Cbdigo; S. M. el 
Rey (Q. D. G.) ha tenido & bien disponer se declare que el art. 197 
del Cbdigo penal no estQ comprendido en el Real decreto de indulto 
de 22 de Enero del corriente año. 

Real decreto de 22 de Enero de rgog. 

Consnltadas il este Centro por el Fiscal de una Audiencia pro- 
.vincial las dndas sugeridas en la aplicacibn del Real decreto de 
indulto de 22 de Enero del año actual, elevb A su  vez esta Fiscalia 
al Excmo. Sr. Ministro de Gracia y Justicia la siguiente consulta: 

«Excmo. Sr.: E1 Fiscal de la Audiencia de ... en comnnicacibn de 
que es adjunta copia, expone las dndas que le sugiere la aplicacibn 
del Real decreto de 22 de Enero Ultimo B las causas por delito de 
sedicibn & que se refiere el niim. 4.O del art. 250 del Cbdigo penal, 
en los casos en que resultan & la vez cometidos otros delitos no 
comprendidos especialmente en el citado Real decreto, delitos cnya 
comisibn preve el art. 259, que forma parte del cap. 3.*, tit. 3." 

del propio Cbdigo B que se refiere en su nfirn. 2 . O  el art. 1.O del Real 
decreto de cnya aplicacibn se trata. 

>El expresado art. 259 contiene dos distintos preceptos: el uno 
en qiie se dispone que los delitos particulares cometidos en una ae- 
dicibn 6 con motivo de ella, se castignen por las disposiciones ge- 
nerales del Cbdigo, y por tanto con independencia del de sedicibn; 
y el segundo, dictado para el caso en que no puedan descubrirse los 
autores de esos delitos, establece la especial responsabilidad de los 

'Jefes principales de Ia sedicibn. Si, pues, en el primer caso la ley no 
considera que tales actos punibles formen una figura especial de 
delito, no existe razbn que abone el que 9, ellos alcancen los bene- 
ficios del citado Real decreto, si no son de aquellos taxativamente ex- 
presados en el mismo. 

*En cuanto al segundo caso, la responsabilidad excepcional que 
establece est& intimamente ligada con el delito de sedicibn. tanto 
que se impone d sus Jefes en e! nolo concepto de tales, 8 indepen- 
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dientemente de su partioipnción en aquellos otros hechos punibles. 
E s  una responsabilidad excepcional y snbsicliaria creada como inha- 
rente 4 la del delito de aediciijn, 4 cuya existencia tiene que e s t ~ r  
subordinada. De aqui, el  que deba seguir la misma suerte que Qsta 
y no puede subsistir, sino conjuntamente con ella, como derivada 
directamente de la misma sedicibn. 

*Por lo que hace al caso concreto que ha dado lugar & la consul- 
ta, no consta si se descubrieron 6 no los autores de esos otros deli- 
tos S que se refiere el Fiscal de la Audiencia de ... y que Bste estime 
como constitutivos de la sedici6n misma, sin tener en cuenta que el 
delito de sediciiin, consumado desde que sus autores se alzan pú- 
blica y tiimultuariamente para obtener por la fuerza, Ó fuera de las 
vías legalos, alguno de los objetos 4 que se refiere el art. 250 del 
Cbdigo, es un delito contra el orden público, qiie en s i  resume todos 
los actos que lo perturben, pero no puede comprender, ni compren- 
de, si expresamente no se citan, los ataques & otros distintos dere- 
chos cuya violación no es inherente la rebeldía, al principio de 
autoridad y perturbación del orden, que es lo que el Código tiene ea 
cuenta para definir y penar este delito. Soda Salta contra el oraen 
público, todo acto que signifique el desconocimiento y rebeldía al 
principio de autoridad, no pueden estimarse como independientes 
de la sedición, pues la apelación 4 la fuerza, el tumulto y el prescin- 
dir de las vias legales, son elementos caracteristicos de este delito, 
Pero los ataques á otros derechos, B las personas ó bienes de parti- 
culares, no especialmente previstos, son ajenos B dicho delito, que 
sin ellos puede tener y tiene vida propia, y cuya penalidad fija 1% 
ley atendiendo 4 esa especial perturbación del orden público. La de 
otros derechos da lugar S las diferentes sanciones establecidas en el 
C6digo 4 que se refiere el art. 25'3, y que, por lo tanto, no pueden 
considerarse comprendidas en la que B la sedición se señala en con,. 
cepto de delito contra el orden público. 

»Entiende por lo expuesto esta Fiscalia, que los beneficios del 
Real decreto de 22 de Enero último, alcanzan S las responsabilida- 
des derivadas de la sedicibn B que se refiere el pBrrafo 2 . O  del ar- 
ticulo 259 del Cbdigo penal, pero no II  los autores de los delitos B 
que alude el pBrrafo 1.O del mismo, que deben ser penados por las 
disposiciones generales del Cbdigo, independientemente de las res. ,% 

ponsabilidades nacidas de la sedicibn, entre las que no pueden esti- 
marse incluidas las nacidas de actos punibles que no afecten direc- 
t+mente al orden phblico y que tengan establecida su sancibn en 
distinto titulo del Cbdigo, si no est4e especialmente previstos al  es- 



tablecer la penalidad por razbn de las circunstancias que en el acto 
de la sedicibn concurrieren. 

»Mas reservado al Ministerio de su digno cargo el resolver las 
dudas que originare la ejecucibn del Real decreto de que se trata, 
no me he creido autorizado para evacuar la consulta formulada por 
el Fiscal de la Audiencia de ..., que, con las consideraciones expues- 
tas, tengo el honor de someter A la superior ilustracibn de V. E., 

Como consecuencia de la anterior consulta se dictb por el Minis- 
terio de Gracia y Justicia y se comuniob al Fiscal de la Audiencia 
provincial consultante, la siguiente 

Real orden de 16 de Marzo de 1905. 

Excmo. Sr.: Vista la consulta formulada por el Fiscal de la Au- 
diencia de ... sobre apiicacibn del Real decreto de indulto de 22 de 
Enero del corriente año, 6 los delitos de sedicibn comprendidos en 
el núm. 4.O del art. 250 en relacibn con el 259 del Cbdigo penal; 

S. M. el Rey (Q. D. G.) ha tenido 4 bien resolver que los bene- 
ficios del expresado Real decreto, alcanzan A las responsabilida- 
des derivadas de la sedicibn d, que se refiere el p& rrafo 2 .O del ar- 
ticulo 259 del Cbdigo penal, pero no d los autores de los delitos 4 
que alude el pkrrafo 1.O del mismo, que deben ser penados por las 
.disposicionesgenerales del Cbdigo, independientemente de las res- 
ponsabilidades nacidas de la sedicibn, entre las que no pueden esti- 
marse incluidas las de actos punibles que no afecten directamente 
al orden público y que tengan establecida su s~ncibn en distinto ti- 
tulo del Cbdigo, si no estan especialmente previstos al establecer la  
penalidad por razbn de las circunstancias que concurren en el caso 
de la sedici6n. 





DATOS ESTADISTIOOS 

Los datos que se consignen en los diez estados que forman, ocm 

.estas notas el presente ApBndioe, ofrecen un resumen, todo lo oam - 
pleto que consienten los apremios del tiempo y la dañcisnoia de 

medios para llevar ti cabo trabajos de esta naturaleza, de los asan - 
tos de que han conocido los Tribunales, en el orden penal espeoial- 
mente, desde 1." de Julio del año iiltimo hasta el 30 de .Junio del 

corriente, del resultado de la gestibn del Ministerio fisml y J- la 

extraordinaria labor por Bste llevada ti cabo. 
E1 trabajo realizado durante el año por los Tribunalea a p m e  

representado por la considerable cifra de 127.805 causas, que ofrece 
no nuevo aumento de 7.497 sobre el registrado el año anterior, au- 

mento que casi en su mitad procede de haberse incoado en el pre- 
sente 3.556 sumarios mbs que en el pasado. En el referido total de 

causas se comprenden las 40.000 que existían pendientes al coman- 

zar el periodo de tiempo B que los estados se refieren, y las 87.805 

incoadas en el transcurso del mismo, de las que, al ñnaliiarlo azi 30 

de Junio iiltimo, resultaron pendientes 15.89.8 en los Juzedas  da 

instruccibn y 22.032 en tramitacibn en las Audiencias, 6 sea en 
junto 37.930 causas, 2.070 menos que al año anterior, no obstante 

el aumento antes indicado en el niimero de las tramitadas. 
En los estados señalados con los niimeros 1 y 2 se detallan to- 

das ellas, clasificadas en el primero por r a d n  de las Audiencias 

provinciales & que correspondieron, y'en el segundo por la natura- 
leza de los hechos q w  dieron origen al procedimiento, siendo objeta 

de clasificacibn especial en cinco distintos grupos, atendido el t i e ~ o  
transcurrido desde sw inccación, los 15.835 sumarios pendintes. 

i 



E l  4,77 por 100 de ellos contaban mAs de un año en tramitacibn; 
el  S,OG, mas de seis meses y menos de un año; el 12,31, mds de tres 
meses y menos de seis; el 32,39, mds de un mes y menos de tres, y 

el restante, 42,47, menos de un mes; cifras que acusan algún au- 
mento en las de reciente incoaoibn, y un pequeño descenso en los 

sumarios que pueden calificarse de atrasados. 

E n  el estado núm. 3 se consigna el detalle de los 87.805 suma- 

rios incoados, clasificados bajo el doble punto de vista de la natura- 
leza de los hechos objeto de los mismos y del territorio en.que se 

llevaron d cabo, por la importancia que estos extremos ofrecen para 

al>reciar la delinciiencia de cada localidad y compararla con la ge- 

neral del pais. Y A fin de dar una idea, siq~liera sea aproximada, 
del grado que la criminalidad alcanza en cada provincia en relacibn 

con el importante factor de la poblacibn de hecho, se ha formado el' 

estado núm. 4, en el que por primera vez en este trabajo se hace 
constar el  número de causas instruidas por dada 100.000 habitan. 

tes, clasificadas tambibn por el doble concepto de la naturaleza de 
los hechos y del Iiigar (provincia y distrito de Audiencia territorial 

correspondiente) en que se llevaron 9, cabo. 

SegUn el resultado que estos datos ofrecen, la cifra media de cau- 
sas por 100.000 habitantes, se ha elevado en su  totalidad 9, 471,87, 

variando por provincias desde 182,57, minimo que corresponde B 
Palma, hasta la respetable cifra de 972,47, casi el 1 por 100, con' 

que figura la de esta corte, y por distritos de Audiencia territorial' 
desde el minimo expresado hasta el mdximo de 716,29 que respec- 

tivamente corresponden 9. las Audiencias territoriales del mismo 

nombre. 

Superan la indicada cifra media por orden de mayor ti menor las 
provincias de Madrid, Avila, Barcelona. Cddiz, Granada, Zaragoza, 

Vizcaya, Malaga, Huelva, Sevilla, Salamanca, Jabn, Logroño, Cór- 
doba, Caceres, Santander, Gnadalajara, Valladolid y Bnrgos; y loa , 
distritos de las Audiencias territoriales de Nadrid, Sevilla, Gra- 
nada, Bnrgos, Barcelona y Caceres; en jnnto 19 provincias y 6 dis- 
tritos. 

Atendida la naturaleza de los hechos objeto del procedimiento,' 



las  provincias que aparecen con mayor niimero de sumarios por 
cada concepto son las siguientes: 

Madrid: Por infracción de leyes sobre inhumaciouas, violación cIe 
sepulturas y delitos contra la salud phblica; 

Por suicidios; 
Por delitos contra la propiedad y hechos por accidente. 

Alicante: Por delitos definidos en las leyes electorales. 
Almerla: Por falsedades; 

Por delitos contra la honestidad; 
Por imprudencias y quebrantamiento de condena. 

Ckdiz: Por los delitos contra el  orden piiblico. 
&asada: Por los realizados contra las personas. 
Hzcelaa: Por juegos y rifas, y provocación por medio de la imprenta, 

el grabado, etc., B la comisión de delitos. 
firida: Por los delitos contra el honor (perseguibles de oficio). 
Posleaedra: Por los cometidos contra el estado civil de las personas. 
4Yo,lamaaca: Por los de los empleados púlilicou en el ejercicio de sus 

cargos. 
Valladolid: Por los realizados contra la iiberthd y seguridad; 

T' Vizcaya: Por los cometidos contra la Constitncibn. 

Los sumarios incoados por delitos cometidos contralas personas 
y la propiedad figuran en tan importante termino que vienen á- 

constitnir próximamente el 70 por 100 de los instruidos. ofreciendo 

una cifra media de causas por 100.000 habitantes de 150,48 de las 

primeras y 197,47 de las segundas, predominando las Ultimas en la 

mayoría de las provincias y distritos de Audiencia territorial. Úni- 
camente las provincias de Toledo, Caceres, Coruña, Lugo, Orensc, 
Ponteredra, Granada, Almeria, MLlaga, Oviedo, Las Palmas, G 6 .  

diz y Teruel, y los territorios de Coruiía, Granada, Oviedo y LAS 

Palmas ofrecen mayor contingente de delitos contra las personas 
que contra la propiedad. E l  mínimo de sumarios por el primero 
de estos conceptos corresponde B la provincia de Segovia (48,35) 

y al distrito de la Audiencia territorial de Palma (51,66), en la Pe- 

ninsula la de Pamplona (87,43); y por el segundo a, la provincia y 



Audiencia de Palma (68,35), y en la Poninsula 9. las de a m e -  
ria (79.1 1) y Coruña (1 09,21) respectivamente. 

Ademds del servicio de inspeccibn en la formacibn de tan ex- 

traordinario nGmero de sumarios, al  que los Fiscales no pueden, 
prestar l a  atencibn que merece, y de otros importantes encomenda- 

dos por la ley 9. nuestro Ministerio, las cifras consignadas en los es- 

tados niims. 5, 6, 7 y 8 son prueba elocuente del esfuerzo realizado 

por los funcionarios del Cuerpo fiscal y del celo desplegado en el 
despacho de los asuntos encomendados 5 su gestibn, imposible d e  

llenar cumplidamente sin que se refuerce el personal y se le facili- 

ten los medios materiales de que en absoluto hoy carece. 
A la  respetable cifra de 83.014 asciende el niimero de causas que 

han ingresado en las Fiscalías de las Audiencias en el periodo de 
tiempo transcurrido desde 1.O de Julio de 1904 hasta 30 de Junio 
iiltirno, ntimero de causas que, unido 5 las 2.558 que existian pen- 

dientes de despacho en la primera de las oxpresadas fechas, hacen 
un  total de  85.572, de las que durante el  año han sido despachadas: 

22.207, con calificacibn para juicio oral ante el Tribunal de dere- 
clio; 4.576, para juicio por Jurados; 42.185, con dictamen de ins- 

t lmcc ih  para solicitar, en el acto de la vista & que se refiere el ar- 
ticulo 638 de lo ley de Enjuiciamiento criminal, el sobreseimiento 
libre en 12.897, y el  provisional, en 29.288; 7.392, con escritos fun- 

dados relativos 9. inhibicibn, competencias y otros conceptos; 2.578, 

solicitando su  archivo total por rebeldía de los procesados; y 4.360, 

en que, por no encontrarse debidamente ultimado el sumario, se pi- 

di& la revocacibn del auto declarando10 terminado para la prhc- 

tica de diversas diligencias. Resulta, segtin se consigna en el es- 
tado niim. 5, un total de 83.298 causas despachadas, lo que reduce 
A 2.274 Ia cifra de las que han quedado pendientes de despacho. 

El númeru de causas terminadas ante el Tribunal de derecho,. 

desptihs de dictado el auto de apertura del juicio oral, asciende, se- , 
g6n el estado niim. 6, ti 18.783, 6 sea 980 m5s que en igual periodo. 

del año anterior. E n  2.428 de estos juicios retirb la acusacibn elMi- 
nistario fiscal y en 29 el acusador privado; en 272 se  declarb extin- 

guida la accí6n penal, y en 26 se dictb sentencia requerida por la, 



acdascibn y no por el Fiscal, de las qiie 14 fueron absolutoiias. PO; 

conformidad de los procesados con la acusacibn se dictaron 2.73d 

sentencias, ascendiendo 4 10.748 el de condenatorias dictadas des- 
pues de celebrado el juicio oral, de las que 8.475 estuvieron com- 
pletamente de acuerdo con las conclusiones definitivas sostenidas 

por el Wnisterio fiscal. El nfimero total de sentencias absoIutoriaa 

y condenatorias fa8 de 5.010 de las primeras y 13.501 de las segun- 
das, de donde resulta ser 27,06 y 72,94 por 100 respectivamente la 
proporcibn entre unas y otras. 

De las 3.790 causas declaradas de la competencia del Tribunal 
del Jurado, 4 que se refiere el estado nkm. 7, terminaron 231 por 
conformidad de los procesados con la calificacibn fiscal; en 104 dictó 
sentencia el Tribunal de derecho por haberse modificado las conclu- 
siones de la acusacibn; y en 608 fu8 ésta retirada, quedando asi re- 
ducido 4 2.847 el nfimero de causas en que el Jurado llegb 4 pro- 

nunciar veredicto, que fu8 de inciilpabilidad absoluta en 1.146 ca- 
sos y de culpabilidad en 10s 1.701 restantes. Entre estos veredictos 

se comprenden los 93 dictados en revisibn por nuevo Jurado, que 

insistib en 71 de los primitivos, pronunció 19 contrarios A ellos y 
modificb los 3 restantes. 

Los 1.701 veredictos de culpabilidad indicados sirvieron de base 

k otras tantas sentencias, de las que 1.348 estuvieron completamente 

de acuerdo con las conclusiones definitivas mantenidas por el Mi- 
nisterio fiscal, separandose de ellas las 353 restantes: 98, en cuanto 

A la calificacibn legal de los hechos; 189, por apreciar circunstancias 
modificativas de la responsabilidad criminal; 23, en que se estimb 

de distinto modo el grado de ejecución 5. que llegb el acto punible; 
27, en lo que se refiere á la responsabilidad que, por su participa- 
cibn en los hechos, alcanzaba 4 los procesados; y 16 en que el Tri- 

bunal de derecha decret6 la absoliici6n de los acusados, por estimar 
que se hallaban exentos de responsabilidad criminal b que circuns- 

tancias posteriores B la comisibn del delito impedían penarlo. El to- 

tal de sentencias, en que se comprenden las dictadas por conformi- 
dad de los procesados con la aciisacibn y las pronunciadas por el 

Tribnnal de derocho en los casos de modificacibh de las conclusio- 



nes y opción de los procesado3 por este Tribunal, asciende 4 1.995 

condenatorias y 1.187 absolutorias. resultando la proporción entre 
unas y otras de 62,70 y 37,30 por 103 respectivamente. 

Para llevar 4 cabo la extraordinaria tarea que suponen las cifras 
expuestas, los funcionarios del Blinisterio fiscal, segiln detalla e l  
estado niim. 8, emitieron 140.875 dictAmenes escritos, asistieron 
A 68.646 vistas y 6 19.326 juicios orales (1.532 mbs que el año an- 

terior), y despacharon 9.625 asuntos gubernativos, todo ello isin 
contar los negocios civiles tramitados en las Audiencias territoria- 
les y no pocos de los que radican e n  algunos Juzgados que, por 

falta de personal con la aptitud necesaria para ostentar la represen- 
taoibn fiscal, han tenido que ser remitidos á las  Fiscaiias de las 

Audiencias para evacuar traslados de primera instancia. 
La  simple enunciacibn de las cifras que quedan expuestas ponen 

de manifiesto el esfuerzo realizado por el Cnerpo Fiscal y justifican 
cumplidamente cuantas consideraciones vienen repitibndose todos 

los años en la presente ocasión, tanto respecto al celo desplegado 
por los funcionarios que constituyen nuestro Niniaterio, como Q la 
necesidad de que se aumente su planta, se recompense cual es de- 

bido el eficaz auxilio prestado por el personal de sustitutos, del que 

hoy no es posible prescindir, y se dote 4 las Fiscalías de recursos 
que permitan atender 4 servicios desatendidos por falta de medios 
materiales con que Uenarlos. Cuanto se haga en este sentido re- 

dundar&, no sblo en prestigio de la institucibn fiscal, sino muy es- 
pecialmente en positivo beneficio de la  administracibn de jus- 
ticia. 

De los trabajos realizados por esta Fiscalia dan detallada cuenta 

los estados señalados con los niimeros 9 y 10. Resiimense en el 
primero los asuntos de carúcter gubernativo, entre los que se coin- 
prende todo lo referente á la inspección y vigilancia de la adminis- 

tracibn de justicia, 4 las relaciones sostenidas con el Cuerpo fiscal 

y 4 cuantos trabajos se han llevado B cabo, fuera de las actuaciones \ 
judiciales de la competencia d e  este Tribunal Supremo. ComprBn- 

.dense en el segundo los negocios Q que hacen referencia estas actua- 
ciones judiciales, que han -ascendido dura&e el año 4 la cifra 



de 2.414, correspondiendo 1.345 4 materia penal, 411 A la civil 

y 658 4 la contenciosa. 
En el orden penal se han interpuesto 56 recursos de casacibn de 

los 90 preparados por los Fiscales de las Audiencias. De los 494 in- 
terpuestos por las partes, se apoyaron, 24 en su totalidad, 20 en 
parte, Q, 9 se adhirib la Fiscalla, y fueron combatidos 170 en la ad- 

misibn y 271 en el fondo. Intervino tambibn esta Fiscalia en 21 re- 
cursos admitidos de derecho en beneficio de los reos, y en 693 des 

estimados por tres Letrados, de los que se interpusieron 10, devol. 
viendose los 683 restantes con la nota de  visto^. Emitib adem4s 
dictamen escrito en 25 cuestiones de competencia y en 23 expedien- 
tes de indulto, de los que 6610 6 fueron informados favorablemente. 

En  materia civil, ademtís de haber despachado 60 cuestiones de 
competencia y 3 expedientes de ejecucibn de sentencias dictadas 

por Tribunales extranjeros, formalizb 3 recursos de casacibn y 
combati6 la admisibn de 95 de los formalizados por las partes, de- 
~olviendo los restantes 250 con la nota de \Viato>. 

E n  materia contencioso administrativa, la labor realizada. por 
esta Rscalia aparece representada por la interposicibn de una de- 
manda en nombre de la Administracibn general del Estado y las 
importantes cifras de 168 recursos de apelacibn, SO demand~s de cla- 
ses pasivas, de las que 59 fueron contestadas y 21 objeto de inciden- 
te, y 409 demandas de las demds clases, en las que se formularon 282 
escritos de contestacibn, 89 snscitando incidentes y 38 alegando ex- 

cepciones. 



Estado ntim. 1. 

F I S ~ L Í A  DEL TRIBUNAL SUPIlFjMo 
1 

Causas pendientes &.las Audiencias y Juzgados de SU circunscripción el 1.0 de Julio de 1964, incoadas desde esta fecha hasta 
30 de Junio de 1905 y en tramitación el 1." de Julio de 1905, clasificadas por Audiencias. 



Est~ido núm, 2. 

FISCALI~ JEL TRIBUNAL SUPREMO 

Causas pendientes en las Audiencias y Juzgados de instrucción el 1.0 de Julio de 1904, incoadas desde esta fecha hasta 30 de Junio 
de 1905 y en tramitación el 1.O de Julio de 1905, clasificadas por la naturaleza de los hechos ó delitos. 

CAUSAS 

Pendientes 

en 

l.' de Julio 

de 
l Junio 1905. 

Ineondna 

desde 

l." Jiilio 1901 

l i ~ s t s  

TOThL 

l 

1i:n los Juzgados de instrilccion. 
! 

TIEMPO 

Menon 

Delitos contra la  Constituci611. .............. 

Delitos contra e1 ordeii público. ............. 

Falsedades.. ................................ 
Infracci611 de leyes sobre inliumaciones, vio- 

lación cle sepulturas y delitos contra l a  sa- 

lud pública ............................... 

Jucgos y rifas ................................ 
Delitos de los cmplcados públicos en el ejerci- 

cio de s u s  cargos.. ..................... 

Delitos contra las  personas .................. 
Suicidios .................................... 

Delitos ccnlra l a  honestidad. ................ 

Delitos contra el  honor (perseguibles de oí?- 

cio) ....................................... 

Delitos contra el estado civil de las  pcrsoiias. 

Dclitos contra la libertad 5 seguridad.. ..... 
Delitos contra la  propiedad;. ................ 
Imprudeiicias.. .............................. 
Provocación por medio de l a  imprenta, graba- 

do, etc., 8. l a  comisi6n de cualquiera de los 

expresados delitos.. ........................ 
............... Quebrantamiento de condena.. 

Hzchos por ncci(1cn te.. ....................... 
.. Dcliios definidos en l a s  leyes electorales.. 

TOTAL.. ................... 
- 

1 
TUAh.SCCRRID0 I I I S U R  LA I R C O A C ~ ~ N  l 

- -- 
TOTAL 

De 1 h 3 D d  5 B G De ñ meses l\fbs 

3 1  47 

2.423 

4 .O3 L 

169 

463 

9 12 

12.4'10 

4,19 

869 

390 

113 
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40.510 9.179 

,1.761 157 
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347 
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FISCALIA DEL TRIBUNAL clUPREMO 

Causas incondns clesde 1 . 0  de Julio de 1904.hast-a 30 de Junio de 1905, por los Juzgados de instrucción correspondientes d la circunscripl le cada una de las Audiencias provinciales, clasificadas por la naturaleza de los hechos. 



FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

ESTAD O demostrativo del niímero de causas incoadas en cada provincia g Audiencia tei-ritorial por 100.000 habitantes de poblaci~n de hecho, desde 1.0 de Julio de 1904 hasta 30 de Junio de 1905, 

clasificadas por la naturaleza de los hechos que dieron lugar 5i, su formncibn. 

Estado nSirn. 4. 



Estado n m  5, 

FISCALIA. DEL TRIBUNAL SUFREMO 

Causar pendientes en las Fiscalías de las Audiencias en 12 de Julio de 1904, ingresadas desde esta fecha hagta 30 de ~ u n &  de 1995 
y pendientes de despacho en la misma en 1.O de Julio de 1906. 



Estado nfim. 6. 

FISCALIA. DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Juicios orales ante el Tribunal de derecho, terminados desde l: de Julio de 1904 á 30 de Junio de 1905. 

AUDIENCIAS 

aclrid.. ........................... 
b a c ~ t o  .......................... 
rcelona.. ......................... 

urgos ............................. 
áceres ............................. 

ranada.. .......................... 
s Palmas..  ...................... 

Oviedo.. ........................... 
alma. ............................ 
amplona.. ........................ 

alencia ........................... 
Valladolid.. ........................ 
Zaragoza .......................... 
Alicante ........................... 
Almeria.. ........................... 
Avila. ............................. 
Badajoz.. .......................... 
Bilbao ............................ 

astellbn ........................... 
iudad Real. .  ..................s... 

alencia.. ......................... 

antander .......................... 
egovia ............................. 

arragona.. ....................... 

itoria ............................ 
........................... 



Estado ntim. 7. 

FISGALIA DEL TRIBUHAL SUPREIMO 

Juicios ante el Tribunal del Jurado, celebrados desde l." de Julio de 1904 á 30 de Junio de 1906 

. - 

Cáce 

Coru 

Pam 

Sevil 



Estado ntim. 8 

FISGALÍA . DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Resumen de todos los asuntos. sin distinción de procedimientos. despachados por las Fiscalías de las Audiencias 
desde 1.0 de Julio de 1904 á 30 de Junio de 1905 . 

AUDIB(\CI:\S 

....... .... I\fadrid , 

Albacote .......... 
Barcelona .... ., ... 
Burgos ............ 
Cdceres ..........., 
Coruña ........... 
Granada ........ , . 
Las Pzilmas ....... 

............ Oviodo 

Palma ............. 

. 
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J uic:os piílilites B que han rristido Asuntos gubcrnafiros despichailos por ¡ 
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31 
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35 
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Pamplona ......... 
Sevilla ............ 
Valencia ......... 
Valladolid ......... 
Zaragoza .......... 

.......... Alicante 

........... Almsria 

Avila ............. 
Badajoz ........... 
Bilbao ............. 
Cádiz ............. 
Castellón ......... 
Ciudad Real ....... 
C6rbobd .......... 
Cuenca ........... 
Gerona ............ 
Guadalajara ..... 
Huelva ............ 
Huesca ............ 
JaBn .............. 
León .............. 
LBrida ............ 
Logroiio .......... 
L U ~ O  ............ , . 
hk61aca .......... ., 
Murcia ............ 
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Zamora ........... 
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Estado nclm. 9. 

FISCALÍA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de los asiintos giil->cpnativos en  cluo lia intervenido la Fiscalía desde 1 . O  de Julio de 1904 

á, 30 de Junio de 1905. 

N A T U R A L E Z A  DE L O S  A S U N T O S  

Informes a l  Gobierno.. ................................-.........-..................................... 
........................ Expedientes de la Sala de Gobierno y Presidencia de este  Tribunal Supremo.. 

............................ Consullas L los efectos del nrt. 644 de la  ley tle Enjuiciamiento criniinal.. 

Causas  por delitos graves en que se han dado instrucciones á los Fiscales (le las Audiencias ......... 
- reclamadas ti los efectos del arl .  838, núm. 15, cle la Ley Orzdnica del Poder jutlicial ......... 

............................................. 
................ 

Entrada.. 
Comunicaciones registradas.. 

Sali da... ...................... A . .  .................... 
........................................................................................... 11 Denuncias.. 

I .............................................................................. 1 Consultas de los Fiscales 

.......................... Juntas  celebradas con los Sres. Teniente y Abogados fiscales del Tribunal.. 

FUNCIOX\BIOS QW LOS IIdN DESPICIIIDO 

El Teniente 
fiscal. 

Las Abogadon 
fiscales. 

TOTALES 



Estado mim. 10. 

FISCAL~A DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de los asuntos despaoliados clesrle 1.' de Julio de 1904 á 30 de Junio  cle 1905. 

i 

TOTALES ¡ 
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l :: 1 
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4 0 

683 

4 3 

430 

95 

60 

D 

3 

168 

59 

2 4 

28% 

89 

38 

I 

2.444 

1 
FUKCI0N:IRIOS 

El Fincnl. 

1) 
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Recursos de casación interpuestos por el Ministerio Fiscal 

I Recursos de casación interpuestos por l as  par-) Dcs~~achadosco~i  l a  nota do *Visto*. 
....................................... ....... I t es . .  / ~ o m l m t i d o s  e; la  admisión.. 

1 Civil. ........ ........................................................ 

! 
Cuestiones de competencia.. 
Recursos de revisi6n interpuestos por las  partes.. .................................... 
Expedientes de ejecución de sentencias extranjeras. .  . ................................. 

. , / Recursos de apelacion ............................................................... 
..................... ) Contcstaciones ................... I Demandas tic Clases pnsivas.. 1 Inciilenles ......................... 

I Contencloso .. Contestaciones ................... 
Domnndao de todas clases .................... .' Incirlentcs.. ....................... 

) ~ x ~ e ~ c i o n e s .  .................... 
........ Deniandits interpuestas en  n o m l ~ r e  do l a  Administracitin gcncral ilel Estado.. 

......................................... TOTALES.. 
i 

NATURALEZA DD LOS ASUNTCB 

Recitrsos de casación preparados por los Fiscü-\ Interpuestos.. ...................... 

QUE LOS 114W 

El Teniente 
fisenl. 
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Criminal.. .... 
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Loa Abognilos 
fisonler. 
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44 

20 
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47 1 
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2 1 
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4 6 

40 

683 

4 3 

150 

95 

60 

D 

3 

468 

59 

4I 

48- 

89 

38 

4 

2 b% 

les.. ......................................... ./ Dosistidos. ......................... 

i Apoyados totn.lnic~itc por l a  Fiscalía. 
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ERRATAS IMPORTANTES 

Bddo m h  7. -Las tres primeras casillas del epígrafe Senteneios en v i d 4  de 
loa uemikím, línea aorrespondiente 4 la Andienaia de Tarrngona, 

dicen. ...... 30 32 
y deben deoir. . 30 32 = 

Lns mismas casillas, en la línea última correspondiente al total, 

dicen. ...... 1.318 1.160 130 

y deben deair. . 1.348 1.162 98 

Eatwb n h .  lo .  - La Unea 14 de las dos filtimas colnmnas 

dice: 13, y debe deoii: 3 

Ln lima última oorrmpondiente al total 

dlce: %4%, y debe decir: 2.41 i 


